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PRESENTACIÓN
Frente al desafío que actualmente enfrentan las ciencias
sociales debido a las transformaciones materiales, políticas y
sociales, este libro tiene por objetivo analizar las estrategias de
inserción externa mundial y regional en Latinoamérica en el marco
de las dinámicas globales contemporáneas, en las que la crisis
económico-financiera mundial en su correlación con otras
tendencias críticas como la medioambiental, la energética y la
alimenticia, se constituye en variable contextual acerca del deve-
nir de la economía capitalista.
Esas dinámicas reflejan el debilitamiento de los centros del poder
mundial y de su capacidad económica con el desplazamiento del eje
de gravedad hacia los países emergentes (China, India, Brasil,
Sudáfrica). También exponen las transformaciones socioeconómicas
acaecidas por el cambio tecnológico que fragmentó las cadenas
productivas, generando una relocalización de las actividades,
provocando tensiones entre la esfera trasnacional, en la que se
desarrollan las actividades económicas y financieras, y la nacional.
Se agrega la emergencia de grandes espacios –continentales y
regionales– y el surgimiento de nuevas coaliciones a nivel mundial.
Así, la convergencia de intereses entre Estados Unidos (EE.UU) y la
Unión Europea (UE) se expresa en las negociaciones del Acuerdo
Transatlántico sobre Comercio e Inversión (TTIP) y entre Canadá
y la UE en el Acuerdo Económico y Comercial Global (AECG);
asimismo surgen otras negociaciones mega-regionales como el
Acuerdo de Asociación Transpacífico (TPP) y la Asociación Eco-
nómica Regional Integral (RCEP), las cuales dejan por fuera a la
mayoría de los países latinoamericanos. Ellas involucran a las
principales economías mundiales diseñando nuevos escenarios y
regulaciones en las que la Organización Mundial de Comercio
(OMC) pierde protagonismo, como consecuencia de la erosión que
sufrieran los regímenes internacionales de comercio e inversiones
debido a la falta de avances en las negociaciones multilaterales.
Como los Estados deben mitigar los efectos adversos de la
economía global dentro de sus respectivas jurisdicciones, aplican
12
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estrategias defensivas, sea a través de los compromisos “OMC plus”
y/o “OMC extra” –con efectos de realimentación virtuosa sobre la
misma economía global– o mediante la adopción de agendas com-
plementarias. Al no existir certeza sobre el acontecer inmediato
de la economía mundial, la reorganización espacial producto de las
dinámicas transnacionales de acumulación capitalista, con las
tensiones que origina, cuestiona las intenciones de proyectos
alternativos.
Frente a los nuevos escenarios, los gobiernos latinoamericanos
apelan una vez más al regionalismo como instrumento para afrontar
los desafíos que plantea el mundo global, aunque los formatos de
integración económica no responden a los moldes teóricos pre-
concebidos. De allí la necesidad de revisar los mapas cognitivos
tradicionales para poder explicar la realidad cambiante, cuestionar
los paradigmas tradicionales de integración, encontrar nuevas
categorías de análisis y plantear proyectos alternativos, desde
diversas perspectivas disciplinares y culturales.
Por tanto, se pretende lograr un entendimiento más complejo
de las tendencias del regionalismo en América Latina, caracterizado
por una red de relaciones bilaterales y plurilaterales en juego, de
diferente naturaleza y propósito, que definen distintas estrategias
de inserción regional y global, en gran medida concordantes con los
proyectos político-económicos de sus gobiernos y en disputa a nivel
regional. Su multiplicidad, distintas índoles y alcances institucio-
nales, generan contradicciones y limitan su eficacia.
Existe consenso acerca de que el regionalismo latinoamericano
está atravesando una nueva etapa, cuya denominación produce
debate en la literatura especializada sobre el tema: “estratégico y
continental”, “modelo sudamericano”, “regionalismo poscomer-
cial”, “poshegemónico”, “posliberal” y “heterodoxo”, caracterizado
por un mayor pragmatismo en relación con las experiencias
anteriores de integración y por la superposición de diversas vías
de acción. Se persiste en las relaciones con la (UE) a nivel regional
(Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños –CELAC–) o
subregional (MERCOSUR, Centroamérica) y con UE y EE.UU.
(Sistema de Integración Centroamericano-SICA, Comunidad del
Caribe-CARICOM, Alianza del Pacífico-AP), las asociaciones
estratégicas bilaterales (México, Brasil) o, simplemente, en relacio-
nes bilaterales como las de Chile, Colombia, Perú.
El tratamiento de la problemática suscitó la atención de un
grupo de investigadores del Instituto de Integración Latinoameri-
cana de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la UNLP y
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de investigadores de diversa procedencia comprometidos desde 2008
con la red interuniversitaria de “Formación de Posgrado e Investiga-
ción en Integración Regional –REDFIRE–” que a través del trabajo
mancomunado y el financiamiento obtenido de distintas fuentes
como el Programas de Fortalecimiento de Redes Interuniversi-
tarias del Ministerio de Educación de la Nación Argentina, permitió
darle continuidad y desarrollar investigaciones conjuntas cuyo pro-
ducto también se exhibe en este libro.
La coordinación general de la red está a cargo de Noemí B.
Mellado, como directora del Instituto de Integración Latinoameri-
cana y sus posgrados “Maestría en Integración Latinoamericana”
y “Especialización en Políticas de Integración”, de la Facultad de
Ciencias Jurídicas y Sociales de la UNLP Argentina. Integran tam-
bién la red: la Universidad de los Andes, Venezuela, a través del
“Postgrado de Economía” de la Facultad de Ciencias Económicas y
Sociales bajo la coordinación de Rita Giacalone; la Universidad de
la República, Uruguay, con su “Maestría en Relaciones Internacio-
nales” de la Facultad de Derecho, cuyo coordinador es Wilson Nerys
Fernández; la Universitat Pompeu Fabra, España, con el “Observa-
torio de Relaciones con Latinoamérica” coordinada por Manuel
Cienfuegos Mateo y la Universidad Dr. José Matías Delgado de El
Salvador, por medio de la “Facultad de Posgrados y Educación
Continua”, coordinada por su Decano Juan Carlos Fernández Saca.
Los presupuestos teóricos de partida se asientan en un enfoque
económico, social y político de la economía mundial tomando en
consideración las interrelaciones entre las dinámicas globales,
regionales y nacionales a fin de generar nuevos aportes teóricos y
metodológicos de abordaje a las problemáticas derivadas de las
transformaciones mundiales y del regionalismo latinoamericano.
Junto a estrategias que han permitido la expansión económica,
persisten otras que conducen a una especialización empobrecedora,
a una alta heterogeneidad de la estructura productiva y a una
concentración en la distribución de ingresos y riqueza. Este escenario
induce además a efectuar una evaluación crítica de los modelos de
inserción de algunas naciones latinoamericanas (Argentina, Brasil,
Venezuela y Perú) conforme a sus consecuencias sobre los acuerdos
regionales existentes y sobre la estructura económica regional.
Desde esta perspectiva el libro se estructura en diez capítulos
cuyo contenido se exhibe en cada uno de ellos:
En “GOBERNANZA GLOBAL Y REGIONALISMO LATINOAMERICANO. DESAFÍOS PARA
EL DESARROLLO HUMANO SOSTENIBLE Y AGENDA POST-2015: UNA MIRADA DESDE
URUGUAY”, Amalia Stuhldreher de la Universidad de la República,
14
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Uruguay, recoge eventuales aportes de diferentes enfoques teóricos
de la disciplina de las relaciones internacionales sobre la gober-
nanza global, vinculados al debate sobre la posible funcionalidad de
las estrategias de regionalización en el contexto de la globalización
avanzada. Se procura así identificar elementos para abordar la
situación del regionalismo latinoamericano contemporáneo de cara
a los desafíos actuales de la provisión de bienes públicos en dimen-
siones esenciales del desarrollo humano sostenible. El trabajo
plantea el interrogante respecto al rol y la funcionalidad que le
caben al regionalismo latinoamericano, de cara a los desafíos de la
gobernanza global y la cooperación internacional para el desarrollo.
Por tanto, se apunta a reflexionar respecto a las posibilidades y
márgenes de acción que eventualmente existen para incidir en la
Agenda Post-2015 y qué prioridades se perciben desde el Uruguay.
El segundo capítulo es “CONSECUENCIAS DEL DESPOBLAMIENTO RURAL Y LA
DESORGANIZACIÓN SOCIAL EN AMÉRICA LATINA” de Marcelo Halperin de la UNLP
de Argentina, propone revisar las estrategias utilizadas a título de
cooperación internacional como las cláusulas insertas en los
compromisos multilaterales y de integración económica dirigidas
a neutralizar o minimizar los padecimientos de aquellas poblaciones
que emigran, como consecuencia de las frustraciones ocasionadas
por la imposibilidad de remontar desplazamientos físicos y exclu-
siones de los sistemas productivos, a lo que se agrega la cultura
neo-colonial dominante que alienta un consumo conspicuo y con-
duce a la desorganización social.
En “INTER-REGIONALISMO E INSERCIÓN INTERNACIONAL DE AMÉRICA LATINA”,
Isabel Clemente Batalla parte en su análisis de que la inserción
internacional de América Latina por la vía de la formación del
regionalismo ha dado origen a la creación de bloques de integración,
organización de instituciones de cooperación y mecanismos de
concertación para asegurar la gobernanza regional. A partir del
análisis teórico de la tensión entre los modelos alternativos de
gobernanza interregional y multilateral, el trabajo identifica algunos
problemas posibles para la agenda del regionalismo latinoamericano
y en particular para el MERCOSUR: cuestiones de legitimidad,
soberanía, inclusión y exclusión en el sistema internacional y
capacidad de contribuir a la formulación de un sistema nuevo de
normas en condiciones de igualdad entre Estados.
Como el nuevo mapa de la integración, en el marco del regio-
nalismo del siglo XXI, impulsa el debate sobre modelos de desarrollo
y de inserción internacional Noemí B. Mellado y Martín Tetaz, de
la UNLP de Argentina, bajo el título “LA ESTRATEGIA DE INSERCIÓN EXTERNA
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DEL MERCOSUR”, analizan los efectos de la nueva estrategia de
inserción externa regional y global del MERCOSUR, sobre la estruc-
tura de comercio y productiva subregional.
Siguiendo con el MERCOSUR como objeto de estudio en el
capítulo “EL COMERCIO, LAS INVERSIONES Y LOS OTROS PILARES DE LAS RELACIONES
ENTRE EL MERCOSUR Y LA UNIÓN EUROPEA” a cargo de Manuel Cienfuegos,
de la Universitat Pompeu Fabra de Barcelona, aborda las relaciones
de todo tipo entre la UE y el MERCOSUR y el estado de las negocia-
ciones para el establecimiento de una asociación euromercosureña
que, tras quince años, se encuentra, de nuevo, en una encrucijada
de la que será difícil salir si, como es deseable, debe ir más allá de un
acuerdo de libre comercio plus (free trade agreement plus) para abarcar
también la cooperación y el diálogo político.
En la misma línea “RUMBOS POLÍTICOS DEL MERCOSUR. AGENDA Y
POLÍTICAS DE UNA NUEVA ETAPA”, Rita Marcela Gajate de la UNLP, trata los
efectos del nuevo panorama político que se está configurando en la
subregión a través de la Agenda y de los objetivos políticos que
prioriza actualmente el proceso de integración.
Carmen Rosa Schaposnik y Eugenia Candelaria Pardo, de la
UNLP de Argentina, en “VENEZUELA: GIROS EN LA INTEGRACIÓN REGIONAL Y
SEÑALES DE CAMBIO EN SU ESTRUCTURA PRODUCTIVA” estudian las estrategias
adoptadas por Venezuela en el marco de su relacionamiento externo
y determinar si ellas buscan o no producir cambios estructurales a
partir de considerar que los giros en la integración regional y de
los procesos de transformación en la estructura productiva, son
necesarios para entender las estrategias de inserción externa.
Por su parte, Rita Giacalone, de la Universidad de los Andes de
Venezuela, en “NUEVAS PROPUESTAS REGIONALES EN EL TABLERO LATINOAMERICANO:
MERCOSUR-ALIANZA DEL PACIFICO Y ECO-ALBA-PETROCARIBE-CARICOM-
MERCOSUR” analiza cualitativamente las opciones y límites
geoeconómicos y geopolíticos de dos propuestas latinoamericanas:
la convergencia MERCOSUR - Alianza del Pacífico (AP), recomendada
por la CEPAL y apoyada por Chile, y la Eco-Zona del ALBA, promovida
por Venezuela, en base a la complementación económica (ALBA-
Petrocaribe-CARICOM-MERCOSUR), que pueden considerarse
respuestas a las complejidades del contexto global y regional.
En “UN NOVEDOSO PARADIGMA DE LA INTEGRACIÓN ECONÓMICA: EL CASO DE PERÚ”,
Lautaro M. Ramírez, de la UNLP de Argentina, se centra en el modo
de relacionamiento externo de Perú en el nivel regional, hemisférico
e internacional y su incidencia en la Alianza del Pacífico.
Por último, en “LA UNIÓN ADUANERA EN CENTROAMÉRICA. ANÁLISIS POLÍTICO-
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INSTITUCIONAL DEL PAPEL DEL SICA EN SU CONSTRUCCIÓN”, Juan Carlos
Fernández Saca de la Universidad Dr. José Matías Delgado de El
Salvador, centra su tratamiento en el análisis político-institucional
del papel que juegan las instancias de la integración regional al
postergado objetivo de la Unión Aduanera en Centroamérica.
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CAPÍTULO I
GOBERNANZA GLOBAL Y REGIONALISMO
LATINOAMERICANO.
DESAFÍOS PARA EL DESARROLLO HUMANO
SOSTENIBLE Y AGENDA POST-2015:
UNA MIRADA DESDE URUGUAY
AMALIA STUHLDREHER
Introducción
El presente trabajo apunta a recoger eventuales aportes de
diferentes enfoques teóricos de la disciplina de las relaciones
internacionales sobre la gobernanza global, vinculados al debate sobre
la posible funcionalidad de las estrategias de regionalización en el
contexto de la globalización avanzada. Se procura así identificar
elementos para abordar la situación del regionalismo latino-
americano contemporáneo de cara a los desafíos actuales de la
provisión de bienes públicos en dimensiones esenciales del desarrollo
humano sostenible. Planteado ese objetivo resulta ineludible hacer
también referencia al debate de los últimos años respecto al devenir
de los procesos de integración en América Latina, donde se registró
una proliferación de esquemas diversos, aunque no necesariamente
existe consenso respecto a las implicancias negativas o positivas
de dicha diversidad (Nolte, 2014: 2). Tras la fase del ‘regionalismo
abierto’ de los 90 (creación del MERCOSUR y relanzamiento del Pacto
Andino a través de la Comunidad Andina de Naciones, así como del
Sistema de Integración Centroamericano SICA), el comienzo del
nuevo siglo fue testigo del surgimiento de lo que se dio en llamar el
‘regionalismo posthegemónico’ o ‘postliberal’ (Tussie, 2009), con la
superposición de iniciativas como la Unión de Naciones Sud-




Nuestra América), la CELAC (Comunidad de Estados de Latinoamérica
y el Caribe) y finalmente la emergencia de la Alianza del Pacífico.
Como contexto sobre la conceptualización del desarrollo
humano, debe señalarse que tras la crisis de la región de la década
de los 80, los aportes de Amartya Sen y Mahbub ul Haq consolidaron
una concepción donde el ser humano ocupa un lugar central como
actor principal del desarrollo. Dicho enfoque fue susceptible de
amalgamarse en forma coherente con otras dimensiones centrales
del desarrollo, tales como la medioambiental, que venían discu-
tiéndose desde los 70 y que cobraron fuerza desde el Informe
Brundtland (1987). Todos estos elementos orientaron la definición
de la agenda de los Objetivos del Milenio (ODM) hasta 2015, donde
primó la perspectiva de desarrollo humano sustentable con
perspectiva de derechos. Aún con sus limitaciones, los ODM
contribuyeron a instalar la necesidad de la comunidad internacional
de monitorear resultados o logros para el bienestar de las personas
a través de metas claras, verificables y comunicables, permitiendo
la valoración de las políticas públicas en función de resultados,
promoviendo aprendizajes en el diseño y manejo de instrumentos
de monitoreo y evaluación (AUCI, 2013: 3).
Como señala Martín Rivero Illa (2014a: 15 y ss.), lo complejo de
este proceso está dado por el hecho que las nuevas perspectivas de
desarrollo no sustituyeron las visiones anteriores, sino que se
produjo una superposición donde se mantuvieron muchos
elementos de los paradigmas anteriores: la acumulación sucesiva
de visiones no siempre concordantes generó así una suerte de
arqueología del desarrollo. Consecuentemente, lo elusivo y complejo
del término representa un desafío para la cooperación internacional,
a lo que se suma el dinamismo de la agenda global de la cooperación
para el desarrollo. Aunque, desde los años 50 hasta la Declaración
del Milenio, esta agenda estuvo fuertemente influenciada por las
Naciones Unidas, en la actualidad un sinnúmero de foros,
organismos y espacios de coordinación pautan la dinámica de las
políticas de cooperación en materia de desarrollo, lo que dificulta
su gobernanza.
Concretamente, el debate sobre la Agenda Post-2015 fue lanzado
oficialmente en 2011 en las Naciones Unidas, con el informe del
Secretario General “Acelerar el logro de los Objetivos del Milenio”,
con un llamado a participar de un proceso consultivo relativo a la
nueva Agenda de Desarrollo. Posteriormente, en julio de 2012, se
convocó a un Panel de Expertos de Alto Nivel representativo de todas
las regiones, para elaborar un informe a partir de las consultas
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con los actores del desarrollo (AUCI, 2013). Finalmente, en
septiembre de 2015 la Asamblea de las Naciones Unidas aprobó
oficialmente los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).
Teniendo en cuenta ese proceso, el presente trabajo plantea el
interrogante respecto al del rol y a la funcionalidad que le caben al
regionalismo latinoamericano, de cara a los desafíos de la gober-
nanza global y la cooperación internacional para el desarrollo. Para
su comprensión cabal, este interrogante debe encuadrarse en los
debates en torno al estado de dicho regionalismo en un contexto de
progresiva multipolaridad. Con esa perspectiva, el presente trabajo
apunta a reflexionar sobre las posibilidades y márgenes de acción
que eventualmente existen para incidir en la Agenda Post-2015 y
en la implementación de los ODS, identificando qué prioridades se
perciben desde el Uruguay.
1. Marco teórico-analítico
1.1. Regionalismo vis à vis globalización: funcionalidad
posible
Teniendo en cuenta los interrogantes planteados, este trabajo
propone recoger esquemáticamente los debates que surgieron desde
la década de los 80 en la disciplina de las relaciones internacionales
en torno de la gobernanza global y la posible funcionalidad del
regionalismo frente a los nuevos retos. Cabe recordar que en ese
momento los profundos cambios experimentados por el sistema
internacional y el desafío impuesto por la globalización determi-
naron un “renacimiento” general de los procesos de integración
regional, que abarcó también a América Latina y el Caribe. Este
“revival” del regionalismo generó un rico debate acerca de los
desafíos y posibilidades implícitas de dichos procesos: un aspecto
central fue la búsqueda de mecanismos que permitieran consolidar
a la interna la integración regional y que optimizaran la capacidad
negociadora de los países y regiones frente al mundo globalizado,
explorando las posibilidades aún existentes para el ejercicio de la
política en el ámbito de los Estados nacionales y las oportunidades
de concertación internacional de cara a los desafíos globales y la
provisión de bienes públicos.
Esta discusión, caracterizada por la pluralidad teórica (Mürle,
1998), hacía especial hincapié en la complementariedad entre
diferentes niveles de práctica de la gobernanza global. Así, los
Estados eran concebidos como instancias estratégicas dentro de
un sistema de niveles múltiples, acompañados por una serie de
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nuevos actores (Cerny, 1999) Más allá del Estado, en el siguiente
nivel se discutió asimismo el rol del regionalismo en la nueva
arquitectura global. Para muchos la instancia regional constituía
un elemento decisivo para la adaptación de los estados territoriales
a las nuevas realidades del contexto mundial (Schirm, 1999). Por
otra parte, como derivación del debate sobre el regionalismo, en
las dos décadas pasadas se registró un interés creciente por el
fenómeno cercano del interregionalismo, al que también se le
atribuía un rol importante en la concreción de la arquitectura de
la gobernanza global. En ese sentido, la sistematización efectuada
por Rüland (1996) sobre diversos enfoques teóricos de las relaciones
internacionales (realismo, neoinstitucionalismo, constructivismo)
permite identificar eventuales contribuciones de los esquemas
regionales o interregionales a la gobernanza global atendiendo a
su posible funcionalidad, ofreciendo algunas claves para la discusión
que se plantea en este trabajo.
En forma sumamente abreviada, tomando en primer término
el enfoque del realismo, resulta evidente el énfasis otorgado a lo
que Rüland denomina las funciones de equilibrio de poder (balancing
functions) que pueden asumir las instancias regionales e interre-
gionales. Según la conceptualización realista, dichos foros
representan una coalición conformada por algunos actores para
contrabalancear el poder de los otros. La racionalidad de estas
alianzas está determinada por la posibilidad de acumular poder y
poder reaccionar mejor a los cambios experimentados por la política
y economía mundiales (como por ejemplo en su momento el
surgimiento de APEC (Asia-Pacific Economic Cooperation) para
contrarrestar la “Fortaleza Europa”).
Contrastando con este abordaje, desde el enfoque del neo-
institucionalismo se subrayan las funciones de racionalización
(rationalizing functions) del vínculo del regionalismo/interre-
gionalismo frente a los foros multilaterales, que con frecuencia se
enfrentan con una serie de tópicos de alta complejidad, de carácter
esencialmente técnico, así como con un creciente número de actores
con intereses fuertemente heterogéneos. A manera de ejemplo,
Rüland señala que el foro interregional euro-asiático ASEM (Asia-
Europe Meeting) podría actuar a la manera de clearing house de los
actores involucrados antes de que los temas lleguen a la arena global,
contribuyendo a disminuir los “cuellos de botella” en el ámbito
multilateral de la negociación.
Asimismo, el autor menciona las funciones que asumen los
órganos regionales e interregionales en términos de agenda-setting
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frente a las instituciones globales. En forma ideal, estos foros
“particionan” los contenidos de la negociación en diferentes
instancias, con la ventaja de que a través de este proceso de step-
by-step se evitan pérdidas mayores de tiempo y se favorece el logro
del consenso. Con la preestructuración de las negociaciones de
acuerdo con criterios sectoriales o regionales, eventualmente se
evita la probabilidad de los mencionados “cuellos de botella” en los
niveles superiores del sistema internacional.
Por otra parte, el enfoque del neoinstitucionalismo también es
valorado por Rüland por sus aportes en términos de institucio-
nalización de las relaciones internaciones (institution-building
functions), contribuyendo a una mayor aceptación por parte de los
actores de los principios y normas vigentes. Esto resulta de
particular importancia dado el alto grado de interdependencia del
mundo actual, donde el potencial de conflictividad o de cooperación
de las relaciones interregionales genera posibles efectos de
derrame hacia el nivel de la arena internacional. Resulta así crucial
buscar vías que favorezcan las relaciones cooperativas entre los
bloques. También resulta interesante el hecho que la preparación
e implementación de decisiones supone a la vez la existencia de
un amplio espectro de instituciones, así como la realización, por
ejemplo, de encuentros regulares de ministros en procesos del tipo
track two, encuentros de grupos de trabajo, surgimiento de
“comunidades epistémicas”, de mecanismos de coordinación de
actividades privadas u oficiales, así como foros de organizaciones
no gubernamentales. Visto en esos términos, la dinámica de los
foros regionales e interregionales fortalecería la cooperación dentro
del respectivo esquema, estimulando el surgimiento de organiza-
ciones regionales subsidiarias.
Finalmente, Rüland menciona los aportes de las corrientes
constructivistas que focalizan los posibles estímulos a la formación
de identidades (identity-building) a nivel colectivo, como, por
ejemplo, lo sucedido en el caso del foro euro-asiático ASEM o en la
APEC en el área Asia-Pacífico. De todas formas, no puede ignorarse
que paralelamente al surgimiento de una identidad colectiva en
el marco de los foros regionales e interregionales, también pueden
determinar evoluciones problemáticas en términos identitarios,
que distan de sus intenciones iniciales. Un caso que suele men-
cionarse es la discusión en torno a valores contrapuestos desatada




1.2. Regionalismo latinoamericano y economía política
multipolar: de la diversidad de modelos y sus interpretaciones
Como ya se mencionó, en un contexto de globalización avanzada
y gradual emergencia de una economía política multipolar en el
sistema internacional, el presente trabajo plantea algunos inte-
rrogantes respecto al rol y la funcionalidad que le caben al regio-
nalismo latinoamericano de cara a los desafíos de la gobernanza
global y la cooperación internacional para el desarrollo humano.
Cabe mencionar aquí que, en los últimos años, el debate sobre
el devenir de los procesos de integración en la región se vio marcado
por la controversia debida a la proliferación de esquemas diversos,
lo que dificultó un consenso acerca de su caracterización y de las
consecuencias de dicha superposición para el orden regional.
Al respecto, resulta interesante la reflexión de Detlef Nolte
(2014), retomada a su vez por Jorge Garzón (2015). Teniendo en
cuenta la diversidad de esquema regionales, dichos autores
procuran una sistematización de las distintas interpretaciones
sobre este fenómeno (que Garzón denomina el ‘paradigma de los
modelos de integración competitivos’). Por un lado, el autor
identifica una vertiente crítica (Malamud/Gardini, 2012: 117), que
subraya la segmentación y superposición de proyectos e iniciativas,
que atentaría contra una integración exitosa. En esa visión el
‘regionalismo descentralizado’, con múltiples membresías y
lealtades inevitablemente crearían fricción entre diferentes
proyectos, lo que generaría conflictos de normas y divisiones. Por
otra parte, desde una perspectiva menos determinista otros autores
visualizan una tendencia hacia una mayor diversificación de
organizaciones regionales, sin lograr un acuerdo respecto a si se
trata de una fase de transición (Sanahuja 2008/2009) o si se
tendería a una mayor convergencia (Tussie 2009). Finalmente, un
tercer grupo de autores subrayan el potencial positivo de la
pluralidad de organizaciones regionales, ya que el amplio espectro
de opciones les permitiría a los estados latinoamericanos elegir la
estructura de cooperación que mejor se adaptara a sus intereses
nacionales y a las respectivas prioridades de política exterior,
minimizando el riesgo de juegos de suma cero en la interacción
entre los estados (Nolte, 2014).
Como señalan tanto Nolte como Garzón, las tres corrientes
citadas difieren, por un lado, al momento de subrayar las
implicancias negativas o positivas de la nueva configuración
regional. Sin embargo, por otro lado, parten de una aseveración
común respecto a la existencia de modelos de integración regional
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divergentes e incluso incompatibles, que coexisten y compiten
entre sí. En oposición a este paradigma, Garzón postula que la
cuestión de la proliferación de esquemas puede ser mejor
comprendida si se tienen en cuenta las interfaces entre el
denominado ‘regionalismo ‘posliberal o ‘poshegemónico’ (con
organizaciones tales como la UNASUR o el ALBA) y la crisis de los
esquemas de ‘regionalismo abierto’ (tales como el MERCOSUR o la
Comunidad Andina). En esta interpretación, ambos fenómenos
constituyen el resultado del mismo proceso de adaptación de las
estrategias de los Estados latinoamericanos, que adecúan sus
políticas exteriores a la economía política de un mundo multipolar
(Garzón, 2015: 2; Nolte 2014: 4).
Así, según esta visión, la progresiva emergencia de una
economía política multipolar en el sistema internacional produce
una modificación disruptiva fundamental, alterando la estructura
de incentivos que alguna vez impulsó el surgimiento de vínculos
en clave de ‘regionalismo abierto’, dificultando o inviabilizando dicha
estrategia de inserción internacional. Sin embargo, el surgimiento
del ‘regionalismo post-hegemónico’ no superaría ni trascendería
el ‘regionalismo abierto’, asumiendo aspectos fundamentales como
la provisión del acceso a los mercados internacionales o de
inversiones extranjeros directas (IED), que continúan siendo de
vital importancia para los Estados latinoamericanos de cara a sus
objetivos de desarrollo, tal como lo fuera en el pasado. Por el
contrario, este puñado de temas (inversiones y comercio) que fueran
de incumbencia del ‘regionalismo abierto’ serían asumidas en
forma progresiva (aunque con ritmos irregulares) por la relati-
vamente nueva institución del ‘regionalismo cruzado’,1 que al
1 El concepto de ‘regionalismo cruzado’ es utilizado en el marco de
investigaciones económicas de la Organización Mundial del Comercio
(OMC), tales como los estudios Crawford y Florentino (2005). Según
la conceptualización sugerida por Garzón (2015: 9), el regionalismo
cruzado constituiría el instrumento de política exterior económica
más rápidamente extendido en el mundo: para 2010, ya representaba
la mitad de los acuerdos preferenciales de comercio. Concretamente
el concepto hace alusión a acuerdos de comercio entre países que
pertenecen a diferentes regiones del mundo, desafiando la noción
que la integración económica puede proceder solamente del nivel
regional o multilateral. A diferencia del ‘interregionalismo’ (entre
bloques o regiones), el regionalismo cruzado refiere a políticas llevadas
adelante en forma individual por Estados. Asimismo, se trasciende la
agenda tradicional de liberalización comercial multilateral para incluir
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mecanismos de consulta política. Para ejemplos de la participación
de países latinoamericanos en el llamado ‘regionalismo cruzado’ véase:
Garzón., 2015: 12.
2 La autora se refiere aquí a la apertura de los regionalismos excluyentes
(si el MERCOSUR se abre a la Alianza del Pacífico y si el ALBA supera
sus constricciones ideológicas para abrirse al MERCOSUR).
contrario de lo que usualmente se afirma, evitaría los altos costos
políticos del regionalismo Norte-Sur’ a través de la triangulación
comercial con socios comerciales extraregionales. Habiendo sido
las organizaciones regionales “relevadas” de la búsqueda de
acuerdos comerciales y de inversión, existe una menor necesidad
de coordinación económica interestatal, pudiendo los estados socios
focalizar los asuntos políticos. En virtud de ello, Garzón postula que
no nos encontraríamos frente a la proliferación de modelos
divergentes y competitivos de integración regional, sino de un
“desacoplamiento” de la función económica del regionalismo de sus
dimensiones sociales, políticas y de seguridad (Garzón, 2015: 2).
Sin embargo, en términos de contextualización resulta rele-
vante señalar que, como afirma Giacalone (2015), si los cambios
ocurridos durante la primera y la segunda década del siglo XXI ponían
en duda la estabilidad de una arquitectura regional que no lograba
negociar los conflictos, los indicios más recientes permitirían hablar
de una fase de convergencia regional sobre la base de un renovado
impulso a los aspectos económicos y comerciales de la integración
y el abandono de las posturas ideológicas más extremas (Giacalone,
2015: 69-70)2.
2. Regionalismo latinoamericano, gobernanza global
y cooperación internacional para el desarrollo hu-
mano
La hipótesis planteada por Garzón respecto al “desacoplamiento”
gradual de la función económica del regionalismo latinoamericano
de otras dimensiones de la integración (social, política, de seguridad)
en un contexto de emergencia de una economía política multilateral
proporciona un marco de referencia para abordar el vínculo del
regionalismo y la gobernanza global. En ese sentido, se señala que
el regionalismo latinoamericano progresivamente se caracteriza
por una sutil división del trabajo entre diferentes organizaciones
regionales (Garzón, 2015: 16). Precisamente en ese marco, resulta
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3 El autor aboga aquí por el concepto de ‘gobernanza regional’, ya que lo
considera como el más adecuado para captar las variaciones del
regionalismo y de proyectos regionales. En su acepción el concepto
hace referencia a organizaciones/instituciones internacionales y
constructos normativos e ideacionales, así como a los procesos que
crean dichas instituciones y normas (Nolte, 2014: 6-7).
relevante no considerar las iniciativas aisladas, sino tener en
cuenta la arquitectura regional en su totalidad (Nolte, 2014: 4)3.
Aún así, en procura de abordar las posibilidades de concertación
regional de cara a los desafíos del desarrollo humano sustentable
resulta evidente la necesidad de diferenciar algunos ámbitos
regionales desde los que se ha buscado incidir procurando avances.
En ese sentido, Marcelo Halperin (2014:170) ya ha subrayado la
proliferación de iniciativas para la cooperación, coordinación y
consulta sobre temas de la llamada “agenda social” en el marco de
organizaciones y esquemas de integración económica. En términos
causales se atribuye dicho énfasis a la situación de deterioro y
vulnerabilidad de la región latinoamericana (migraciones masivas,
extrema pobreza, desigualdades sociales, etc.), lo que conlleva la
necesidad de incluir en la formulación de los marcos de integración
económica metas y programas relativos a la dimensión agregada
de lo “social”.
También Noemí Mellado y María Luciana Ali (2014: 187-188)
subrayan la creciente importancia de la dimensión social (junto a
las dimensiones política y de seguridad) en relación a con la
dimensión económica en las nuevas propuestas de integración
latinoamericanas (UNASUR, ALBA y CELAC). Sin embargo, las
propuestas presentan un grado de institucionalidad mínima de
carácter intergubernamental. Pese a la reconfiguración política
regional no se constata una convergencia respecto a la inserción
mundial y a modelos de desarrollo. Así, en el complejo panorama
regional se constataría la superposición de proyectos regionales de
diversa naturaleza y objetivos, la pertenencia múltiple de los países
con diferentes propósitos y valoraciones, las desigualdades
económico-sociales de los diversos Estados, las diferencias en su
relacionamiento externo, así como la ausencia de una visión
estratégica de conjunto.
En su detallado análisis las autoras efectúan una clasificación
que resulta relevante a los fines del presente trabajo, ya que permite
una mirada diferencial de los énfasis planteados en diversas
organizaciones regionales: así se consta que en las declaraciones,
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4 Así se establecía como prioridades: 1) Cooperación entre los mecanismos
regionales y  subregionales de integración; 2) Crisis financiera
internacional; 3) Energía; 4) Infraestructura física; 5) Desarrollo social y
erradicación del hambre y la pobreza; 6) Seguridad alimentaria y
nutricional, 7) Desarrollo sostenible; 8) Desastres naturales; 9) Promo-
comunicados y documentos alusivos a la dimensión social, en la
CAN se enfatizan cuestiones relativas al desarrollo en general,
mientras que, en el MERCOSUR, existe una predominancia de
cuestiones asociadas a la inclusión y la integración social. Por su
parte, la UNASUR expresa una clara preocupación por la
desigualdad. Tanto en la UNASUR como en el MERCOSUR, las
acciones que apuntan a la inclusión social se limitan a los más
vulnerables (Mellado y Ali, 2014: 221-222).
Al mismo tiempo, las autoras alertan respecto a que pese al
avance de los aspectos normativos e institucionales en materia
social, los esquemas regionales muchas veces ven limitada la
implementación efectiva de las decisiones: tanto el MERCOSUR,
la CAN y la UNASUR se caracterizan por estructuras laxas de
gobernabilidad donde los Estados mantienen el control sobre el
proceso de integración, por lo que la concreción efectiva de las
decisiones depende del poder de los gobiernos nacionales. En el
caso del MERCOSUR y en la CAN a las disparidades de poder de los
socios se suma la brecha entre las decisiones adoptadas y las
efectivamente implementadas, lo que conlleva conflictos.
Las autoras subrayan aquí que los tres esquemas mencionados
sólo prevén iniciativas para la cooperación, coordinación y consulta,
sin especificar mecanismos y acciones que podrían generar
políticas sociales conjuntas. Para el caso del MERCOSUR explícita-
mente, se establece además que este tipo de acciones son facultad
de las políticas públicas de los respectivos Estados.
A los esquemas regionales mencionados debe añadirse el
surgimiento de la CELAC, como resultado de los esfuerzos de los
actores de mayor peso en la región, México y Brasil. La propuesta
de Brasil se materializó en la realización de la primera Cumbre de
América Latina y el Caribe sobre Integración y Desarrollo (CALC)
en diciembre de 2008, muy vinculada con los propósitos funda-
cionales del Grupo de Río, es decir, concertar respuestas latino-
americanas a los problemas latinoamericanos. La agenda de
prioridades planteada fue recogida en la Declaración de Bahía, que
contempla algunos temas que pueden considerarse vinculados al
desarrollo humano sustentable4.
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ción de los derechos humanos y combate al racismo; 10) Circulación de
personas y migraciones; 11) Cooperación Sur-Sur y 12) Proyección de
América Latina y el Caribe (Rojas Aravena, 2012: 37 y ss.).
5 Transcurridos más de veinte años de la Conferencia de Río y poco antes
de culminar el plazo previsto para el cumplimiento de los ODM, el Grupo
Abierto de Trabajo creado por el documento final de la Cumbre Río+20
aprobó un documento que contiene los Objetivos de Desarrollo Sostenible
(ODS), que pasó a consideración de la Asamblea General de las Naciones
Unidas celebrada en septiembre de 2014. Finalmente, dicho organismo
aprobó definitivamente los ODS en septiembre de 2015.
La evolución de los vínculos condujo a la realización, en febrero
de 2010, de la Cumbre de la Unidad, cuyo principal resultado estuvo
dado por la decisión de crear la CELAC, con la aspiración de
constituirse en el eje de gravedad de las distintas instituciones de
integración de la región, promoviendo la concertación política para
impulsar la agenda latinoamericana y caribeña en los foros globales
a fin de posicionar mejor a la región en acontecimientos relevantes
del ámbito internacional. Junto a la consolidación de los valores
democráticos y la profundización de la integración, se plantea como
prioridad el desarrollo sostenible en armonía con la naturaleza y el
bienestar social de cada uno de los Estados (Rojas Aravena, 2012:
43 y ss.), lo que se vincula estrechamente con la concepción del
desarrollo humano sustentable.
3. Incidiendo en la Agenda 2015: avances y prioridades
para el Uruguay
En forma similar a lo que se sucede en otros países del Sur global,
también para el caso del Uruguay, la cooperación internacional se
visualiza como un instrumento relevante de cara a la promoción del
desarrollo humano sustentable a nivel nacional. Para este país el
desafío que se planteó en los años recientes estuvo dado por la
necesidad de crear una institucionalidad moderna, eficiente y capaz
de responder a la complejidad actual de la cooperación al desarrollo.
En ese sentido la creación de la Agencia Uruguaya de Cooperación
Internacional (AUCI) en 2010 constituyó un hito importante. Asi-
mismo, se actúa desde la estructura gubernamental de los Minis-
terios, en particular desde la Dirección General de Cooperación
Internacional del Ministerio de Relaciones Exteriores.
Contando con esa plataforma el país aspira a participar
activamente en los debates en curso, en particular en la negociación
intergubernamental de la Agenda Post-2015 (sucesora de los ODM)5
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que se extiende desde septiembre de 2014 a septiembre de 2015.
Con el objetivo de recoger insumos para el posicionamiento del
país frente al debate global sobre la agenda, a principios de 2013, la
AUCI y el Ministerio de Relaciones Exteriores convocaron a orga-
nismos del Estado, organizaciones de la sociedad civil, sector
privado y academia. A partir de ello se generó un documento que
se presentó para la discusión regional.
Asimismo, se respondió al cuestionario del Panel de Alto Nivel
de Personas Eminentes de la Secretaría General para la Agenda de
Desarrollo Post-2015. La posición del país fue presentada a las
agencias cooperantes de otros países y organismos internacionales
que cooperan con Uruguay. Por otra parte, la posición de dicho país
se remite también a los insumos de la consulta realizada a nivel
nacional por el Sistema de Naciones Unidas en junio de 2013.
Finalmente, la capacidad de incidencia del Uruguay se vio
fortalecida por el hecho de integrar el Comité Intergubernamental
de Expertos sobre Financiamiento de los Objetivos de Desarrollo
Sostenible (Rivero, 2014b: 60).
En términos sustantivos y yendo a las temáticas concretas que
se pretende impulsar, el representante permanente del Uruguay
frente a la ONU señala en una publicación reciente que el país
puede realizar un aporte de calidad en la construcción de la Agenda
de Desarrollo Post-2015 y en la definición de los ODS centrando
sus esfuerzos en establecer como prioridades la erradicación de la
pobreza, manteniendo al mismo tiempo el enfoque de derechos (en
especial, en lo tocante a la no discriminación), género, infancia, salud,
seguridad alimentaria, crecimiento económico, empleo, infraes-
tructura, educación, agua y saneamiento, energía, desigualdad,
medio ambiente y consumo responsable (Koncke, 2014: 81).
Conclusiones
A modo de evaluación genérica y considerando las particu-
laridades de la región latinoamericana impregnada históricamente
de desigualdades y brechas socio-económicas, puede coincidirse
con la afirmación de Martín Rivero cuando señala que, en los últimos
quince años, América Latina ha experimentado transformaciones
importantes en términos de desarrollo humano. Básicamente, han
jugado allí la voluntad política de algunos países de la región para
dinamizar y mejorar las políticas públicas, así como una mayor
coordinación y concertación de los actores de la cooperación
internacional en la definición de una agenda de desarrollo que ha
promovido el diseño de dichas políticas (Rivero, 2014b: 26).
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En términos de su participación en la asignación de la Ayuda
Oficial al Desarrollo (AOD), esta mejoría de la situación en varios
países latinoamericanos ha implicado una creciente salida de la
AOD de la región, ya que dicha asignación responde a un criterio
basado en la renta per cápita de los países a los que se asiste. Esto
conllevó la reducción de la AOD en América Latina, que pasó de
representar más del 1% del PIB de la región en la década de 1960 a
un 0,22% en la actualidad (AUCI, 2013: 2). Por otra parte, no puede
obviarse el hecho que en perspectiva comparada, los logros de los
diferentes países siguen siendo altamente desiguales, así como
tampoco puede evitarse el interrogante acerca de su sostenibilidad
en el tiempo en momento de coyunturas internacionales futuras
eventualmente más adversas.
Yendo específicamente al interrogante inicial del trabajo
respecto del rol y la funcionalidad que le caben al regionalismo
latinoamericano, de cara a los desafíos de la gobernanza global y la
cooperación internacional para el desarrollo, corresponde retomar
las consideraciones teóricas esbozadas en el curso del trabajo. En
ese sentido, cabe subrayar que independientemente de la valora-
ción positiva o negativa que se hace del fenómeno, los expertos
coinciden en señalar la diversidad y superposición de iniciativas y
esquemas de integración regional, que se han multiplicado en las
últimas tres décadas. Así, en perspectiva histórica, la integración
regional registra como constante la búsqueda de concertación y
articulación de posicionamiento frente a los ámbitos interna-
cionales, aunque puede pensarse que en los hechos la superpo-
sición de iniciativas no necesariamente ha contribuido a un fuerte
posicionamiento conjunto en materia de desarrollo humano
sustentable.
Como se ha visto en el curso del trabajo, varios de los esquemas
regionales explícitamente incluyen en sus agendas dicha temática,
en particular bajo la dimensión de lo social. Por ello, en términos
teóricos podría interpretarse que se asumen aquí las funciones de
agenda-setting y de racionalización mencionadas por Rüland,
generando eventuales consensos en torno de problemáticas
específicas, ya que en la multiplicidad de esquemas se replican
argumentos que refuerzan dicha perspectiva, actuando a la manera
de clearing house. Los análisis elaborados en think-tanks regionales
tales como la CEPAL representan en muchos casos insumos
comunes para el desempeño de los mencionados esquemas, así
como para la elaboración de documentos como el elaborado por
Uruguay de cara a la negociación intergubernamental para la
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6 Un ejemplo de ello es la publicación “Hacia la Agenda de Desarrollo
Post-2015. Explorando visiones desde América Latina”, publicada por
la AUCI (2013), que recoge contribuciones de la CEPAL (2012) respecto
de la problemática de los países latinoamericanos de renta media,
con “brechas estructurales” que dificultan el tránsito de la región
hacia economías y sociedades más inclusivas y que persisten a pesar
del crecimiento de América Latina en la última década.
elaboración de la Agenda Post-20156 que fue presentado además
para la discusión regional.
También en términos teóricos podría pensarse que el esta-
blecimiento y desarrollo de estos esquemas regionales implicaría
un refuerzo de las funciones de institucionalización planteadas por
Rüland, que podrían eventualmente contribuir a una mayor
aceptación por parte de los actores de los principios y normas
vigentes, generando posibles efectos de derrame hacia el nivel de la
arena internacional. Como ya se mencionó, la preparación e
implementación de decisiones presupone dispositivos institu-
cionales, encuentros regulares de ministros y funcionarios nucleados
en grupos de trabajo, creación de “comunidades epistémicas” y de
mecanismos de coordinación de actividades privadas u oficiales, así
como foros de organizaciones no gubernamentales.
En teoría, todo esto propiciaría el abordaje sistémico del tema,
promoviendo avances en la materia como los mencionados en los
procesos de consulta a nivel nacional y regional. Estos procesos
podrían incluso propiciar las funciones de construcción de identidad
colectiva, o al menos de un “perfil de acción” regional en este acápite,
propiciado por aportes de organizaciones como la CEPAL que
subrayan la necesidad de superar brechas estructurales entre las
que sobresalen el ingreso por habitante, la desigualdad, la pobreza,
la inversión y el ahorro, la productividad y la innovación, la
infraestructura, la educación, la salud, la fiscalidad, el género y el
medio ambiente (CEPAL, 2012). Un ámbito interesante en sentido
es la CELAC, tanto por su cobertura geográfica así como por los
temas definidos como prioritarios.
Por otra parte, si bien la posición de los países latinoamericanos
sobre estos temas puede verse influida por los debates a nivel de
los think-tanks y esquemas regionales, de todas formas debe
recordarse que su participación en las Naciones Unidas o los
organismos multilaterales es a título de estados individuales. La
mención expresa en el MERCOSUR de las responsabilidades
estatales exclusivas en el capítulo de políticas sociales es ilustrativa
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7 Un ejemplo de las posibles discordancias es la contraposición entre la
propuesta de las Naciones Unidas, apoyada por Brasil, de avanzar
hacia una “economía verde en el contexto de desarrollo sostenible y
la erradicación de la pobreza” (CEPAL 2011: 11-12) y paradigmas de
desarrollo alternativos tales como el modelo del “buen vivir” (“Sumak
de una concepción que hace de la figura del Estado una referencia
central. En ese sentido, algunos autores europeos hablan de la
“concepción extrema” de soberanía estatal que sería predominante
en América Latina, donde la figura del Estado nacional representaría
la referencia política central en la mayoría de los países de la región,
convirtiéndose en una constante fuente de legitimación de las
políticas actuales (Maihold, 2015).
Asimismo, la observación del desempeño de los esquemas
regionales mencionados en términos de la promoción del desarrollo
humano sustentable y de un posicionamiento conjunto frente a
los ámbitos globales permite constatar que las iniciativas en
ocasiones se ven en cierta forma condicionadas en su efectividad,
coherencia y homogeneidad en función de la diversidad de orga-
nizaciones regionales, en las que también actúan los intereses
nacionales y donde se hacen presente las funciones de equilibrio
de poder a las que hace referencia Rüland. De hecho, como señalan
Mellado y Ali (2014), pese a la reconfiguración política regional de
los últimos años no se constata una convergencia respecto a la
inserción mundial y a modelos de desarrollo.
Como se ha visto, para algunos autores como Nolte (2014) dicha
“plasticidad” constituiría una ventaja, ya que representaría una
posibilidad para los estados latinoamericanos de insertarse en los
ámbitos que mejor representasen sus prioridades en materia de
política exterior, evitando ‘juegos de suma cero’. Sin embargo,
aunque no pueda hablarse de una escisión de visiones respecto a
esta temática en el ámbito regional latinoamericano, sí puede
suponerse que la fortaleza de eventuales planteamientos conjuntos
puede verse relativizada por la multiplicidad de organizaciones con
diferentes misiones y visiones, reduciendo la capacidad de
incidencia real en los ámbitos donde se define la gobernanza global
de cara a las temáticas del desarrollo humano sustentable: con-
cretamente, dicha influencia puede ser condicionada por la
existencia de fuertes matices o disidencias en las concepciones
de desarrollo que puedan impregnar las políticas de los diferentes
estados aglutinados en esquemas tan diversos como el ALBA o la
Alianza del Pacífico7. Como ya se mencionó en un principio, lo
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Kawsay”, en quechua Naciones Unidas, apoyada por Brasil, de avanzar
hacia una “economía verde en el contexto de desarrollo sostenible y la
erradicación de la pobreza” (CEPAL 2011: 11-12) y paradigmas de desarrollo
alternativos tales como el modelo del “buen vivir” (“Sumak Kawsay”, en
quechua ecuatoriano, equivalente al “Suma Qamaña” en el aymará
boliviano, con diversas sinonimias en distintos idiomas originarios),
que fue introducido en las Constituciones de algunos países andinos.
complejo y elusivo del tema representa de por sí un desafío, a lo
que se suma la existencia de un sinnúmero de foros y ámbitos
multilaterales que pautan la dinámica de las políticas de coope-
ración en materia de desarrollo, dificultando su gobernanza.
En ese sentido, la fragmentación de la gobernanza del sistema
de cooperación para el desarrollo en diversos foros es un dato de
absoluta relevancia para el análisis, ya que no en todos los espacios
se cuenta con la misma legitimidad para definir una agenda
democrática de desarrollo sostenible. Al respecto, desde los
organismos gubernamentales de Uruguay se subraya la centralidad
que tiene para los países latinoamericanos el Foro de Cooperación
para el Desarrollo (FCD) de las Naciones Unidas, creado en el
Consejo Económico y Social (ECOSOC) tras la Cumbre Mundial de
2005 y relanzado en 2007: por su composición universal e igualitaria
representa el marco multilateral más incluyente y representativo
(AUCI, 2014: 31).
Finalmente, debe apuntarse que desde la Declaración del
Milenio y de la definición de los ODM se han producido importantes
cambios en el sistema internacional: un dato de relevancia para
los países del llamado Sur es la impronta de las potencias emer-
gentes, que con su accionar alteran la dinámica del multilate-
ralismo, ampliando su participación y su poder de incidencia en
las negociaciones y toma de decisiones en temas que afectan al
desarrollo, como el cambio climático o el comercio. En ese marco,
el proceso de la Agenda Post-2015 y la implementación de los ODS
debieran apuntar a las causas estructurales de las brechas en
materia de desarrollo. Para el logro de esos objetivos en América
Latina, la cooperación internacional puede asumir un rol relevante,
generando nuevas capacidades. De cara a dichos desafíos, también
resulta clave que los países latinoamericanos asuman respon-
sabilidades en forma creciente a través de la integración regional y
de la Cooperación Sur-Sur (CSS) (AUCI, 2013: 4 y ss.).
Teniendo en cuenta este contexto, se puede concluir que aún
con las limitaciones señaladas, no puede ignorarse el potencial
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del regionalismo de cara a la provisión de bienes públicos en
dimensiones esenciales del desarrollo humano sostenible. Pero
tampoco puede obviarse la mención a la brecha actual respecto al
logro efectivo de las metas. De todas formas, al momento de evaluar,
la mirada no debiera darse sólo en términos estrictamente de logros
(lo que estrecharía la discusión en torno a lo que los esquemas
regionales son efectivamente capaces de proveer), sino visualizar
que en la consecución de dichos fines y de metas también entran
a jugar las consideraciones estratégicas tan caras al realismo
clásico y al neorrealismo, donde el juego de cada uno de los Estados
es diferente: como se evidencia en el curso del presente trabajo,
los objetivos planteados a nivel de los diferentes países en materia
de desarrollo pueden ser sumamente diversos y hasta contrapuestos
en algunos casos.
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CAPÍTULO II




1. Coincidencias entre las actuales corrientes emigra-
torias desde África, Asia y América Latina
Incontables sujetos atraviesan los mares desde los territorios
de África y Asia navegando a la deriva, en un caso tras el ensueño
europeo; en otros casos, buscando amparo en playas de países tales
como Indonesia, Malasia y Tailandia8. Otra corriente humana huye
de la miseria en América Central y va en procura del ensueño
norteamericano. Más allá de las diferencias es fácil reconocer que
se trata del mismo tipo de catástrofe humanitaria. Las semejanzas
incluyen una coincidencia de causas. Así, ya se cuenta por siglos
el tiempo de la explotación, el despojo y la depredación en África,
Asia y América9. Han ido variando las modalidades y sus bene-
8 Con respecto a estas calamidades en Asia, véanse las reseñas de la
Agencia de la ONU para los Refugiados en www.acnur.org
9 Mirando hacia nuestra región, es lícito preguntar hasta dónde llega el
conocimiento instalado en los claustros acerca de estos procesos
económicos y sociales causantes de tanta depredación y desarraigo.
Me temo que si recorriéramos las universidades apenas registraríamos
algún escaso grado de reconocimiento sobre las iniquidades padecidas
en los siglos XIX y XX. Esto es, la literatura usualmente disponible por
los estudiantes latinoamericanos, en el mejor de los casos, reconoce
que a partir de los movimientos de independencia política ocurridos en
las primeras décadas del siglo XIX, se forjó  una colonización económica
realimentada permanentemente a través de flujos comerciales
asimétricos. El mecanismo fue magistralmente desarrollado por la
teoría de Raúl Prebisch sobre los términos del intercambio desigual.
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Un resumen anterior al de la publicación de “Capitalismo periférico”
se publicó en la Revista de la CEPAL correspondiente al primer
semestre de 1976 bajo el título “Crítica al capitalismo periférico”.
Ingresando en el siglo XXI, la burbuja en los precios de las materias
primas dio lugar a múltiples y superficiales descalificaciones de su
pensamiento. Mientras tanto, decreció también el tratamiento en los
claustros de los procesos coloniales al interior de la periferia, en
tanto reflejos de la explotación internacional. Ya no se consultan los
textos de pensadores esclarecidos que, como Pablo González Casanova
y Rodolfo Stavenhagen, deleitaban a las estudiantinas de hace
cincuenta años. Así, “las burguesías nativas lo más que logran es constituir
hegemonías político-militares en sus ciudades, particularmente eficaces
frente a su propio inter-land. Ahí se detienen, mientras el Estado-Nación
es una entidad relativamente ficticia e ineficaz, frente al mundo exterior y
los países dominantes. Por ello la ciudad de los países coloniales y
dependientes es la categoría más significativa para el análisis político-militar
de los mismos. En lugar del Estado-Nación se da el Estado-Ciudad y una
ficción de aquél… El Estado-Ciudad de los países coloniales y semi-coloniales
depende en gran medida de los monopolios, se queda en larva de Estado-
Nación y ejerce su control político-militar –con los plantacionistas y
latifundistas- sobre todo entre los campesinos y su área de influencia rural”
(Pablo González Casanova: “Sociología de la explotación”, Siglo vein-
tiuno editores, México 1971, página 273). En la década de los años
sesenta los cursantes de carreras de ciencias sociales leían una
transcripción de las “Siete tesis equivocadas sobre América Latina” de
R. Stavenhagen, luego publicado en “Sociología y Desarrollo”, Editorial
Nuestro Tiempo, México 1972. Del mismo autor véase “Las clases
sociales en las sociedades agrarias”, Siglo Veintiuno, México, 1969.
10 Al hacer referencia al “colonialismo” debe tenerse presente su sincre-
tismo económico y cultural. En tal sentido, la explotación colonial da
lugar a un “sistema sui generis que acumula y combina las formas de
explotación esclavista y feudal, con las de un sistema capitalista e
imperialista dominantes” (Pablo González Casanova: “Sociología de la
explotación” citada, página 267). Entre el fin de la primera década y el
ficiarios pero se repiten y acumulan los efectos predatorios y el
consecuente desarraigo de las poblaciones nativas y sus descen-
dencias directas y mestizas.
Abunda la literatura sobre el impacto social de las actividades
extractivas a gran escala para la obtención de commodities y su
comercialización internacional. A primera vista resaltan la desola-
ción territorial y la represión de pobladores. Seguramente, desde
fines del siglo XX, se están incorporando nuevos actores interna-
cionales a estas prácticas coloniales y en especial China, pero las
actividades de explotación y los mecanismos facilitadores no han
variado sustancialmente10.
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comienzo de la segunda década del siglo XXI hemos asistido al reciclaje
de las ideologías que legitimaban el sistema colonial y, directa o
indirectamente, la depredación de recursos y el desplazamiento de
poblaciones. Ello se debió a un notable aumento de los precios de
commodities que componen la oferta exportable de distintos países
latinoamericanos. Véase el relevamiento de la literatura crítica que
denunció esta revitalización ideológica en Maristella Svampa:
“Consenso de los Commodities y lenguajes de valoración en América
Latina”, en revista Nueva Sociedad número 244, marzo-abril 2013.
Sería útil tomar nota que, una vez pinchada la burbuja de los altos
precios de las materias primas, aquel optimismo tan contagioso como
forzado ha sido sustituido por otras construcciones retóricas, entre
las cuales se destacan los fundamentos expuestos por los programas
de cooperación internacional diseñados como parte de una presunta
estrategia reparatoria de la depredación y el desplazamiento pobla-
cional.
Quizás ha llegado el momento propicio para tomar nota de las
condiciones actuales que se superponen al colonialismo preexistente
y que lo recalifican con nuevas modalidades bajo las cuales continúan
vigentes la explotación y el sometimiento. Para empezar, estas
formas novedosas no han suprimido los desplazamientos traumáticos
de poblaciones en los tres continentes. Por el contrario, las emigra-
ciones clandestinas parecen incrementarse.
Sugiero un examen más detenido sobre las condiciones econó-
micas y sociales sobrevinientes, en especial porque distintas
iniciativas de cooperación internacional que parecen dirigidas
a neutralizar o al menos minimizar los padecimientos de las
poblaciones afectadas, en realidad podrían estar realimentando
esos mismos padecimientos. Simultáneamente, en la comunidad
internacional viene sosteniéndose una tan sistemática como
inoperante confrontación entre países desarrollados y países en
desarrollo con respecto a tratamientos especiales y diferenciales
reclamados por estos últimos pero que en cualquier caso
desenfocan la naturaleza del problema.
2. Rasgos del neocolonialismo
¿Cuáles son las nuevas características de la explotación y el
sometimiento? Habría que vincular el neocolonialismo con la
universalización de los valores de la economía global, que en
pocos años está deglutiéndose al movimiento contestatario
reconocido como “antiglobalización”. Este curioso proceso de
asimilación sistémica de planteos conflictivos dentro de las
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mismas sociedades centrales se manifiesta en el corto período
de poco más de una década11.
Como resultado de la referida deglución de las propias dis-
funcionalidades, emergen renovadas disciplinas globales tanto en
11 “Para situar el problema, viene en nuestra ayuda un acontecimiento
relativamente reciente: la apertura frustrada de lo que se llamó “la
ronda del milenio”. El viernes 3 de diciembre de 1999, el entonces
director de la Organización Mundial del Comercio, Mike Moore, anunció
desde Seattle (…) que no habría siquiera un comunicado final de la
reunión que allí había tenido lugar. El escándalo suscitado por la
irrupción de miles de agitadores en los escenarios de estos encuen-
tros, hasta entonces insípidos e inodoros, mereció distintas inter-
pretaciones. En un número de la revista Newsweek se podían leer
apreciaciones como las que siguen: “(…) la historia del sitio de Seattle
sugiere que el activismo liberal, después de todos estos años, aún no ha
muerto” (Kenneth Klee); y “jamás ha habido en la historia estadounidense
un acontecimiento que haya congregado a tantos grupos dispares” (Michael
Elliott, citando a Ralph Nader, representante de los consumidores.
Pero en última instancia merecen destacarse dos conclusiones. La
primera, escrita por el citado Elliott en aquel número de Newsweek:
“Hasta ahora había sido fácil insistir en que cualquiera que se opusiera al
“libre comercio» era proteccionista y estaba feliz de esconderse tras los
muros de una nación-Estado. Esa simple ecuación ya no se mantiene. Una
de las lecciones más importantes de Seattle es que hay ahora dos visiones
de la globalización: una enarbolada por el comercio; y otra, por activistas
sociales”. La segunda conclusión introduce mayor confusión para los
seguidores de aquella dicotomía “liberalismo vs. proteccio-nismo” y
surge del cuadro que proporcionó la revista sobre la identificación de
los distintos “activistas sociales” o grupos presentes en los disturbios:
había anarquistas opuestos a la tecnología, las corporaciones y el
consumismo; granjeros franceses protestando contra la alimentación
con hormonas del ganado bovino; sanitaristas reclamando medicinas
más baratas para combatir el sida en países menos adelantados;
ambientalistas invocando el ejemplo de la permisividad de la OMC
para la importación de camarones atrapados en redes que matan a
las tortugas marinas; otros ambientalistas, denunciando la de-
vastación de las selvas tropicales; y sindicalistas reclamando contra
la pérdida de empleos por dumping social en el extranjero. La
experiencia de Seattle se reprodujo en setiembre de 2000, cuando la
asamblea anual número cincuenta y cinco del Fondo Monetario
Internacional y del Banco Mundial realizada en Praga debió ser
clausurada un día antes de lo previsto debido a incidentes callejeros
que dieron lugar a aproximadamente quinientas detenciones y
alrededor de cien heridos” (texto extraído de mi libro “Principios jurí-
dicos del multilateralismo económico”, Altuna Impresores, Buenos
Aires 2004 páginas 31 y 32).
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la esfera pública como en la privada. La consecuencia es inédita:
la economía global “ha evolucionado” tomando las banderas de sus
adversarios. Así se valoriza como nunca antes la inocuidad
alimentaria y una mayor preservación ambiental; a la vez que
tiende a facilitarse el acceso a muy bajo costo a las tecnologías de
la información y las comunicaciones. Ingresamos en la fase de
una globalización que procura ser cada vez más “amigable” rin-
diendo loas a una valoración muy cara a la civilización occidental
como es el culto al individualismo y cuya expresión jurídica se define
usualmente como “autonomía de la voluntad”. Bajo semejante
invocación impera el derecho de cada uno para hacer con su propia
vida lo que le apetezca. Pero ¿cómo definir e instrumentar dichas
apetencias? En la cotidianeidad de cada cual están plantados los
manuales de buenas prácticas para el uso y consumo de innu-
merables bienes y servicios crecientemente sofisticados. He aquí
una especie de vademécum: cuáles son las fuentes de placer y
como abrevar en ellas a través del uso y consumo de mercancías.
Los conflictos sociales afloran con motivo del control y la
manipulación de las fuentes de goce. Son las desigualdades
económicas y sociales subyacentes que una globalización tan
amigable procura disimular. Las tradicionales estructuras de
contención (familia; escuela; parroquia; empresa) están siendo
erosionadas por esta misma cultura del goce individual, de modo
que la pugna desatada por las pretensiones de acaparar el goce da
lugar a confrontaciones en distintos planos: familiar (prácticas de
violencia doméstica); social (extrema susceptibilidad en el contacto
cotidiano; criminalidad…) Mientras tanto, los mismos sujetos a
los que se reconoce un derecho al goce individual en el consumo
y uso de mercancías (a partir del propio cuerpo concebido como
mercancía), son sometidos a un régimen de explotación que da
cuenta de la inocuidad de aquel reconocimiento.
¿Pero cuál es el punto de intersección del goce individual con
la explotación económica y social, esto es, el punto en el que hace
crisis la globalización amigable?
Sugiero reparar en la estrategia de seducción que recurre al
adosamiento corporal de “gadgets”, hasta condicionar el ejercicio
de las funciones orgánicas elementales. “Net-books escolares”,
“tablets” y teléfonos celulares “inteligentes” (esto es, preparados
para recibir programas acotados o aplicaciones –apps– y así cumplir
funciones de producción, reproducción y recepción de mensajes y
de datos), cumplen un papel decisivo en la distracción. Pero también
pasan a ser indispensables en la inserción ocupacional de los
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12 Con respecto a la teoría del consumo conspicuo véase Thorstein Veblen:
“Teoría de la clase ociosa”. Libro escrito en 1899. Su primera edición
en español difundida como referencia bibliográfica fue la del Fondo
de Cultura Económica de México de 1954.  Y acerca de la carac-
terización cultural del folklore, véanse las referencias ofrecidas por
Carlos Vega: “…los bienes hoy folklóricos son, en gran parte, los mismos
que ayer abandonaron las clases ilustradas (…) Las cosas no descienden
y perviven sin mudanza. El ambiente folklórico las modifica al absorberlas
(…) La aventura urbana de los bienes sociales prosigue en el ambiente
campesino (…) Los hechos se encuentran en la situación folklórica cuando
conservan su vigencia en los estratos inmediatos inferiores después de
haber sido eliminados de los superiores; cuando hablan de pasadas etapas
culturales en conjunto o, en particular, de formas pasadas de una misma
idea cultural” (Carlos Vega: “Panorama de la música popular argentina”,
Editorial Losada, Buenos Aires 1944, páginas 35, 38, 39 y 57).
sujetos a los que se acoplan. En efecto, van con sus gadgets quienes
proveen bienes o servicios de cualquier índole, incluyendo: la carga,
custodia o vigilancia, distribución y venta de drogas peligrosas; las
tareas macabras de sicario; y en general la prestación de trabajo
“esclavo”, esto es, labores en condición de servilismo exacerbado.
El sujeto marginal que aprende a manipular estos artefactos,
ya sea para ensimismarse con las imágenes o la música; o bien
cuando los emplea para desempeñar cualquiera de las tareas
serviles que le son encomendadas, ¡también está globalizado!
En este aspecto, el uso de dichos artefactos en condiciones de
pobreza estructural presenta dos rasgos que merecerían especial
atención. El primero, es el del consumo conspicuo pero con
características folklóricas, o sea la emulación del consumo
atribuido a los estratos dominantes pero bajo formas esque-
máticas y simplificadas12. Esta destreza limitada de todos modos
resulta suficiente para su aplicación a los quehaceres de
supervivencia (esencialmente sólo se trata de recibir instruc-
ciones, informar su cumplimiento y concertar encuentros). El
segundo rasgo es el de la imposibilidad de acceder a las ofertas
que presentan las pantallas dentro de la realidad cotidiana de
quien las recibe. El artefacto empieza a parecerse a un fruto
envenenado.
El resultado es conocido: la elevación de los estándares de
bienestar está teniendo un efecto contraproducente en el sentido
de profundizar las disparidades. La paradoja es visible aún dentro
de las sociedades centrales; y más ostensible cotejando las con-
diciones de producción prevalecientes en los centros respecto de
las prevalecientes en las periferias. Pero la paradoja llega a ser
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lacerante dentro de las sociedades periféricas, fragmentadas por
el impacto de la economía global.
En particular, los mercados internos de los países periféricos
se han internacionalizado hasta el punto de someter los hábitos
y expectativas de consumo de las poblaciones a estándares que
sus sistemas económicos y sociales no pueden equiparar desde
el punto de vista de las actividades productivas ni sostener desde
el punto de vista del consumo. La consecuencia es doble: una
progresiva profundización de la brecha entre sujetos incluidos y
sujetos excluidos según los parámetros que miden el bienestar
en la globalización dentro de los mismos países periféricos; y
también una tendencia a la marginación y al conflicto endémico
que da lugar, entre otras calamidades, a la compulsión a emigrar.
Este cuadro de situación merece llamarse “neocolonial”.
3. Cultura y cooperación
En la periferia las condiciones neocoloniales de producción
llevan a la desorganización social y al desarraigo y de ahí a la
emigración forzada o inducida. Las corrientes de sujetos desahu-
ciados abalanzándose sobre los territorios añorados enciende
alarmas en las sociedades centrales acosadas y generando una
contra-corriente de iniciativas de cooperación técnica interna-
cional. ¿Pero no estaremos ante el enésimo bluff de cooperación
internacional? ¿Cuál es el objeto de dicha cooperación? ¿Erigir un
muro de contención inhibitorio? En cualquier caso, ¿cuáles serían
los supuestos a partir de los cuales debería estar diseñada la
cooperación internacional para no tener un carácter represivo y,
por lo tanto, para que no resulte inoperante? En otros términos,
¿cómo debería diseñarse una cooperación internacional apta para
reparar los daños inflingidos y reorientar a las poblaciones afectadas
por la colonización?
Propongo una lectura más detenida del efecto de sobreimpresión
del neocolonialismo sobre las estructuras previamente colonizadas.
Ante todo, hay evidencia suficiente sobre la entidad del
padecimiento que desemboca en la emigración forzada o inducida.
Este padecimiento quizás se describa correctamente usando la
palabra “desarraigo”. Tiene directa relación con el impacto social
de las políticas coloniales de aplicación centenaria en Asia, África
y América.
A riesgo de incurrir en obviedad, sugiero repasar una carac-
terística del desarraigo producido como consecuencia de la
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colonización. Se trata de la pérdida del sentido de pertenencia con
respecto al territorio ancestral. Llamo “ancestral” al territorio concebido
como propio sobre la base de un orden simbólico internalizado, que
podemos asimilar a la noción de “patria” (que en latín evoca tanto a
los padres como a los antepasados). La patria es un ancla porque allí
están enterrados los padres. Pero en este contexto son también padres
los fundadores o héroes a quienes se atribuye la conquista o redención
de ese territorio. El arraigo implica establecerse, construir un nido o
abrigo familiar y laboral. Y en este punto me atrevo a transpolar los
conceptos de “pertenencia” y “referencia” que Robert K. Merton13 utilizó
para caracterizar el vínculo del individuo con el grupo. Propongo
recurrir también a dichos conceptos para caracterizar el vínculo del
individuo con el espacio territorial o ámbito que hace inteligible la
cotidianeidad, más allá del vínculo del individuo con el grupo. Concibo
entonces al sujeto arraigado en tanto sostenido por relaciones de
pertenencia y de referencia. Al utilizar estas calificaciones ele-
mentales de la sociología, estoy dando por sentado un proceso de
identificación y, por lo tanto, una adquisición de identidad. En
consecuencia, invito a ejercitar la imaginación para comprender el
efecto devastador del desarraigo: privación de la posibilidad de
identificación y luego de identidad. En efecto, después de sufrir el
despojo y la represión durante varias generaciones, debe suponerse
que la identidad personal de los sobrevivientes ha de quedar
afectada.
Pero el desarraigo no conduce necesariamente a la emigra-
ción internacional. El sujeto puede ser un desarraigado que
continúa ocupando el territorio propio o aledaño, pero ahora como
indigente14. Las migraciones internas, del campo a las ciudades,
dan cuenta de ello. El orden simbólico que anudaba al sujeto a su
territorio se desató o deshilachó. En lugar de habitante pasó a ser
un trashumante.
Los sujetos precarizados por una tradición de despojo y
represión ya están casi privados de capacidad para construir su
identidad personal. ¡Pero han sido erigidos en consumidores!
13 Robert K. Merton: “Teoría y estructura sociales”, Fondo de Cultura
Económica de México, 1980.
14 La economía global va desplazando a granjeros, chacareros y campesinos
en la medida que se amplían progresivamente las escalas de
producción en directa sintonía con la reformulación de métodos o
“buenas prácticas”; exigencias para el transporte; logística; y constan-
te renovación de hábitos de consumo.
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Mi hipótesis es que la cooperación internacional que suminis-
tra fondos con los cuales finalmente se promueve o facilita la
adquisición y distribución de gadgets no tiene un efecto necesa-
riamente beneficioso para sus portadores si estos están previa-
mente desarraigados. En tal sentido, advierto que la provisión
de dichos recursos tecnológicos en condiciones de exclusión y
sometimiento no es precisamente idónea para reducir esa situa-
ción. En cambio, adapta el sujeto a un régimen que le ocasiona
nuevos padecimientos y carencias. En otros términos, la
conexión virtual que un gadget ofrece al sujeto ya desarraigado,
es una certificación de su desconexión con el mundo real. En
tales condiciones, parece previsible la compulsión a emigrar, a
fin de atrapar la nueva tierra prometida por el ensueño vir-
tual.
Pueden extraerse algunas enseñanzas aleccionadoras con
motivo de los intentos para difundir programas de Internet en
comunidades locales en regiones de Bolivia pobladas por
indígenas15. Y el valor pedagógico de dichas experiencias debe
multiplicarse si se advierte que las poblaciones-objetivo eran
comunidades relativamente cohesionadas, esto es, sin rastros
de la desorganización social que preanuncia el trauma de la emi-
gración.
En tales condiciones, el recurso informático sólo pudo ser
asimilado socialmente cuando cada comunidad local logró adaptar
sus contenidos –a través de reprogramaciones– a los requerimien-
tos preexistentes en la comunidad y según las necesidades
establecidas por la propia cultura de los receptores16.
4. La cooperación disfuncional
A partir de la teoría marxista sobre el fetichismo de las mer-
cancías no pueden pasarse por alto las ideas prevalecientes en la
15 Gigler, Björn-Sören (2015). “Development as Freedom in a Digital Age.
Experiences of the Rural Poor in Bolivia”, en: World Bank Group,
Washington.
16 “…a critical condition for ICTs to enhance poor people’s well-being is to go
beyond simply providing access and promoting the use of ICTs and instead
to enhance their meaningful use. ICTs receive meaning only if people use
and enact them for a specific purpose and if local communities can exert
control over their use by interpreting and appropriating them for their own
specific socio-cultural realities”, “Development as Freedom in a  Digital
Age”, obra citada página 392.
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17 Definición atribuida a Peter Burke en “Ernst Gombrich discute con
Peter Burke el concepto de historia cultural” en Gombrich, Ernst. H.:
Variaciones sobre la historia del arte (2015), editorial Edhasa, Buenos
Aires, página 173.
18 Véanse repetidas referencias a esta tendencia en Lewis, Oscar (1961).
Antropología de la pobreza, Fondo de Cultura Económica, México; y del
mismo autor (1964). Los hijos de Sánchez, Fondo de Cultura Económica,
México.
sociedad con respecto a los bienes y servicios que ella misma
produce, usa y consume. En tal sentido:
“La historia cultural tiene tantas definiciones como la cul-
tura, que es un concepto llamativamente vago. Sin em-
bargo, creo que podría ser conveniente describir bre-
vemente la historia cultural como la historia de las ideas
y los artefactos de un grupo social dado, y del lugar que
ocupan esas ideas y esos artefactos en la forma de vida de
ese grupo”17.
A propósito de este sistema binario en el que juegan las ideas
y los artefactos, cuando los gobiernos de países en desarrollo reciben
y administran los recursos de la cooperación internacional, suelen
desvirtuar su idea central, que constituye lo que podríamos consi-
derar el objetivo legítimo de dicha cooperación. Este objetivo legítimo
no puede ser otro que el de propender a una mejora sustancial en
la calidad de vida de las poblaciones afectadas. Y la desvirtuación
consiste en suministrar artefactos que por sí mismos y por lo que
excluyen, tergiversan el objetivo legítimo.
Dos disparadores convergen para promover el fraude: una
predisposición de las poblaciones afectadas; y el clientelismo de
gobiernos populistas proveedores de recursos que finalmente los
aplican para la distribución de mercancías inadecuadas.
Del lado de las poblaciones, suele aceptarse como hipótesis de
trabajo que la prevalencia de una búsqueda de gratificaciones
inmediatas opera como respuesta sintomática a la precariedad
material. Lo había destacado, entre otros, O. Lewis18. Esta búsqueda
de satisfacciones instantáneas puede sumarse al fetichismo de la
mercancía instalado a escala global, dando como resultado un deseo
irrefrenable para la adquisición y uso de artefactos como los
gadgets. Y del lado gubernamental, la distribución directa de
semejantes bienes o bien las asignaciones monetarias que luego
son derivadas al suministro de créditos para poder adquirirlos,
cumple una doble función desde el punto de vista del clientelismo
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19 Es sabido que distintos gobiernos latinoamericanos utilizan ejércitos
de mercenarios informáticos para introducirse en las redes sociales
con el objeto de descalificar opiniones críticas a las políticas vigentes
y simular cataratas de apoyo popular a esas mismas políticas.
20 Cruces, Guillermo y Gasparini, Leonardo: “Políticas Sociales para la
Reducción de la Desigualdad y la Pobreza en América Latina y el Caribe.
político: distribuir estos bienes tan deseados y luego difundir a través
de los mismos sus consignas, tanto bajo el formato de informaciones
como de mensajes19.
En el trasfondo de las maniobras políticas circula una
concepción a la que contribuyó el mismo O. Lewis y que todavía
goza de notable influencia en los ámbitos académicos: presumir la
existencia de una “cultura de la pobreza” cuya eliminación se
propugna. Llevada esta concepción al plano de las políticas sociales
y, por extensión, a la cooperación internacional, suelen ser bien
vistas las iniciativas tendientes a diseminar tecnologías inno-
vadoras (también encarnadas por los gadgets) con el fin de sustituir
dicha “cultura de la pobreza” por otra que se presenta como sinónimo
de modernidad. Bajo las condiciones culturales prevalecientes,
los pagos directos otorgados a título de subsidio a favor de
personas desarraigadas e inmersas en cuadros de aguda
desorganización social, suelen aplicarse a la obtención de
artefactos que, como los gadgets, en condiciones de pobreza
estructural resultan idóneos sólo para el aturdimiento, el trabajo
servil y, en todo caso, la fantasía de participación social (es el
“estar conectado”). Así pasa a un segundo plano la necesidad de
reducir las privaciones materiales de la pobreza.
Ocurre que, precisamente, la cooperación para reducir los
índices de pobreza estructural, directa o indirectamente tiende a
concretarse con la entrega de dinero. Estas transferencias
monetarias puedan condicionarse al cumplimiento de obligaciones
elementales para los padres de familia (vacunar y enviar a sus
niños a la escuela), pero en la práctica reducen tales condiciona-
mientos a un nivel mínimo. Lo verdaderamente significativo es
que dichos programas –agrupados bajo la sigla PTC– (programas de
transferencias monetarias condicionadas) han sustituido en
América Latina a otros sistemas de protección aplicados tradicional-
mente sobre el empleo formal. Los nuevos programas “…han ganado
notoriedad en la región desde mediados de la década de 1990, y en la
actualidad prácticamente todos los países de América Latina y el Caribe
cuentan con programas de este tipo”20. Y la evaluación es positiva,
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Diagnóstico, Propuesta y Proyecciones en Base a la Experiencia
Reciente”. Documento de trabajo número 142 de CEDLAS, Universidad
Nacional de La Plata, Argentina, marzo 2013, página 49.
21 Cruces, Guillermo y Gasparini, Leonardo, obra citada, página 49.
22 “The centrality of ownership –defined as “developing countries setting their
own strategies for poverty reduction, improving their institutions, and
tackling corruption” (OECD, 2005) - was recognised a decade ago by the
Paris Declaration on Aid Effectiveness and subsequent declarations in Accra
in 2008 and Busan in 2011. The evidence is overwhelming that strong
government ownership is a prerequisite for effective IPF” (…)”.
“Social protection schemes that lack government ownership tend to be
unsustainable and are often phased out once external assistance ends” (…)
“From the IPF provider’s perspective, ownership can mean finding the right
partners within governments, helping them overcome barriers to development
and identifying opportunities for change, as well as such issues as working
through government systems…” (Greenhill, R., Carter P., Hoy C. and
Marcus, M.: “Financing the future. How international public finance
should fund a global social compact to eradicate poverty”, Centre for
Aid & Public Expenditure, Report Abril 2015, Londres, pp. 56-57).
23 Desde la disposición contenida en el GATT 1947 una excepción tolerada
al principio de trato nacional es la de los “pagos directos” (GATT, III 7
pues “los PTC se perfilan como el mecanismo de menor costo y mayor
eficiencia para proveer asistencia básica a quienes quedan fuera de
los sistemas de protección social tradicionales”21.
La cuestión no es sencilla. En muchos casos los recursos
provienen de fuentes internacionales, lo que da lugar al análisis
de los mecanismos de canalización de estos recursos destinados a
erradicar la pobreza. Es el caso del “International Public Finance”
(IPF) que agrupa las modalidades de asistencia provistas por los
países de la OECD (“OECD Development Assistance Committee”
–DAC–). En un informe reciente, se insiste tanto sobre la necesidad
de respetar las políticas diseñadas por los gobiernos receptores,
como sobre la necesidad de contar con entidades gubernamentales
confiables y dispuestas a ejercer su liderazgo a fin de concretar los
objetivos de la cooperación22.
En todo caso, en la economía internacional suele imputarse a
los pagos directos otorgados a título de subsidio, una escasa
potencialidad como causa de inversión o reinversión sobre la
dotación de recursos de quien recibe el subsidio. Contrariamente,
se supone que el subsidio pasará directamente a engrosar el
consumo del beneficiario y por ello no tendrá efecto sobre la
producción o el comercio23.
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b). Y en el Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC, en principio los
Estados Miembros están exentos de la obligación de reducción cuando
distribuyen determinadas subvenciones o ayudas internas que se
hacen bajo la modalidad de pagos directos (Acuerdo sobre la Agri-
cultura, Anexo 2, especialmente numerales 1, 5, y 6 a 13).
24 Del mismo modo que Centroamérica mereció ser considerada desde
mediados del siglo XX como un caso testigo para los procesos de
integración en América Latina forjados desde la segunda posguerra,
parecería que, por sus padecimientos económicos y sociales y la
traumática vecindad con los Estados Unidos, el istmo también está
llamado a ser un caso testigo con respecto a los mecanismos de
cooperación internacional diseñados para reducir los problemas del
neo-colonialismo en la región.
En síntesis, si el objeto de la cooperación consistiera en
reinsertar productivamente a un sujeto neocolonizado y en
condición de desarraigo, habría que suponer que difícilmente se
lo estimularía a ello con ponerle dinero en su bolsillo.
5. Cooperación social internacional y competencias
nacionales
A propósito del contenido de la cooperación internacional,
quizás parezca sobreabundante hacer referencia a la distribución
de competencias entre los organismos proveedores de los recursos
y los Estados nacionales donde se localiza el problema. Pero
teniendo a la vista el documento inicial del llamado “Plan de la
Alianza para la Prosperidad del Triángulo Norte”24 esbozado para
Guatemala, Honduras y El Salvador, este tipo de alusión resulta
necesario.
Ante todo se supone que desde la cooperación internacional
difícilmente puedan resolverse los problemas de inserción o parti-
cipación y desarrollo social (recomposición familiar y nutrición;
asistencia educacional y sanitaria; organización laboral) de las
poblaciones afectadas. Y también se supone que desde los Estados
nacionales donde esas poblaciones carecientes están localizadas
tampoco puedan resolverse las deficiencias estructurales cuya
gravedad y persistencia impiden la resolución de aquellas encru-
cijadas nutricionales, familiares, educacionales, sanitarias y
laborales. En definitiva se supone que los gobiernos recurren a la
cooperación internacional precisamente para instalar o recom-
poner, según los casos, la infraestructura básica de vivienda y
saneamiento; la provisión energética; el diseño de núcleos
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25 Los “Lineamientos del Plan de la Alianza para la Prosperidad del
Triángulo Norte” se presentan como un Plan Regional de El Salvador,
Guatemala y Honduras. Si bien apela a la obtención de cooperación
internacional, no contiene previsiones acerca del tipo de participación
que dichos países habrían de requerir a ese título. En su preparación
seguramente debieron intervenir funcionarios de organismos
internacionales, en particular del Banco Interamericano de Desarrollo
(BID). Dicho documento figura en el sitio “idbdocs.iadb.org” con fecha
del mes de setiembre de 2014. Esencialmente consiste en una
minuciosa descripción de objetivos (aunque sin estratificarlos en
órdenes de prioridad por su importancia o apremio). Estos objetivos
se despliegan dentro de cuatro “lineamientos”: “A. Dinamizar al sector
productivo para crear oportunidades económicas; B: Desarrollar
oportunidades para nuestro capital humano; C: Mejorar la seguridad
ciudadana y el acceso a la justicia; D: Fortalecer instituciones para aumentar
la confianza de la población en el Estado”.
26 Frente a un documento como éste caben dos preguntas iniciales, a
saber: (a) ¿cómo se definen los problemas que justifican el diseño
del Plan); y luego (b) ¿de qué manera se articulan las medidas
contempladas en el Plan con la entidad de aquellos problemas a
encarar? La primera pregunta merece una contestación ambigua, desde
el Resumen Ejecutivo, atravesando la Introducción para terminar con
toda la exposición de la primera parte del documento, subtitulado
“Situación de los países del Triángulo Norte y sus principales desafíos
al desarrollo”. Por un lado se destaca que “una escasa formación de
capital y economías concentradas en actividades productivas de escaso
valor agregado han mermado nuestro potencial de crecimiento” (página 3).
Al respecto son reproducidos datos acerca de: distribución ocupacional
comunitarios; el trazado de vías de comunicación, logística y
telecomunicaciones. Sin esos recursos poco y nada se puede hacer.
Pero en cambio es un desafío netamente nacional el de la
resolución de los problemas de inserción o participación y
desarrollo social evitando la realimentación viciosa del síndrome
neocolonial.
Sin embargo, esta cuestión sobre los criterios para la distri-
bución de competencias, hasta ahora, no parece haberse resuelto
en Centroamérica, al menos con motivo del referido “Plan de la
Alianza para la Prosperidad del Triángulo Norte”. Sus “Linea-
mientos” reproducen de manera minuciosa un inventario de temas
correspondientes a cualquier programa de desarrollo económico y
social25. Es llamativa la exposición de los objetivos generales, su
carencia de un orden de prioridades y la oblicua e inespecífica
aproximación a la raíz del problema que supuestamente dio lugar
al Plan26. Asimismo, no se proporcionan criterios para deslindar
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de la población; baja calidad de la infraestructura; limitado acceso y
calidad de la oferta de servicios públicos de educación; restricción en
el acceso de la población a servicios básicos vinculados a la
alimentación, la salud y la vivienda; alto grado de violencia e
inseguridad; y vulnerabilidad de Centroamérica a los efectos del
cambio climático y, en general, a los desastres derivados de la posición
geográfica. Hasta aquí, tendríamos el típico cuadro de situación que
justificaría un programa de desarrollo económico y social. Algunos
datos incluidos en los encabezamientos de las tres secciones
indicadas reflejan la magnitud de dicha situación de insuficiencia
estructural, que merecería calificarse como catástrofe humanitaria.
Así: “En los últimos años los países del Triángulo Norte nos hemos
enfrentado a un flujo constante y creciente de emigración, donde cerca del
9% de la población ha decidido dejar nuestros países, lo que ha significado
una pérdida de nuestro capital humano. La mayor parte de ellos son hombres
y mujeres entre 15 y 30 años que buscan empleo que les provean un mayor
nivel socioeconómico y mejores oportunidades para sus hijos. Se estima
que cada año más de 100 mil personas de nuestra región migran hacia EUA
y casi el 60% de los que residen en este país, se encontraba en estatus
migratorio irregular en el 2012. Este fenómeno migratorio cobró especial
relevancia en el 2014 como consecuencia del incremento significativo en el
flujo de menores de edad no acompañados, que arribaron irregularmente y
sin el acompañamiento de un adulto a los EUA. Hasta el 31 de agosto de
este año, 50303 niños procedentes de nuestros tres países han sido
detenidos en la frontera de los EUA, superando en más de 15 veces la
cifra de 2009. Esta crisis migratoria ha dejado al descubierto un elaborado
esquema de tráfico de personas y la vulneración de los derechos humanos
de nuestra población migrante” (página 1).
Ante semejante exposición -sin perjuicio de avanzar con un programa
de desarrollo económico y social- ¿no debería seleccionarse una batería
de acciones prioritarias para reducir en el corto plazo los efectos
devastadores de este cuadro? Las “Líneas estratégicas de acción”
contempladas por el Plan parecen encaminadas al menos inicialmente
hacia la primera opción, en la medida que (todavía) no se proporcionan
criterios que permitan fijar órdenes secuenciales para llevar a cabo
las acciones allí caracterizadas.
27 Una información de la Cancillería de El Salvador daba cuenta que el 3 de
marzo de 2015 los presidentes de El Salvador, Guatemala y Honduras
habían arribado en Guatemala a una serie de compromisos con el
Vicepresidente de EUA, Joseph Biden, con el objeto de promover las
áreas estratégicas del Plan de la Alianza para la Prosperidad del Triángulo
Norte. En tal sentido, “los tres países centroamericanos se comprometieron
a profundizar y fortalecer las estrategias de desarrollo social y económico,
mientras que EUA asumió el compromiso de apoyar a los gobiernos para
las competencias nacionales e internacionales con el objeto de
resolver los principales problemas27. Apenas asoma una referencia
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promover a los sectores productivos de la economía bajo un enfoque de inclusión
social” (noticia suministrada por el sitio oficial de El Salvador
www.rree.gob.sv). El carácter netamente programático y la dispersión
temática de la asistencia técnica ofrecida en ese momento por la autoridad
norteamericana surge detalladamente del “Comunicado Conjunto”
firmado en la fecha indicada y que reproduce el sitio oficial del Gobierno
de Honduras www.sre.gob.hn en su sección “notas de prensa”.
28 “Con el objetivo de fomentar el desarrollo de áreas geográficas más rezagadas,
planteamos la creación de zonas económicas especiales en donde se les brindará
un tratamiento diferenciado a nuevas inversiones. Esperamos que las firmas
allí establecidas generen oportunidades de empleo de alta calidad, mientras
que el Estado proveería la infraestructura y los servicios públicos necesarios,
para dinamizar la actividad económica. La selección de estas áreas y los
mecanismos que utilizaremos para atraer inversión extranjera directa se basará
en criterios costo-efectivos y transparentes, explorando estructuras alternativas
de financiamiento y minimizando su costo fiscal”  (Lineamientos del Plan de
la Alianza para la Prosperidad del Triángulo Norte citado, página 11).
Más abajo el documento propone la inserción de algunas cláusulas en
los acuerdos comerciales con EUA con el objeto de promover la actividad
productiva en dichas áreas geográficas más rezagadas.
29 “Lineamientos del Plan de la Alianza para la Prosperidad del Triángulo
Norte” citado, página 2. El párrafo copiado en el texto finaliza
sobre la “focalización territorial” que debería haber sido el eje
temático de la iniciativa28.
La catástrofe humanitaria en Centroamérica es susceptible
de ser replicada en otras subregiones de América Latina. En tal
sentido vale recordar que las políticas coloniales de explotación de
los recursos naturales y luego los procesos de industrialización de
esas mismas materias primas permiten explicar, en buena medida,
las corrientes migratorias internas que se fueron sucediendo en
toda la región, desde las llanuras y las sierras hacia los principales
núcleos urbanos que concentran los vértices o nudos de la
conectividad física de cada una de las economías nacionales con el
resto del mundo. En la medida que la maduración de la economía
global agudiza las disparidades estructurales en la periferia,
debemos presumir que el síndrome neocolonial se está difundiendo
con características parecidas en toda la extensión del espectro
conocido como “mundo en desarrollo”. Al menos los principales rasgos
de la desestructuración social de las poblaciones centroamericanas
ya pueden percibirse también al sur del istmo: “La carencia de
empleos de calidad, la ausencia de oportunidades educativas y
laborales para los jóvenes, las altas tasas de desnutrición, la pobreza
extrema, la desigualdad y la creciente inseguridad…” 29.
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indicando que las carencias y penurias aludidas son precisamente
las que “…han llevado a las familias a la búsqueda de un futuro mejor en
el exterior”.
30 Los aglutinamientos poblacionales en las fases precolombinas en
muchos casos fueron el resultado de un desarrollo cultural y
tecnológico tal que aseguraron la viabilidad de núcleos urbanizados.
Pero en otros casos, como el de los valles calchaquíes de Argentina,
la concentración en proximidades a los cursos de agua pudo haber
estado inducida esencialmente por la tendencia a la sequía que se
calcula comenzó hacia el año 1000 y perduró desde entonces (véanse
al respecto los trabajos del Laboratorio de geoarqueología de la Facultad
de Ciencias Naturales de la Universidad Nacional de Tucumán,
Argentina, en el sitio www.csnat.unt.edu.ar).
Frente a semejante panorama, se impone una distribución y
correlación de competencias internacionales y nacionales para un
uso racional y fructífero de los recursos provistos por distintas
fuentes de cooperación. Pero parecería que en América Latina esta
cuestión tan elemental dista de haberse resuelto.
6. Desenterrando sabidurías ancestrales: trabajo y
solidaridad
Cabe presumir que para neutralizar los procesos del despo-
blamiento rural y la desorganización social en América Latina
debería prestarse mayor atención a la posibilidad de sostener o
en su caso recrear los sistemas familiares y ocupacionales
arraigados en las costumbres ancestrales. No se trata de rendir
pleitesía a las herencias ancestrales en virtud de alguna ideología
etnocéntrica, sino de advertir que precisamente por su asidero
en las costumbres estos sistemas, debidamente promovidos o
revalorizados, pueden reforzar la cohesión social y de ese modo
contrapesar la predisposición al conflicto interno y la emigra-
ción.
El apego a costumbres ancestrales no es una característica
de la conciencia individual. Es en cambio característica del incons-
ciente colectivo que se recrea en la convivencia cotidiana. Por
eso las costumbres ancestrales constituyen el sedimento de las
creencias que animan a las comunidades locales30. En Guatemala,
por ejemplo, puede advertirse una iniciativa política que consiste
en reforzar la institucionalidad de las comunidades locales sobre
la base de los vínculos emergentes de costumbres ancestrales.
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31 Las “alcaldías indígenas” están contempladas por el Código Municipal
fijado por el Decreto número 12-2002 del Congreso de la República en
su artículo 55: “El gobierno del municipio debe reconocer, respetar y
promover las alcaldías indígenas, cuando éstas existan, incluyendo sus
propias formas de funcionamiento administrativo (…)”.
32 “…El nombramiento de alcaldes comunitarios o alcaldes auxiliares lo emitirá
el alcalde municipal, con base a la designación o elección que hagan las
comunidades de acuerdo a los principios, valores, procedimientos y
tradiciones de las mismas…” (Código Municipal citado en la nota
precedente, artículo 56).
33 “Las mancomunidades de municipios son asociaciones de municipios que
se instituyen como entidades de derecho público con personalidad
jurídica propia constituidas mediante acuerdos celebrados entre los
concejos de dos o más municipios, de conformidad con este Código,
para la formulación común de políticas municipales, planes, programas
y proyectos, así como la ejecución de obras y la prestación eficiente de
servicios municipales…” (Código Municipal citado en las notas
precedentes, artículo 49 según el texto modificado por Decreto 22-
2010 del Congreso de la República).
Son las “alcaldías indígenas”31; los “alcaldes comunitarios”32;
y las “mancomunidades”33.
Pero más allá de estas previsiones institucionales, abundan
las experiencias a través de las cuales se desentierran sabidurías
ancestrales para recuperar la dignidad individual y colectiva. Uno
de tantos ejemplos es el liderado por el campesino mexicano Jesús
León Santos, cuyos logros pudieron difundirse internacionalmente
con motivo de haber recibido en 2008 en San Francisco, California,
el “Premio Ambiental Goldman” en reconocimiento a un trabajo de
por lo menos veinticinco años en Oaxaca, dentro de la zona llamada
“Mixteca alta” (“Tierra del Sol”). Este campesino condujo un trabajo
comunitario a través del régimen de cooperación comunitaria no
remunerada que en América precolombina se denominó “tequio”
(voz luego denigrada por las prácticas coloniales que la utilizaron
para darle una expresión tributaria al trabajo servil de los indígenas).
A través del “tequio” alrededor de cuatrocientos familias comba-
tieron durante décadas el cuadro erosivo instalado desde el siglo
XVI causado por sobreexplotaciones agrícolas y de pastoreo, la tala
indiscriminada de las especies arbóreas nativas y las caleras
abiertas en tiempos de la colonia. Organizados en el Centro de
Desarrollo Integral Campesino de la Mixteca, los indígenas pudieron
revertir la desertificación y el despoblamiento secular desplegando
trabajos de ingeniería rural destinados a retener los recursos
hídricos y con plantaciones forestales y agricultura orgánica basada
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34 Véase mayor información en el sitio www.goldmanprize.org/
35 Los conquistadores españoles doblegaron definitivamente la resistencia
de las tribus andinas al destruir su sistema productivo. Debido al
sometimiento gradual de la población al servilismo fue imposible
mantener las redes de riego y, por lo tanto, se interrumpió la siembra
de quinua en las terrazas laboriosamente trabajadas durante siglos
en la utilización de variedades resistentes a la sequía como es el
maíz “cajete” originario de la región34.
Este es apenas un ejemplo de las prácticas que se llevan a
cabo en toda la extensión del continente con poca o ninguna reper-
cusión institucional. Entretanto, las políticas gubernamentales y
las iniciativas de cooperación internacional encaran los problemas
del despoblamiento rural y la desorganización social siguiendo los
mismos lineamientos difundidos desde los foros multilaterales en
la segunda posguerra, esto es, concibiendo dichos problemas como
el reflejo de un déficit en los niveles de crecimiento medido por
variables macroeconómicas. En consecuencia, si las metas apuntan
al afianzamiento de la infraestructura requerida para promover
las conocidas prácticas extractivas y las consiguientes exporta-
ciones primarias, así como la provisión de recursos para una mejor
gestión de corporaciones transnacionales, serán esas mismas
metas las inspiradoras de aquellas políticas e iniciativas de
cooperación. De tal modo no debería extrañar que las formulaciones
gubernamentales e intergubernamentales desprecien la posibilidad
de recomponer las condiciones de vida marcadas por tradiciones
ancestrales y cuyo deterioro progresivo tiene directa relación con
el mismo tipo de prácticas cuya reinstalación se propugna.
Es evidente que en toda la extensión del continente americano
se han difundido culturas diversas. Sin embargo, en cualquier caso,
encontraremos en los distintos acervos algunos rasgos comunes
que sugiero atender. Básicamente, las culturas precolombinas en
América y su proyección sobre las comunidades locales indígenas
y mestizas no son compatibles con las prácticas extractivas, esto
es, de explotación tanto extensiva como intensiva de los recursos
naturales. Por lo tanto, estas comunidades resisten la entronización
de estructuras ocupacionales impuestas por la economía capitalista,
que desde su antiguo formato están caracterizadas por: imponer
un tipo de trabajo asalariado; y luego desconectar producción y
consumo, al escindir las relaciones laborales por un lado –explo-
taciones con fines comerciales– de las familiares y habitacionales,




sobre las laderas de los cerros. Simultáneamente, los españoles
prohibieron el cultivo del amaranto, que con la quinua componía la
dieta básica de los indígenas. Y la introducción del arado sumada a la
tala indiscriminada de árboles y el descuido de las cuencas hídricas
provocaron la desertificación y el despoblamiento. Véase al respecto
un texto de Antonio Elio Brailovsky en el sitio www.santafe-conicet.
gov.ar, extraído del documento “El ambiente en la sociedad colonial” de
dicho autor, editado por Pro Ciencia-CONICET, Buenos Aires 1997.
Véase también el libro de José Vicente Rodríguez Cuenca “Los chib-
chas: pobladores antiguos de los Andes Orientales”, edición de la Fundación
de Investigaciones Arqueológicas Nacionales de Colombia, 1999.
36 Un caso impresionante de deforestación irreversible fue el de la araucaria
o “pehuén” en los Andes patagónicos. Este árbol, de muy lento
crecimiento y que puede llegar a vivir un milenio había suministrado a
los indígenas su alimento básico: la harina extraída de las semillas
molidas. Pero los colonizadores advirtieron el valor de esa madera y la
tala llegó a tal extremo que comprometió la preservación de la especie
obligando al gobierno de Chile a erigirla como reliquia, considerándosela
hoy día en carácter de “monumento natural”.
Respondiendo a estas ostensibles diferencias con las carac-
terísticas de las culturas ancestrales en América, los programas
de cooperación elaborados para neutralizar el despoblamiento y la
desorganización social tienden a exacerbar los mismos problemas,
pues:
A. Desde el punto de vista laboral promueven la capacitación
acorde a los requerimientos de empresas demandantes de trabajo
asalariado; en cambio no contemplan el apoyo al trabajo autónomo
y organizado bajo modalidades flexibles y solidarias, como es el caso
de las cooperativas y asociaciones civiles;
B. Desde el punto de vista productivo persiste la tendencia que
prioriza el incremento de actividades extractivas (extensivas e
intensivas) destinadas a incrementar la oferta exportable, quedando
así consagrado el desplazamiento de comunidades campesinas; y
C. Desde el punto de vista educativo no se aprecia debidamente
la necesidad de incorporar en los procesos formativos la adquisición
de conocimientos y destrezas artísticas y artesanales que refuercen
el arraigo.
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37 Un problema recurrente dentro de las relaciones económicas interna-
cionales es el de la auto-identificación de países con economías muy
diversas bajo la misma carátula de “países en desarrollo” (PED). Para
justificar dicha caracterización suele recurrirse solamente al pará-
metro del ingreso per cápita según estimaciones del Banco Mundial.
Como es sabido, dicha práctica resulta contraproducente en la medida
que con ostentar la denominación de PED difícilmente se obtienen
beneficios especiales de parte de los PD. En cambio, distinta es la
situación para una nómina de países con notorias vulnerabilidades e
individualizados como “menos adelantados” (PMA) o, en la expresión
inglesa, “least developed countries” (LDC). La comunidad económica
internacional dispone de una nómina actualizada de los PMA, así
como de un mecanismo para la regulación de los criterios que
justifican la permanencia de los países seleccionados en la misma
nómina y su eventual movilidad (inserción en ella o en su caso
exclusión por determinadas mejoras en los índices o “graduación”).
El mecanismo está encarnado en un Comité del Consejo Económico y
Social de la Organización de las Naciones Unidas encargado de las
políticas para el desarrollo y que se denomina, precisamente,
“Committee for Development Policy”. Cada tres años proporciona un
informe que revisa la situación de los PMA y los criterios que justifican
la nómina de países. En el último informe, correspondiente a la décimo
séptima sesión, dado el 27 de marzo de 2015, se observa un llamado
a la equiparación de los PMA con los PED cuando se trate de prestar
financiamiento internacional (“oficial development assistance” –ODA–)
para neutralizar daños imputados al cambio climático. Pero el Comité
no circunscribe su recomendación a los casos de catástrofes, sino
que su caracterización es más amplia: “Climate Financing should be
separate from, and additional to, regular ODA. The least developed countries,
countries graduating from that category and other developing countries
suffered from severe vulnerabilities to climate change and other environmental
shocks. The Committee recommended the use of the economic vulnerability
index for the allocation of new climate finance, independently of whether
7. A la búsqueda de mecanismos multilaterales y de
integración económica que inhiban el despoblamiento
y la desorganización social
Con especial referencia a las disciplinas multilaterales con-
viene advertir que, dadas las condiciones de la economía global,
hoy día difícilmente se justifique un trato especial y diferenciado
(TED) otorgado por los países desarrollados (PD) a “países menos
adelantados” (PMA) en desmedro de “países en desarrollo” (PED)
cuando se trate de fijar disposiciones específicamente destinadas
a combatir el despoblamiento rural y la desorganización social en
la periferia37. En tal sentido, las condiciones actuales dejan al
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countries met or did not meet the criteria for being classified in the least
developed country category” (documento citado, capítulo 1 numeral 13).
En América Latina y el Caribe solo Haití revista actualmente dentro
de la nómina de PMA; pero algunos territorios deprimidos en otros
países de la región –que no son PMA– denotan padecimientos sociales
equiparables a los sufridos por el cambio climático. El autor se
pregunta entonces por qué no extender este criterio expuesto
inicialmente con motivo de los efectos del cambio climático, para dar
lugar a la asistencia financiera internacional que permita reducir las
penurias que puedan o no ser imputables al cambio climático (por
ejemplo, los procesos de desertificación progresiva suelen responder
al cambio climático pero simultáneamente a la explotación predatoria
de la tierra). Obsérvese que el índice de vulnerabilidad económica al
que alude el documento de la ONU (uno de los tres criterios utilizados
para medir la vulnerabilidad de los PMA), se compone de dos
subíndices: el primero mide la exposición a los shocks comerciales y
ambientales; y el segundo mide el impacto causado por dichos shocks.
Ambos subíndices a su vez están desagregados en nuevos subíndices
que en gran medida pueden reflejar el alto grado de exposición y la
extrema vulnerabilidad para responder ante el deterioro progresivo
de las condiciones de vida más allá de los desórdenes ocasionados
por el cambio climático: el aislamiento territorial; y la inestabilidad
en la provisión de recursos para la subsistencia debido a la estructura
económica y a la oferta exportable concentrada en materias primas
supeditadas a la volatilidad de los precios internacionales.
38 Quizás no esté de más recordar que en las relaciones comerciales
internacionales los compromisos de integración económica tienen
carácter excepcional respecto de la cláusula de la nación favorecida.
Debido a que ésta última constituye la piedra basal del orden multi-
lateral, los tratados de integración económica de última generación
son presentados como zonas de libre comercio precisamente con el
objeto de sortear la hipotética pretensión de terceros países, también
Estados Miembros de la OMC, para que les sean extendidos los
beneficios negociados en dichos tratados. Sin embargo este riesgo ha
ido minimizándose hasta quedar reducido a la nada. Los márgenes
mínimos y obligatorios de apertura comercial irrestricta para que las
zonas de libre comercio, uniones aduaneras y esquemas de integración
para el comercio de servicios sean reconocidos como legítimos, están
predeterminados en el GATT (“…lo esencial del comercio…” dice el
descubierto el “viejo truco” al que suelen apelar los PD para
circunscribir su magnanimidad a favor de países que, como los
PMA, carecen de mercados internos apetecibles y de ofertas
exportables competitivas. Mientras tanto, los PED deben luchar a
brazo partido para obtener el TED que requieren.
Tanto en el orden multilateral como en la negociación de los
mal denominados “tratados de libre comercio”38 propongo considerar
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artículo XXIV), y en el GATS (“…cobertura sectorial sustancial” dice el
artículo V). Pero estos márgenes nunca fueron objeto de precisiones
inequívocas. Por ejemplo, con respecto al comercio de bienes, ¿qué
significa “lo esencial” del comercio? Pasando por alto que se carece de
un  número límite o mínimo, si lo hubiera podría aludirse con ese
número, indistintamente, a los valores o precios de las mercaderías
concesionadas, o bien al número de líneas arancelarias abarcadas
por dichas concesiones. Por otro lado, ¿qué períodos deberán
computarse? ¿Y deberán ser consideradas sólo las importaciones de
cada Parte respecto de los bienes y servicios originarios de la otra
Parte, o también habrá que sumar las exportaciones a la otra Parte?
Esta última duda emergió en los negociadores latinoamericanos
cuando parecían avanzar las tratativas para formalizar el ALCA. La
duda tenía un sentido práctico, pues cuando se trata de celebrar un
Tratado entre países cuyo comercio recíproco está signado por la
dimensión intersectorial (los PED exportan a los PD materias primas
e insumos e importan bienes finales), a los primeros les convendrá
calcular la “esencialidad” como suma de importaciones y exporta-
ciones, pues en tal caso dispondrán de mayores márgenes para
negociar exclusiones, excepciones o reservas de mercado. En el marco
de la Ronda Doha, la dilucidación de “lo esencial de los intercambios
comerciales” constituye uno de los temas llamados “sistémicos”. En
un informe del 21 de abril de 2011, el Presidente del Grupo de
Negociación sobre las Normas (TN/RL/W/253) declara que persisten
las diferencias conceptuales acerca de los criterios para medir dicha
esencialidad. Según dicho informe, alrededor de un tercio de las
propuestas presentadas se refirió al establecimiento de un punto de
referencia mínimo para “lo esencial de los intercambios comerciales”
sobre la base del comercio bilateral, de las líneas arancelarias, de
ambos o de un promedio combinado de ambos. Por otra parte, el
mecanismo de monitoreo sobre el cumplimiento de la hipotética
“esencialidad” se fue desdibujando hasta que el Consejo General
adoptó una decisión con carácter provisional desde el 14 de diciembre
de 2006 (WT/L/671). Según ella, la exigencia a los Miembros que
participen en nuevas negociaciones encaminadas a la conclusión de
Acuerdos Regionales queda circunscripta a procurar “…que la OMC
sea informada al respecto”. Luego los Miembros deberán notificar la
ratificación y proporcionar los textos de lo acordado. La información
habrá de distribuirse a los Estados Miembros y “como norma, se dedicará
una sola reunión formal a examinar cada Acuerdo Regional notificado”. El
21 de abril de 2011 el Presidente del Grupo de Negociación sobre las
Normas, en el marco de la Ronda Doha, emitió un breve documento
que transcribe el resultado provisional de las negociaciones destina-
das a revisar la Decisión provisional de 2006 con vistas a la fijación
de un mecanismo permanente (TN/RL/W/252). De la lectura del
un TED para: (I) por un lado reconocer el derecho a la protección de
las actividades productivas focalizadas en áreas sensibles debido
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al despoblamiento y la desorganización social; y (II) por otro lado,
reconocer el derecho para el acceso a los mercados de PD (asimi-
lando aquí a la categoría de PMA a los PED que justifiquen esa
equiparación por la envergadura de sus aparatos productivos).
Así, mi primera sugerencia es la de apuntar con el TED, ya no
a la especificación de medidas en frontera, sino a la promoción de
los territorios o zonas deprimidas donde hacen eclosión los
problemas del despoblamiento y la desorganización social39.
Aplicando el criterio indicado, con respecto a las medidas de
protección, debería dejarse a un lado la interminable e inútil
disputa multilateral sobre los denominados “productos especiales”.
Los PD y muchos PED han librado entre sí, durante los primeros
años de la Ronda Doha, una insensata batalla sobre la extensión
que debería tener la nómina de dichos “productos especiales” a ser
exceptuados de los programas de desgravación arancelaria40. Esta
informe no surgen propuestas sustancialmente distintas a lo previsto
por la Decisión de 2006.
39 Véase la referencia hecha más arriba con respecto a la propuesta
contenida en los “Lineamientos del Plan de la Alianza para la
Prosperidad del Triángulo Norte” sobre el objetivo de fomentar el
desarrollo de áreas geográficas más rezagadas. Sin embargo, la
propuesta es afín a la concepción desarrollista que campea en las
programaciones tecnocráticas que auspician organismos internacio-
nales de crédito (en este caso el Banco Interamericano de Desarrollo)
cuando plantea “… la creación de zonas económicas especiales en donde
se les brindará un tratamiento diferenciado a nuevas inversiones. Esperamos
que las firmas allí establecidas generen oportunidades de empleo de alta
calidad (…) La selección de estas áreas y los mecanismos que utilizaremos
para atraer inversión extranjera directa se basará en criterios costo-efectivos
y transparentes, explorando estructuras alternativas de financiamiento y
minimizando su costo fiscal”  (Lineamientos del Plan de la Alianza para
la Prosperidad del Triángulo Norte citado, página 11).
40 La declaración final de la Conferencia Ministerial de Hong Kong
(diciembre de 2005) había reconocido a los PED Miembros la flexibilidad
de designar por sí mismos un número apropiado de líneas no
arancelarias como productos “especiales” guiándose por indicadores
basados en los criterios de seguridad alimentaria, la seguridad de los
medios de subsistencia y el desarrollo rural. Ambos aspectos
estuvieron relacionados entre sí en la medida que el espinoso debate
sobre el significado asignado a cada uno de dichos indicadores intentó
zanjarse con aquella “flexibilidad” dada a los países beneficiarios.
Pero se trató de un reconocimiento nominal. Pasados tres años desde
la suscripción de aquel documento, las negociaciones agrícolas en la
Ronda Doha no permitieron llegar a una definición sobre el tema. En
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efecto, después de enfervorizadas discusiones, el 6 de diciembre de
2008 el Embajador Crawford Falconer, presidente de las negociaciones
sobre la agricultura, distribuyó un texto revisado sobre las “moda-
lidades” propuestas para el hipotético acuerdo final (TN/AG/Rev.4).
Allí se bosquejaron algunos números, asignando, por ejemplo, a los
PED Miembros el derecho a establecer por sí mismos un 12 % de
líneas arancelarias a título de “productos especiales”, aunque en el
mismo momento debió dejarse constancia sobre las reservas expues-
tas por varios PED Miembros…Desde entonces la cuestión quedó
empantanada, incluyendo las intervenciones del agrupamiento de
países interesados en ella mediante el denominado “G 33: Amigos de
los productos especiales”. En este agrupamiento se puede contar a
veintitrés países de América Latina y el Caribe.
41 Como es sabido, en el orden multilateral de la OMC las medidas
antidumping (contra el dumping) se justifican si el perjuicio calificado
recae sobre bienes que en el país de la exportación son “similares” a
los destinados al consumo interno de dicho país; las medidas
compensatorias (contra las subvenciones recurribles) se justifican
si mediante las subvenciones se causa daño a la (misma) rama de
producción nacional del país de la importación; y las medidas de
salvaguardia se justifican si las importaciones por su magnitud o
condición causan daño a la rama de producción nacional que produce
bienes similares pero también a los bienes directamente competi-
dores, esto es, aquéllos que sin ser similares pueden sin embargo
sustituir a los importados. Aquí se propone ampliar el espectro de
categoría podría tener sentido si se aplicara sobre producciones
extensivas y de relativa importancia comercial; pero si lo que está
en juego es la supervivencia de poblaciones campesinas, es injusto
e inconsistente limitar el número de “productos especiales” sin
atender a la magnitud en general poco significativa de cada una de
estas producciones ni a la necesaria rotación en la siembra. Mi
propuesta es la de abandonar tan innecesaria confrontación y
sustituir las medidas en frontera por excepciones transitorias
pero conceptuales (waivers) que inhiban a los PD para reclamar
bajo determinadas condiciones la aplicación del “trato nacional”
a los PED beneficiarios que hagan uso de dicha excepción.
El TED, entendido como excepción al principio de trato
nacional, debería consistir ante todo en la aplicación de medidas
tributarias, crediticias y administrativas por PED y PMA que de
algún modo discriminen justificadamente contra la comer-
cialización interna de los productos importados cuando sean
similares, sustitutivos o derivados de los que estarían siendo




los bienes de producción local susceptibles de protección a través de
las medidas de fomento a regiones “deprimidas”, procurando también
inducir la producción local de bienes “derivados” de materias primas
obtenidas en esas mismas regiones y de tal modo evitar que dichos
bienes derivados puedan importarse y de ese modo inhibir los encade-
namientos productivos internos. Las disposiciones multilaterales
mencionadas son: Acuerdo Relativo a la Aplicación del Artículo VI del
Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, artículo
2.1; Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias artículo 5
inciso a) y artículo 11; Acuerdo sobre Salvaguardias artículo 2.1.
42 Allí se lee: “(…) estamos convencidos que hay espacio para profundizar los
tratados comerciales que tenemos y facilitar el cumplimiento de los objetivos
del Plan. Por ejemplo, se podría utilizar la certificación de los bienes que
se produzcan en las regiones o cadenas priorizadas  y otorgarles ventajas
temporales y acceso al mercado de EUA. También se podrían establecer
tratamientos preferenciales con cuotas y reglas de origen más flexibles
para exportación hacia EUA de productos calificados de esas zonas”
(“Lineamientos del Plan de la Alianza para la Prosperidad del Triángulo
Norte” citado, página 14).
Con respecto a la negociación de este TED apto para neutralizar
el despoblamiento y la desorganización social, no niego la posibilidad
de obtener algunas ventajas derivadas de una certificación equi-
valente a “denominaciones de origen” tal como lo propone el
documento “Lineamientos del Plan de la Alianza para la Prosperidad
del Triángulo Norte” mencionado más arriba42. De todos modos, es
harto conocido el rigor de las normas técnicas –de fuentes privadas–
impuestas para la comercialización interna en los mercados de
PD. De tal modo, una especie de certificación de origen así concebida
podría tener efectos contraproducentes en la medida que los
consumidores individualizarían a los productos de referencia como
menos confiables que los desprovistos de dicha certificación. Por
último, con respecto a la flexibilización de cuotas y del régimen de
calificación de origen atendiendo a la localización geográfica de la
producción, es sabida la dificultad para su acreditación y, por lo
tanto, la aparición de obstáculos aduaneros adicionales a los que
se daría lugar, tornando finalmente ineficaz la obtención de dichas
concesiones.
La protección de las producciones localizadas en zonas
deprimidas a través de disposiciones fiscales, crediticias y
administrativas tendría que ser concebida como parte de un
régimen de subvenciones aplicadas al desarrollo integral de estos
territorios. En este sentido, la cooperación internacional y las
políticas internas de fomento deberían estar amparadas, en el orden
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43 Las subvenciones no recurribles especialmente dirigidas a la asistencia
para regiones desfavorecidas situadas en el territorio de un Miembro,
fueron reguladas por el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas
Compensatorias en el artículo 8.2 inciso b). Todas las subvenciones
no recurribles contempladas por el citado artículo 8 –entre las cuales
se incluye dicha asistencia para regiones desfavorecidas– caducaron
cinco años después de la fecha de entrada en vigor del Acuerdo sobre la
OMC, según lo dispuesto por el artículo 31 de aquel mismo Acuerdo
sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias. ¿Por qué dichas
subvenciones no recurribles deberían ser recuperadas y reconocidas a
título de trato especial y diferenciado a favor de los PED? Porque la
existencia de territorios deprimidos o bolsones de pobreza obedece a la
desarticulación interna de países que, como los PED, están estruc-
turalmente orientados hacia fuera de sus fronteras mediante deter-
minados circuitos y conexiones que implican un trazado de fronteras
internas, esto es, la réplica doméstica del vínculo centro-periferia.
multilateral, por un régimen de “subvenciones no recurribles”
inspirado en el que se destinara a la asistencia para regiones
desfavorecidas y que incorporó el Acuerdo sobre Subvenciones y
Medidas Compensatorias de la Ronda Uruguay hasta que, según
las propias disposiciones del Acuerdo caducara en el año 200043.
Esta figura es particularmente útil como referencia para el
diseño de un instrumento destinado a contrarrestar el despobla-
miento rural y la desorganización social. En tal sentido debe
repararse tanto en su definición como en dos de las tres condiciones
que fijaba.
Acerca de su definición, se admitía la “asistencia para regiones
desfavorecidas situadas en el territorio de un Miembro, prestada con
arreglo a un marco general de desarrollo regional y no específica…”.
Aquí resaltan los siguientes conceptos:
(a) La asistencia a regiones desfavorecidas –que en nuestro caso
deberían hacer referencia exclusivamente a las situadas
dentro del territorio de PD y PMA– no sería recurrible o
cuestionable si fuera “prestada con arreglo a un marco general
de desarrollo regional”. Una nota de pie de página precisaba el
significado que debía darse a la frase: “los programas regionales
de subvenciones”. Ellos debían formar parte “de una política de
desarrollo regional internamente coherente y de aplicación
general” en el sentido que las subvenciones para el desarrollo
regional no se concedieran “en puntos geográficos aislados que
no tengan influencia –o prácticamente no la tengan– en el desarrollo
de una región”. De aquí podría extraerse una instrucción
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aleccionadora para el caso de disponer de este instrumento:
los países latinoamericanos que pretendieran aplicarlo para
neutralizar el despoblamiento rural y la desorganización social
deberían contar con diagnósticos que les permitieran articular
los programas de promoción a ser aplicados en cada una de las
regiones desfavorecidas, generando así una sinergia entre las
actividades promovidas en ellas.
(b) La asistencia a las regiones desfavorecidas debía ser “no
específica”. El artículo 2 del Acuerdo establece los criterios
para la determinación de la especificidad de las subvenciones.
Siguiendo su redacción, el concepto de especificidad está
asociado al de selectividad o discrecionalidad, en el sentido
de beneficiar a determinadas empresas, directa o indirecta-
mente, a través de las subvenciones. De modo que en este
caso una exigencia de “no especificidad” precisamente
respalda el objetivo de promover a las regiones desfavorecidas
pero con el debido cuidado de no malversar las subvenciones
en beneficio de determinadas empresas.
Acerca de las condiciones exigidas para permitir estas subven-
ciones, dos de ellas también merecen ser rescatadas en atención a
nuestro propósito:
(I) Cada región desfavorecida debía “ser una región geográfica
continua claramente designada, con identidad económica y
administrativa definible”. Esta previsión tiene por objeto
garantizar la administración política y el funcionamiento de
los mecanismos de control y auditoría para el buen uso de los
recursos asignados.
(II) La región desfavorecida debía ser considerada en estos
términos “sobre la base de criterios imparciales y objetivos” que
indiquen que sus dificultades “tienen su origen en circuns-tancias
que no son meramente temporales; tales criterios deberán estar
claramente enunciados en una ley o reglamento u otro documento
oficial de modo que se pueda verificar”. Una nota de pie de
página ilustra sobre los mentados “criterios imparciales y
objetivos”. En tal sentido, se alude a “…criterios que no
favorezcan a determinadas regiones más de lo que convenga para
la eliminación o reducción de las disparidades regionales en el
marco de política de desarrollo regional”. Así, “…los programas
de subvenciones regionales incluirán topes a la cuantía de la
asistencia que podrá otorgarse a cada proyecto subvencionado.
Esos topes han de estar diferenciados en función de los distintos
niveles de desarrollo de las regiones que reciban asistencia y
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44 En cambio, parecen inadecuadas para nuestro propósito las mediciones
predeterminadas con el fin de justificar el uso de las referidas
subvenciones, tal como las exigía el Acuerdo sobre Subvenciones y
Medidas Compensatorias: la obligación de aplicar como criterios de
justificación la renta per cápita, los ingresos familiares per cápita o el
PIB per cápita y que no debían superar el 85% de la media del territorio
de que se trataba; o bien aplicar la tasa de desempleo, que debía ser
al menos el 110% de la medida del territorio de que se trataba.
45 La Conferencia culminó el 6 de diciembre de 2013 suscribiéndose,
entre otros documentos, un Proyecto de Decisión Ministerial relativo
a la Constitución de Existencias Públicas con Fines de Seguridad
Alimentaria (WT/MIN (13)/38-WT/L/913).
46 “Entre tanto, hasta que se encuentre una solución permanente…” (Proyecto
de Decisión Ministerial citada, párrafo 2, encabezamiento).
47 Si bien el texto del Proyecto de Decisión alude a los programas de
constitución de existencias públicas con fines de seguridad alimen-
taria “existentes en la fecha de la presente Decisión”, en la nota de pie
de página se agrega que “esta Decisión no impide a los Miembros en
desarrollo introducir programas de constitución de existencias públicas
con fines de seguridad alimentaria de conformidad con las disposiciones
pertinentes del Acuerdo sobre la Agricultura”. La redacción no es lo
suficientemente clara como para poder determinar el grado de difi-
han de expresarse en términos de costo de inversión o costo de
creación de puestos de trabajo….” 44.
En todo caso, dentro del ordenamiento multilateral ya han
perimido las subvenciones “no recurribles” y, entre ellas, las
referidas a la promoción de territorios “deprimidos”. Sin embargo,
bajo el liderazgo de India los PED han venido presionando dentro de
la Ronda Doha por la obtención de algún grado de reconocimiento a
las políticas destinadas a fomentar cultivos alimentarios tradicio-
nales. Un hito en esta porfía fue el acuerdo alcanzado en la
Conferencia Ministerial de Bali45. Con el objeto de preservar dichos
“cultivos alimentarios esenciales tradicionales” se admitió una
modalidad de ayuda estatal aunque a título temporario46: si las
ayudas estatales son proporcionadas “en el marco de programas de
constitución de existencias públicas con fines de seguridad
alimentaria”, los otros Estados Miembros “se abstendrán de poner en
tela de juicio” las referidas subvenciones cuando excedan el
compromiso adquirido para la reducción de ayuda interna (caja
ámbar) prevista por el Acuerdo sobre la Agricultura y, si no hubiera
tal compromiso, cuando ellas excedan el nivel de mínimis (diez por
ciento del valor total de producción del producto subsidiado)47.
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cultad que tendrían los PED que constituyan existencias públicas de
alimentos después de la sanción de esta norma para poder ampararse
en ella. El autor ha tratado el tema en el documento “OMC: lo que
debería esperarse después de Bali” publicado por la Fundación INAI
en el sitio www.inai.org.ar
48 Conforme Conferencia Ministerial citada, Proyecto de Declaración
Ministerial sobre Competencia de las Exportaciones (WT/MIN(13)/
40-WT/L/915).
49 Conforme Conferencia Ministerial citada, Proyecto de Decisión Minis-
terial relativo a la Constitución de Existencias Públicas con Fines de
Seguridad Alimentaria, también citado.
50 El Fondo para el Desarrollo Rural y la Productividad Agropecuaria fue
instituido por la Decisión 621 de la Comisión de la Comunidad Andina
en reunión ampliada con los Ministros de Agricultura; y se reglamentó
a través de la Decisión 708 de la Comisión, también en reunión
ampliada con los Ministros de Agricultura.
51 Por ejemplo, bajo la convocatoria de 2009 el Fondo financió proyectos
como los siguientes: (I) “incremento de la producción semilla de papa
nativa, a través de la técnica de cultivos aeropónicos y el estable-
cimiento de bancos comunales de germoplasma”, dirigido a productores
de la Provincia Ayopaya, Departamento de Cochabamba, Bolivia; (II)
“producción, comercialización y transformación de haba seca”, a favor
Lo acordado en Bali efectivamente constituye un principio de
reconocimiento al derecho de los PED para resguardar sus
producciones tradicionales frente a las prácticas predatorias de PD
con sus exportaciones subsidiadas de commodities. El logro está de
todas maneras acotado por distintas salvedades que introdujeron
los documentos de la Conferencia, empezando por aquel carácter
transitorio de la medida y siguiendo por un contraste ciertamente
cínico: mientras las subvenciones a las exportaciones de los PD
conservan legitimidad pese a que en la misma Conferencia se dejó
constancia que se trata de “…un tipo de ayuda sumamente protec-
cionista y que tiene importantes efectos de distorsión del comercio”48,
las existencias públicas de alimentos con fines de seguridad
alimentaria en los PED estarán justificadas sólo cuando aseguren
que “…no tengan efectos de distorsión del comercio..”49.
Por otro lado, en el diseño de políticas de integración destinadas
a promover el desarrollo de regiones deprimidas, la experiencia
latinoamericana no es particularmente aleccionadora. A lo sumo,
se podrían rescatar las iniciativas de la Comunidad Andina, que
hasta ahora recorrieron dos etapas. Inicialmente se generó un
“Fondo para el Desarrollo Rural y la Productividad Agropecuaria”50.
Este Fondo aportó recursos para proyectos diversos51 pero con las
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de productores de la Comunidad de Tacora, Municipalidad de Tomave,
Departamento de Potosí, Bolivia; (III) “validación de un sistema de
planeación productiva, transformación agroindustrial y comerciali-
zación de papa criolla con familias rurales de pequeños productores”,
en el Departamento de Nariño, Colombia; (IV) “piscicultura sostenible
en la amazonia ecuatoriana”, en beneficio de productores indígenas
de las Provincias de Sucumbios, Pastaza y Morona-Santiago, Ecuador.
Bajo la convocatoria de 2010, en la nómina encontramos, entre otros
proyectos, a los siguientes: (I) “rescate y revalorización socioeconómica
del cultivo agroecológico de la quinua y cañahua” en el municipio
indígena originario de Jesús de Machaca, La Paz, Bolivia; (II)
“implementación de una alternativa sostenible para la generación de
ingresos y seguridad alimentaria con base en la producción cuyícola”
para la asociación de mujeres indígenas “Esperanza del Mañana”
situada en Resguardo de Panan, Municipio de Cumbal, Nariño, Colom-
bia; y (III) “reactivación de la producción de frijol y quinua para
garantizar la seguridad alimentaria en comunidades de los cantones
Cañar, Suscal y El Tambo del pueblo Cañaris Kichwa”, en el Ecuador.
52 En el sitio oficial de la Comunidad Andina en Internet se registran
solamente dos convocatorias para el financiamiento de proyectos
productivos con recursos del Fondo. En la primera (2009) se
presentaron 368 proyectos, habiéndose seleccionado sólo 6, para los
cuales el Fondo aportó en conjunto us$ 318.450. La segunda
convocatoria (2010) puso en evidencia el interés despertado por este
mecanismo, pues se presentaron 653 proyectos, de los cuales
resultaron seleccionados apenas 8, para los cuales el Fondo dispuso
un total de us$ 313.638.
53 Este “Programa Andino para Garantizar la Seguridad y Soberanía
Alimentaria y Nutricional” fue establecido por la Decisión 742 del
siguientes restricciones: (a) el muy escaso monto de los recursos
disponibles y por ende el muy bajo número de proyectos financiados;
(b) la falta de criterio para encuadrar dichos proyectos dentro de
una política de fomento que hubiera permitido generar realimen-
taciones virtuosas si las fases productiva y de comercialización
hubieran estado sostenidas por inversiones en infraestructura, que
como se sabe resultan indispensables para la consolidación de cada
uno de los proyectos52. La segunda etapa consistió en la creación
del “Programa Andino para Garantizar la Seguridad y Soberanía
Alimentaria y Nutricional” que presentó, como uno de sus objetivos
específicos, el de “potenciar el conjunto de capacidades productivas
de los territorios rurales, revalorizando la producción agrícola campesina
e indígena, y transformando los sistemas productivos y alimentarios
con el fin de que sean más eficientes, diversificados y tecnificados,
ecológicamente sustentables y socialmente responsables”53. La
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Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, el 22 de julio
de 2010. Dicha Decisión previó actividades y resultados esperados
para cada uno de sus objetivos específicos. También en esta dimensión
operativa puede advertirse la superposición con el Fondo para el
Desarrollo Rural y la Productividad Agropecuaria. Por ejemplo, el nuevo
Programa propugnaba: “identificar, promover y consolidar sistemas de
financiamiento y microfinanzas destinados a la producción sustentable de
alimentos, su comercialización y la asociatividad de los pequeños
productores”. Y, más adelante, “…promover la producción competitiva de
alimentos subregionales con alto valor nutricional incrementando así la
disponibilidad total de energía con alimentos nativos, de la misma manera,
elevar la producción y competitividad de las cadenas agropecuarias,
productos hidrobiológicos, y establecer una estrategia andina de promoción
de la producción y consumo de alimentos estratégicos para la seguridad y
soberanía alimentaria”.
superposición de mecanismos fue notoria desde un principio, lo
que no impidió que al menos nominalmente ambos se mantuvieran
vigentes. La inconsistencia resultó llamativa teniendo en cuenta
la escasez de los recursos disponibles también para este último
Programa y nuevamente la preeminencia de una perspectiva más
caritativa que la propia de una política orientada al repoblamiento
y recomposición de las estructuras sociales e institucionales en
las comunidades afectadas.
Conclusiones y propuestas
A. Ante todo conviene tomar nota sobre las características del
neocolonialismo, que no sustituye, sino que se superpone con las
condiciones impuestas por las tradicionales prácticas coloniales.
Los padecimientos ocasionados a partir de la explotación y el
sometimiento instaurados durante centurias, se recalifican a
través de modalidades que apenas disimulan la continuidad y
agudización de aquellas condiciones preexistentes.
B. La recalificación actual de las prácticas coloniales consiste
en entronizar el fetichismo de la mercancía como una conquista
jurídica a favor de poblaciones cuyas carencias estructurales las
condicionan para el consumo y uso acotado de artefactos que pasan
a ser la nueva herramienta de su explotación y sometimiento. Se
trata básicamente de la difusión social de artefactos y programas o
aplicaciones que al canalizar las tecnologías de la información y
las telecomunicaciones (“gadgets”) pasan a cumplir funciones de
aturdimiento y de instrucción para el cumplimiento de labores
serviles y el desempeño de actividades ilegales. Simultáneamente,
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la imposibilidad de acceder a las ofertas y promesas que presentan
los dispositivos en sus pantallas, equivale a un obstáculo insalvable
para la imaginaria inclusión o participación social y en consecuencia
incrementa el grado de frustración de sus portadores.
C. El acervo teórico en vigencia que respalda a los programas
de cooperación internacional da por sentado que el suministro
directo de recursos dinerarios constituye un medio idóneo para
enfrentar carencias tanto agudas como estructurales. Es el caso
de los subsidios a productores agrícolas que se supone no
distorsionan el comercio ni la producción; su admisión por el
Acuerdo sobre la Agricultura de la Organización Mundial del
Comercio (OMC) tiene como antecedente una cláusula del GATT
1947 que en general reconoce legitimidad a los pagos directos. Y
en materia de políticas sociales priman los denominados “programas
de transferencias monetarias condicionadas”. Curiosamente, se
repite el mismo formato al diseñar instrumentos destinados a la
reinserción social de sujetos desarraigados y de ese modo severa-
mente dañados en la construcción de su identidad personal. Pero
precisamente porque las poblaciones desarraigadas y desorgani-
zadas son tratadas como conglomerados de consumidores
individuales, prevalece la tendencia a la utilización de los
recursos dinerarios obtenidos a través de políticas sociales para
la adquisición de bienes superfluos y cuyas aplicaciones resultan
contraproducentes, como es el típico caso de los gadgets. Por
añadidura, en muchos casos estas orientaciones del consumo
son auspiciadas como signos de socialización e innovación
educativa, quedando alineados los intereses comerciales con el
clientelismo político. En este sentido, a través de los pagos
directos terminan distorsionándose los objetivos propios de una
política social.
D. A la hora de abordar las catástrofes humanitarias generadas
por el despoblamiento rural y la desorganización social con su
secuela emigratoria, llama la atención que en América Latina
todavía no se haya resuelto la distribución y correlación de
competencias entre los organismos internacionales de fomento y
los gobiernos nacionales. Esta inoperancia podría ser explicada en
virtud de la misma dinámica neo-colonial, que mide las cuestiones
sociales bajo la vara unidimensional del crecimiento macro-
económico y la inserción de las actividades productivas en los
mercados globales. De tal modo, se advierte que tanto las formula-
ciones programáticas gubernamentales como intergubernamenta-
les desprecian la posibilidad de recomponer las condiciones de vida
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marcadas por tradiciones ancestrales y cuyo deterioro progresivo
tiene directa relación con el mismo tipo de prácticas neocoloniales
cuya reinstalación se propugna. En efecto, ignorando las herencias
y consiguientes predisposiciones culturales, los programas de
cooperación elaborados para neutralizar el despoblamiento y la
desorganización social tienden a exacerbar esos mismos proble-
mas, pues: (a) desde el punto de vista laboral promueven la
capacitación acorde a los requerimientos de empresas deman-
dantes de trabajo asalariado; en cambio no contemplan el apoyo al
trabajo autónomo y organizado bajo modalidades flexibles y
solidarias, como sería el caso de las cooperativas y asociaciones
civiles; (b) desde el punto de vista productivo persiste la tendencia
que prioriza el incremento de actividades extractivas (extensivas
e intensivas) destinadas a engrosar la oferta exportable, quedando
así consagrado el desplazamiento de comunidades campesinas; y
(c) desde el punto de vista educativo no se aprecia debidamente la
necesidad de incorporar en los procesos formativos la adquisición
de conocimientos y destrezas artísticas y artesanales que refuercen
el arraigo.
E. No son muy halagüeños los aportes del ordenamiento
multilateral en la OMC ni las regulaciones que pueden rastrearse
en los procesos de integración latinoamericana. Acerca de la OMC,
en futuras negociaciones podrían recuperarse distintas cláusulas
pergeñadas para gestionar las subvenciones “no recurribles” o
permitidas a fin de remover las dificultades en los territorios
“deprimidos”, si bien su pronta caducidad impidió acumular
experiencia y así probar la adecuación de dichas cláusulas al objetivo
inicial. Más tarde, en el curso de la Ronda Doha, quedó trabada la
disputa por los nichos de protección arancelaria que reclaman los
PED con respecto a productos primarios “especiales”, considerados
como de alta sensibilidad al componer la dieta tradicional de sus
poblaciones. Y apuntando en el mismo sentido, pero ahora en la
fase productiva, los PED intentaron contrarrestar las prácticas
predatorias de los PD reclamando un reconocimiento para la
constitución de reservorios públicos con fines de seguridad
alimentaria. Sin embargo, al cabo de la Conferencia Ministerial de
Bali estas aspiraciones recibieron una respuesta demasiado acotada.
Y en el marco de los procesos de integración económica, si bien
merece atención el esfuerzo desplegado por la Comunidad Andina
para sostener condiciones de vida dignas en las comunidades rurales,
la escasez de recursos y el desorden regulatorio han conspirado
contra un progreso significativo de sus iniciativas.
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F. Teniendo a la vista los antecedentes indicados, se sugieren
algunas innovaciones en los sistemas normativos que deberían
orientar las acciones de cooperación y de integración económica
para neutralizar y, de ser posible, revertir las tendencias al despo-
blamiento rural y la desorganización social en los países de América
Latina. En particular:
(I) Siguiendo la misma tendencia que se presenta con respecto
al financiamiento internacional destinado a reducir el
impacto económico y social del cambio climático, ya no parece
justificarse un trato preferencial circunscripto a países
menos adelantados (PMA). El mismo trato debería hacerse
extensivo a países en desarrollo (PED) cuando se trate de
asignar recursos contra el despoblamiento rural y la desor-
ganización social;
(II) Tanto en las negociaciones multilaterales como en las
encaminadas a celebrar tratados internacionales de última
generación frecuentemente denominados “de libre comercio”,
debería reconocerse la inoperancia de las medidas en
frontera cuando se trata de promover territorios o zonas
deprimidas donde hacen eclosión los problemas del despo-
blamiento y la desorganización social. Así: en primer lugar,
habría que dar por terminada la insensata batalla por la
inclusión de “productos especiales” a ser exceptuados de los
programas de desgravación arancelaria. En su lugar, conven-
dría recurrir a otras medidas enfocadas directamente sobre
el fomento de la producción en los territorios deprimidos. Un
primer tipo de medidas podría consistir en la fijación de
excepciones transitorias pero conceptuales (waivers) que
inhiban a los países desarrollados (PD) para reclamar la
aplicación del “trato nacional” cuando los PED adopten
determinadas medidas tributarias, crediticias y administra-
tivas que directa o indirectamente discriminen contra la
comercialización interna de productos importados similares,
sustitutivos o derivados de los producidos dentro de los
territorios deprimidos previamente individualizados y que se
procura revitalizar. A su vez, estas medidas tributarias,
crediticias y administrativas tendrían que formar parte de
una política de fomento más ambiciosa, inspirada en el
régimen de subvenciones no recurribles (permitidas) que,
con respecto a los territorios deprimidos se habían previsto
inicialmente dentro del Acuerdo sobre Subvenciones y
Medidas Compensatorias de la OMC.
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En definitiva, distintos foros de negociaciones internacionales,
en el orden multilateral y en los marcos de integración económica,
tienen por delante una labor insoslayable: la fijación de criterios
aptos para convalidar subvenciones destinadas al desarrollo de zonas
particularmente “deprimidas” dentro de PED. Así, debería ponde-
rarse la vulnerabilidad crónica o aguda de las comunidades allí
asentadas con el objeto de propender, mediante dichas subven-
ciones, a la recomposición de condiciones de vida sustentables y
acordes a los requerimientos culturales de estas mismas comu-
nidades.
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CAPÍTULO III
INTERREGIONALISMO E INSERCIÓN
INTERNACIONAL DE AMÉRICA LATINA
ISABEL CLEMENTE BATALLA
Introducción
La inserción internacional de América Latina por la vía de la
formación del regionalismo ha dado origen a la creación de bloques
de integración, organización de instituciones de cooperación y
mecanismos de concertación para asegurar la gobernanza regional.
La primera sección del trabajo revisa los procesos de cambio
en el regionalismo latinoamericano y la discusión teórica sobre
caracterización y explicación del cambio desde el regionalismo
abierto al regionalismo del tercer milenio, considerando la relación
entre Estado, sociedad y economía y sus efectos en propuestas de
gobernanza. La segunda sección se concentra en los aportes teóricos
sobre interregionalismo y las perspectivas de un posible modelo de
gobernanza interregional. La tercera parte del trabajo analiza las
alternativas de gobernanza interregional y multilateral, desde la
perspectiva de la teoría liberal en economía y de las teorías
institucionalistas y de regímenes internacionales en la disciplina
de Relaciones Internacionales.
A partir del análisis teórico de la tensión entre los modelos
alternativos de gobernanza interregional y multilateral, el trabajo
identifica algunos problemas posibles para la agenda del
regionalismo latinoamericano y en particular para el MERCOSUR:
cuestiones de legitimidad, soberanía, inclusión y exclusión en el
sistema internacional y capacidad del bloque de contribuir a la




1. Regionalismo y globalización
En esta sección se presenta la discusión teórica sobre
regionalismo entendido como concepto que trasciende, aunque
también puede incluir la integración regional: entre los regio-
nalismos del tercer milenio, algunos representan nuevos desarrollos
de bloques de integración constituidos anteriormente, otros son
formaciones nuevas a partir de prácticas de concertación y/o
cooperación pero no incluyen dimensiones de integración.
Según Björn Hettne (2002: 955), un nuevo regionalismo emerge
con la globalización: a diferencia del viejo regionalismo que se formó
en el contexto de la guerra fría y el orden bipolar, el nuevo
regionalismo responde a las condiciones de la globalización y a un
contexto multipolar y es resultado de un proceso social multidi-
mensional que involucra a una gran diversidad de actores no
estatales. En esa diferenciación entre dos regionalismos, Hettne
asigna un peso importante al modelo económico: la transición desde
el proteccionismo propio del primer regionalismo asociado a
procesos de integración, hacia la economía abierta característica
del nuevo regionalismo. La construcción del regionalismo dejaría
de ser estatocéntrica y es, sobre todo, resultado de un factor exógeno
al Estado: la globalización. Sin embargo, dado que la misma tiene
efectos diferenciados en las diversas partes del mundo, también el
proceso de regionalización es diferente en cada región. Ello es así
porque operan factores de orden endógeno. Hettne (2002: 956)
propone una idea interesante para el caso del regionalismo
latinoamericano: la “búsqueda de la regionalidad” como proyecto
político, basado en condiciones de coherencia e identidad y realizado
a través de la cooperación, con el resultado de que la región deviene
en actor internacional.
Raúl Bernal-Meza (2010: 11-13) argumenta que los regionalis-
mos son evidencia de una transformación espacial de las relaciones
internacionales originada en la reestructuración del capitalismo
mundial. Su análisis del proceso de regionalización avanzada con
la configuración de grandes espacios regionales, identifica
resultados contradictorios: por una parte, una fuerte integración
entre algunos Estados y por otra, la marginación de otros. Así
entendida, la regionalización constituye una transición desde un
sistema internacional de Estados, dotados de grados diversos de
autonomía en la formulación y aplicación de políticas internas y
externas, hacia un nuevo sistema formado por subsistemas
regionales y bloques, con transferencia de autonomía política del
Estado hacia dichas unidades de alcance regional. Se trata de un
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proceso que, sin embargo, está lejos de haber culminado, pues
enfrenta frenos importantes: el caso más avanzado de regiona-
lización que la literatura reconoce, la Unión Europea (UE), no ha
logrado construir una política exterior común ni una política de
defensa común, dos ámbitos en los cuales la soberanía del Estado
ha permanecido incólume.
Frente al predominio de los abordajes desde la economía, Bernal-
Meza plantea una perspectiva alternativa basada en la teoría de
sistemas, considerando la existencia de un sub-sistema como
criterio central para identificar la existencia de un regionalismo.
Pero a los criterios de cercanía geográfica, identificaciones internas
y externas distintivas, interacciones regulares y de cierta intensi-
dad, establecidos por William Thompson en su artículo de 1973,
Bernal-Meza agrega dos condiciones: identidad propia y recono-
cimiento del regionalismo como un “bien público”. La idea de bien
público estaría asociada con un consenso en torno a beneficios
colectivos sin exclusiones y con acciones de los organismos
regionales en consistencia con ese consenso.
La convergencia entre globalización y regionalismo se mani-
fiesta en el surgimiento del modelo de regionalismo abierto.
Originariamente aplicado a las economías emergentes del sudeste
asiático a mediados de los años 1980, el concepto de regionalismo
abierto adopta en América Latina un sentido de ruptura con las
modalidades de integración regional del período 1950-1960. Por otra
parte, aparece asociado con las estrategias de inserción interna-
cional de los países latinoamericanos en la economía mundial.
Según De la Reza (2003:297), el regionalismo abierto constituye el
“eje articulador de la respuesta a la globalización económica”: las
condicionantes de la globalización que explican el regionalismo
abierto serían la creciente movilidad de capitales productivos y
especulativos, la segmentación de los sectores productivos en la
subcontratación de operaciones y la preponderancia del comercio
intra-firma. Las respuestas desde el regionalismo abierto se
encuentran en la prioridad asignada a la atracción de inversión
extranjera directa, la conclusión de acuerdos de libre comercio y la
reconversión productiva latinoamericana bajo el liderazgo de las
multinacionales.
La ruptura con el modelo anterior de regionalismo, sustentado
en la teoría económica estructuralista, es expuesta en la definición
de CEPAL (1994) según la cual el regionalismo abierto se identifica
con políticas encaminadas a armonizar la interdependencia nacida
de los acuerdos de alcance preferencial y aquella que es impulsada
76
ISABEL CLEMENTE BATALLA
por las señales del mercado «resultantes de la liberalización
comercial en general».
Tanto en los casos en que se produce una transformación de
anteriores experiencias integracionistas (Mercado Común
Centroamericano y el Pacto Andino) (Reynolds, Thoumi y Wettmann,
1993), o se trata de creaciones nuevas como TLCAN, MERCOSUR, el
regionalismo abierto tiene como objetivos la estabilidad económica
garantizada por instituciones financieras, la liberalización de
mercados nacionales y la racionalización de los acuerdos
institucionales. Estas se concretan, en la práctica, en eliminación
de barreras arancelarias y para-arancelarias, y en la supresión de
trabas al comercio de servicios. De la Reza (2003: 298-299) identifica
la ruptura con la tradición teórica latinoamericana de la
integración en el hecho de que desaparece el objetivo de creación
de una comunidad económica y, en cambio, se propone un
regionalismo horizontal de ensanche continuo y al fin convergente
con la economía mundial. Se consuma entonces la “ausencia de
sentido de la integración” (De la Reza, 2003:298-299). También
desaparece el vínculo entre integración y desarrollo.
Luego de un ciclo de crisis económica y financiera en los países
del Cono Sur entre 1999 y 2001, el cambio político experimentado
en el primer lustro del milenio fue acompañado por una nueva
orientación en el regionalismo. La discusión teórica se concentró
en la explicación de ese viraje: esta sección del texto revisa las
contribuciones de tres autores: Briceño, Sanahuja y Riggirozzi.
Mientras Briceño se concentra en el análisis del caso de
MERCOSUR, Sanahuja y Rigirozzi incluyen en su perspectiva al
conjunto de América Latina.
Briceño (2006) sostiene que MERCOSUR puede ser considerado
una modalidad de “regionalismo estratégico” aunque reconoce
énfasis diferentes en el abordaje de sus actores: mientras Brasil
entiende MERCOSUR como parte de una estrategia para la creación
de un bloque sudamericano desde mediados de los años 90,
Argentina lo considera un componente de su estrategia de
inserción en los mercados internacionales y para Paraguay y
Uruguay se trataba de una estrategia para evitar el aislamiento.
Los cuatro socios fundacionales habrían atribuido desde el principio
un valor estratégico al bloque regional. En cuanto al quinto miembro,
Venezuela fundamenta su opción estratégica por MERCOSUR por
rechazo al proyecto de ALCA y por la perspectiva de un modelo de
integración con contenido social (Briceño, 2006: 30-32). Por otra
parte, hubo cambios importantes en la orientación del bloque hacia
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objetivos estratégicos. Según Briceño, el comienzo de la “refor-
mulación del modelo de integración” coincide con los cambios de
gobierno en Brasil y Argentina en 2003 y la renovada convergencia
entre los dos países mayores que hizo posible la formación de la
comunidad sudamericana, el ingreso de Venezuela a MERCOSUR
y el rechazo al ALCA en la IV Cumbre de las Américas en 2005.
Simultáneamente, la renovada relevancia de los objetivos del
desarrollo en la agenda de los países de MERCOSUR se hizo
manifiesta tanto en proyectos de alcance regional como en las políti-
cas públicas de los países.
José Antonio Sanahuja (2007) caracteriza el regionalismo
latinoamericano de la posguerra fría como una “estrategia para
promover el desarrollo y mejorar la inserción internacional de América
Latina en un mundo globalizado”. Un énfasis nuevo en la dimensión
política de la integración surge como respuesta a la necesidad de
asegurar la viabilidad de las políticas estatales mediante marcos
de cooperación regional estables. También se registra el ingreso
de temas nuevos en la agenda regional: la cooperación para la
protección ambiental, la eliminación de desigualdades sociales, la
concertación política, la reducción de asimetrías (con instrumentos
nuevos como FOCEM), la integración energética y el desarrollo de
la infraestructura de comunicaciones.
En un texto posterior, el autor expande su análisis para calificar
esa fase nueva del regionalismo latinoamericano como posneo-
liberal. Según Sanahuja (2009: 14) el factor determinante del
surgimiento de un nuevo regionalismo fue “el agotamiento de la
estrategia de integración del regionalismo abierto” debido a un conjunto
de factores: el retroceso del comercio intrazona, la baja institucio-
nalidad (y, como consecuencia de ello, problemas de legitimidad),
la ampliación de opciones extrarregionales con la multiplicación
de negociaciones y acuerdos, y las contradicciones entre acuerdos
Sur-Norte (tales como CAFTA-RD y los tratados de libre comercio
de EE.UU. con Colombia y Perú) y la integración regional.
El regionalismo posliberal aparece entonces enmarcado en una
redefinición de la integración y en el regreso del Estado desarro-
llista, que se manifiestan en: la primacía de la agenda política, el
retorno de la agenda del desarrollo, un mayor peso de los actores
estatales frente a los privados, énfasis en la agenda positiva
centrada en instituciones y políticas comunes y en una cooperación
más intensa, mayor preocupación por la dimensión social y las
asimetrías en cuanto a desarrollo social para el combate a la pobreza
y la desigualdad, nuevo interés por las carencias en infraestructura
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y por la seguridad energética. Este programa posliberal implica el
rechazo del Consenso de Washington en casi todos sus puntos y el
regreso del Estado (Sanahuja, 2009:23). Las experiencias que mejor
ejemplifican esa transición en el regionalismo latinoamericano
(aunque Sanahuja es claro en descartar la idea de “una nueva
etapa de la integración regional”) serían UNASUR y ALBA-TCP.
Precisamente esos dos bloques son también elegidos por Pía
Riggirozzi (2012) para ejemplificar el modelo de regionalismo post-
hegemónico. En respuesta al neoliberalismo, dos transformaciones
importantes caracterizan, según la autora, el cambio en el regio-
nalismo latinoamericano: la reinvención de la democracia y del
desarrollo. La autora sostiene que los tipos emergentes de regio-
nalismo corresponden a una era post-hegemónica y encarnan
modelos de desarrollo que confrontan la ortodoxia neoliberal. El
momento de ese modelo hegemónico de economía política estaría
superado en América Latina y no existiría ya una hoja de ruta
única, sino diversos proyectos que desafían al regionalismo abierto.
Las formas alternativas de regionalismo se apartan de las que
prevalecieron cuando EE.UU. era capaz de, y estaba decidido a,
cumplir un rol de liderazgo político, económico e ideológico
(Riggirozzi, 2012:18).
ALBA y UNASUR representarían proyectos alternativos porque
han sido construidos sobre la base de la redefinición de qué es
“desarrollo” y qué es “región” y por medio de nuevas prácticas de
cooperación en áreas de políticas sociales y de medio ambiente,
con participación de redes e instituciones, aun cuando en parte
esos proyectos son también resultado de la intervención de actores
estatales proactivos como Venezuela y Brasil (Riggirozzi, 2012:35).
En este análisis, el carácter poshegemónico admite dos expli-
caciones diferentes, cuando no divergentes. Por una parte, describe
la superación o el abandono de la hegemonía de la economía política
neoliberal, la cual en su momento se erigió, antes del Consenso de
Washington, como la ortodoxia en las Facultades de Economía y en
el “pensamiento único” defendido por una profusa literatura
académica y de divulgación. En ese sentido, el argumento tiene
fuerte evidencia en la ingente producción actual en economía
crítica, estudios del desarrollo e investigaciones de caso. Por otra
parte, el carácter poshegemónico se identifica con un momento
histórico, el cual estaría caracterizado por la incapacidad o el
desinterés de EE.UU. en ejercer un rol de liderazgo. De esta forma,
la evidencia es escasa o casi inexistente, habida cuenta de la
multiplicación de acuerdos bilaterales de libre comercio con países
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latinoamericanos y de cooperación militar que incluyen concesiones
de bases.
Un problema recurrente en la teoría es la relación regionalismo-
gobernanza. El papel desempeñado por la CEPAL, en el caso de los
regionalismos latinoamericanos, es una demostración de la
articulación entre proyectos regionales y multilateralismo. De la
Reza (2003: 304) subraya el papel del Sistema general de prefe-
rencias y el Artículo XXIV del GATT como marco de referencia de
los regionalismos desde los años 50 en adelante. Cláusulas sobre
normas de origen, sistema de patentes, propiedad industrial y
propiedad intelectual contenidas en acuerdos de integración
regional tienen por base la normativa del GATT y su Código de
Valor. Desde la fundación de la OMC en 1995, esta organización se
convirtió en el máximo foro para las negociaciones comerciales.
Sin embargo, como anota el autor, la agenda de los bloques regio-
nales desborda crecientemente el ámbito de la política comercial.
Sanahuja (2007:80) argumenta que la dimensión política del
regionalismo latinoamericano y la centralidad en ella de la
legitimidad democrática, exigen marcos de cooperación para “la
viabilidad de las políticas estatales” en “un proceso de reapropiación
y redefinición de soberanía a escala regional”. El autor estima, en
consistencia con el modelo trazado por la UE, y desde una posición
crítica del intergubernamentalismo que predomina en la integra-
ción latinoamericana, que es necesaria “la creación de entidades
supranacionales” y mecanismos institucionales de participación
social. Sanahuja coincide con la tesis de Söderman y Shaw (2003)
según la cual el regionalismo representa una estrategia para promo-
ver la gobernanza democrática de la globalización, tanto al interior
de los Estados, como en el marco de las relaciones internacionales,
a través de la cooperación interregional.
Desde una perspectiva teórica diferente, Riggirozzi (2012)
identifica la reconfiguración de la gobernanza regional como uno
de los cambios mayores de la primera década del siglo XXI. Algunos
principios de colectivismo y socialismo característicos de la tradición
latinoamericana han sido recuperados. En ese sentido, problemas
de inclusión, democracia y gestión económica son reformulados
en un marco regional, en desafío a la gobernanza regional liberal
liderada por EE.UU. La creación de nuevos espacios para la
construcción de consensos, desarrollo autónomo y descentralización
del poder serían algunas de las nuevas direcciones que adopta.
El carácter y contenidos del regionalismo y sus potencialidades
para la gobernanza regional tienen relación directa con los
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escenarios posibles de una relación interregional. En la sección
siguiente se presenta la discusión teórica sobre interregionalismo
considerando algunas contribuciones desde la economía y la
disciplina de relaciones internacionales.
2. Interregionalismo: del “spaghetti bowl”  a las asocia-
ciones estratégicas
Jagdish Bhagwatti (1995) acuñó una expresión que tendría
impacto duradero en el análisis de la economía política de las
relaciones interregionales por su poder descriptivo de los resultados
que surgirían de la incorporación de normas nacionales de origen
en tratados internacionales, en términos de discriminación en
política comercial, con la eventual aplicación de diferentes
aranceles o reducciones arancelarias sobre una misma mercancía
según las preferencias de cada país. Los efectos políticos de la
multiplicación de acuerdos de libre comercio fueron desarrollados
en posteriores trabajos del autor. Riesgos y complejidades aumentan
cuando a la multiplicación de acuerdos de libre comercio entre
países se suman los acuerdos entre bloques regionales o entre un
bloque regional y un país o países en redes de creciente hetero-
geneidad y extensión.
El trabajo fundacional en la línea de estudios sobre inter-
regionalismo es el ensayo de Hänggi (2000) en el cual se aborda
ese fenómeno desde una doble perspectiva teórica y empírica. Desde
el punto de vista empírico, identifica tres formas diferentes:
relaciones entre grupos regionales, relaciones birregionales y
transregionales e “híbridos” tales como relaciones entre grupos
regionales y un país. El primer tipo es el que el autor considera el
prototipo del interregionalismo: un ejemplo temprano sería el diálogo
entre la Comunidad Europea y ASEAN, luego replicado en otros
ámbitos como Australia y Nueva Zelanda o MERCOSUR. Desde el
punto de vista teórico, propone una explicación que combina
conceptos realistas y liberal-institucionalistas: los desafíos de la
globalización y la regionalización conducirían a los Estados
nacionales hacia la cooperación regional con el fin de reafirmar su
control político en un nivel superior y a la vez manejar la cre-
cientemente compleja interdependencia global (explicación liberal-
institucionalista) y contrarrestar así los desafíos regionalistas
surgidos de otras regiones del mundo (explicación realista).
La discusión teórica sobre el interregionalismo liderado por la
UE ha tenido un foco en las potencialidades para la construcción
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de un nuevo modelo de gobernanza. Aggarval y Foggarty (2004:3)
anotan que una condición necesaria para lograr ese objetivo con
base en la simetría entre las partes es el fortalecimiento de la
integración de cada región. En ese sentido, el interregionalismo
sería un factor poderoso de impulso a la integración regional: ASEAN
y MERCOSUR estarían abriendo el camino hacia un inter-
regionalismo simétrico o mejor balanceado. A medida que este
avanza, la cohesión regional de las contrapartes menos integradas
se hace más fuerte. Por su parte, el estudio de Stuhldreher (2003:
133-137) destaca el papel de la cooperación en el marco interregional
para el desarrollo institucional de MERCOSUR, en contrapartida al
estancamiento de la discusión en torno a servicios (objetivo
prioritario para la UE) y comercio de bienes agrícolas (prioridad de
MERCOSUR).
Böerzel y Risse (2009) señalan que desde el fin de la Guerra
Fría, la UE intenta promover la integración regional y la cooperación
entre regiones como línea de acción en sus relaciones externas
para lograr tres objetivos mayores: el desarrollo de una cooperación
intrarregional genuina, la construcción de regímenes específicos
por problemas y la creación de instituciones de consulta y decisión
interregional. Esta dirección en política exterior reposa, según los
autores, en la creencia europea en el regionalismo como el mejor
medio para garantizar seguridad regional, estabilidad y prosperidad
más allá de las fronteras europeas. Los objetivos de gobernanza
son el desarrollo socioeconómico, democracia, derechos humanos
y estado de derecho. Se trata de un modelo que claramente
trasciende los objetivos del libre comercio. Hacia 2009, la UE había
firmado seis acuerdos de cooperación interregional y conducía 19
diálogos políticos con grupos regionales.
Con un enfoque realista, Pollio (2010) se propone demostrar
que el interregionalismo UE-América Latina y el Caribe responde
a una estrategia europea de “externalización de gobernanza”,
cumplida en un contexto afectado por dos factores contradictorios:
a) la competencia entre UE y EE.UU. con respecto al Cono Sur, y
sus divergencias sobre modelos de interregionalismo, explicadas
por Keohane (2002) como una confrontación entre dos concepciones
de soberanía; b) el ascenso de Brasil como factor principal de la
transición desde el “interregionalismo puro o profundo” (definido,
siguiendo a Hänggi, como relaciones entre regiones profundamente
integradas) hacia un “bilateralismo selectivo” ejemplificado con la
asociación estratégica UE-Brasil de 2007. Una marca identificatoria
de la proyección externa de la UE y su modelo de gobernanza
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interregional sería el apoyo a la creación y consolidación de procesos
de construcción regional, a través de diálogos políticos, la
cooperación y difusión de normas y estándares propios del modelo
europeo de integración. Tanto en el ámbito del diálogo político
interregional y de las cumbres UE-América Latina y el Caribe, como
a través de programas de cooperación para el desarrollo institucional
de la integración regional y de las organizaciones de concertación
política latinoamericana como el Grupo de Río, la UE ha desplegado
un esfuerzo considerable para fortalecer las capacidades de
gobernanza en América Latina.
3. Interregionalismo y multilateralismo
El sistema multilateral, construido en el marco de las confe-
rencias internacionales al fin de la Segunda Guerra Mundial sobre
la base del consenso, puede ser examinado como un proyecto de
gobernanza dirigido a la afirmación de un orden internacional.
Las teorías institucionalistas en Relaciones Internacionales
abordan conceptualmente el multilateralismo en tres dimensiones
diferentes: las políticas, las organizaciones y los principios o normas
que ordenan las relaciones internacionales. Así, se define el
multilateralismo o bien como la coordinación de políticas entre un
conjunto de estados, como el sistema de instituciones que hace
posible o que organiza esa coordinación, o, finalmente, como el
conjunto de principios y normas que dan sustento a las prácticas y
las organizaciones: entre estos, la igualdad soberana de los estados,
la indivisibilidad, la no discriminación, y el principio de reciprocidad.
Los aportes de la teoría de regímenes son importantes para el
análisis del multilateralismo. Ruggie (1992) diferencia tres dominios
institucionales en la disciplina Relaciones Internacionales: orden,
regímenes y organizaciones internacionales. Entendido como un
orden, el multilateralismo se refiere a las reglas constitutivas que
ordenan las relaciones en los diversos ámbitos de la vida interna-
cional. En la definición de Stephen Krasner (1982:186) los regímenes
internacionales pueden ser principios, reglas o procedimientos
implícitos o explícitos. Hay, sin embargo, una clara distancia entre
los “creadores” y los “receptores” de normas.
Según Ruggie, un régimen es multilateral cuando los principios,
las normas y los procedimientos de toma de decisiones alrededor de
los cuales convergen las expectativas de los actores, son consistentes
con los principios del multilateralismo: una organización es multila-
teral cuando actúa incorporando sus principios.
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Entendido como organización, el sistema multilateral reposa
en una estructura intergubernamental que tiene a su vez por
fundamento el principio de soberanía de los Estados que lo componen.
Pero, tal como señala Keohane (1993) el margen de acción de un
Estado es usualmente condicionado por los acuerdos institucio-
nales. Las organizaciones internacionales evolucionan, en parte,
en respuesta a los intereses de los Estados que las constituyen, y
en parte, también, en respuesta a sus intereses propios como
organización.
El sistema multilateral constituye el modelo de gobernanza con
más amplia inclusión en el mundo. Según Ruggie (1992), el objetivo
fundacional del multilateralismo fue compatibilizar la soberanía
estatal con las necesidades de la convivencia internacional. Para
ello era preciso asegurar la inviolabilidad de la integridad territorial
de los Estados, garantizar la seguridad colectiva, mantener la paz y
lograr la solución pacífica de controversias sobre la base del derecho
internacional. La visión que sustentó esos objetivos es un orden
internacional regido por normas y por principios. La Carta de San
Francisco y la Declaración Universal de Derechos Humanos
establecieron el marco de acción acorde con esa visión.
Los instrumentos en cambio no guardaron la proporción
necesaria con la grandeza de los objetivos. Las limitaciones del
sistema multilateral en términos de gobernanza se evidencian en
la debilidad de sus recursos presupuestales y militares. En
seguridad colectiva, problemas complejos como la limpieza étnica
y delitos de lesa humanidad, pusieron de manifiesto las
insuficiencias de las operaciones de paz en aplicación del capítulo
VII. La doctrina de la intervención humanitaria y de “Responsa-
bilidad de proteger” (Costa, 2013) significaban una trasgresión del
principio de soberanía y por ello fueron objeto de controversia dentro
de la organización. La defensa de los derechos humanos abrió otro
frente de divergencia en el sistema internacional: las dificultades
encontradas en la ratificación del Estatuto de Roma y los intentos
de recortar la jurisdicción del Tribunal Penal Internacional
mediante acuerdos bilaterales entre países, constituyen evidencias
de las fisuras en el consenso que en un principio dio soporte al
sistema multilateral.
En el área económica, los mayores desafíos al multilateralismo
surgieron de la creciente tendencia a construir marcos de gober-
nanza por medio de la negociación interregional. Dos problemas
en particular han sido el centro del debate teórico: los regímenes
monetario y de comercio.
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Desde la perspectiva del liberalismo clásico, y siguiendo los
principios de sus fundadores, Adam Smith y David Ricardo, Bhagwati
(1997:163) sostiene que el “libre comercio para todos” es la mejor
opción, por sobre los arreglos preferenciales de comercio, a los que
califica como “second best option”. Su análisis plantea una diferencia
entre dos momentos del regionalismo: el primero, en la década de
1960 y un segundo regionalismo contemporáneo de la postguerra
fría. Este nuevo regionalismo replantearía el problema que
discutiera Jacob Viner en 1950 con su distinción entre creación
de comercio y desviación de comercio, pero el cambio en el contexto
histórico ha introducido varios problemas nuevos. El cambio
decisivo que singularizaría el “segundo” regionalismo es el
involucramiento de EE.UU. con la firma de un TLC con Israel, el
acuerdo NAFTA y la Iniciativa para las Américas: esa “conversión”
de EE.UU. al artículo XXIV del GATT implicaría, según Bhagwati,
que el máximo defensor del multilateralismo eligió transitar la
senda del regionalismo y ese viraje coincidiría con un “ethos anti-
multilateralista” (Bhagwati, 1997: 169).
En la discusión sobre el tema entre economistas, Bhagwati
descarta tres propuestas de conciliación entre los dos extremos: el
regionalismo como alternativa al multilateralismo, o como un
suplemento que lo reforzaría, o como una vía para acelerar el proceso
hacia un acuerdo multilateral plenamente vigente. Según Bhagwati,
sólo un sistema de libre comercio multilateral basado en reglas
puede evitar la fragmentación de la economía mundial.
En la disciplina de Relaciones Internacionales, la teoría de
regímenes internacionales expuesta por Ruggie y Krasner
contribuye al análisis del orden internacional de la posguerra, en
tres direcciones principales: las formas de internacionalización,
la racionalidad del mercado y la cuestión de la hegemonía.
Ruggie (1982: 381) propone un análisis de los regímenes de
comercio internacional establecidos en la segunda postguerra como
parte de un orden liberal que prioriza la racionalidad del mercado,
en el cual las relaciones con la autoridad se basan en la auto-
rrestricción de esta última con el fin de otorgar el mayor margen
posible de acción a las fuerzas del mercado. El orden económico
internacional de la posguerra se caracteriza en el texto de Ruggie
con la expresión “liberalismo arraigado” 54. En esa conceptualización,
la autoridad política representa una fusión de “poder” con “un
54 Traducción libre de la expresión «embedded liberalism» empleado en el
texto original.
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propósito social legítimo”. Cuando esos dos términos covarían en
el mismo sentido, el orden opera en estabilidad, en términos afines
con los que postula la teoría de la estabilidad hegemónica.
Cuando esa covariación opera en sentidos diferentes, por
ejemplo, en el poder y en el propósito social legítimo, se puede asistir
a un cambio en el orden internacional. Si el propósito social legítimo
hubiera cambiado, los instrumentos de los regímenes internacio-
nales (esto es, las reglas y los procedimientos) deberían cambiar
también. Pero si el cambio sólo se registra en el poder, por ejemplo,
con el debilitamiento en el poder hegemónico, y hay continuidad
en el “propósito social legítimo”, no habría razón para suponer que
el marco normativo de los regímenes (normas y principios) debiera
cambiar.
Ruggie ilustra esa situación con el cambio operado en el orden
económico internacional a partir de 1971, con el debilitamiento
en el poder hegemónico y, a la vez, la continuidad en el “propósito
social legítimo”. Hubo un cambio regido por normas y no un cambio
transformador de normas, sostiene Ruggie. Los cambios ocurridos
en los regímenes monetarios y de comercio fueron ambos regidos
por normas y ese hecho demostraría la fortaleza del orden
multilateral y del “liberalismo enraizado” que es la base de ese
compromiso, si bien este nunca fue completamente extendido a
los países en desarrollo.
El cambio mayor aparece posteriormente con el surgimiento de
un “nuevo proteccionismo” en el mundo occidental, reflejando lo que
Ruggie (1982: 490) caracteriza como la victoria de la economía
intervencionista sobre la economía de mercado. El análisis de Ruggie
sugiere que desde que el propósito social refleja configuraciones
particulares de la relación Estado-sociedad, una discontinuidad
fundamental en los regímenes monetarios y de comercio podría ser
efectuada por la erosión en el balance de las relaciones Estado-
sociedad entre las grandes potencias económicas. El resurgimiento
del ethos del capitalismo liberal, no el “nuevo proteccionismo” sería,
según Ruggie la fuerza más poderosa de discontinuidad.
Las negociaciones para mega-acuerdos interregionales diri-
gidas por un conjunto de países, bajo liderazgo de la UE y EE.UU. y
con exclusión de un grupo de países, entre los cuales se cuentan
algunas economías emergentes de gran peso (Acuerdo Transpacífico
y el Acuerdo Transatlántico de Comercio e Inversiones) y trans-
regionales (Acuerdo de Comercio, Inversiones y Servicios, TISA),
se proponen la fundación de un nuevo sistema de normas y dis-
ciplinas que involucran al comercio de bienes y servicios, normas
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ambientales, desregulación de relaciones laborales y sistemas de
solución de disputas en ámbitos judiciales externos al Estado
Nacional (Serfati, 2015).
4. El caso de las negociaciones UE-MERCOSUR
Las perspectivas de inserción internacional de los bloques
regionales en el marco interregional recogen un amplio consenso
entre los internacionalistas latinoamericanos. Tanto Stuhldreher
(2003) como Briceño (2006) sostienen que la relación con la UE
tiene importancia estratégica para MERCOSUR. En cambio, las
dudas son fuertes en torno a las perspectivas de gobernanza global
basada en el interregionalismo
Börzel y Risse, al igual que Aggarwal y Foggarty consideran que
las relaciones de la UE con América Latina corresponden al tipo
más desarrollado de relación entre regiones, en particular en el
eje UE-MERCOSUR y el diálogo político desarrollado con el Grupo de
Río desde 1984. Pollio, por su parte, anota que América Latina se
enfrenta a dos modelos de interregionalismo en pugna: la política
hemisférica versus el modelo liderado por la UE aunque este ha
transitado del interregionalismo puro al bilateralismo selectivo.
El nuevo escenario de la relación interregional MERCOSUR-UE
se inscribe en el contexto más amplio de las negociaciones
interregionales y transregionales impulsadas desde 2013. La
transferencia de temas de agenda (comercio de servicios, compras
gubernamentales, propiedad intelectual) desde el ámbito multilateral
o del Estado Nación (en el caso del sistema de solución de disputas)
a un ámbito nuevo, generado a partir de negociaciones asimétricas
de alcance interregional, representa un desafío para MERCOSUR.
Los contenidos del proyecto en discusión para el acuerdo
interregional transatlántico en referencia a servicios, se apartan
en forma sustantiva del Acuerdo general sobre el comercio de
servicios de la OMC, el cual excluye a los “servicios suministrados
en ejercicio de facultades gubernamentales”, una norma que
preserva la autonomía de decisiones del Estado. La inclusión de
compras gubernamentales dejaría al Estado sin una herramien-
ta usualmente aplicada a políticas nacionales de desarrollo
económico.
Las propuestas de nuevas normas sobre propiedad intelectual
trascienden las regulaciones aprobadas en OMC y afectan las
políticas nacionales de innovación y desarrollo. El sistema de
resolución de disputas transfiere a instancias de jurisdicción
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internacional los casos que tradicionalmente se han dirimido en
los tribunales nacionales de justicia, precisamente en el sentido
opuesto al que proponía la Doctrina Calvo.
En cuanto a la negociación transregional para acuerdo de
comercio, servicios e inversiones, (TISA) incluye contenidos
similares a los anteriores e incorpora en el concepto de “servicios”
al sistema bancario y financiero, la salud y la educación. Varios de
estos temas han sido abordados en el sistema multilateral desde
el concepto de “derechos”. La evolución de las negociaciones en
curso plantea desafíos estratégicos y teóricos.
En ese sentido, Félix Peña (2015: 311) estima que, en el
escenario más optimista, la estrategia necesaria requiere avanzar
en una “articulación dinámica de los intereses nacionales de sus
países” por medio del liderazgo colectivo. La alianza estratégica de
Brasil y Argentina constituye el pilar de la construcción del espacio
sudamericano, en el cual UNASUR está llamada a jugar un rol
esencial.
Conclusiones
El análisis teórico de regionalismo e interregionalismo revela
que la evolución de las ideas y las estrategias han seguido
direcciones opuestas: mientras el regionalismo latinoamericano
avanzó hacia modelos de integración con objetivos de desarrollo al
amparo de una redefinición del Estado y su relación con la economía
y la sociedad, el interregionalismo liderado por la UE ha seguido
una ruta opuesta, hacia una creciente desregulación y recorte de
las competencias del Estado. En ese sentido, el modelo de regiona-
lismo más afín con esta nueva aproximación al interregionalismo
sería el regionalismo abierto.
El diseño de la estrategia negociadora tanto en el nivel interre-
gional como transregional se basa en exclusiones importantes: esa
realidad confronta a los países de MERCOSUR con elecciones
difíciles. Este problema tiene especial significado para países
integrantes del grupo BRICS.
El nuevo sistema de normas que se propone como uno de los
objetivos prioritarios de las negociaciones interregionales y trans-
regionales colide con las normas aprobadas por organismos
multilaterales como OMC, OIT y OMS. En un sentido más amplio, es
contradictorio con principios y valores hasta el momento considerados
como parte fundamental de la gobernanza multilateral.
Las consecuencias previsibles para el Estado Nación son una
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reducción drástica de sus capacidades de acción en formulación de
políticas sociales y económicas y en la administración de justicia.
Finalmente, los efectos potenciales de las negociaciones
interregionales y transregionales en términos de reducción del
espacio de acción del sistema multilateral y la perspectiva de su
virtual irrelevancia, pone en riesgo las expectativas latinoame-
ricanas en un marco de gobernanza basado en garantías y en
seguridades con respecto a la soberanía. La deslegitimación de
instituciones del sistema multilateral como la OMC y la UNCTAD
privaría a los países latinoamericanos de la capacidad de incidir
en foros que han tenido un papel importante como espacios de
negociación y propuesta para los países en vías de desarrollo.
En el marco de un modelo de gobernanza como el propuesto a la
discusión en las negociaciones interregionales, la hipótesis
realista de la «anarquía» del sistema internacional podría llegar a
su fin, pero seguramente no para dar paso a la “paz perpetua”.
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LA ESTRATEGIA DE INSERCIÓN EXTERNA
DEL MERCOSUR
NOEMÍ B. MELLADO y MARTÍN TETAZ
Introducción
En Sudamérica existen diversos procesos de integración
(regionalismos) –CAN, MERCOSUR, ALBA, UNASUR, CELAC, AP– que
incluyen a varios o a todos los países de la región como también de
América Central y el Caribe, algunos tienen motivaciones políticas
que no dan respuesta a los problemas económicos, y una red de
relaciones bilaterales y plurilaterales que definen distintas estrate-
gias de inserción regional y global.
En su evolución histórica, la motivación por la integración osciló
entre considerarla como expresión de un modelo de desarrollo y una
mejor inserción internacional o como instrumento de política exterior
para potenciar la capacidad de negociación en los organismos
multinacionales e internacionales. Estos distintos acuerdos resultan
de la interacción sistémica de varios elementos: la concepción de
desarrollo que encierran, los objetivos que se persiguen, el patrón
de inserción internacional y su articulación con los centros de poder
mundial. En función de ello algunos han permitido la expansión
económica de ciertos países mientras que otros condujeron a una
especialización empobrecedora y a una alta heterogeneidad de la
estructura productiva. De allí que el nuevo mapa de la integración,
en el marco del regionalismo del siglo XXI, impulsa el debate sobre
modelos de desarrollo y de inserción internacional.
La inserción regional y global es, en general, una estrategia
que eligen o deciden los gobiernos nacionales y que se refleja en
los acuerdos de integración que promueven en este caso el
MERCOSUR, como uno de los elementos de la interacción sistémica
CAPÍTULO IV
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que definen al modelo. Conforme a estudios previos, esas estra-
tegias variaron por la incidencia de situaciones en el ámbito global
y a nivel doméstico. En este marco, se plantearon los siguientes
interrogantes: ¿se modificaron las estructuras de comercio y
productiva subregional como resultado de los modelos de inserción
regional y global que muestra el regionalismo actual?; y si así fuera
¿cuál es el sentido que adquirió?, ¿mayor diversificación o más
especialización?; en caso negativo, ¿por qué no?
En este escenario se efectuará una evaluación crítica de los
impactos en la estructura económica subregional (MERCOSUR) del
cambio de las estrategias de inserción global y regional del bloque.
La premisa de partida a validar considera que “las estrategias de
inserción externa adoptadas no lograron transformar la estructura
de comercio ni la productiva subregional”.
1. Desarrollo y crecimiento: un debate inconcluso
En los países latinoamericanos en general, la implementación
de políticas y la formulación de estrategias para generar el
“desarrollo” ha sido un tema recurrente desde los años cuarenta,
pese a que en los finales de los años setenta, comenzó a desaparecer
de las preocupaciones nacionales e internacionales y en su reem-
plazo se priorizó la inserción económica de los países, la compe-
titividad y el funcionamiento del mercado. Aunque en la actualidad,
por distintas circunstancias, recobró vigencia el debate sobre el
desarrollo.
Al principio la perspectiva fue economicista e indistintamente
se utilizaban los términos “desarrollo” y “crecimiento económico”.
Así frente a la crisis económica internacional de los primeros años
del siglo XX, la escuela neoclásica identificó las problemáticas del
desarrollo con el crecimiento del valor de la producción, la que
suponía la ocupación plena de los factores en un mercado en
equilibrio estable. Este pensamiento perdió gravitación por la
influencia que adquirió el pensamiento teórico de Keynes quien
no sólo dio explicación sobre el origen de la crisis, sino que rechazó
ese equilibrio general y la situación de subempleo adquirió norma-
lidad, en donde la expansión de la demanda efectiva estimulada
por el gasto público era la determinante de la inversión productiva.
Con ello se terminó con la idea de que la economía de mercado
conduce automáticamente al pleno empleo. Además, sentó las bases
de lo que luego serían las teorías del crecimiento.
Después de la Segunda Guerra Mundial, con la independencia
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de los antiguos territorios coloniales de Asia y África y la creación
de la CEPAL, se instaló el tema en el debate teórico económico de
entonces. Comenzó a imponerse la idea de que los países debían
avanzar hacia su modernización al estilo de los desarrollados,
encaminando los estudios a desentrañar cuáles eran los obstáculos
y los problemas de crecimiento. De esta forma, se concibió al
desarrollo como el objetivo a lograr después de cumplir con las etapas
que reproducirían las experiencias de los países industrializados.
En general, la industrialización era la vía que se ofrecía a los países
para crecer y modernizar sus economías y patrones de consumo y
producción. Estos enfoques se centraron en la acumulación de
capital y en los requerimientos de un incremento en el ingreso per
cápita para tal acumulación (Mellado, 2015a).
A diferencia de esa teoría ortodoxa asociada al crecimiento
económico surgió la teoría heterodoxa cepalina (Raúl Prebisch,
Celso Furtado, José Medina Echavarría, Aníbal Pinto, entre otros)
la que planteó al subdesarrollo como producto de la inserción
desventajosa en el sistema capitalista mundial (Bustelo, 1999).
Analizó, desde una perspectiva sistémica, la economía mundial a
partir de la concepción centro y periferia, permitiendo identificar
las especificidades de las estructuras productivas periféricas, la
tendencia al deterioro de los términos del intercambio y superar la
doctrina rostowiana de las etapas del crecimiento. Para Prebisch
(1962-1963) el deterioro era producto del desigual reparto de los
frutos del progreso técnico que conformó un orden económico
capitalista mundial como un único sistema de relaciones económi-
cas. En este sistema, la periferia se relacionó de forma parcial y
subordinada a los intereses de los centros, produciendo un desigual
nivel de ingreso, productividad y estructuras productivas de los polos.
Refutó las teorías económicas convencionales del comercio
internacional, cuestionó la división internacional del trabajo y
planteó una estrategia de industrialización selectiva y racional que
permitiera acceder al avance tecnológico y aumentar la eficiencia
productiva (Prebisch, 1973). Este proceso requería la participación
activa del Estado y la ampliación del comercio intrazona mediante
la creación de un mercado común latinoamericano. El objetivo era
lograr un desarrollo industrial endógeno y economías de escala.
No obstante, en los 60 la sustitución de importaciones al igual
que el crecimiento económico se estancó, surgiendo la Teoría de
la Dependencia como crítica al desarrollismo, al calificar al proceso
de sustitución de importaciones como concentrador y excluyente,
por cuanto los frutos del avance tecnológico se centralizaron en los
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dueños del capital, aumentando las desigualdades en la distribución
del ingreso (Pinto, 1965).
Desde principios de los años setenta comenzó una serie de
transformaciones, de diversa naturaleza, en el ámbito mundial como
consecuencia de distintos factores explicativos: la crisis petrolera
y sus efectos en las economías desarrolladas, el abandono de las
reglas monetarias de Bretton Woods e incluso el surgimiento de
un nuevo paradigma socioproductivo (Mellado, 2002: 230) o
sociotécnico (Murillo, 2008: 55) que indujo a un modelo de desarrollo
caracterizado por un conjunto de procesos tecno-productivos, una
nueva organización, inserción y control de la fuerza de trabajo,
además de un patrón de acumulación y regulación económica-
social. Estos cambios estructurales se tradujeron en una creciente
concentración del ingreso y un acrecentamiento de la desigualdad
(Mellado, 2002: 231) surgiendo la preocupación por los objetivos
sociales del desarrollo y promoviéndose la lucha contra la pobreza.
A este cuadro de situación se sumó la crisis de la deuda externa
de los años ochenta que dio origen a las políticas de estabilización
y ajuste estructural en la región y a una nueva ortodoxia sobre los
estudios del desarrollo desde un enfoque neoclásico (Bela Balassa,
Anne Osborn Krueger, Ian Malcolm David Little). Se criticó la
intervención del Estado, las estrategias de industrialización por
sustitución de importaciones y se defendió la liberalización interna
y externa –apertura comercial y financiera–. Con el advenimiento
del neoliberalismo a nivel mundial, el tema del desarrollo fue
reemplazado por el problema de la inserción económica de los países
en la economía global. Paralelamente, la CEPAL incorporó “el
regionalismo abierto” en el debate teórico latinoamericano, tratando
de conciliar la interdependencia emergente de los acuerdos de
carácter preferencial y la impulsada por el mercado resultante de
la liberalización comercial. La integración sería un complemento
de las políticas aperturistas tendientes a promover una mejor
inserción en la economía mundial (Mellado, 2009: 25).
Así, los países buscaron nuevas alianzas reactualizando procesos
preexistentes, como el Pacto Andino que devino en Comunidad
Andina (CAN), o generando nuevos, como el Grupo de los Tres (G3) y
el MERCOSUR. Este regionalismo ha sido abordado desde la economía
por Wilfred Ethier (1998) quien lo concibió como un camino hacia la
inserción de las economías nacionales en la economía globalizada.
También se lo analizó desde la teoría de las Relaciones Interna-
cionales por Björn Hettne y Fredrik Söderbaum (2000) como
respuesta a los cambios estructurales del sistema internacional y
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como parte del proceso globalizador. Lo cierto es que respondió a
nuevas concepciones en materia de política económica tendientes
a impulsar las exportaciones las que se asoció con el crecimiento
económico. Investigaciones posteriores demostraron que el libre
comercio por sí solo puede incluso ser perjudicial sobre el crecimiento
económico (Dingemans y Ross, 2012).
Hoy el debate ha revivido en virtud de los efectos colaterales
del crecimiento sobre el ambiente y la salud (Salama, 2014: 88),
además, por los cambios políticos a nivel regional, el Estado recobra
su importancia y las políticas activas pasan a ser un factor
fundamental en las estrategias de desarrollo. En consecuencia, al
decir de Sanahuja (2014), en la primera década del siglo XXI, se
han configurado tres retornos: 1) el de la política, en las estrategias
de desarrollo e inserción internacional y de las relaciones
exteriores, con políticas más nacionalistas en el marco teórico del
realismo; 2) el del Estado, con políticas económicas nacionalistas;
3) el de la agenda del desarrollo, que había sido desplazada en el
regionalismo abierto de los años 90. Pese a ello, el desarrollo de los
países de América Latina, en general, ha sido errático.
2. Un nuevo escenario en el siglo XXI
En el marco del regionalismo del siglo XXI, el nuevo mapa de la
integración se vincula también con los cambios y tendencias
predominantes de la economía internacional y con la restruc-
turación global de las relaciones de poder, de allí que reaparezca el
debate sobre modelos de desarrollo y de inserción internacional.
El escenario latinoamericano como consecuencia de la con-
junción de factores exógenos y endógenos comenzó a desarrollarse
en un contexto de incertidumbre (Mellado, 2014: 15-18). Entre los
primeros, se destaca la crisis económico-financiera global de 2008
que: afectó al núcleo central del capitalismo, se expandió al conjunto
de la economía mundial, debilitó al multilateralismo global y regional,
generó inseguridades sobre su trayectoria futura y se correlacionó
con otras tendencias críticas como la medio-ambiental, la energética
y la alimentaria. Antes de la crisis, la economía mundial expandió
su producto en promedio a un 5% anual, en el período poscrisis (2011-
2014) sólo alcanzó una tasa del 3,6% anual debido al decaimiento de
la capacidad económica de los países desarrollados (EEUU, Europa,
Japón) con tasas de crecimiento de apenas de 1,5% en relación con
la que tenía antes de la crisis del 2,8  (CEPAL, 2015). En cuanto al
comercio, a partir de 2013 se estancó al punto que el valor del
comercio mundial (promedio de las exportaciones e importaciones
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55 Véase, Estay Reyno Jaime (2010) pp.17-34.
56 A nivel mundial, hasta el mes de abril de 2015, el GATT/OMC había
recibido 612 notificaciones de Acuerdos de Comercio Regional –ACR-
(contabilizando las mercancías, los servicios y las adhesiones por
separado). Se encuentran en vigor 407 (239 fueron notificados de
conformidad con el Art. XXIV del GATT de 1947 o el GATT de 1994; 37
con la Cláusula de Habilitación; 131 con el Art.V del GATS y 239
AGCS), el 58 % son de libre comercio, 32 % de comercio preferencial,
mientras que las uniones aduaneras representan sólo el 6 % y el
resto Acuerdos de Alcance Parcial. Por su parte, en los últimos 20
años, se incrementaron los acuerdos de liberalización preferencial
entre países en desarrollo (Sur-Sur) mientras que se redujo la
proporción de acuerdos entre países desarrollados y en desarrollo.
Ello es comprensible en un entorno en el que el comercio entre países
en desarrollo (Sur-Sur) triplicó su participación en el comercio mundial
de bienes del 8% (1990) al 28% (2012) (CEPAL, 2015: 19) debido a que
los países de Asia oriental, principalmente China, se convirtieron en
el motor del comercio Sur-Sur. También se acrecentaron los acuerdos
comerciales preferenciales en Asia, principalmente alrededor de
algunos países, como India, China y Singapur (OMC 2015).
globales) sólo alcanzó un 1,5% acompañado por una contracción de
los precios del 1% (BID-INTAL, 2014: 1-3).
A la par, se desplazó la dinámica del crecimiento global desde
los países centrales hacia los emergentes convirtiéndolos en el
principal polo mundial de crecimiento (CAF/CEPAL/OCDE, 2013)
por el fortalecimiento de sus economías (Brasil, Rusia, India, China
y Sudáfrica). Se agregan los resultados insatisfactorios de la Ronda
de Doha en lo referente al desarrollo (asociados al comercio) y al
alivio de la pobreza55, contribuyendo a la crisis del multilateralismo
comercial agravada por la obstrucción a la puesta en práctica del
nuevo acuerdo sobre facilitación del comercio (Conferencia Minis-
terial de Bali). También se cuestiona el multilateralismo político
(ONU), por su incapacidad de solucionar los grandes conflictos
geopolíticos que se suscitaron a nivel global; el financiero (FMI); la
política de EE.UU tendiente a cooptar a los países de la región a
través de los TLC y la creación de una red de relaciones bilaterales
como plurilaterales tendientes a conformar un mapa de articu-
laciones económicas múltiples56. No obstante, se advierte que desde
2011 se ha producido una desaceleración de las exportaciones de
los países emergentes.
También irrumpieron otras transformaciones derivadas de la
convergencia de intereses entre EE.UU y la UE expresada en la
negociación del Acuerdo Transatlántico para el Comercio y la
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57 El 5 de octubre de 2015 se concluyó con las negociaciones del acuerdo
entre EEUU, Australia, Brunei, Canadá, Chile,  Malasia, México, Japón,
Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam. Dichas  negociaciones se
iniciaron en  2010, sobre la base de la cláusula de adhesión del Acuerdo
Estratégico Transpacífico de Asociación Económica (TPP, por sus siglas
en inglés) suscripto en el 2005 por Chile, Brunei Darussalam, Nueva
Zelanda y Singapur y en vigor desde 2006. 
Inversión (TTIP, sigla en inglés) y entre Canadá y la UE en el
Acuerdo Económico y Comercial Global (AECG); asimismo, surgen
otras negociaciones mega-regionales como el Acuerdo de Asociación
Transpacífico (TPP)57, el Acuerdo de Libre Comercio entre la UE y
Japón y la Asociación Económica Regional Integral (RCEP) entre
los miembros de la Asociación de Naciones del Sudeste Asiático
–ASEAN– Australia, China, India, Japón, Nueva Zelandia y la
República de Corea, las cuales dejan por fuera a la mayoría de los
países latinoamericanos. Ello se explicaría por la necesidad de
definir nuevas reglas para el comercio en cadenas de valor, por
parte de aquellos países que tienen un mayor protagonismo, en las
que los mega-acuerdos son el instrumento de renegociación de las
reglas y nuevos temas del comercio internacional, fuera del ámbito
natural multilateral de comercio (Gaya, 2014: 26-29).
En la primera década del siglo XXI, muchos más Estados pasaron
a participar de negociaciones multilaterales tales como Brasil,
Rusia, India, China, Sudáfrica (BRIC, IBSA), Argentina, Brasil y
México (G20, aunque no actúan con una perspectiva común ni
asumen una representación regional a nivel global), poniendo en
cuestión la hegemonía de occidente.
América Latina comienza el nuevo milenio con el fracaso del
proyecto hemisférico de libre comercio (ALCA), el cuestionamiento
de la hegemonía de EE.UU. la que se ratificó en la VII Cumbre de
las Américas realizada en Panamá, en el mes de abril de 2015, en
la que los países se manifestaron como bloque para hacer valer su
identidad, pese a sus heterogeneidades. Además se enfrentó con
una serie de acontecimientos tales como múltiples propuestas de
integración y concertación económica y política de distintos alcan-
ces institucionales entre países que tienen múltiples pertenencias,
generando tensiones y limitando su eficacia; la ampliación de las
agendas internas de los esquemas de integración económica hacia
otras dimensiones –social, medioambiental, energética, alimen-
taria, de infraestructura y participación social–; y el surgimiento
de nuevos marcos ideológicos, posicionales y comerciales, acom-
pañados por un proceso de reconfiguración política.
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Asimismo, a Sudamérica la sorprendió un escenario distinto
proveniente, por un lado, del desinterés de EE.UU. por América
Latina (Gomes Saravia, 2012) y, por otro, de la expansión económica
regional con tasas de crecimiento promedio del 4% anual entre los
años 2003-2008 (Ocampo, 2008). Esa expansión fue acompañada
por el incremento de las exportaciones regionales, el aumento de
los precios de las materias primas y una mejora en los términos de
intercambio que, conforme a Ocampo (2008a: 16-17), benefició
mucho más a los productos mineros que a los agropecuarios y, entre
estos últimos, más a los productos de clima templado que a los de
origen tropical.
La irrupción de nuevos actores extraregionales, como China,
India y Rusia, permitió profundizar las relaciones comerciales con
los mercados asiáticos a través de un buen desempeño exportador
de los commodities (agroalimentarios, minerales y energéticos) y la
apertura de un nuevo espacio en la producción de biocombustibles.
Asia y el área del Pacífico se transformaron en actores comerciales
de primer nivel, impulsando las exportaciones de materias primas
de los países de la región y proveyendo productos industriales.
Particularmente China se posicionó como el principal país
manufacturero y exportador del mundo, desplazando a países
tradicionales como EE.UU. y los europeos. Sin embargo, en 2011, la
tendencia expansionista regional se revirtió siguiendo una
conducta similar a la de la economía mundial, la tasa de crecimiento
fue de 2,9% (2012), 2,7% (2013) y de 1,1% (2014).
Las transformaciones en el contexto internacional obligaron a
los Estados y esquemas de integración a readaptarse, redefiniendo
sus estrategias para no perder protagonismo o mitigar los efectos
adversos y las dinámicas de la economía global. La readecuación y
el desarrollo de nuevos procesos de integración y concertación
configuran un nuevo mapa regional que no responde a los modelos
tradicionales contemplados en el ordenamiento multilateral de
posguerra ni al europeo. De este modo, se encuentran aquellos
países que adoptan el regionalismo abierto para promover el
comercio de bienes y servicios y la libre circulación de capitales
(México, Chile, Perú Colombia y los centroamericanos), los cuatro
primeros conforman la Alianza del Pacífico (AP) que incluye a los
únicos tres países que participan de negociaciones mega-regionales
(TTP) y que también tienen ACR con EE.UU. y la UE; los que procuran
formas reguladas de comercio como el MERCOSUR y el ALBA-TCP
(con un componente ideológico importante) y los que priorizan la
cooperación política como la CELAC y UNASUR, aunque la primera
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avanza en la Asociación Estratégica birregional con la UE y la
segunda desarrolla algunos aspectos económicos.
3. Comercio y estructura productiva
Este contexto invita a repensar las estrategias de inserción y
desarrollo cuyas consecuencias no se agotan en el crecimiento
de las exportaciones, sino en sus efectos sobre la estructura pro-
ductiva.
Las interpretaciones sobre la situación sudamericana son
contradictorias porque, por un lado, se argumenta a favor de las
políticas de gobierno activas, no obstante, se sigue la perspectiva
neoricardiana del comercio internacional basada en la explotación
pragmática de las oportunidades existentes inherentes a las
actividades en las que los países tienen ventajas comparativas (Lin,
citado por Albrieu y Rozenwurcel, 2012: 50) y no en un enfoque
dinámico. Se adopta como forma de inserción económica inter-
nacional a los TLC y los estudios se centran en el nexo entre el
crecimiento económico y el de las exportaciones (Volpe y Milena,
2009), no en su diversificación. Dingemans y Ross (2012) al analizar
los efectos de los TLC según la diversificación de las exportaciones,
dan cuenta de la poca repercusión que tienen sobre la estructura
productiva del sector exportador. En el mismo sentido Malvasio
(2006) sostiene que esos acuerdos no garantizan un crecimiento
de las exportaciones de calidad ni sustituyen las políticas indus-
triales ni sociales.
En Sudamérica tiene vigencia un patrón de inserción inter-
nacional que conduce a una especialización basada en la expor-
tación de materias primas poco diversificadas; una alta hetero-
geneidad de la estructura productiva y una persistente concen-
tración en la distribución de ingresos y de la riqueza con elevados
índices de desigualdad que condujo a que la CEPAL (2012) sostuviera
que: “La heterogeneidad estructural constituye un elemento central a
tener en cuenta en la formulación de políticas que tengan como objetivo
armonizar el aumento del crecimiento y la igualdad”.
La heterogeneidad estructural persistió pese al marco regional
de expansión económica (con fluctuaciones en su tasa de creci-
miento) que se dio entre los años 2001/2012 como consecuencia
del boom de los commodities y a que India y China se consolidaron
como socios estratégicos tanto en inversiones como en el comercio.
Ello explica la dinámica económica del MERCOSUR en esa época y
particularmente de Argentina y Brasil como producto del incre-
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mento de las exportaciones por una mayor demanda de bienes
primarios, el aumento de los precios internacionales y una mejora
en los términos del intercambio. De esta forma Argentina logró
multiplicar por cuatro sus ingresos en dólares provenientes de las
exportaciones primarias (sin combustibles) mientras que Brasil
en la misma época los multiplicó por seis (Fanelli, 2013). El aumento
de los precios motivó mayores inversiones para incrementar la
oferta exportable; así fue como el bloque subregional expandió
extensiva e intensivamente su frontera agrícola (Gayá y Michalc-
zewsky, 2011) y aumentó sus reservas de hidrocarburos (Tupí en
Brasil y Vaca Muerta en Argentina).
China se tornó en el primer mercado de destino de las expor-
taciones brasileñas y recibe casi la tercera parte de sus expor-
taciones consistentes en: habas –porotos, frijoles, frejoles– de soja;
minerales de hierro y sus concentrados, incluso las piritas de
hierro; aceites crudos de petróleo o de mineral bituminoso; azúcar
de caña o de remolacha y sacarosa químicamente pura; pasta
química de madera a la sosa –soda–, o al sulfato (CEPAL, 2015: 45).
Asimismo, resultó ser el tercer mercado de destino de las prove-
nientes de Argentina compuestas por productos primarios: habas
–porotos, frijoles, frejoles– de soja; aceites crudos de petróleo o de
mineral bituminoso; aceite de soja incluso refinado; tabaco en
rama o sin elaborar; cueros y pieles de bovino y equino depiladas,
preparados; desperdicios bovino o de equino (Ibídem). También
China se convirtió en uno de los principales países de origen de
las importaciones de la subregión consistentes en: maquinarias,
aparatos y materiales eléctricos y no eléctricos, productos
químicos orgánicos, vehículos automóviles, juguetes y plásticos y
sus manufacturas. Con todo, en 2014, tanto Argentina como
Brasil, registraron una disminución de sus exportaciones: la
primera las redujo de 5.001 millones de dólares (2012) a 4.650 y
la segunda, en igual período, de 41.228 a 40.616 millones de
dólares (Ídem: 36). En términos generales, el patrón de intercambio
con China, de corte interindustrial significó para varios países
integrantes del MERCOSUR déficit de sus balanzas de comercio,
particularmente la de bienes.
En el período más agudo de la crisis mundial –2008/2009–, el
incremento de la demanda china permitió que no fuera profunda
en Sudamérica, particularmente en el MERCOSUR, debido a que
China registró tasas de crecimiento anual del 10,5% en promedio
(2001-2010). Sin embargo, a partir de 2012, sufrió una des-
aceleración que alcanzó al 7,4% (2014) por efecto de la extensión y
prolongación de la crisis económica-financiera global, de un menor
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58 Para una mayor ampliación véase Noemí Mellado (2015). “El Mercosur
en la estrategia de inserción internacional y regional de Argentina y
Brasil”, pp. 93-102.
crecimiento de las exportaciones como consecuencia de una
menor demanda de sus socios comerciales y un decrecimiento
en la formación bruta de capital fijo (CEPAL, 2015a:14). A ello se
agrega, que proyecta transformar su modelo económico basado
en las exportaciones e inversión por uno de crecimiento menor
con sostén en el consumo, la urbanización y los servicios (Ídem:
14 y 35).
En el caso de la India, en el comercio mutuo predominan los
productos de bajo valor agregado. Así, las exportaciones argentinas
se concentran en pocos rubros (aceite de soja, cuero y trigo); las
de Brasil en azúcar, petróleo crudo, miel y concentrados de cobre;
mientras que las importaciones provenientes de la India se
centralizan en textiles, medicamentos, hilados de algodón y
productos de ingeniería (Vorotnikova-Jolodkov, 2014: 68-87).
La dinámica económica también estimuló el comercio intra-
sudamericano con contenido tecnológico e incluso algunos flujos
de comercio intraindustrial a diferencia del comercio con el resto
del mundo que se concentró en productos primarios y sus manu-
facturas. Sudamérica recibió el 38,5% de las exportaciones totales
de Argentina, 38,2% de las de Uruguay y el 17,7% de Brasil. Sin
embargo, estas condiciones se revirtieron a partir de 2011 cuando
comenzaron a caer los precios de las materias primas y se produjo
una baja en el volumen exportado.
4. La estrategia de inserción regional y extrarregional
del MERCOSUR
Al observar la cartografía de acuerdos celebrados por el
MERCOSUR y los celebrados con países latinoamericanos se destaca
la transformación en su estrategia de inserción. En un estudio
anterior58, se indagó acerca de estos cambios y el rol de Argentina y
Brasil, por ser líderes en el proceso de integración, distinguiéndose
tres etapas diferenciadas: una, refiere a los antecedentes de su
gestación, otra, a su creación en el marco del regionalismo abierto y,
por último, la del regionalismo actual.
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Fuente: Elaboración propia sobre la base de la información del Sistema de Información
de Comercio Exterior, SICE-OEA, www.sice.oas.org y OMC, http://www.wto.org/.
Nota: ACP: Acuerdo de Comercio Preferencial; AAP: Acuerdos de Alcance Parcial;
ACE: Acuerdo de Complementación Económica; SACU: Unión Aduanera de África
del Sur; PA: Países Andinos; CI: Comercio e Inversiones; AM: Acuerdo Marco.
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En el marco del regionalismo actual, el MERCOSUR participa
de un amplio abanico de negociaciones que comprende desde
acuerdos bilaterales a continentales y en diversos ámbitos de
negociación. A nivel subregional con la UNASUR y la Alianza del
Pacífico; en el regional con el conjunto de países de América Latina
y el Caribe en el marco de ALADI y la CELAC; en el hemisférico con
el Área de Libre Comercio Americana (ALCA); y en el continental,
que alcanza tanto las negociaciones con la UE y bloques de regiones
de Asia y África como con países tales como India, Egipto, Pakistán,
Japón, Israel, y Marruecos.
Es de destacar que por la DEC. CMC N° 32/2000 (art.1 y 2), los
países miembros deben negociar en forma conjunta acuerdos
comerciales con terceros países o agrupaciones de países extrazona
por los que se otorguen preferencias arancelarias (MERCOSUR, DEC.
CMC N° 32/2000) obligando a los países miembros a adoptar una
política comercial común. Por tanto, como se observa en el cuadro
I, en el nuevo siglo, a nivel internacional, privilegió sus relaciones
con los países de Asia y África a través de ACR de libre comercio y
de comercio preferencial, y a nivel regional con los sudamericanos
por medio de Acuerdos de Complementación Económica y de Alcance
Parcial en el marco de ALADI.
El incremento de los vínculos con los países asiáticos no
significó una mejoría en la calidad de la inserción comercial de la
subregión en la economía global y/o una modificación de su
estructura productiva (Rosales y Kuwayama, 2012). Aún en el
período de bonanza (2000/2012) las dos economías más grandes
del bloque debieron sus superávit comerciales al saldo positivo de
las exportaciones primarias –facilitado por condiciones externas
favorables–, ya que la contribución del resto fue negativa, ello no
es más que una expresión de las dificultades para ganar compe-
titividad en otros rubros. Ambos países siguen dependiendo del
sector primario para generar dólares excedentes y una buena parte
de las importaciones, necesarias para crecer, como las de bienes
de capital, fueron financiadas con las exportaciones netas de ese
sector. Por tanto, la expansión económica no se debió a un cambio
generalizado hacia políticas macroeconómicas anticíclicas que les
permitieran aprovechar sus bondades (Ocampo, 2011).
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GRÁFICO I
Comercio exterior del MERCOSUR (U$S miles)
Fuente: elaboración propia sobre la base de datos de: IADB: DATAINTAL.
Se observa en el gráfico anterior, que a partir de 2011 el bloque
subregional contrajo el valor de las exportaciones como resultado
de una caída en su volumen y los menores precios de sus prin-
cipales productos primarios de exportación, producto de la atonía
de las importaciones globales y la reducción principalmente de
China y la UE, en un marco de apreciación del dólar frente a una
canasta amplia de monedas. El promedio de precios de productos
básicos –excluyendo la energía– se contrajo un 3,2% en 2013 y,
en los primeros ocho meses de 2014, acumuló una caída de 7,7%
con relación al mismo período del año anterior (BID-INTAL, 2014:
5-6).
Asimismo, internamente las mayores economías de la región,
sufrieron estancamiento de la inversión y debilitamiento del
consumo privado. Argentina desde 2014 sufre una reducción de la
inversión del 6.8% y del consumo privado (-0,4%) a ello se agrega la
falta de impulso externo por el debilitamiento de la demanda por
parte de sus principales socios comerciales (China y Brasil) y una
reducción del precio de la soja, principal producto de exportación;
aunque el sector externo siguió contribuyendo de alguna manera
al crecimiento por una mayor reducción de las importaciones
(-12,6%) con relación a las exportaciones (-7,7%). A diferencia de
Brasil que contrajo más sus exportaciones (-1,1%) que sus importa-
ciones (-1,0%), de modo similar enfrenta no sólo la contracción de
la demanda externa, sino la caída de la inversión y disminución
del consumo. De tal modo, al estancamiento del PIB (0,1%) le siguió
en 2015 una contracción estimada del -1,6% (BID-INTAL, 2015:
14-20).
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CUADRO II
MERCOSUR: producto bruto interno







2014/a2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013
Fuente: elaboración propia sobre la base de CEPAL (2015).
Nota: /a: cifras preliminares; /b calculado como promedio simple de los países
del bloque.
En el año 2014, las exportaciones del MERCOSUR se con-
trajeron en un 7 % y terminaron el año en US$ 399,2 mil millones.
EE.UU. fue el único destino que mostró una expansión (3%). Las
exportaciones hacia Asia y la UE se redujeron en un 9% (en cada
uno de ellos). Las mayores reducciones se dieron en Argentina
(11%), con una menor demanda del mercado asiático (22%) y una
reducción de los envíos al bloque (12%). El sector más afectado
fue el de productos primarios (particularmente de cereales), pero
también influyeron las menores exportaciones de material de
transporte a Brasil. Las exportaciones de Brasil cayeron 6%, las
ventas hacia Asia se contrajeron (4%) y al MERCOSUR (15%)
gravitando los menores envíos de automóviles hacia Argentina.
En Paraguay, las exportaciones crecieron 3% impulsadas por las
ventas a Asia (21%), particularmente soja a Tailandia. El resto de
los destinos tuvieron un magro desempeño. Uruguay aumentó las
exportaciones 3% impulsadas por EE.UU (16%). Se contrajeron los
envíos a la UE (4%) y al MERCOSUR (5%). Por su parte, Venezuela
sufrió una caída de las exportaciones totales de 6% por las menores
ventas a Asia (15%), específicamente a India y China. A los
menores niveles de producción se sumó el efecto de la reducción
del precio del petróleo, aunque los envíos a EE.UU apenas se
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En el primer semestre de 2015 el MERCOSUR sufrió una
contracción del valor del comercio intrarregional del 23% en
relación con el mismo período del año anterior. La recesión de Brasil
y el estancamiento de Argentina influyeron sobre manera en el
intercambio intrazona, particularmente en el sector automotriz.
El comercio entre Argentina y Brasil, en el primer semestre, se
redujo en un 17% y las compras recíprocas de manufacturas
industriales en un 25%, afectando a los bienes de capital, de consumo
duradero y particularmente de bienes intermedios (CEPAL, 2015a:
51). Esto es, el comercio dentro del bloque se vio más afectado que
el extrarregional, ya que el valor de las exportaciones tuvo una
reducción del 20,5% por una incidencia mayor de la contracción de
los precios de los productos exportados (soja, mineral de hierro,
petróleo, entre otros) sobre el pobre incremento de sus volúmenes.
Argentina sufrió una contracción de los precios del 17% e incrementó
el volumen exportado en apenas el 0,1%; Brasil, de manera similar,
redujo los precios en un 16,1 % y aumentó el volumen en un 1%, a
diferencia de Uruguay y Paraguay en los que la disminución del
valor del 11,5% y 13,9% respectivamente se debió a la contracción
de precios y volúmenes exportados. En cuanto a las impor-
taciones, disminuyó su valor (18,8%) como resultado de la baja
de precios y de los volúmenes en todos los países del esquema
subregional (Ídem: 49). Todo esto explica parte de la reducción
del PBI de los países integrantes del MERCOSUR que se advierte
en el Cuadro II.
Se dio así un ambiguo proceso que, aunque activó el crecimiento,
puso en descubierto una vez más la vulnerabilidad del sector externo
que lleva a desalentar la transformación productiva que requiere la
diversificación de la estructura económica y de las exportaciones.
Conforme a la naturaleza de los procesos de acumulación de factores
productivos y de construcción de capacidades tecnológicas, es
imposible para una economía rezagada acumular capacidades en
nuevas industrias si no se opone a esa visión neo-ricardiana del
desarrollo basada en sus “ventajas comparativas” (Ha-Joon Chang,
citado por Albrieu y Rozenwurcel, 2012: 50).
5. Los hechos estilizados
A los efectos de responder los interrogantes planteados en la
introducción de este trabajo, se considera la evolución de la
diversificación de las exportaciones de los principales bloques
regionales. El indicador utilizado es el “Índice de Diversificación
de Exportaciones” (IDE) que confecciona el Fondo Monetario
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Internacional, a partir de la base COMTRADE de NBER-UN, hasta
el cuarto dígito de desagregación. Como esencialmente se trata de
un índice de concentración de Theil, los valores más altos indican
en realidad menor diversificación del comercio y viceversa.
Respecto de los países que conformaron, originariamente, el
MERCOSUR limitando el análisis a los últimos cincuenta años, se
observa la trayectoria de dicho índice en el siguiente cuadro.
GRÁFICO II
ÍNDICE DE DIVERSIFICACIÓN DE EXPORTACIONES
MERCOSUR 1962-2010
En los primeros doce años de la serie, los cuatro países que a la
postre conformarían el bloque diversificaron sistemáticamente sus
exportaciones. Tres de los miembros continuaron haciéndolo hasta
fines de los 80, pero Paraguay involucionó concentrando sus ventas
al exterior en menos productos desde mediados de los 70 y hasta el
presente.
Con la conformación del MERCOSUR en 1991 no parece lograrse
una mayor diversificación del comercio, sino que los datos agregados
más bien sugieren una mayor especialización de cada uno de los
socios fundadores la que se agudiza a partir de la mitad de 2000,
quizá favorecida por el boom de los commodities y una coyuntura
internacional favorable, a la que ya se ha referido.
En comparación, el resto de los países sudamericanos, como lo
muestra el siguiente gráfico, tuvieron un comportamiento dispar.
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GRÁFICO III
ÍNDICE DE DIVERSIFICACIÓN EXPORTACIONES
RESTO UNASUR 1962-2010
Así, mientras que en los 90 la mayoría de los sudamericanos
diversificaron sus exportaciones, hay un claro fenómeno de
concentración en los primeros diez años del nuevo siglo,
particularmente en Venezuela, actual miembro del MERCOSUR.
Es plausible pensar que el efecto obedece a una consecuencia de
los altos precios de los commodities, que incentivaron la
concentración y puede pensarse que ese es el escenario contra
factual que debe servir de comparación para analizar la performance
del proceso de integración de Brasil, Argentina, Uruguay y Paraguay.
Nótese, sin embargo, que tres de los cuatro miembros del
MERCOSUR son en realidad estructuralmente más diversificados
que el resto de la región, por cuanto más allá de su evolución en los
últimos años, siempre estuvieron en un nivel del índice mucho
más bajo que los demás, particularmente Brasil.
Resulta interesante mostrar lo que ha sucedido concomitan-
temente en otros esquemas de integración extrarregionales, para
poder comparar el proceso del MERCOSUR con otros que han
obedecido a lógicas y modelos diferentes.
Así, el siguiente gráfico ilustra la evolución del índice para los
países que conformaron el Tratado de Libre Comercio de América
del Norte –TLCAN– o NAFTA –en sus siglas en inglés– en 1994
(México, EE.UU. y Canadá).
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GRÁFICO IV
ÍNDICE DE DIVERSIFICACIÓN DE EXPORTACIONES
NAFTA 1962-2010
La trayectoria de estos países no parece haber mostrado cambios
significativos en todos estos años, más allá del efecto transitorio
de concentración producido en México durante la crisis de la deuda
a principio de los 80. La puesta en marcha del TLCAN tampoco
generó ni convergencias ni divergencias, sino más bien parece
haber cristalizado y consolidados las disparidades preexistentes.
Destáquese la diferencia en niveles. Mientras que México muestra
valores del índice de diversificación similares e los de Uruguay,
Brasil y Argentina, Canadá y EE.UU. tienen un comercio menos
concentrado en pocos productos.
En Europa, por su parte, el grupo de países que al comienzo de
la serie mostraban un comercio más diversificado, se especia-
lizaron, al tiempo que los que estaban originariamente más
concentrados se diversificaron en los años que siguieron al Tratado
de Roma de 1957.
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GRÁFICO V
ÍNDICE DE DIVERSIFICACIÓN DE EXPORTACIONES
ÁREA EURO 1962-2010
El proceso se estancó en los 80, pero los datos muestran que,
con la excepción de Irlanda, la convergencia se profundizó a partir
del Tratado de Maastricht (1992) y en la medida que el bloque
consolidó el avance a una moneda común.
Finalmente, el bloque de países asiáticos que conforman la
ASEAN, han mostrado un comportamiento heterogéneo y errático,
como lo muestra el siguiente gráfico.
GRÁFICO VI
ÍNDICE DE DIVERSIFICACIÓN DE EXPORTACIONES
ASEAN 1962-2010
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Al mismo tiempo que Vietnam, Indonesia, Tailandia y Malasia
parecen haber aprovechado la integración para diversificar sus
ventas externas, el resto de los países no muestran una tendencia
ni hacia una mayor concentración ni tampoco hacia una mayor
variedad de productos.
6. La evidencia econométrica
Hasta aquí se ha exhibido la evolución de los principales bloques
comerciales en materia de diversificación de su comercio exterior,
pero no se ha analizado las causas que explican los diferentes patro-
nes temporales.
En esta sección se propone examinar los determinantes de la
diversificación comercial, para poder estimar en un modelo multivariable,
el impacto de los distintos esquemas de inserción regional, con el fin de
contestar al interrogante central de la investigación.
A tal efecto, se consideran tres períodos (los 80, los 90, y los
2000) para poder determinar si efectivamente existió un impacto
de los acuerdos regionales de los 90 y si hubo alguna diferencia a
partir del giro que el nuevo regionalismo le imprimió a los procesos
de integración en la primera década del presente siglo.
Se empieza indagando los determinantes de la diversificación
en las exportaciones a fines de la década del 80.
La variable dependiente es la estimación lineal (por mínimos
cuadrados) del IDE para el año 1990, usando como base del cómputo
el correspondiente a los diez años anteriores. Para facilitar la
lectura de los coeficientes se expresa esa variable en logaritmos.
CUADRO III
ÍNDICE DE DIVERSIFICACIÓN DE EXPORTACIONES (TENDENCIA FINES 80S EN LOG)
PBI per cápita PPP 80s (log)
Población 80s (log)
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Como muestra el valor del estadístico T, en el cuadro pre-
cedente, el logaritmo del PBI per cápita en paridad del poder adqui-
sitivo (PPP) y de la población son estadísticamente significativas a
menos del 5%59, mientras que la tasa promedio de inversión en los
80 es apenas significativa al 10 %. Además, como muestra el R2,
el modelo explica el 46% de la varianza en el IDE60.
Nótese además que al expresar las variables en logaritmos, los
coeficientes pueden ser leídos como elasticidades, o cambios
proporcionales en la variable dependiente, ante cambios en un 1%
en las variables independientes. Así, el coeficiente del PBI per cápita
en PPP es -0,11 señalando que por cada 1% que aumenta esa
variable, cae un 0,11% el índice de diversificación (aumenta la
diversificación).
Respecto de los bloques comerciales, los países que luego
formarían el área Euro y los que integrarían el TLCAN tienen un
comercio más diversificado que el resto. Respecto de los países que
serían fundadores del MERCOSUR, también hay un signo negativo
(menor concentración), pero, en primer lugar, es de menor magnitud
que el de la zona del Euro y TLCAN y, en segundo lugar, no llega a
ser significativo desde el punto de vista estadístico al 10%.
Lo que los datos muestran entonces es que los países más ricos
y los más grandes tienen un comercio más diversificado, en
sintonía con las hipótesis teóricas tradicionales (ver Krugman
1994). Estructuralmente hablando, Europa, se muestra mucho más
diversificada que el resto, seguida por TLCAN.
A continuación, se presenta la regresión con los determinantes
de la diversificación del comercio en los 90.
59 El estadístico T es habitualmente utilizado para evaluar la significatividad
de un contraste de hipótesis; esto es: la probabilidad de cometer un
error de tipo 1. Para muestras grandes, valores  superiores a 1,96 aseguran
significatividad al 5% para un intervalo del confianza del 95 % mientras
que valores mayores a 1,67 aseguran significatividad al 10%.
60 El R cuadrado es un indicador de bondad de ajuste del modelo, que
toma valores entre 0 y 1, indicando el porcentaje de la varianza en la
variable dependiente, que puede ser explicado por los cambios en las
variable independientes.
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CUADRO iv
61 La constante de una regresión lineal, capta el valor que en promedio
tiene la variable dependiente, más allá de los valores que tomen las
independientes, o puesto en términos gráficos, es la ordenada al
origen de la recta de regresión.
Nuevamente el PBI per cápita en PPP y la población son variables
fundamentales, aunque en esta oportunidad, en comparación con
los 80, el peso del PBI es estadísticamente más definitorio que el
de la población (nótese el valor del estadístico T más alto). La
diferencia estructural de Europa se mantiene (aunque su magnitud
se ve amortiguada respecto de los años 80), pero desaparece la
característica distintiva del TLCAN como región con el comercio
diversificado. Esto último podría estar señalando un efecto de
especialización.
La constante más pequeña también indica que, en promedio,
los países que componen la base han diversificado sus exportaciones
en los 90, en relación con los 80, por otros determinantes no captados
por el modelo61.
Finalmente en la próxima regresión se examinará qué ocurrió
en la última década.
ÍNDICE DE DIVERSIFICACIÓN DE EXPORTACIONES (TENDENCIA FINES 90S EN LOG)
PBI per cápita PPP 90s (log)
Población 90s (log)
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CUADRO v
Confirmando la evolución que venía mostrando entre las dos
décadas anteriores, desaparece la significatividad estadística de
la población como factor determinante de la diversificación de
las exportaciones, por lo que ya no puede sostenerse a partir de
2000 que la concentración y especialización sea un problema de
tamaño poblacional, sí en cambio persiste el efecto de PBI per
cápita. Siguen siendo los más ricos los que diversifican más su co-
mercio.
 La zona del Euro mantiene su ventaja estructural y emerge el
ALBA con un nivel de especialización mayor al promedio de los
países.
La constante es nuevamente más pequeña que la década
anterior, mostrando que continuó la tendencia diversificadora y
que el promedio de los países tiene un comercio menos concen-
trado.
Para complementar el análisis, a continuación se examinarán
los determinantes de la diferencia en los niveles de diversificación
de las exportaciones entre las distintas décadas. Se busca conocer
cuáles fueron los factores que explicaron la mejora (o el empeo-
ramiento) en la performance de los países.
La siguiente regresión busca explicar los cambios que se
produjeron en los años 90, pleno auge del regionalismo abierto.
ÍNDICE DE DIVERSIFICACIÓN DE EXPORTACIONES (TENDENCIA FINES 2000S EN LOG)
PBI per cápita PPP 2000s (log)
Población 2000s (log)
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CUADRO VI
Como se desprende del cuadro precedente, la variable más
importante y la única estadísticamente significativa, es el nivel
de diversificación prevaleciente al final de la década anterior. En
otras palabras; los países que más diversificaron sus exportaciones
entre fines de los 80 y finales de los 90 (la variable dependiente es
el cambio proporcional en el IDE) fueron los que lo estaban menos
diversificados al principio del período. Hubo claramente un efecto
de convergencia de los países durante la década.
No tuvo ningún impacto significativo ni el crecimiento econó-
mico, ni el tamaño de la economía. Tampoco hubo diferencias
asociadas a la puesta en marcha de los distintos esquemas de
integración. Ni el arranque del MERCOSUR, ni la puesta en marcha
de la convergencia macro estipulada en Maastricht, ni el inicio del
TLCAN tuvieron impacto diferencial en el nivel de diversificación
del comercio exterior de sus miembros.
Se verá si hubo en cambio algún impacto regional en la década
siguiente.
EVOLUCIÓN DE LA DIVERSIFICACIÓN DE LAS EXPORTACIONES 90S VS 80S
Diversificación de exportaciones fines 80s (log)
Crecimiento de la economía en los 90s (log)
PBI per cápita PPP fines 80s (log)
Población en los 90s












































































EVOLUCIÓN DE LA DIVERSIFICACIÓN DE LAS EXPORTACIONES 2000S VS 90S
Diversificación de exportaciones fines 90s (log)
Crecimiento de la economía en los 2000s (log)
PBI per cápita PPP fines 90s (log)
Población en los 2000s










































































Ahora sí el crecimiento de la economía surtió algún efecto, del
mismo modo que lo hizo el nivel de ingresos y la tasa de inversión
de la década previa. En particular, los países que más crecieron
concentraron sus exportaciones en esta última década y lo mismo
sucedió con aquellos que ya eran más ricos a finales del siglo
pasado. En cambio, los países que más habían invertido en los 90
fueron los que lograron diversificar sus exportaciones.
La tendencia mundial hacia una menor especialización de
aquellos que arrancaron la década justamente más especializados,
continuó pero con una magnitud menor que en el período anterior
y con menor significatividad estadística también. Esto podría es-
tar indicando que el proceso de convergencia está llegando a su
fin.
Finalmente, por el lado de los bloques regionales, mientras que
las naciones del área Euro diversificaron su comercio, los miembros
del ALBA aumentaron la concentración de sus exportaciones, y lo
mismo ocurrió con los países sudamericanos que no pertenecen al
MERCOSUR. Aunque este último bloque no mostró una mayor
diversificación, puede pensarse, consistentemente con lo que
mostraron los hechos estilizados de la sección anterior que el
proceso de integración contribuyó a amortiguar el efecto de espe-
cialización que se produjo en el resto de la región.
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Reflexiones finales para la discusión
La diversificación de las exportaciones puede ser considerada
causa y al mismo tiempo consecuencia del desarrollo económico.
Lo promueve, porque como indica Edwards (1993), contribuye a
sortear el estrangulamiento externo que habitualmente sufren las
economías latinoamericanas en sus procesos de crecimiento
desbalanceado, fenómeno que ya había advertido Prebisch. En el
mismo sentido, Aiyar (2013) encuentra evidencia en que la mayor
diversificación genera mayor resistencia a los shocks externos que
enfrentan los países. Asimismo, el desarrollo facilita una mayor
diversificación de la estructura productiva, toda vez que el comercio
exterior puede ser pensado como un canal para cerrar los desacoples
entre las estructuras de producción y consumo de una economía.
Tanto la literatura sobre competencia monopolística en el
comercio internacional, como la referente a la nueva geografía
económica y la que hace hincapié en las industrias de rendimientos
crecientes a escala, todas ellas resumidas en Krugman (1999),
indican que el tamaño del mercado es uno de los principales
determinantes del nivel de diversificación de las exportaciones.
En particular, en un trabajo anterior (Tetaz, 2014) se iden-
tificaron algunos determinantes del nivel de industrialización de
las ventas externas de un país. Los principales resultados apuntan
al papel de las inversiones en investigación y desarrollo, la
profundización y expansión de los mercados de capitales y la
consolidación de instituciones como los derechos de propiedad y el
predominio de la justicia.
En todas esas dimensiones pueden influir, a su turno, los
procesos de integración regional, porque al alterar el tamaño de
mercado, construir supra instituciones, facilitar la movilidad de
factores y establecer programas de desarrollo específicos, pueden
impactar en los niveles de especialización de sus miembros.
Al respecto, Carrère et.al. (2012) desarrollan un modelo en el
que muestran que la integración favorece la creación de comercio
y la diversificación en los países más pobres en materia de recursos
naturales, pero no así en el caso de regiones mejor dotadas por la
naturaleza en las que el mayor comercio profundiza la especiali-
zación en esos recursos abundantes.
Weldemicael (2012), por su parte, encuentra que son los países
de menor solidez institucional los que más se benefician de la
inversión extranjera, porque en esos casos las inversiones directas
importan también reglas, a diferencia de la estrictamente finan-
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ciera. Esas inversiones y la mejora en las reglas, a su turno
impactan generando una mayor sofisticación de las exportaciones,
del mismo modo que lo hace la cercanía a mercados importantes.
En la misma línea, las investigaciones de Parteka y Tamberi
(2013) muestran que el acceso a los grandes mercados y la
eliminación de barreras al comercio impactan positivamente en
la diversificación de las ventas al exterior. En contraste, Agosin
et.al. (2012) no encuentran ningún efecto por la liberalización del
comercio ni por el mayor desarrollo de los mercados financieros,
pero sí detectan un impacto negativo de la volatilidad en el tipo de
cambio que atenta contra la diversificación del comercio. De igual
modo, Dingemans y Ross (2012), como ya se manifestara, al
examinar los efectos de los TLC según la diversificación de las
exportaciones, dan cuenta del poco impacto que tienen sobre la
estructura productiva del sector exportador. De manera que es
esperable que las distintas formas que puedan adoptar los procesos
de integración regional impacten de manera diferente en la
diversificación de las estructuras productivas y en particular en
las exportaciones de los países que se integran, puesto que algunos
paradigmas simplemente garantizan la eliminación de barreras
comerciales y con ello la creación (y desvío) de comercio, mientras
que otros promueven inversiones, crean supra instituciones e
incluso pueden llegar a generar una moneda común, como ya ha
ocurrido en el área del Euro.
Ahora bien, los hechos estilizados descriptos en la sección
anterior, recorriendo la evolución del comercio a lo largo de los
últimos 50 años, muestran que, en primer lugar, ha existido en
promedio, un proceso de profundización de la diversificación de las
exportaciones, coincidente con una tendencia a la convergencia
por la cual aquellos países que empezaron el período bajo análisis
con su comercio más concentrado son los que más han logrado
diversificarlo.
La evolución ha sido, sin embargo, muy heterogénea tanto
entre los distintos bloques regionales, como hacia dentro de los
mismos, coexistiendo experiencias de convergencia, como la
europea, con otras que muestran absoluta falta de tendencia, como
en el caso de los países asiáticos que conforman ASEAN.
Tampoco parece haber coincidencia en el impacto diferencial
hipotéticamente producido por el cambio de paradigma entre el
regionalismo abierto de los 90 y el nuevo regionalismo de los 2000.
Del análisis econométrico, sin embargo, surgen algunas res-
puestas interesantes.
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En primer lugar, se confirman tanto la tendencia secular hacia
una mayor diversificación como la convergencia producida por la
menor especialización de aquellos países que a comienzos de los
80 tenían su comercio más concentrado.
En segundo lugar, se produce un quiebre de tendencia en lo
que respecta al tamaño de mercado porque, aunque ese fue un
determinante fundamental en los 80 y 90, desaparece el efecto en
los 2000 y empieza a ser más importante el nivel de ingreso per
cápita de los países y su estrategia de inserción regional.
Coincidentemente con los desarrollos teóricos acá discutidos,
la moneda única combinada con un mercado grande, parece
garantizar una convergencia favoreciendo la mayor diversificación
de los que entraron al proceso con su comercio más concentrado.
En contraste, la mera eliminación de barreras comerciales
(TLCAN) no surte ningún efecto estadísticamente significativo,
mientras que en la integración latinoamericana el modelo del ALBA,
inscripto en el nuevo regionalismo, profundizó la especialización
al tiempo que el MERCOSUR, más paradigmático del regionalismo
abierto, aunque no sirvió para diversificar las exportaciones, sí
parece haber blindado a Argentina, Brasil y Uruguay de la tendencia
concentradora que afectó al resto de los países sudamericanos en
los últimos 10 años.
En efecto, el cambio de estrategia de inserción internacional
del MERCOSUR en el nuevo siglo, no ha tenido gravitación en cuanto
a la diversificación de la estructura productiva y comercio subre-
gional como se ha manifestado. Si bien activó el crecimiento, el
sector externo sigue vulnerable por la dependencia en su canasta
exportadora de las materias primas, que constituyen sus ventajas
comparativas y la mayor parte de sus exportaciones totales.
Pese a la expansión del comercio extrarregional e intrarregional
del MERCOSUR, en el período de bonanza, no hubo convergencias
en las políticas macroeconómicas. La volatilidad cambiaria y la crisis
internacional de 2008, agudizaron las prácticas proteccionistas de
la subregión, aunque adoptaron algunas medidas comerciales y
económicas como la creación del FOCEM, el sistema de pagos en
moneda local, la aprobación del Código Aduanero del MERCOSUR y
la eliminación del doble cobro del Arancel Externo Común. No
obstante, la fragilidad externa de la región subsiste sobre la base
de un patrón productivo y exportador basado en productos primarios.
La incidencia de China en el bloque impuso nuevos desafíos.
Por un lado, actuó como fuerza tendiente a reprimarizar los sistemas
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productivos e impuso un patrón de intercambio “manufacturas-
materias primas” que indujo al deterioro en la balanza de bienes
de la mayoría de los países miembros. Por otro, permitió que el
sector externo operara como una palanca del bloque con algunas
implicancias negativas. Así, al representar el principal destino de
las exportaciones de Brasil; el mercado subregional perdió im-
portancia, aunque para Argentina este país resulta ser signifi-
cativo en su comercio. A diferencia de Uruguay y Paraguay que se
encontraron más integrados a sus vecinos. Por tanto, la hete-
rogeneidad de intereses nacionales en juego ha obrado en
detrimento de la mayor convergencia económica entre los miem-
bros, menoscabando la integración subregional.
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CAPÍTULO V
62OMC (Secretaría), «Acuerdos comerciales regionales», http://www.wto.
org/spanish/tratop_s/region_s/region_s.htm (consulta el 12 de
diciembre de 2015).
EL COMERCIO, LAS INVERSIONES Y LOS OTROS
PILARES DE LAS RELACIONES ENTRE EL
MERCOSUR Y LA UNIÓN EUROPEA
MANUEL CIENFUEGOS MATEO
Planteamiento del tema
La Organización Mundial del Comercio (OMC) ha calculado que,
a 1 de diciembre de 2015, se le habían notificado 619 acuerdos
comerciales regionales –ACR–, contando por separado bienes y
servicios, de los que 413 permanecen en vigor. La mayoría de ellos
han sido notificados de conformidad con el artículo XXIV del GATT
de 1947 y de 1994, pero los hay también que se han celebrado con
arreglo al artículo V del GATS de 1994 y también la llamada cláusula
de habilitación de 1979, que permite un trato diferenciado y más
favorable para los países en desarrollo. La característica común de
todos los ACR es que son acuerdos comerciales recíprocos entre
dos o más países, si bien se diferencian por su alcance, puesto que
la mayoría establece una zona de libre cambio de mercancías y/o
servicios (más del 90%) y sólo una minoría se circunscribe al
comercio preferencial o aspira a la constitución de una unión
aduanera (menos del 10% entre ambos)62.
Una gran parte de estos acuerdos se han suscrito a partir de los
años 90, una vez que los Estados y las Organizaciones internacionales
optaron por asumir los postulados del “nuevo regionalismo”, más
126
63 Para ahondar en los conceptos de regionalismo abierto, el interre-
gionalismo y el regionalismo postliberal, vid. AA.VV. (2012); Bernal-
Meza y Masera (2008); Hänngi (2000); Mellado (2013); Sanahuja (2010);
y Soderbaum y Shaw (2003).
64 Sobre estos procesos, vid. Cienfuegos y Sanahuja, 2010; Roy y Domín-
guez, 2014 y la contribución de Rita Giacalone en este libro.
comúnmente llamado “regionalismo abierto u ofensivo” cuando se
trata de procesos económicos de integración regional y ulteriormente,
tras la crisis experimentada por este, los principios de otras
modalidades del regionalismo, como son el “interregionalismo” y el
“regionalismo postliberal o post hegemónico”, en sus diferentes
manifestaciones63.
Clara expresión del pure interregionalism (Ayuso y Gardini,
2015:12) es el diálogo institucional grupo a grupo, característico
del que la Unión Europea (UE) y el Mercado Común del Sur
(MERCOSUR) están llevando a cabo en aras a establecer una
asociación interregional constitutiva de una de las mayores zonas
de libre comercio del mundo por población, producto interior bruto y
territorio, con vínculos especiales adicionales en el ámbito de la
cooperación y el diálogo político.
En las páginas siguientes comentaremos el estado actual de las
relaciones entre la UE y el MERCOSUR a la luz de los tres pilares
clásicos en que se sustentan: el económico (el comercio y la inversión),
el de la cooperación (para el desarrollo) y el del diálogo político (Ayuso,
1996). Y sobre esta base se apuntarán algunos avances, los principales
problemas de las negociaciones y las perspectivas de llevar a buen
puerto el acuerdo de asociación en un momento crucial como el actual,
toda vez que se espera un pronto intercambio entre ambos bloques de
ofertas comerciales consolidadas de acceso a los respectivos mercados
a fin de iniciar la fase final de negociación en 2016.
Analizar esta temática es un buen test para comprobar la salud del
interregionalismo en sí mismo, y también porque lo que suceda
finalmente constituirá un buen caldo de cultivo para observar cómo
pueden articularse las relaciones de la UE y el MERCOSUR con otros
países y bloques de integración por todo el planeta, sea en procesos ya
concluidos (así, la Unión de Naciones Suramericanas –UNASUR–, de la
que forman parte todos los países mercosureños), todavía en negociación
(como es el caso de la Asociación Transatlántica para el Comercio y la
Inversión entre la UE y Estados Unidos, más conocida como TTIP por sus
siglas en inglés) o cuya iniciación se está sopesando (por ejemplo, una
futura convergencia entre el MERCOSUR y la Alianza del Pacífico)64.
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1. Comercio e inversiones, el pilar fundamental de las
relaciones interregionales
El MERCOSUR ha sido tradicionalmente el socio comercial de
América Latina y el Caribe (ALC) más relevante para la UE,
representando cerca de la mitad del total de los intercambios de bienes
entre ambas regiones, siendo además significativo su potencial de
crecimiento. Es lo que pone de manifiesto la tabla 1 siguiente.
CUADRO I
INTERCAMBIO DE BIENES ENTRE LA UE Y EL MERCOSUR
EN EL PERÍODO 2004-2014
De acuerdo con los últimos datos de la Comisión Europea,
correspondientes a 2014 sobre el comercio de bienes de la UE con
el MERCOSUR, recogidos como fuente de la tabla anterior65, la UE
es el primer socio comercial internacional del Cono Sur, repre-
sentando el 19%, con 95.818 millones de euros, de los que 51.257
65 En las cifras que se exponen a continuación del comercio exterior de
bienes de la UE no se computan los intercambios de productos entre
sus países miembros, ya que son simplemente entregas (deliveries),
no importaciones ni exportaciones, al tratarse de un mercado único
para sus 28 Estados, equivalente al mercado interno de cualquier
país. Los intercambios comerciales entre los miembros de la UE
suponen aproximadamente 2/3 del total de comercio exterior de la
Unión (vid. los porcentajes del comercio intracomunitario por Estado
miembro en http://ec.europa.eu/eurostat/web/international-trade/
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% Extra-EU: imports/exports as % of all EU partners I.e. excluding trade between EU Member States
Fuente: Comisión Europea (DG Trade), “European Union, Trade in Goods with
MERCOSUR 5”, de 20 de octubre de 2015 en: (http://trade.ec.europa.eu/doclib/
docs/2006/september/tradoc_113488.pdf; consulta el 15 de diciembre de 2015).
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millones de euros son exportaciones europeas y 44.561 millones
de euros son importaciones europeas, con una balanza comercial
favorable a la UE de 6.696 millones de euros. Para la Unión supone
el 2,8% de su comercio extracomunitario (2,6% de sus importa-
ciones y 3% de sus exportaciones), no estando el MERCOSUR entre
los nueve primeros socios comerciales (exportaciones más importa-
ciones) de la UE (que son Estados Unidos, China, Rusia, Suiza,
Noruega, Turquía, Japón, Corea del Sur e India), cuando en años
anteriores llegó a ser el octavo. Aun así, el MERCOSUR, como bloque,
es el sexto mercado de exportación para la UE.
Algunas reflexiones pueden inferirse de los datos anteriores.
Por un lado, las cifras y porcentajes de los intercambios comerciales
de mercancías entre ambos socios comerciales son modestos si se
comparan con los datos globales del comercio exterior europeo, con
3.388.079 millones de euros en 2014, que representan el 14,8%
del comercio mundial de mercancías. A su vez, el comercio exterior
del MERCOSUR supone el 2,4% del comercio mundial, con 497.682
millones de euros. De todos modos, y ello pone de relieve la estimable
relevancia que para la UE tiene la relación comercial con el Cono
Sur, a esta subregión va dirigido el 45,8% del comercio europeo
con ALC, que suma 209.200 millones de euros en 2014 y supone el
6,2% del comercio europeo exterior total.
Hay que destacar, por otro lado, que el valor en millones de
euros del comercio euromercosureño es fluctuante, con agudas
oscilaciones anuales en los últimos años en los que diversas crisis
han azotado particularmente a la UE. El crecimiento fue sostenido
en el quinquenio 2004-2008, en que los flujos llegaron a 92.388
millones de euros, pero bajando fuertemente en 2009 a 70.443 millo-
nes de euros; el trienio 2010-2012 fue de potente crecimiento (lle-
gando a los 111.026 millones de euros en 2012), mas los inter-
cambios comerciales volvieron a descender en el bienio pasado
(103.949 millones de euros en 2013 y 95.818 millones de euros en
2014). A pesar de este rally, es evidente el vigoroso potencial de
crecimiento, como pone de relieve el incremento global en torno al
85% del valor de los intercambios de bienes entre Europa y el Cono
Sur en el período 2004-2014, pues en 11 años se ha pasado de 51.919
millones de euros en 2004 a 95.818 millones de euros en 2014.
Otro dato interesante es que sobresalen dos países en las rela-
ciones comerciales euromercosureñas: del lado mercosureño, Brasil,
que concentra la mayor parte del comercio de bienes del MERCOSUR
con la UE (el 70% de los intercambios comerciales mutuos), con 67.961
millones de euros y un superávit comercial europeo de 5.970 millones
MANUEL CIENFUEGOS MATEO
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de euros en 2014. De ahí que este país sea, por sí mismo, el décimo
socio comercial de la UE, con el 2% de su comercio externo mundial;
y la UE es la primera para Brasil, representando el 19,6% del comercio
internacional brasileño. Y, del lado europeo, Alemania, ya que es el
responsable del 22,5% del comercio total europeo con el Cono Sur,
con 14.040 millones de euros de exportaciones y 7.589 millones de
euros de importaciones para un total de 21.629 millones de euros66.
Cabe reseñar, en cuarto lugar, que los flujos comerciales de
mercancías están concentrados en unos pocos grupos de productos,
con variaciones poco relevantes en los últimos años: en 2014, de los
44.561 millones que la UE importó del MERCOSUR, la mayor parte
fueron productos primarios mercosureños (representan el 76,1%, con
33.891 millones de euros); seguido muy de lejos por las manufacturas,
con el 19,9%, esto es, 8.859 millones de euros); a su vez, 51.257 millones
de euros fueron importaciones europeas, adquiriendo el MERCOSUR
de la UE esencialmente productos manufacturados (suponen un 86,9%,
con 44.515 millones de euros), seguido de los productos primarios (el
10,2%, con 5.212 millones de euros). Dentro de los productos primarios
mercosureños importados por la UE destacan los agrícolas (51,4%, con
22.914 millones de euros) y, dentro de este grupo, ocupan un lugar
muy particular la comida y los animales vivos, con el 34,9% y 15.558
millones de euros. También es muy relevante el comercio de materias
primas no comestibles –excepto gasóleos–, con el 29,2% y 12.987
millones de euros. En el caso europeo, los bienes industriales ocupan
el primer lugar en las exportaciones mercosureñas, con el 86,9% y
44.515 millones de euros, siendo la maquinaria y el transporte de equipo
el primer subgrupo, con el 45,9% y 23.549 millones de euros. De estas
cifras resulta clara la existencia de una concentración mutua excesiva
en unos pocos ítems. Cabe añadir el dato de que los alimentos y
animales vivos importados del MERCOSUR suponen el 17,2% de las
importaciones mundiales de la UE, y las materias primas no comes-
tibles –excepto gasóleos– el 20,1% de las mismas, dejando constancia
de una enorme dependencia. En cambio, las exportaciones de ma-
quinaria y transporte de equipo al MERCOSUR sólo tienen un 3,3% de
valor en el total de la UE. Con la siguiente tabla se verá mejor reflejado
este estado de cosas.
66 Elaboración propia con datos de la Comisión Europea (DG Trade),
“European Union. Trade in Goods with  Brazil”, de 20 de octubre de
2015 (http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2006/september/
tradoc_113359.pdf) y Eurostat (http://ec.europa.eu/eurostat/web/
international-trade/statistics-illustrated; consulta en ambos casos
el 15 de diciembre de 2015).
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CUADRO II
CATEGORÍAS PRINCIPALES DE BIENES COMERCIADOS
ENTRE LA UE Y EL MERCOSUR EN 2014
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Fuente: Comisión Europea (DG Trade), “European Union, Trade in Goods with MERCOSUR
5”, de 20 de octubre de 2015  (http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2006/september/
tradoc_113488.pdf; consulta el 15 de diciembre de 2015).
% Total: Share in total: Total defines as all products.
% Growth: relative variation between current and previous period.
Los anteriores datos reflejan igualmente que cada parte no ha
logrado todavía penetrar en muchos sectores comerciales de la
contraparte. La situación es debida, en buena medida, a las
desviaciones del comercio europeo y del mercosureño en los últimos
tiempos hacia otros países y bloques comerciales emergentes, y
particularmente China. De hecho, este país se ha convertido en
pocos años en el segundo socio comercial internacional de la UE,
llegando en 2014 a 466.826 millones de euros, que suponen una
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67 Elaboración propia con datos de la Comisión Europea (DG Trade),
“European Union, «Trade in Goods with MERCOSUR 5”, de 20 de
octubre de 2015  (http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2006/
september/tradoc_113488.pdf; consulta el 15 de diciembre de 2015.
68  Elaboración a partir de los datos de la OMC, 2014. Datos de la UE
respecto a Brasil confirman que, en 2014, Argentina es su cuarto
socio comercial, con 21.664 millones de euros, que representan el
6,4% de su comercio global. Los principales socios comerciales brasi-
leños son la UE (68.214 millones de euros y 19,6% del total), China
(59.611 millones de euros y 17,1%) y Estados Unidos (48.142 y 13,8%).
Vid. Comisión Europea (DG Trade), “European Union. Trade in Goods
with Brazil”, de 20 de octubre de 2015  (http://trade.ec.europa.eu/
doclib/docs/2006/september/tradoc_113359.pdf; consulta el 15 de
diciembre de 2015).
cuota del mercado europeo del 13,8%, sólo por detrás de Estados
Unidos, que sigue siendo el primero (517.162 millones de euros
y 15,3%). A su vez, para el MERCOSUR, China es ya el tercer
socio comercial, con 87.370 millones de euros (lo que supone el
17,6% de su comercio exterior), sólo después de los Estados Unidos
(91.093 millones de euros, con el 18,3%) y de la UE, que es el
primero (95.818 millones de euros y 19%)67. Descendiendo al
detalle del comercio de los países mercosureños, en 2013 (dado
que no hay datos oficiales de 2014), Brasil es para Argentina,
Paraguay y Uruguay su primer socio comercial, con el 23,6%, el
28% y el 17,3% respectivamente del total de su comercio externo,
y es el cuarto para Venezuela; Argentina es el tercer mercado
para Paraguay, con el 11,2 % y el cuarto para Uruguay, con el
9,8%, y para Brasil, con el 7,5%; para Brasil únicamente Argen-
tina está entre los cinco primeros socios comerciales, mientras
la UE es el primero (19,6%), China el segundo (17,3%) y Estados
Unidos el tercero (12,7%); en los casos no mencionados, el comer-
cio intramercosureño no es realmente significativo, de manera
que ninguno de los países del MERCOSUR ocupa un lugar
entre los cinco primeros puestos en los restantes Estados miem-
bros68.
Ello significa adicionalmente que el mercado chino es uno de
los principales motores de crecimiento de las economías merco-
sureñas, por delante inclusive de los propios países miembros del
MERCOSUR. Y, dicho sea incidentalmente, los datos anteriores
muestran igualmente que, dentro del Cono Sur, no se aprovechan
adecuadamente las ventajas de la liberalización comercial entre
sus países, puesto que la tasa del comercio intramercosureño de
bienes oscila en torno al 14% del total de sus intercambios
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69 Según el Banco Mundial, correspondientes a 2013, el comercio
intramercosureño fue del 14,2% (elaboración propia con datos del
World Integrated Trade Solution, accesibles en http://wits.worldbank.
org/; consulta el 22 de diciembre de 2015).
70 Para un análisis de otros factores que dificultan el desarrollo de la
integración mercosureña y, por ende, repercuten en sus relaciones
comerciales con la UE, vid. Cienfuegos, 2006: 81 ss. Y, más
concretamente, sobre las cadenas de valor, vid. OMC, “Hecho en el
mundo” (https://www.wto.org/spanish/res_s/statis_s/miwi_s/
miwi_s.htm; consulta el 17 de diciembre de 2015).
71 Los datos del comercio de servicios que se mencionan ahora y los que
se expondrán después de las inversiones extranjeras directas han
sido agregados tras haberlos extraído individualmente, país por país,
de los informes sobre los países mercosureños y de ALC de la DG
comerciales con el mundo, y en gran medida es debido al bajo
porcentaje de comercio de Brasil con sus socios mercosureños69.
Es una diferencia sensible con la UE, en que el comercio in-
tracomunitario de bienes representa aproximadamente las dos
terceras partes de su comercio total, y ninguno de sus países
comercia menos del 50% con el resto de sus socios europeos. La
situación interna del MERCOSUR también influye seguramente
en este estado de cosas por factores como –sin ánimo exhaustivo–
la subsistencia de barreras comerciales importantes al nivel
nacional (en particular, en el ámbito agrícola) para hacer frente a
la dura competencia interna y externa; una cierta inadecuación
de la oferta exportadora a la demanda real; el hecho de que alrededor
de la mitad de las normas aduaneras aprobadas por los órganos del
MERCOSUR no han sido todavía incorporadas en los ordenamientos
de sus Estados miembros; la sobrevaloración de los tipos de cambio;
y, finalmente, que el comercio intra MERCOSUR no sea paradigma
de la integración productiva, al ser esencialmente intraindustrial
y poco vertical, de tal suerte que sus países intercambian bá-
sicamente productos de parecida naturaleza y solamente en su
fase final (más materias primas, especialmente agrícolas, que
manufacturas), y más con terceros países que entre ellos (re-
cuérdese la baja tasa de comercio intramercosureño). La falta de
una estrategia común de producción compartida en las diversas
fases de elaboración de un bien dentro de la subregión hace que,
salvo excepción, no se generen en ella cadenas de valor signi-
ficativas70.
El comercio de servicios también ha experimentado una notable
mejoría en los últimos veinte años, siendo la UE el principal
proveedor mundial de servicios en el Cono Sur71. Tomando como
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Trade de la Comisión Europea, accesibles en http://ec.europa.eu/
trade/policy/countries-and-regions/statistics/ (consulta el 17 de
diciembre de 2015) y complementados con un informe europeo sobre
las relaciones de la UE con la CELAC (Comisión, 2015).
72 El AMIC es el Acuerdo Marco de Cooperación Interregional entre la Comu-
nidad Europea y sus Estados miembros, y el MERCOSUR y sus Estados
partes, firmado en Madrid el 15 de diciembre de 1995. Se trata de un
acuerdo ambicioso cuyo objetivo principal es el fortalecimiento de las
relaciones birregionales de cooperación fundamentalmente en los ámbitos
comercial, económico y político, con vistas a la creación de una asociación
interregional. Para su análisis, vid. Cienfuegos (2006): 44-54.
referencia el año de la firma del AMIC (1995)72, los flujos totales de
servicios entre el MERCOSUR –sin contar a Paraguay, por falta de
datos oficiales, ni de Venezuela, que entonces no era miembro– y
la UE –de los 15 Estados de la época– llegaron a 5.635 millones de
euros, con un superávit europeo de 736 millones de euros, y en la
fecha de la entrada en vigor del AMIC (1999) subieron hasta 8.440
millones de euros, siendo el superávit europeo de 1.020 millones
de euros. De entonces a la fecha actual, el comercio de servicios
entre la UE (de 28 Estados) y el MERCOSUR (de 5 Estados) oscila
suavemente, y de modo generalmente creciente, alcanzando un
total de 33.500 millones de euros en 2014, con un superávit europeo
de 13.900 millones de euros. Brasil es nuevamente el principal
socio de la UE en los intercambios de servicios, con 21.100 millones
de euros de intercambios, y un balance comercial bilateral favorable
a la UE de 8.500 millones de euros.
Los servicios se han prestado fundamentalmente en los sectores
bancarios, viajes y transporte. El comercio de servicios (im-
portaciones más exportaciones) con el MERCOSUR representa
alrededor del 2,4% del total de la UE con el mundo, que llegó a los
1,3 billones de euros en 2014. Hay que hacer notar que es un
porcentaje bajo si se compara con otros socios comerciales de la
UE, tal como muestra el gráfico 1 infra, incluso de un tamaño tan
pequeño como Suiza, por ejemplo, que con 169.115 millones de
euros representa el 12,8% para la UE en este sector. A la postre,
ello significa que hay un potencial alto de crecimiento en el




TASA DE COMERCIO DE SERVICIOS DE LA UE CON EL MUNDO EN 2014
 (EXCLUYENDO SERVICIOS GUBERNAMENTALES)
Fuente: Comisión Europea (Eurostat), «The European Union in the World. 2015
Edition», en http://ec.europa.eu/eurostat/en/web/products-statistical-books/
-/KS-EX-15-001 (consulta el 5 de diciembre de 2015).
Mención especial merecen, finalmente, las inversiones extran-
jeras directas (IED) ya que la UE es el principal inversor en el Cono
Sur, seguido de cerca por los Estados Unidos, especial en los
sectores bancarios, de telecomunicaciones y manufacturero.
Aunque las inversiones anuales han ido decreciendo desde 2001
en comparación con el volumen de inversiones anual de la década
anterior (ese año la UE llegó a invertir 16.100 millones de euros),
las reservas de capital europeo acumuladas en el MERCOSUR
siguen siendo importantes, habiendo pasado de 130.000 millones
de euros en 2000 a los 324.600 millones de euros en 2013. En este
año las reservas de capital mercosureñas en la UE alcanzaron los
68.400 millones de euros. Brasil es el principal receptor de inver-
siones europeas acumuladas (272.200 millones de euros) y el
principal inversor mercosureño en la UE por capital acopiado (58.200
millones de euros). Los 324.600 millones de euros de la UE
depositados en el MERCOSUR suponen el 16% del total acumulado
de inversiones europeas en el mundo y el 49,6% de los stocks
mundiales de inversión en el Cono Sur (654.000 millones de euros).
El MERCOSUR sigue siendo, además, el principal destino de las
inversiones europeas en ALC, con aproximadamente el 64% de las
reservas de capital europeo en la región (505.700 millones de euros
en 2013).
135
LATINOAMÉRICA: INSERCIÓN GLOBAL E INTEGRACIÓN REGIONAL
73 Para una panorámica general de la política de cooperación de la UE con
ALC, con datos de interés en relación con el MERCOSUR y una
evaluación crítica, véase Ayuso (2008) y Sanahuja (2011).
74 Según la lista de clasificación de países por producto interior bruto
(PIB) nominal per cápita, siguiendo el Atlas Method del Banco Mundial,
de diciembre de 2015, son países de renta alta (superior a 12.736
dólares per cápita) no miembros de la Organización de Cooperación y
Desarrollo Económicos Argentina (13.480 dólares) y Uruguay (16.350
dólares), mientras lo son de renta media alta (entre 4.126 y 12.735
dólares) Brasil (11.530 dólares), Paraguay (4.400 dólares) y Venezuela
(12.500 dólares). Datos extraídos de http://data.worldbank.org/data-
catalog/GNI-per-capita-Atlas-and-PPP-table (consulta el 17 de
diciembre de 2015).
75 Dicho sea incidentalmente, Paraguay es también el único país
mercosureño que, desde el 1 de enero de 2014, todavía se beneficia
del sistema de preferencias generalizadas (SPG) de la UE aprobado
por el Reglamento (UE) 978/2012, del Parlamento Europeo y el
Consejo, de de 25 de octubre de 2012, por el que se aplica un sistema
de preferencias arancelarias generalizadas y se deroga el Reglamento
(CE) 732/2008 del Consejo. Como es sabido, las preferencias
comerciales son un instrumento de política comercial que sirve tam-
bién para alcanzar objetivos de la cooperación al desarrollo (Tribunal
de Justicia de la UE, sentencia de 26 de marzo de 1987, Comisión /
Consejo, 45/86, Rec. p. 1493).
2. Los otros pilares de las relaciones: cooperación y
diálogo político
Las relaciones de cooperación euromercosureñas son fluidas
en términos generales, sin perjuicio de que no siempre sean
eficientes, si se contemplan en función de los objetivos perseguidos
en cada época73.
La cooperación de la UE con el MERCOSUR se sustenta hoy
básicamente en el interés recíproco, propio de la cooperación
avanzada (cooperación económica, financiera y técnica: artículos
212 y 213 del Tratado de Funcionamiento de la UE) y no de la
cooperación al desarrollo clásica (artículos 208 a 211), debido a que
este bloque está conformado hoy en día por países de renta media-
alta (Brasil y Paraguay y Venezuela) y de renta alta (Argentina y
Uruguay), con datos del Banco Mundial correspondientes a 2014,
aunque perduren diferencias económicas notables entre ellos74.
Paraguay, en gran medida por superar ligeramente el umbral
mínimo de renta media alta de los países en desarrollo –dispone de
4.400 dólares de renta per cápita–, es beneficiario de los programas
bilaterales (con países) de ayuda al desarrollo de la Unión75. Y todos
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76 Para mayores detalles de la cooperación de la UE con América Latina, vid.
Comisión Europea (DG International Cooperation and Development),
https://ec.europa.eu/europeaid/regions/latin-america_en (consulta el
17 de diciembre de 2015).
77 Se trata, concretamente, de los siguientes países latinoamericanos:
Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador,
El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá,
Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela.
78 El Programa regional con AL es accesible en http://www.eeas. europa.eu/
lac/docs/mip_alr_vf_07_08_14_es.pdf (consulta el 17 de diciembre de
2015).
los países mercosureños tienen acceso al programa regional (con
América Latina como región) y a los programas temáticos (en mate-
ria de derechos humanos y gobernanza, de alimentación y agricul-
tura, etc.) de la UE76.
El Programa Indicativo Plurianual 2014-2020 para la cooperación
regional entre la UE y América Latina, presentado el 19 de
noviembre de 2014, forma parte del Instrumento de Cooperación al
Desarrollo 2014-2020, aprobado por el Reglamento (UE) 233/2014
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de marzo de 2014. Este
programa indicativo cuenta con una asignación indicativa total de
925 millones de euros para siete años y abarca dos componentes
principales:
1) Actividades a nivel continental (América Latina): se dedica
un presupuesto de 805 millones de euros a iniciativas regionales
abiertas a 18 países latinoamericanos (incluidos todos los del
MERCOSUR)77, lo que supone un aumento del 45% en comparación
con el período 2007-2013, que era de 556 millones de euros. Está
centrado en una serie de áreas prioritarias que requieren esfuerzos
de cooperación entre ambas regiones, las cuales son: a) el nexo
entre seguridad y desarrollo; b) el buen gobierno, la rendición de
cuentas y la equidad social; c) el crecimiento integrador y sostenible
para el desarrollo humano; d) la sostenibilidad ambiental y el
cambio climático; y e) la educación superior.
2) Programa Subregional para América Central, con una asig-
nación indicativa de 120 millones de euros, que tiene como objetivo
apoyar a Centroamérica para que pueda hacer frente a sus desafíos
clave de desarrollo. Se enfoca hacia las siguientes áreas: a)
integración económica regional; b) seguridad y estado de derecho;
y c) cambio climático y gestión de desastres78.
También son relevantes los programas temáticos de la UE a los
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79 Los programas con países latinoamericanos tienen como objetivo reducir
las diferencias de riqueza entre los ciudadanos, promover el desarrollo
sostenible, abordar el cambio climático y mejorar la enseñanza supe-
rior y la investigación. Pueden optar a los mismos Bolivia, Colombia,
Cuba, El Salvador, Ecuador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Paraguay
y Perú. Las ayudas bilaterales de la Unión a este conjunto de países
alcanzará los 1.476 millones de euros en el septenio 2014-2020.
80 Dicho sea incidentalmente, en el septenio 2006-2013, las ayudas bi-
laterales a los países mercosureños sumaron 274 millones, repar-
tidos como sigue: 65 millones de euros a Argentina (sobre todo,
para proyectos educativos, de formación y de competitividad de las
Pymes), 61 millones a Brasil (fundamentalmente, programas de
reforma económica), 117 millones a Paraguay (esencialmente, edu-
cación en todos los niveles) y 31 millones a Uruguay (básicamente,
cohesión económica y social).
81 Concretamente, Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica,
Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá,
Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela.
que pueden acceder todos los países mercosureños. Así, desde 2004,
se han desarrollado en Brasil 204 proyectos de programas
temáticos europeos, por un montante de 99,6 millones de euros,
en sectores como la cohesión y el desarrollo social, la promoción
de los derechos humanos, la conservación del medio ambiente y
el desarrollo sostenible. En estos momentos, hay 96 proyectos en
marcha, recibiendo Brasil de promedio 8,4 millones de euros por
año.
A los anteriores programas de ayuda hay que sumar los pro-
gramas de ayuda bilateral con países latinoamericanos79, a los
que puede optar sólo Paraguay, que alcanzan los 168 millones de
euros para el septenio 2014-2020 para las prioridades siguientes
en el caso paraguayo: la cooperación en educación, el desarrollo
del sector privado, la protección social y la democracia, y la
participación civil y el fortalecimiento institucional80.
No hay que olvidar tampoco los préstamos preferenciales del
Banco Europeo de Inversiones para América Latina, ya que todos
los países mercosureños han suscrito con este organismo los
acuerdos marco necesarios para poder hacer uso de la facilidad
financiera ALA (América Latina y Asia) para el septenio 2014-2020,
que permite a 17 países latinoamericanos, entre los que están todos
los del Cono Sur81, conseguir préstamos por valor de hasta 2.300
millones de euros, del total de 3.400 millones de euros contemplados
para este período. Los sectores prioritarios son: 1) el cambio climá-
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82 European Investment Bank, “Asia and Latin America” (http://eib.
europa.eu/projects/regions/ala/index.htm; consulta el 16 de
diciembre de 2015).
83 Este dato no debe extrañar, siendo la UE el principal donante de ayuda
oficial al desarrollo del mundo, con un promedio en torno a los 55.000
millones de euros anuales (56.100 millones de euros en 2014, sumada
la ayuda de la organización y sus Estados miembros), que representa
el 0,41% del PIB de la Unión. Esta también lo es en ALC, habida
cuenta de que en el periodo 2014-2020 la ayuda europea por todos los
conceptos (programas bilaterales, regional y temáticos) puede llegar
a los 3.500 millones de euros (elaboración propia con datos de la
Comisión Europea, 2015).
84 Elaboración propia con datos de OCDE (Comité de Ayuda al Desarrollo),
Aid Statistics, Recipient Aid Charts (http://www.oecd.org/dac/stats/
recipient-charts.htm; consulta el 17 de diciembre de 2015). Vid. también
OCDE, 2015.
tico; 2) el desarrollo de infraestructura social y económica; y 3) el
desarrollo del sector privado local82.
En fin, los países del MERCOSUR reciben también ayudas que
otorgan bilateralmente algunos países de la UE. Hay que resaltar
que la UE y sus Estados miembros son, con diferencias, el principal
proveedor de cooperación al MERCOSUR83. Es suficiente con indicar
en este sentido, con datos del Comité de Ayuda al Desarrollo de la
OCDE, que en 2012, que es el último año disponible, Argentina recibió
179 millones de dólares de ayuda oficial al desarrollo, de los que al
menos 61 millones procedieron de la UE (31) y el resto de sus Estados
miembros; Brasil 1.288 millones de dólares, de los que por lo menos
451,5 vinieron de la UE (86) y los restantes de sus países; Paraguay
104 millones de dólares, de los que al menos 46 son de la UE (23) y
los otros de sus Estados miembros; Uruguay 19 millones de dólares,
de los que por lo menos 10 millones vienen de la UE (3,5) y la
diferencia de sus miembros; y Venezuela 48 millones de dólares, de
los que al menos 13 millones de euros son de la UE (3,5) y a sus
países se debe el resto. De los países de la UE es Alemania el que
más ayuda otorga al MERCOSUR, seguido de España y Francia84.
Conviene traer a colación, en este orden de cosas, que durante
el septenio 2007-2013 hubo una cooperación específica de la UE
con el MERCOSUR –en tanto que organización subregional– al objeto
de profundizar en su institucionalidad (10%), reforzar la integración
del Cono Sur con vistas a preparar la implementación del futuro
acuerdo de asociación con la UE (70%) y aumentar la participación
de la sociedad civil en el proceso de integración de esta subregión
(20%), de acuerdo con el MERCOSUR Strategy Regional Paper 2007-
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85 Más recientemente, en el Comunicado Conjunto de la IV Cumbre entre
la UE y el MERCOSUR, celebrada en Madrid el 17 de mayo de 2010 con
ocasión de la I Cumbre birregional entre la UE y ALC, se enfatiza de
nuevo la importancia de que ambos bloques intensifiquen sus consultas
en los foros internacionales.
2013, de la Comisión Europea, de 2 de agosto de 2007. En este período
la UE libró 50 millones de euros de financiación al MERCOSUR
para alcanzar los antedichos retos. Es una lástima que no se haya
renovado este programa subregional en el marco del Programa para
el Cambio de la nueva estrategia de cooperación de la UE para el
septenio 2014-2010, que concentra la ayuda de la UE en un número
más reducido de sectores y países a partir del enfoque llamado de
“diferenciación” (Comisión Europea, 2011), y de ahí que no se
contemple en el antedicho Instrumento de Cooperación al Desarrollo
2014-2020. A fin de cuentas, el apoyo claro al interregionalismo y a
la integración regional en ALC por la UE en septenios pasados ha
sido uno de los objetivos prioritarios de la cooperación europea que
mejores resultados ha proporcionado (Sanahuja, 2013). Y así lo
demuestra la existencia de una vasta red de acuerdos de asociación
de la UE concluidos con países y subregiones latinoamericanas que
cubren gran parte de esta región, concretamente con 26 de sus 33
países, siendo la excepción los cinco países mercosureños, Cuba y
Bolivia (Comisión Europea, 2015), por lo que no habría estado demás
prorrogar el programa subregional con el MERCOSUR para facilitar
la consecución del anhelado acuerdo de asociación.
El último pilar de las relaciones euromercosureñas es el diálogo
político, que se ha desarrollado sobre la base de la Declaración
Conjunta sobre el Diálogo Político entre la UE y el MERCOSUR, anexa
al AMIC de 1995, que establece la voluntad de ambos socios de
llevar a cabo un diálogo político más intenso entre la UE y el
MERCOSUR sobre “cuestiones bilaterales e internacionales de
interés mutuo” a fin de progresar hacia el establecimiento de una
asociación interregional y lograr una concertación más estrecha
sobre cuestiones birregionales y multilaterales, en especial a través
de la coordinación de las posiciones de ambas Partes en los foros
pertinentes85. Ello ha permitido tener un activo y franco dialogo
político entre la UE y el MERCOSUR, aunque no exento de periódicas
tiranteces, respecto de temas de interés mutuo, a nivel bilateral,
regional o multilateral, como la paz y la estabilidad, la prevención
de conflictos, la seguridad, la promoción y protección de los derechos
humanos, la democracia y el respeto del imperio de la ley, el
desarrollo sostenible y la lucha común en contra del tráfico de
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86 En general, sobre el diálogo político entre la UE y sus socios latino-
americanos y caribeños, véase Cienfuegos y Sanahuja (2010); Freres et
altri (2007).
87 Así, la reunión ministerial celebrada entre el MERCOSUR y la UE el 26
de enero de 2013 en Santiago de Chile, en el marco de la I Cumbre UE-
CELAC, entre el comisario de comercio de la UE y los cancilleres
mercosureños. En el Comunicado Conjunto de la misma se recalcó la
importancia de los vínculos culturales, comerciales y económicos entre
ambas organizaciones; y centraron su debate en la negociación del
drogas, tráfico de armas, crimen organizado y terrorismo, etc.86 Tras
la V Cumbre birregional entre la UE y ALC, celebrada en Lima en
la primavera de 2008, el diálogo político euromercosureño abarca
también los ámbitos de la ciencia y tecnología, las infraestructuras
y las energías renovables (Declaración Conjunta de la III Cumbre
entre el MERCOSUR y la UE, de 17 de mayo de 2008).
Según la Declaración Conjunta, los mecanismos a través de
cuales se efectuará el diálogo político son “contactos, intercambios
de información y consultas, que se plasmarán en particular en
reuniones al nivel adecuado entre los diferentes organismos del
MERCOSUR y de la UE, y mediante la utilización cabal de los cauces
diplomáticos”. Y de hecho, el diálogo político se ha llevado a cabo en
todos estos niveles, como los contactos propiamente diplomáticos
entre embajadores de los Estados miembros del MERCOSUR
acreditados en Bruselas y altos cargos de las instituciones comu-
nitarias; las visitas y encuentros de sus Jefes de Estado y de
Gobierno y del Presidente de la Comisión Europea, así como las de
los ministros de Asuntos Exteriores y comisarios europeos; los
encuentros mixtos de miembros del Parlamento Europeo y de la
(entonces) Comisión Parlamentaria conjunta y, hoy en día, el
Parlamento del MERCOSUR y/o las Cámaras legislativas de los
Estados mercosureños; y las reuniones bilaterales de ministros y/
o presidentes, incluso en el marco de diálogos institucionalizados,
como las cumbres -presidenciales- bilaterales entre la UE y el
MERCOSUR celebradas aprovechando las Cumbres Birregionales entre
la UE y ALC. En las dos Cumbres UE-CELAC que ha habido hasta ahora,
y que vienen a suceder a aquellas tras la constitución de la Comunidad
de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC) en 2010, no han
vuelto a tener lugar las cumbres bilaterales euromercosureñas
(llegaron a celebrarse cuatro), sino tan sólo reuniones ministeriales,
por circunstancias-divergencias políticas bien conocidas. Aunque
estos dos encuentros ministeriales han servido para tratar del estado
de las negociaciones del acuerdo de asociación87, era preferible la
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acuerdo de asociación birregional, repasando los progresos conse-
guidos y decidiendo que ambas regiones deberían iniciar su respectivos
trabajos preparatorios internos para poder intercambiar las ofertas
comerciales a más tardar el último trimestre de 2013 (http://
trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2013/january/tradoc_150458.pdf;
consulta el 18 de diciembre de 2015). Y aprovechando la II Cumbre UE-
CELAC celebrada en Bruselas los días 10 y 11 de junio de 2015, tuvo
lugar el segundo día un encuentro ministerial entre la comisaria de
comercio de la Unión y los ministros de asuntos exteriores mercosureños
para hablar de cómo avanzar en las negociaciones comerciales del acuerdo
de asociación, teniendo un debate franco sobre el estado de situación a
la vista de la información general sobre las ofertas de acceso a los
mercados que se suministraron y reafirmando su compromiso de concluir
el acuerdo, para lo que deberían intercambiarse ofertas comerciales
durante el último trimestre de 2015, como pone de relieve el Comunicado
Conjunto (http://trade.ec.europa.eu/doclib/press/index.cfm?id=1327;
consulta el 18 de diciembre de 2015).
88 Cabe recordar, por lo demás, que la Declaración Conjunta dispone “la
celebración de encuentros regulares cuya modalidad será definida por
las Partes, entre los Jefes de Estado de los Estados del MERCOSUR y
las máximas autoridades de la UE”.
situación anterior, cuando se hacían cumbres bilaterales al más
alto nivel, siquiera porque el abanico de temas tratados al nivel
presidencial era de más amplio espectro88.
También la sociedad civil es parte activa –si bien secundaria–
en el diálogo político, mediante, por ejemplo, la celebración de
esporádicas reuniones del Foro de la Sociedad Civil UE-MERCOSUR
(Jovtis, 2011).
3. Las rondas de negociación para el establecimiento
de la asociación entre la UE y el MERCOSUR: avances
y obstáculos a la espera del intercambio de las
definitivas ofertas comerciales consolidadas
Las negociaciones formales entre el MERCOSUR y la UE para
el establecimiento de una asociación estratégica comenzaron
formalmente en noviembre de 1999. Desde entonces y hasta 2004,
hubo dieciséis rondas negociadoras y numerosos encuentros
técnicos, sin llegar a un acuerdo final, a pesar de que pareció
cercano en algunos momentos, especialmente en 2001 y 2004 en
que ambas partes se intercambiaron ofertas comerciales globales
firmes. Pero no fue posible cerrar el acuerdo y en el otoño de 2004
se produjo un impasse negociador, que duró casi seis años, hasta
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89 Así, la presidenta brasileña, Dilma Roussef, declaró en el Parlasur en
septiembre de 2014 que, aunque el MERCOSUR ya tiene lista su
propuesta para avanzar en el acuerdo de libre comercio con la Unión,
los europeos no la tienen todavía y lo más importante es que la consolide
para que las ofertas de cada una de las partes sean presentadas al
mismo tiempo (Agencia del PARLASUR, “MERCOSUR espera propuesta
de la Unión Europea para avanzar en acuerdo comercial”; http://
www.parlamentodelmercosur.org/innova portal/v/8944/1/parlasur/
mercosur-espera-propuesta-de-la-union-europea-para-avanzar-en-
acuerdo-comercial.html; consulta el 15 de diciembre de 2015). En el
mismo sentido, vid. la nota a pie de página siguiente.
90 En el punto 45 del Comunicado Conjunto de las Presidentas y los
Presidentes de los Estados partes del MERCOSUR tras la XLVI Cumbre
de Caracas, se subraya que aquéllos “reiteraron la importancia de las
negociaciones del Acuerdo de Asociación MERCOSUR-UE a la luz de
su potencial para dar impulso al diálogo, la cooperación, el comercio
y las inversiones entre los dos bloques. Manifestaron satisfacción
por el acuerdo alcanzado en la preparación de una oferta común de
acceso al mercado del MERCOSUR, y la expectativa de que, una vez
que la UE concluya las consultas necesarias para la presentación de
su oferta de acceso a mercados, se fije fecha para el intercambio de
las respectivas propuestas, paso necesario para continuar avanzando
en el proceso negociador” (http://gd.mercosur.int/SAM/GestDoc/
pubweb.nsf/Reunion?OpenAgent&lang=ESP&id=F6CA86C0
39147C6F83257D2A004EA038&id2=16D1009072 E9CDEC032
573D10052F977; consulta el 12 de diciembre de 2015).
que fueron relanzadas las negociaciones al nivel presidencial en
la IV Cumbre UE-MERCOSUR, celebrada en Madrid el 17 de mayo
de 2010. A partir de ese momento, han tenido lugar nueve rondas
de negociación (la última, del 22 al 26 de octubre de 2012) y muchos
encuentros técnicos.
El acento negociador en esta nueva etapa ha estado puesto en
las normativas (rules) aplicables a los intercambios comerciales y
la preparación de las ofertas consolidadas de liberalización del
acceso a los mercados a la vista de los obstáculos ya conocidos,
pero sin fijarse fechas determinadas para su intercambio89.
A la fecha los progresos han sido limitados, al menos por lo que
ha trascendido por la prensa, dado el secretismo que rodea a toda
la negociación, debiendo criticarse tanta carencia de transparencia
y publicidad. El MERCOSUR, tras vivos debates internos durante
2013 para superar sobre todo la resistencia argentina a liberalizar
su mercado más allá del 75%, fue capaz de consensuar una oferta
comercial consolidada en la LXVI Cumbre presidencial celebrada
en Caracas a finales de julio de 201490. El texto ha sido declarado
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91 Vid. Press Release de la Cancillería del Paraguay, “Ofertas entre MERCOSUR
y UE serán intercambiadas en último trimestre de 2015” (http://www.
presidencia.gub.uy/comunicacion/comunicacionnoticias/nin-novoa-
acuerdo- mercosur-europa; consulta el 5 de diciembre de 2015).
92 Vid. Press Release de la Cancillería del Paraguay, “Cancilleres del
MERCOSUR repasan ofertas a ser presentadas a la UE en octubre
próximo” (http://www.mre.gov.py/v2/Noticia/3204/cancilleres-del-
mercosur-repasan-ofertas-a-ser-presentadas-a-la-union-europea-en-
octubre-proximo; consulta el 22 de noviembre de 2015).
93 Vid. Press Release de la Cancillería del Paraguay, “MERCOSUR y Unión
Europea intercambian en Asunción informaciones sobre Lista de
Ofertas” (http://www.mre.gov.py/v2/Noticia/3257/mercosur-y-union-
europea-intercambian-en-asuncion-informaciones-sobre-lista-de-
ofertas; consulta el 12 de diciembre de 2015).
reservado y no consta tampoco que haya habido entrega formal de
la oferta a la Unión, lo que no debe sorprender puesto que lo habitual
es su intercambio simultáneo, o casi al mismo tiempo. Pero las
líneas generales de la oferta comercial mercosureña y la posición
más concreta en algunos temas sí le ha sido presentada a la UE
para tantear su posición en diversos momentos, como durante el
encuentro ministerial de la UE y el MERCOSUR que tuvo lugar en
Bruselas el 11 de junio de 2015, con ocasión de la II Cumbre UE-
CELAC. Los dos rasgos más sobresalientes conocidos son que la
desgravación total acordada llega a un 85% y que Venezuela no
forma parte de la misma, a pesar de ser miembro de esta
Organización. Tras el encuentro ministerial, se produjeron declara-
ciones políticas que apuntaron a que el intercambio de las ofertas
podría tener lugar en el último trimestre de 2015, lo que finalmente
no ha ocurrido, y acordaron celebrar un encuentro técnico en
Asunción a principios de octubre de 201591.
Ante esta eventualidad, los países del MERCOSUR decidieron
ajustar su oferta común y la actualización acordada por el Grupo
mercosureño en materia de negociación entre UE y el MERCOSUR
fue validada en una reunión al nivel de cancilleres del Cono Sur
celebrada en Asunción el 22 de septiembre de 2015, incluyendo
nuevos temas en la negociación y elevando la desgravación global
en el acceso al mercado mercosureño hasta el 87% de los ítems
arancelarios92. Y así se lo hicieron saber a la Unión en la reunión
técnica de Asunción de 1 y 2 de octubre de 2015, que sirvió para
intercambiar informaciones respecto a posiciones arancelarias
determinadas por ambos bloques y constatar la presencia de un
espíritu favorable a la negociación de ambas partes93.
144
No es diáfano que la oferta mercosureña cumpla con los
requerimientos del artículo XXIV del GATT, que exige, i.a., que se
liberalice “lo esencial de los intercambios comerciales de los productos
originarios” de las partes contratantes de la zona de libre cambio, y
ello significa –en la interpretación doctrinal mayoritaria, a falta de
postura oficial de la OMC– que hay que desgravar al menos el 90% del
comercio total bilateral y, además, sin excluir de la liberalización a
ningún sector significativo (para un resumen del estado de la cuestión,
vid. Devuyst y Serdarevic, 2008)94. Quizá se ampara en este hecho la
Comisión Europea cuando demanda al MERCOSUR que eleve el grado
de desgravación arancelaria al 89%95. Mas ello supone superar de
nuevo la resistencia argentina a este respecto, aunque no se revela
como un obstáculo invencible con la recién llegada de Mauricio Macri
a la presidencia argentina, dado que ha manifestado públicamente
ya su predisposición a relanzar las negociaciones para alcanzar un
acuerdo de libre comercio con la Unión96.
94 Los países del MERCOSUR también deben cumplir las reglas de la ALADI,
y sobre todo el artículo 44 del Tratado de Montevideo de 1980, que
exige que cualquier preferencia que otorguen cualquier país aladiano a
terceros países o bloques de integración -como la UE- deberá
automáticamente extenderse a los restantes miembros de la ALADI.
95 Así, recientemente el Secretario de Estado de Comercio de España,
Jaime García-Legaz, ha indicado que Francia ha rechazado iniciar el
primer intercambio de ofertas comerciales de la Unión con
MERCOSUR, pero que hay una mayoría amplia de Estados miembros
a favor, como, Alemania, España, Italia, Portugal y el Reino Unido, lo
que debería pesar en la decisión de empezar ese intercambio comercial
que tiene que tomar la Comisión, que tiene reticencias porque el
alcance de la oferta del Mercosur es el 87% del total de las líneas
tarifarias y considera que lo ideal sería que su oferta llegara al 89%
(http://www.elobservador.com.uy/francia-pone-obstaculos-acuerdo-
ue-mercosur-n699350; consulta el 3 de diciembre de 2015).
96 Así, en su primera aparición en una Cumbre presidencial del
MERCOSUR, la XLIX que ha tenido lugar en Asunción el 21 de
diciembre de 2015, Mauricio Macri ha lanzado señales claras de que
quiere destrabar la negociación al pedir “flexibilidad” al MERCOSUR
para llegar a un acuerdo con la UE por constituir “una prioridad” para
el Cono Sur, al igual que la negociación con la Alianza del Pacífico, y
declarar que Argentina está “comprometida a hacer los esfuerzos
necesarios para dinamizar las negociaciones”. En la línea, la
presidenta brasileña indicó en la misma Cumbre que es incuestionable
que el MERCOSUR está decidido a impulsar el acuerdo con la UE (La
Vanguardia, 22 de diciembre de 2015, p. 10). Es una lástima que en el
Comunicado Conjunto de la Presidenta y los Presidentes de los
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Estados del MERCOSUR de 21 de diciembre de 2015 no se haga referencia
al acuerdo con la UE, a diferencia de la mención de su interés en “convocar
en el breve plazo una reunión de alto nivel entre el MERCOSUR y la
Alianza del Pacífico a fin de abordar temas de interés común” (http://
www. mercosur.int/innovaportal/v/4488/2/innova.front/comunicados-
conjuntos; consulta el 22 de diciembre de 2015).
97 Hay que indicar que la oferta consolidada del MERCOSUR de 23 de
septiembre de 2004 aspiraba a liberalizar el 77 % del comercio global,
mientras la de la Unión Europea de 28 de septiembre proponía abrir
el 94 % del comercio global al final del proceso, en ambos casos tras
determinados períodos de desgravación y, por tanto, dejando fuera
determinados productos. Vid los textos de las ofertas comerciales de
ambas partes en  http://www.sice.oas. org/TPD/MER_EU/
MER_EU_s.asp (consulta el 17 de diciembre de 2015).
En todo caso, la oferta consolidada mercosureña debe ser valorada
como un avance porque supone cerrar un conflicto interno dentro
del bloque y, además, va más allá en el grado de la liberalización
comercial en el acceso a mercados y en los ámbitos temáticos
incluidos en la negociación de la que fue presentada a la UE en
otoño de 2004. Como quiera que la Unión exija al MERCOSUR que
haga un esfuerzo adicional para que la desgravación suba hasta el
89%, una futura oferta europea debería ser más ambiciosa y superar
este porcentaje para poder situarse a su altura97. Pero la UE no ha
sido capaz a la fecha –diciembre 2015– de cerrar su contraoferta
comercial, a pesar de que la mayoría de sus Estados miembros está
a favor, entre otros motivos por la oposición de países como Francia,
Hungría e Irlanda a un acuerdo por las serias consecuencias que
tendría sobre el mercado agrícola nacional.
No es de extrañar este estado de cosas porque se negocia sobre
un universo arancelario de 9.600 productos, y hay bastantes ítems
de los ámbitos agrícola e industrial –textil, automotriz, etc.– cuya
liberalización es todavía sensible para ambas partes y respecto a
los que subsisten enormes diferencias que están reproduciendo,
en sustancia, las discrepancias ya afloradas durante la negociación
de 2004: la UE espera que el MERCOSUR acuerde una mayor
apertura industrial, de servicios y de compras gubernamentales,
mientras que éste confía en que la UE mejore la oferta agrícola en
lo que afecta a las subvenciones y las condiciones de acceso.
Teniendo en cuenta este factor, y a falta de información oficial, no
huelga traer a colación, sin ánimo exhaustivo, algunos de los
principales puntos de fricción durante la negociación de 2004 para
vislumbrar mejor los derroteros por los que parece discurrir la
presente negociación (para más detalles, Cienfuegos, 2010).
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Así, el MERCOSUR discrepó de la oferta europea al nivel agrícola,
a pesar de que la Unión ofrecía un grado de liberalización de su
mercado muy elevado, porque no contemplaba el libre comercio de
todos los productos agrarios del Cono Sur, ya que en algunos casos
sólo habría una reducción sustancial (y no la eliminación) de
aranceles y, además, se mantendrían cuotas, incrementadas
respecto a las actuales, o se abrirían nuevas cuotas, pero contin-
gentes al fin y al cabo. En efecto, la oferta europea cubría el 60% de
las 1.285 partidas arancelarias agrícolas vigentes entonces, que
daban cuenta del 85,7% del valor en euros –en el 2004, año de la
oferta europea– de las importaciones europeas totales de productos
agrícolas mercosureños que, en aquella época, alcanzaba la cifra
de 14.702 millones de euros. Luego no se aplicaba al 40% de las
partidas arancelarias relativas a la agricultura, que representaban
el 14,3% del valor en euros de las importaciones europeas totales
de productos agrícolas mercosureños, esto es, del orden de 2.100
millones de euros. Para la mitad de este 40% –el 13,7% del valor en
euros de las exportaciones agrícolas mercosureñas a la UE– sólo se
preveía un acceso preferencial, sea con reducciones arancelarias
o con contingentes tarifarios en un periodo de hasta 10 años. Para
la otra mitad –el 0,6% del valor en euros de las exportaciones
agrícolas mercosureñas a la UE en 2004– no habría ningún cambio
respecto a la situación existente, seguramente porque se trataba
de los más sensitive agricultural products: cereales, aceite de oliva,
productos lácteos, carne vacuna, tabaco, azúcar y algunas frutas y
hortalizas.
A su vez, la UE disintió de la oferta mercosureña de liberalizar
los intercambios de bienes manufacturados, y de modo particular
por la doble exigencia europea de reciprocidad para los sectores del
textil y los calzados y de completa desgravación de las industrias
automovilística y de las high-tech, que es de muy difícil aceptación
por el MERCOSUR porque todos estos sectores son bien delicados
en sus países y, para preservar la producción local, se aplican
políticas fuertemente proteccionistas, con altos aranceles y cupos
a la importación de productos competitivos de terceros Estados, y
muy particularmente de los procedentes de la UE.
Cabe mencionar también las fricciones en relación con la
protección de los derechos de propiedad industrial que la Unión
demanda al MERCOSUR, en particular en relación con las
denominaciones de origen y las indicaciones geográficas de los
productos agrícolas. Y están cobrando mucha trascendencia otros
temas, como la renovada reclamación europea de que Brasil garan-
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98 Pueden mencionarse otros factores intrínsecos al MERCOSUR que
pueden tener un rol en el desarrollo de las negociaciones. Por ejemplo,
la incorporación de Bolivia al MERCOSUR si finalmente se ratifica por
todos los Estados partes su Protocolo de adhesión de 2015, que
sustituye al firmado inicialmente en 2012 por todos menos Paraguay,
al estar entonces suspendida su condición de miembro por circuns-
tancias bien conocidas, debido a las conocidas discrepancias ideológicas
de Evo Morales con este tipo de acuerdos de libre cambio, que se
sumarían a las de Venezuela, y que vendría a compensar negativamente
en cierta medida lo que de positivo tiene la predisposición a este acuerdo
de Argentina con su nueva presidencia. En el mismo sentido estaría la
constitución de la ECO-Zona, basada más en la afinidad ideológica-
política que en la complementación económica y que depende en gran
medida de una cooperación económica de Venezuela difícil de llevar a
cabo hoy en día en razón de su grave crisis político-económica. Pero
en la XLVI Cumbre del MERCOSUR (Caracas, julio de 2014) se creó
un mecanismo de Diálogo Político, Comercio y Cooperación Económica
para promover esta iniciativa venezolana. Podemos también apuntar
como elemento a considerar el eventual acercamiento del MERCOSUR
con la Alianza del Pacífico que se recoge en el Comunicado Conjunto
de la XLIX Cumbre presidencial de Asunción de diciembre de 2015.
tice el trato nacional en la contratación dentro de su mercado de
obras públicas, y las diferencias en materia de propiedad industrial,
ya que el bloque mercosureño no acepta ningún plus adicional a la
regulación que contiene el Acuerdo sobre los aspectos de los Derechos
de Propiedad Industrial relacionados con el Comercio (ACPIC) de la
OMC. Las disensiones también persisten en relación con las
inversiones extranjeras, debido a las incertidumbres que rodean al
régimen jurídico del MERCOSUR en esta materia tras el retorno a
ciertos postulados de la doctrina Calvo en Brasil (sobre esta última
cuestión, vid. la contribución de Martín Lorences a esta obra).
Existen otros muchos factores que están entorpeciendo el
desarrollo de las negociaciones que van más allá de las anteriores
discrepancias comerciales, algunos propios al MERCOSUR ya antes
reseñados, como la elevada dependencia del comercio mercosureño
de unos pocos productos (esencialmente, agrícolas) y de unos pocos
países (la UE, Estados Unidos y China)98. Y hay también con-
dicionantes propios a la UE, en razón de las crisis y problemas de
diverso orden que han golpeado a la Unión en estos últimos tiempos:
fuerte restructuración bancaria, déficits públicos excesivos, riesgo
de la salida de Grecia del euro, llegada masiva de refugiados, el
futuro referéndum británico sobre su permanencia en la UE, etc.
También la negociación europea del TTIP con Estados Unidos tiene
un rol más bien negativo en la negociación con el MERCOSUR. Y
148
las profundas asimetrías entre ambas organizaciones, tanto en
términos macro y socioeconómicos como en su estructura jurídico-
institucional y el grado de integración alcanzado (vid. al respecto,
Cienfuegos, 2013), constituyen otro elemento que seguramente
está jugando contra el establecimiento de la asociación euromer-
cosureña.
A la postre, este conjunto de problemas y condicionantes dan
la razón a quienes calificaron hace una década el proceso ne-
gociador como “largo y tortuoso” (Blanc: 2005) y hoy en día es
inclusive más complejo. En este contexto de tantas dificultades y
escollos es, pues, extraordinariamente complicado que la ronda
final de negociación entre la UE y el MERCOSUR, que debería
comenzar en 2016, consiga ultimarse exitosamente en este año,
pues no se perciben cambios significativos recientes que inviten
al optimismo, más allá de las declaraciones políticas de apoyo al
proceso como las mencionadas.
Ello es así a pesar de que son innegables las ventajas, tanto
políticas como económicas, de todo orden que se derivarían de llegar
a un acuerdo y que no son desdeñables en absoluto (Cienfuegos,
2006: 99-105). Ahora mencionaremos sólo algunas de las
económicas que resultan de las fluctuantes cifras barajadas durante
estos 15 años de negociaciones. Así, estudios realizados por la Chaire
MERCOSUR en 2003 sobre las ganancias de un acuerdo de
asociación euromercosureñeño y los costes de la no integración
birregional cifraron en unos beneficios no menores a 3.000 millones
de dólares (la mitad para cada parte, aproximadamente) la
conclusión de un acuerdo de plena liberalización (Valladao –Ed–,
2004). Más recientemente, en 2009, el SIA (trade sustainability
impact assessment) del acuerdo de asociación en negociación entre
la entonces Comunidad Europea y el MERCOSUR calculó que la
liberalización plena tendría como resultado para la UE un incre-
mento del orden del 0,1% de su PIB mientras que para los países
del MERCOSUR se estimó que la completa desgravación acarrearía
beneficios económicos del orden del 0,5% del PIB en Argentina,
1,5% en Brasil, 2,1% en Uruguay, y quizá hasta del 10% en
Paraguay (University of Manchester, 2009). En fin, en una
comparecencia ante el PARLASUR de septiembre de 2014, Dilma
Rouseff informó que en una visita a Brasil del 18 de julio anterior,
el entonces presidente de la Comisión Europea, José Manuel
Durao Barroso, le había expuesto que “estudios independientes
demuestran que un acuerdo con la UE representaría para los
países del MERCOSUR un crecimiento del PIB por el orden de los
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5.000 millones de dólares y un aumento de sus exportaciones hacia
Europa cercano al 40%” 99.
Para conseguir llegar a un acuerdo será necesario que los
negociadores europeos y mercosureños actúen con amplitud de
miras, priorizando lo que nos acerca sobre lo que nos separa en el
balance global. A este fin podrían tomar en consideración, i.a., una
serie de propuestas de medidas concretas en los tres pilares, el
económico, el político y el de cooperación, contenidas en el informe
final revisado, de marzo de 2009, del SIA de la UE y el MERCOSUR100.
Entre otras, se hace referencia a la necesidad de adoptar medidas
de tratamiento especial y diferenciado, con periodos de transición
y cuotas temporales, en algunos sectores sensibles, como productos
cárnicos frescos y soja, vehículos de motor y componentes, textiles,
servicios financieros y distribución comercial. Se propone también
incluir medidas para mejorar el comercio y reducir costes y otras
complementarias aprovechando el pilar de la cooperación con vistas
a compensar a los sectores industriales mercosureños más perju-
dicados por la liberalización comercial (University of Manchester,
2009). Y, a nuestro juicio, posiblemente haría falta analizar otros
temas, como –a título enunciativo– la simplificación de los proce-
dimientos burocráticos en materia comercial y de cooperación, las
ventajas e inconvenientes de una liberalización completa de servicios
y de la contratación pública; y las medidas compensatorias de los
impactos negativos en áreas como la sanidad, la educación y otras.
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CAPÍTULO VI
RUMBOS POLÍTICOS DEL MERCOSUR.
AGENDA Y ORIENTACIONES POLÍTICAS
DE UNA NUEVA ETAPA
RITA MARCELA GAJATE
1. Los actuales rumbos políticos del MERCOSUR
El MERCOSUR experimenta los efectos del nuevo panorama
político que se está configurando en la región. En este nuevo
escenario, es claro que aún ante redefiniciones de rumbos y
reorganización institucional, prevalecerá la necesidad de integra-
ción de los países miembros. Así lo han expresado varios actores
ante el recambio de diputados en el Parlamento del MERCOSUR-
PARLASUR (Mambronata, 2015).
Desde diferentes miradas, se intenta explicar lo que se ha
denominado el “amesetamiento” del MERCOSUR. Así se ha afirmado
que el bloque sufre las consecuencias sociales y económicas de la
crisis económica global de 2008 (Taiana, 2015). El bajo crecimiento
de varios países de la región ha impactado directamente en el
bloque.
El Representante Permanente del bloque, Florisvaldo Fier, ante
los duros diagnósticos que ha recibido el MERCOSUR expresó que:
“el MERCOSUR surgió en 1991 después de una grave crisis
económica regional”. Había un alto desempleo, no había relaciones
comerciales entre los distintos países y nació para superar esa
situación. En ese momento, algunos decían que era la unión de los
“rotos con los desarrapados”. Eran los tiempos del Consenso de
Washington. Al final del siglo XX, el MERCOSUR estaba en una crisis
de credibilidad, de la cual salió con una propuesta de trabajo
elaborada por los presidentes de Brasil y de Argentina. El MERCOSUR
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dio una respuesta comercial y de integración, en vías a construir
una ciudadanía común. En 2008 empezó la grave crisis económica
mundial que interrumpió ese programa de trabajo y muchas de las
propuestas no se llegaron a ejecutar. Hubo una caída del comercio
mundial, no solo del MERCOSUR. “La salida de la crisis es
profundizar nuestras relaciones internas con la entrada de Bolivia,
con más MERCOSUR, con pasos de más comercio, integración, y
más ciudadanía” (Lee Wyne, 2015).
En un contexto general del MERCOSUR que enfrenta dificul-
tades desde la dimensión económica y comercial, la respuesta que
se ofrece desde la institucionalidad del MERCOSUR, se origina en
una visión política y estratégica. Quizás esta sea el área de mayor
desarrollo en el último tiempo, aunque adelantamos, con un acento
fuertemente discursivo (Gajate, 2015).
“El tiempo de sólo hablar se ha terminado: ahora tenemos
que ir con la lista de temas pendientes” afirmó la Canciller argen-
tina, Susana Malcorra101, en un documento preparativo para la
reunión cumbre de los días 21 al 23 de diciembre del presente
año.
No obstante, ante su evidente estancamiento, se sigue afir-
mando que: “la integración es una condición imprescindible para
el desarrollo de la región, por lo que más allá de signos políticos, los
países deberán trabajar en pos del bloque” (Taiana, 2015)102.
Es que el MERCOSUR ha reorientado su agenda. Es evidente la
toma de decisión estratégica de los países de la región de integrarse
para fortalecer la democracia, el orden constitucional y el estado
de derecho, promover el respeto irrestricto de los derechos humanos,
consolidarse como una zona de paz, potenciar la presencia inter-
nacional de la región como un todo y de cada miembro individual-
mente y propiciar su desarrollo con justicia social. A estos objetivos
se suma el propósito de priorizar las acciones en materia de políticas
públicas regionales destinadas a erradicar la pobreza, a la inclusión
social, política, productiva y económica de la población y a garantizar
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Para impulsar la agenda política, social y ciudadana de la
integración regional en el marco de las distintas instancias se
han creado órganos auxiliares de la estructura institucional del
MERCOSUR, entre otros, en el Foro de Consulta y Concertación
Política, las Reuniones de Ministros, la Comisión de Coordinación
de Ministros de Asuntos Sociales, las Reuniones Especializadas, el
Instituto de Políticas Públicas en Derechos Humanos y el Instituto
Social del MERCOSUR.
No obstante, en los propósitos enunciados se observa un tímido
avance en las materias señaladas. Contrariamente se visualiza
un nuevo recorrido respecto de las cuestiones que presenta la agen-
da jurídico-política del MERCOSUR y el Programa de Consolidación
de la Unión Aduanera.
En el marco explicitado, el PARLASUR ha adquirido una
relevancia singular. Aunque en el presente año ha recibido señala-
mientos duros en relación con lo construido en su seno y con la
ausencia de sesiones en el período; no obstante, la expectativa sobre
su rol respecto de los pendientes políticos del MERCOSUR es suma-
mente relevante.
Por lo expresado, en el presente trabajo, presentamos los objetivos
políticos que hemos identificado, los cuales priorizan actualmente
este proceso de integración. La línea perseguida en nuestra última
investigación “El MERCOSUR y sus pendientes. Agenda jurídico-
política”, proyecto 11J/141 acreditado por la Universidad Nacional
de La Plata, nos condujo a indagar si se han producido las articu-
laciones necesarias respecto de la dimensión política y social del
MERCOSUR y cuáles son ahora las prioridades señaladas.
Entendemos que sin el establecimiento de mecanismos de
diálogo político y de cooperación entre los Estados parte no se
lograrán implementar los propósitos diseñados. La cuestión clave
que atraviesa nuestro trabajo es identificar esos diálogos y observar
si son consecuentes a las metas fijadas.
2. Prioridades políticas: constituir el PARLASUR por
el voto ciudadano
En un contexto marcado por ambiciosos objetivos políticos, se
espera que la conformación del PARLASUR signifique un aporte a
la calidad y equilibrio institucional del MERCOSUR, creando un
espacio común en el que se refleje el pluralismo y las diversidades
de la región. Asimismo, la expectativa está sentada en que este
parlamento contribuya a la democracia, la participación, la repre-
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sentatividad, la transparencia y la legitimidad social en el desarrollo
del proceso de integración y de sus normas103.
Es que la participación ciudadana a través de su representación
parlamentaria parece configurarse como uno de los fundamentos
del eje político de la integración regional. Por esta razón, las miradas
se focalizan en los avances de la institucionalización del organismo
parlamentario para el MERCOSUR.
El Parlamento del MERCOSUR ha sido definido como el órgano
de representación de los pueblos, independiente y autónomo. Tiene
estructura unicameral104.
Entre sus atribuciones destacamos:
• Velar por la observancia de la normativa MERCOSUR.
• Velar por la preservación del régimen democrático en los
Estados parte y en particular por el Protocolo de Ushuaia.
• Realizar un informe anual sobre DD.HH. en el MERCOSUR.
• Efectuar pedidos de opiniones por escrito a los órganos
decisorios del MERCOSUR.
• Realizar reuniones semestrales con el Foro Consultivo Eco-
nómico y Social.
• Emitir declaraciones, recomendaciones e informes sobre el
proceso de integración MERCOSUR.
El Parlamento del MERCOSUR, con sede en Montevideo, está
planteado como un órgano unicameral y autónomo, que mantiene
el carácter consultivo y deliberativo. Su composición asume un
criterio de proporcionalidad atenuada dada la disparidad demográfica
de los respectivos Estados parte. Además, esta nueva estructura
alienta la conformación de bloques político-ideológicos por sobre
los bloques nacionales que es lo que primó durante la Comisión
Parlamentaria Conjunta –CPCM–. Se lo ha considerado como el
primer intento de institucionalidad regional pura en el MERCOSUR,
asegura Oscar Casal quien fuera coordinador del Grupo Técnico
que redactó el Protocolo.
El PARLASUR, creado por Decisión del CMC N° 23/05 el 8 de
diciembre de 2005, ha de conformarse, de acuerdo con el criterio
de representación ciudadana definido en el Acuerdo Político arri-
RITA MARCELA GAJATE
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para el PARLASUR. 8/04/09.
106 ACUERDO POLÍTICO DEL MERCOSUR. Decisión 28/10. VIII reunión
extraordinaria del Consejo Mercado Común.
bado105, a través del sufragio directo, universal y secreto de los
ciudadanos de los respectivos Estados parte (artículo 5).
El mecanismo de elección se regirá por lo previsto en la
legislación de cada Estado, la cual procurará asegurar una adecuada
representación por género, etnias y regiones según las realidades
de cada país.
La discusión que cada estado parte del MERCOSUR ha de darse
en torno a encontrar los criterios distributivos de los escaños
definidos. Para tal definición, se ha iniciado un debate acerca de
qué sistema electoral ha de aplicarse ad intra de la legislación
electoral de cada estado y cómo se adecuarán estas normas
conforme la estructura federal de cada uno de los miembros.
Dieter Nohlen (1994:34) señala que:
“Los Sistemas Electorales contienen el punto de vista
técnico, el modo según el cual el elector manifiesta a través
del voto el partido o el candidato de su preferencia, y según
el cual esos votos se convierten en escaños”. Y destaca
que “regulan ese proceso mediante el establecimiento de
la distribución de las circunscrip-ciones, de la forma de la
candidatura, de los procesos de votación y de los métodos
de conversión de votos en escaños”.
El sistema electoral es la parte del Derecho Electoral que
aglutina el conjunto de reglas relacionadas con la integración de
los órganos de gobierno por procedimientos electivos. Según este
concepto, las normas que regulan la ciudadanía, los partidos
políticos, las bases del sufragio, la emisión del mismo, los órganos
electorales, los recursos contra sus decisiones y al sistema
electoral en sentido restringido.
El alcance restringido del término se establece en función de
lo convenido en el derecho electoral de cada país, en cuanto a
reservar esta denominación a las reglas que establecen la forma
en la que han de ser asignados y distribuidos los cargos electivos,
en un régimen determinado, se trate dentro de la democracia
directa o la democracia representativa.
Las bases para alcanzar la referida representatividad fueron
fijadas en el Acuerdo Político del MERCOSUR106. Este surgió de la
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(2015). En: “Aportes para la Integración Latinoamericana; año XXI, nº
32”. Disponible en: http://sedici.unlp.edu.ar/handle/10915/46534.
necesidad de encontrar un equilibrio entre la representación ciuda-
dana con la proporcionalidad atenuada, teniendo en cuenta que el
proceso de integración debe contribuir para la superación de las
asimetrías, que garantice a todos los Estados Parte y sus ciudadanos
la efectividad de los derechos que el proceso confiere, y también que
las competencias del PARLASUR sean ampliadas en los próximos años.
El Acuerdo prevé que la integración del Parlamento del
MERCOSUR, sea de conformidad con el criterio de representación
ciudadana previsto en la Disposición Transitoria Segunda del Protocolo
Constitutivo del Parlamento del MERCOSUR, llevando en con-
sideración el método de representación poblacional decreciente107.
De esta forma, se establecen dos períodos en que se dividirá la
implementación definitiva de la representación proporcional
atenuada, que determinará la composición del cuerpo legislativo
del MERCOSUR.
En el primer período, Brasil contará con 37 Parlamentarios,
Argentina con 26, mientras que Paraguay y Uruguay contarán con
18 Parlamentarios cada uno. El segundo período determinará la
composición final del Parlamento del MERCOSUR, Brasil tendrá 74
Parlamentarios, Argentina 43, Paraguay y Uruguay tendrán 18
Parlamentarios respectivamente.
Se prevé que serán necesarias mayorías especiales para la
mayor parte de las decisiones, a fin de evitar que los países mayores
(Argentina y Brasil), controlen el órgano legislativo del bloque.
En el siguiente cuadro se pueden visualizar los escaños corres-
pondientes a cada país en su actual situación.
CUADRO N° 1







43 (26 en el periodo anterior)
75 (37 en el periodo anterior)
33 (23 en el periodo anterior)
18
18
Fuente: Elaboración propia sobre la base del Acuerdo Político del Mercosur.
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108 Sobre la elección de parlamentarios en estos países véase: Gajate-
Catalano (2014) “Sistemas electorales y Parlamento del MERCOSUR”.
En: Construcción Institucional en el MERCOSUR. Págs. 141-176. Ed.
Universidad Nacional de La Plata. Facultad de Ciencias Jurídicas y
Sociales. ISBN 978-950-34-1128-5. Argentina.
3. Dos países ya tienen parlamentarios elegidos popu-
larmente
Paraguay y Argentina son los únicos países del bloque cuyos
representantes fueron elegidos por voto directo. El resto de los países
que integran el MERCOSUR –Brasil, Uruguay y Venezuela–, eligen
a sus delegados entre sus legisladores108.
3.1. Paraguay
Se han elegido por segunda vez en Paraguay legisladores para
el PARLASUR. Simultáneamente a la elección de presidente y vice
de la Nación, el 21 de abril de 2013, fueron elegidos 18 parlamen-
tarios.
La base electoral fue de 3.516.273 ciudadanos. Participaron 27
partidos políticos y 16 movimientos conforme lo precisó el TSJE
–Tribunal Superior de Justicia Electoral paraguayo–.
Los principales candidatos manifestaron en sus campañas en
favor del MERCOSUR y del regreso del Paraguay al bloque. No
obstante todos ellos manifestaron la necesidad de solicitar un
acuerdo sobre la línea de respeto a la soberanía, a las normas y a
los tratados.
Seis legisladores de los dieciocho pertenecen al Partido Liberal
Radical Auténtico –PLRA– y el resto se reparte en el arco político
del país.
Paraguay fue el primer país que modificó su legislación y logró
cumplir con la elección directa de sus Parlamentarios en el tiempo
previsto originariamente. Lo hizo por primera vez en los comicios
de parlamentarios para el PARLASUR en 2007 eligiendo por el voto
popular a sus 18 representantes.
El Código Electoral paraguayo –Ley 834/96– fue modificado en
este sentido incorporándose en el Capítulo III “De la elección de
Senadores, Diputados y Parlamentarios del MERCOSUR” los
artículos 246, 247 y 248 que determinan los principios por los cuales
son elegidos los parlamentarios al MERCOSUR.
160
RITA MARCELA GAJATE
CUADRO N° 2. PARAGUAY
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Fuente: Código Electoral del Paraguay, ley 834/96.
3.2. Argentina
Luego de numerosos intentos de discusión y con más de 21
proyectos presentados, Argentina modifica el 29 de diciembre
de 2014 su legislación electoral para posibilitar en las eleccio-
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nes generales de 2015 el sufragio de los parlamentarios del MER-
COSUR.
Con la sanción de la ley 27.120 se cierra el mencionado proceso,
habilitándose así la elección directa de parlamentarios para el
MERCOSUR por la ciudadanía argentina.
La convocatoria a elección de cargos nacionales y de parla-
mentarios del MERCOSUR ha sido hecha por el Poder Ejecutivo
nacional a través del Decreto 775/15, aunque originalmente había
sido concebida para el Día del MERCOSUR Ciudadano.
El sistema elegido se describe en el siguiente cuadro:
CUADRO Nº 3
SISTEMA ADOPTADO POR LA LEY 27.120
Elecciones y
candidatos
Distribución de los 43







24 por cada una de las pro-
vincias y la CABA19, dis-
trito único, a nivel nacional
y distribuidos entre las di-
ferentes fuerzas
Mixto Distribución por el siste-
ma de representación proporcio-
nal (D’Hont)
Adopta como un sistema de elección mixto:
a) Veinticuatro (24) parlamentarios serán elegidos en forma
directa por distrito regional provincial.
• Resultará electo el candidato de la agrupación política, que
obtuviere la mayoría.
b) El resto de parlamentarios (19) serán elegidos en forma
directa por el pueblo de la Nación, por distrito nacional, a
cuyo fin el territorio nacional constituye un distrito único.
• Adopta el sistema proporcional por método D´Hont.
Con el primer sistema para los 24 escaños, se pretende respetar
el requisito regional. Pero, advertimos, la subrepresentación y
sobrerepresentación es evidente: 1 parlamentario por Tierra del
fuego representa a 152.317 habitantes mientras que uno de Buenos
Aires a simple pluralidad representa a más 16 millones de habi-
tantes.
El resto son 19. El sistema es similar a la de elección de los
diputados nacionales. Sólo que aquí se introduce el sistema de
proporcionalidad a nivel nacional (un piso del 3%). Es en esta
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sección que deberá respetarse la cuota de mujeres (30%) cum-
pliendo con la Ley 24012, pues es imposible hacerlo en los distritos
regionales. Así lo establece en el art. 60 bis. Pero nada se dice la
ley sobre requisito de “etnias”.
Las precandidaturas a senadores, diputados nacionales y
parlamentarios del Mercosur por distritos regionales provinciales
y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires deberán estar avaladas
por un número de afiliados no inferior al dos por mil (2‰) del total
de los inscritos en el padrón general de cada distrito electoral, hasta
el máximo de un millón (1.000.000), o por un número mínimo de
afiliados a la agrupación política o partidos que la integran,
equivalente al dos por ciento (2%) del padrón de afiliados de la
agrupación política o de la suma de los padrones de los partidos que
la integran, en el caso de las alianzas, del distrito respectivo, hasta
un máximo de cien mil (100.000), el que sea menor.
Las precandidaturas a presidente y vicepresidente de la Nación
y parlamentarios del MERCOSUR por distrito nacional, deberán
estar avaladas por un número de afiliados no inferior al uno por
mil (1‰) del total de los inscritos en el padrón general, domiciliados
en al menos cinco (5) distritos, o al uno por ciento (1%) del padrón
de afiliados de la agrupación política o de la suma de los padrones
de los partidos que la integran, en el caso de las alianzas, de cinco
(5) distritos a su elección en los que tenga reconocimiento vigente,
el que sea menor.
Las candidaturas a parlamentarios del MERCOSUR por distritos
regionales provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires,
se elegirán por lista completa a simple pluralidad de votos. En la
elección de candidatos a diputados nacionales y a parlamentarios
del MERCOSUR por distrito nacional, cada agrupación política para
integrar la lista definitiva, aplicará el sistema de distribución de
cargos que establezca cada carta orgánica partidaria o el reglamento
de la alianza partidaria.
El sistema de las PASO –elecciones Primarias Abiertas
Simultáneas y Obligatorias– es aplicable a la elección de parlamen-
tarios:
• Por distrito regional provincial: igual que los diputados y
senadores.
• Por distrito nacional: igual que el cargo de presidente y vice
• El sistema de elección sin duda influye sobre la accountability
del representante. En un sistema uninominal, como el caso
de distrito regional (provincial) es claro que este debe res-
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ponder directamente a su electorado a pesar de que jurídi-
camente sea, como en el caso, representante de los pueblos
(de todos los pueblos del MERCOSUR).
• Es evidente también que el representante elegido por el
sistema de distrito nacional, especialmente quien ocupe el
primer lugar de la lista, tendrá una fuerza única, una legi-
timidad que hasta ahora el sistema electoral sólo se la daba
al cargo de presidente y vice.
La ley que se presenta ha sido fuertemente criticada. Es centro
del debate no sólo el sistema mixto escogido, sino también el sistema
de inmunidades definido para los parlamentarios del MERCOSUR,
que excede a lo previsto en el acuerdo constitutivo del PARLASUR.
Claramente se advierte, que si bien el ejercicio del voto directo
sensibilizará a la ciudadanía del MERCOSUR es necesaria aún una
verdadera identificación de nuestros habitantes con el MERCOSUR.
Aún podrá verificarse una deuda de representatividad con el
sistema escogido, no obstante, entendemos constituye un avance
para la gobernabilidad del bloque.
3.3. Panorama político en los legisladores electos por Argentina
El 25 de octubre de 2015 se realizaron las elecciones generales
en Argentina. Los candidatos presidenciales más votados fueron
Daniel Scioli, del oficialista “Frente para la Victoria”, y Mauricio
Macri, de la alianza “Cambiemos”. Con estos resultados, el 22 de
noviembre de 2015 se llevó a cabo, por primera vez en la historia
argentina, una segunda vuelta presidencial en la cual alcanzó la
mayoría de los votos Mauricio Macri109.
Se eligieron por primera vez de manera directa parlamentarios
del MERCOSUR en las mencionadas elecciones. Las PASO de
agosto de 2015 dejaron un saldo superior a los 3 millones de votos
en blanco y anulados para la categoría de representantes al
PARLASUR por distrito único nacional, totalizando más del doble
de los votos en blanco y anulados para presidente. Aunque en
menor medida, lo mismo ocurrió en las elecciones generales con
un saldo superior a 1.9 votos en blanco y anulados, más del doble
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de los computados para presidente y vicepresidente (Antenucci -
Pauselli , 2015).
Este modo de sufragar fue interpretado como un gesto de repudio
a la institución y a la elección de representantes para este cargo o
como una consecuencia del desconocimiento de los precandidatos
postulados. Sin embargo, si se compara la suma de votos blancos y
nulos para las categorías de parlamentario del MERCOSUR por
distrito nacional y de diputados nacionales, se observa que, en las
PASO no hubo una diferencia estadísticamente significativa entre
ambos y que en las generales el voto en blanco y anulado es
significativamente menor en la categoría de parlamentario del
Mercosur por distrito nacional que en diputados nacionales. Si hubo
una intención de castigar la elección directa de este cargo o
desconocimiento de los candidatos, lo mismo ocurrió con los
diputados nacionales.
No obstante, también se interpretó que resulta más convin-cente
suponer que la cantidad de votos anulados y blancos al PARLASUR
se debe más bien al desconocimiento general de los postulantes a
cargos legislativos que a un rechazo hacia la institución.
Los partidos políticos argumentaron que el Parlamento del
MERCOSUR es una institución que generará mayor represen-
tatividad ciudadana en el bloque, será un vehículo en pos de la
integración regional. Estos contenidos han sido comunes en la
campaña previa. Aunque es necesario poner de manifiesto que las
plataformas sobre políticas a concretar en el proceso de integración
no abundaron.
En cuanto al perfil de los candidatos se afirma que menos del
15% de ellos tenía alguna experiencia en asuntos ligados a la
integración regional. Contrariamente la gran mayoría de los
candidatos tenía antecedentes como funcionario público (62%),
como candidato a cargos electivos (56%) o como legislador (39%)
(Antenucci -Pauselli , 2015).
El denominador común de todos ellos se encontró en el
sostenimiento del papel fundamental que tiene el PARLASUR de
llevar la voz de la ciudadanía a un bloque de integración que no se
ha caracterizado por su apertura a la sociedad civil, como en que
su influencia deberá ir en aumento.
Además, se sugirió que las candidaturas al PARLASUR con
figuras conocidas servirían para impulsar las de presidente o
gobernador. Sin embargo, solo los partidos oficialistas postularon
candidatos con alto nivel de conocimiento. Entre los candidatos de
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distrito provincial, los oficialistas fueron casi 4 veces más men-
cionados por los medios locales en los meses previos a la cons-
titución de las alianzas. A su vez, los candidatos por distrito único
fueron mencionados 24 veces más por los diarios de mayor
circulación nacional y por la agencia estatal de noticias, conforme
los autores de cita.
Los resultados preliminares de la elección muestran que no
ha habido una diferencia significativa entre la elección a presidente
y a los candidatos al PARLASUR, tanto a nivel nacional como
provincial. En todas los distritos, las listas de candidatos que
triunfaron fueron del mismo color que la que triunfó para pre-
sidente, salvo en los casos de La Rioja y Santa Fe para las can-
didaturas de distrito regional.
En el siguiente mapa, pueden advertirse los resultados conforme
los partidos mayoritarios que impulsaron candidatos conforme a
los dos modos de colectar votos.
Fuente: ANTENUCCI –PAUSELLI (2015) Las elecciones argentinas y el voto para los
parlamentarios del Mercosur. En Foering Affair Latinoamerica – Instituto Tecnológico
Autónomo de México. Disponible en: http://revistafal.com/las-elecciones-argentinas-
y-el-voto-para-los-parlamentarios-del-mercosur/ (Consulta del 20/12/15).
Datos correspondientes al escrutinio provisorio. Escrutado: 97%











110 Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. Dirección Nacional Electoral.
Disponible en: http://elecciones.gob.ar/admin/ckfinder/userfiles/
files/P_M_R__DEFINITIVO%20x%20Distrito_%20Grales _%202015.pdf
111 Diario Página 12. La asamblea legislativa proclamó a los parlamentarios
del MERCOSUR electos. Disponible en:  http://www.pagina12.com.ar/
diario/elpais/1-288288-2015-12-15.html
Conforme a los resultados de las elecciones, los escaños que-
daron distribuidas de la siguiente manera: el Frente para la Victoria
obtuvo la mayor cantidad de parlamentarios con 26 de los 43 –18
electos en los distritos provinciales y 8 por el distrito único–. El segundo
bloque en importancia será de la alianza Cambiemos con 11
parlamentarios –7 por el distrito único y 4 por los distritos provin-
ciales–. Completan la delegación argentina los parlamentarios por
UNA –el frente electoral acordado entre Sergio Massa y José Manuel
de la Sota– que logró cuatro por distrito único y Compromiso Federal
de los Rodríguez Saá un lugar por San Luis y 1 de la alianza inter-
partidaria –Cambiemos, UNA y Progresistas– por la provincia de
Jujuy y la Alianza Compromiso. Como se puede observar las ban-
cadas elegidas mediante el sistema mayoritario de representación
regional han atenuado la diversidad partidaria110. En una primera
aproximación se puede afirmar que, la definición de las candida-
turas al PARLASUR trasladó al nivel regional la lógica de nominación
de la política interna.
El 4 de diciembre de 2015, en el recinto de la H. Cámara de
Diputados de la Nación fueron proclamados los parlamentarios del
MERCOSUR electos en las elecciones nacionales de la Argentina
del 25 de octubre de 2015. En el transcurso de los días, no obstante,
algunos parlamentarios decidieron renunciar a su cargo, pasando
al primer o segundo suplente. De este modo, la Justicia Electoral
Nacional hizo llegar a la Asamblea Legislativa los títulos de los 43
parlamentarios, quienes juraron en la XXXV Sesión Ordinaria del
PARLASUR, el día 14 de diciembre, en Montevideo.
La lista de parlamentarios del MERCOSUR electos, con los
cambios que se han efectuado hasta la fecha es la siguiente111:
Distrito Nacional 
Asseff Alberto E., Filmus Daniel, Gil Lozano Claudia F., Mercuri
Osvaldo, Nostrala Walter, Olivero Herman, Parodi Teresa, Perié,
Julia A., Puig de Stubrin Lilia, Ramundo Daniel, Rodríguez Simón
Fabián Jorge, Rossi Agustín, Sala Milagro, Santa María Víctor,
Storani María Luisa, Taiana Jorge E., Valdés Eduardo, Vanossi Jorge
R., Zuvic Mariana de Jesús.
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112 Ídem.
Distritos Provinciales
Mariotto Juan G., Romero Claudio A., Molina Manuel, Roulet
Néstor, Karlen Alejandro, Sotelo Julio, Béliz Alfredo, Bello Cristian,
Oviedo Ricardo, Aguirre Norma G., Nicoletti Nelson, Crabbe Marcela,
Fidel Gabriel, Britto Cecilia, Rioseco Ramón, Cejas Jorge, Cornejo
Hernán Tomás, Sosa Justo, Metaza Mario, Mansilla Diego, Corradi
Ana María, López José, Cusi Cruz Miguel Angel.
Jorge Taiana fue designado como uno de los cuatro vice-
presidentes del cuerpo. El ex canciller tomó compromiso como
representante del Parlamento del MERCOSUR y fue votado por sus
pares constituidos parlamentarios de todos los países que conforman
el MERCOSUR (Brasil, Paraguay, Uruguay y Venezuela) en pleno
de Asamblea para ejercer la vicepresidencia, por mayoría absoluta.
Sucedió durante la XXXV sesión plenaria en el Edificio MERCOSUR,
en Montevideo.
Tal como los analistas adelantaron, los bloques no se confor-
marán por nacionalidades, sino por afinidades políticas. El Frente
para la Victoria integrará el bloque Progresista junto a los
representantes del Frente Amplio de Uruguay, el Partido dos
Trabalhadores de Brasil y el Frente Guazú de Paraguay.
El nuevo vicepresidente del parlamento del MERCOSUR destacó
que “la sesión de hoy tiene un significado muy importante porque
completa la representación directa de parlamentarios argentinos al
PARLASUR y eso es un paso trascendente porque dará un nuevo
empuje al Parlamento y al fortalecimiento de la integración regional,
educativa, cultural, productiva, laboral, social y económica”. Según
Taiana, “la integración es hoy un requisito imprescindible si quere-
mos tener un desarrollo sustentable para la región”.
En la sesión inaugural ya se presentaron algunos proyectos:
una propuesta de declaración contra los fondos buitre para que se
adopten los principios básicos de los Procesos de Restructuración
de Deuda Soberana establecidos en la resolución de Naciones
Unidas de septiembre de 2015. Esta iniciativa fue aprobada por el
pleno del parlamento. “La idea es garantizar la soberanía económica
y financiera de la región estableciendo criterios básicos para que los
Estados soberanos negocien con sus acreedores en condiciones de
igualdad, sin ser sometidos a las extorsiones del capital especulativo”,
explicó el parlamentario Rossi112.
Taiana asumirá como presidente del parlamento en la primera
sesión ordinaria de la cámara, que tendrá lugar en marzo 2016,
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sustituyendo al actual presidente, el venezolano Saúl Ortega. En
esa fecha, Argentina asumirá a su vez la presidencia temporal del
PARLASUR.
4. El PARLASUR deberá definir su agenda política
El Parlamento debería definir una agenda prioritaria para la
región, con una visión de mediano y largo plazo. La agenda debe
consistir, principalmente, en el trato de los problemas que afectan
con mayor intensidad la consolidación del bloque, por ejemplo, la
consolidación de la Unión Aduanera, la nivelación de las asimetrías
entre los países miembros, la identificación cultural, el fomento
de la participación ciudadana en el proceso de integración, la
promoción de políticas públicas, etc. Es decir, deberá asumir una
función más activa en los problemas estructurales que son causales
de frenar el proceso de integración. Así se espera que comiencen
las sesiones de 2016 con un listado de temas que ya fueran definidos
en el segundo semestre del presente año.
El Acuerdo Político del PARLASUR, entre otras cuestiones
pendientes, exige para su puesta en marcha un conjunto de tareas
y actividades necesarias para la efectiva instrumentación de sus
objetivos y metas de modo de ofrecer una señal para avanzar en el
afianzamiento de las instituciones legislativas.
Así, el pasado 15 de septiembre de 2015, se presentó en el marco
de la Comisión del Acuerdo Político un programa a considerar por
el Parlamento consistente en la determinación de una serie de
acciones que se determinan como prioritarias.
El referido acuerdo crea una Comisión del Acuerdo Político
–CAP– integrada por la Mesa Directiva del parlamento y un
parlamentario de cada Estado parte. Se determina que además
deberá contar con medios humanos, técnicos, administrativos, de
logística y de gestión adecuados para la conclusión de las tareas
encomendadas. En este sentido se prevé que pueda contar con un
grupo técnico –GT-CAP– integrado por especialistas.
Las actividades y trabajos de la CAP estarán vinculadas a la
dimensión Parlamentaria, a la dimensión Judicial y del Derecho
del MERCOSUR y al criterio de Representación Ciudadanas (artículo
6 del proyecto).
La agenda presentada pueda graficarse en el siguiente cua-
dro:
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CUADRO N°4
PROGRAMA PROPUESTO PARA LA CAP
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Fuente: Elaboración propia sobre la base del Programa propuesto para la CAP
–Comisión del Acuerdo Político- presentado por los parlamentarios Adolfo
Rodríguez Saá (Argentina) y Marcelo González Muñoz (Uruguay).
El referenciado proyecto también incluye una agenda para el
tratamiento del Proyecto de Corte de Justicia del MERCOSUR (PM
N° 2/2010) con los parlamentarios y con miembros de la sociedad
civil del MERCOSUR. Asimismo, se ha propuesto la modificación
del Protocolo de Olivos.
113 Acuerdo Político. Artículo 1, lit. A. 2: Implementar la ampliación y
consolidación de las competencias del Parlamento del MERCOSUR,
de modo tal de facilitar la evolución progresiva de sus facultades
legislativas y de control, entre las cuales se incluirán su facultad de
codecisión, su prerrogativa de emitir opinión sobre tratados de adhe-
sión de nuevos miembros y demás tratados internacionales.
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En el marco del “Criterio de Representación Ciudadana”, se
propone que la CAP.
• Realice todas las propuestas necesarias para la imple-
mentación del criterio.
• Dé seguimiento y apoyo a las modificaciones de las leyes
electorales nacionales de los Estados parte incluyendo el
encuentro con los partidos políticos y con los parlamentarios
nacionales.
• Lleve a cabo una estrategia de comunicación y visibilidad
destinada a dar a conocer a la ciudadanía la importancia de
la elección directa de los parlamentarios del MERCOSUR.
Dados los avances en la conformación por el voto popular del
PARLASUR, se espera que este provoque un importante impulso
para que los países en los que resta la elección de parlamentarios
produzcan las reformas legislativas necesarias y completen el bloque
tal como fuera pergeñado.
Asimismo, la expectativa se encuentra centrada en que –a su
vez- genere acuerdos en torno a otros pendientes del MERCOSUR
como son la revisión del Protocolo de Ushuaia –cláusula demo-
crática–; el Plan estratégico de Acción Social del MERCOSUR
–Decisión 12/11 y 67/10–, el Estatuto de la Ciudadanía del
MERCOSUR –Decisiones 63 y 64/10 del CMC–, el Programa de
consolidación de la Unión Aduanera –Decisión 56/10 del CMC y el
Perfil del Alto Representante del MERCOSUR– (Gajate, 2015).
En todos los temas mencionados diversos parlamentarios se
han expedido y anunciaron que solicitarán también lo haga el
parlamento en pleno.
5. Perspectivas políticas desde cambio de conducción
en Argentina
El resultado de las elecciones generales en Argentina, sin lugar
a dudas, ha provocado un replanteo de la política del MERCOSUR en
cuanto a sus metas, objetivos y agenda.
Así la Cumbre del MERCOSUR, en la que el nuevo presidente
de Argentina participará, ya presenta un marco diferencial en el
que, a propuesta de nuestro país, se deberá discutir sobre la
suspensión de Venezuela en el bloque regional hasta tanto no
solucione el conflicto con los presos políticos. Así lo ha adelantado
el presidente Mauricio Macri, quien ha declarado invocará la
cláusula democrática que rige desde 1992 en el MERCOSUR para
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115 Ídem.
exigir a Venezuela la liberación de los presos políticos, como
Leopoldo López o Antonio Ledezma. “En el MERCOSUR vamos a pedir
por Venezuela”, dijo Macri en su primera conferencia de prensa
tras el triunfo electoral y añadió: “Nuestra vocación es construir
buenas relaciones con nuestros hermanos. A Venezuela le corres-
ponde la cláusula democrática porque persigue a los opositores y
no respeta la libertad de expresión”114.
Se conoce que Tabaré Vázquez tiene una postura similar a la
de Dilma Rousseff, en sentido adverso al expresado. El canciller
uruguayo, Rodolfo Nin Novoa, adelantó su posición frente a la prensa
y expresó que Uruguay no ve razón para aplicar la cláusula
democrática a Venezuela en el MERCOSUR, como pedirá Mauricio
Macri.
Conforme el panorama descripto, el presidente argentino deberá
negociar arduamente con Uruguay y Brasil si quiere mostrar mayor
dureza con Venezuela. Por lo pronto, tiene una fuerte presión de la
oposición venezolana que llegó a Buenos Aires liderada por las
esposas de López y de Ledezma, Lilian Tintori y Mitzy Capriles, quie-
nes felicitaron al presidente electo argentino y esperan su apoyo115.
La agenda política del MERCOSUR se complejiza. Se presenta
un escenario evidentemente distinto al de la última década, mucho
más dinámico, con cambios, con debates, y la integración no será
inmune a ese proceso (Alvarado, 2015).
Además de la problemática enunciada se presentan algunas
cuestiones que forman parte del debate presente y sobre las cuales
deberá el MERCOSUR concretar acciones que fueran ya convenidas
en la última cumbre de Brasilia.
Una de ellas es de iniciativa prioritaria y se cierne al logro de
un acuerdo entre los países miembros en torno a un plan de acción
que permita limpiar barreras al comercio recíproco que, conforme
a las reglas pactadas, ya no deberían existir en el comercio intra-
MERCOSUR. El mandato para trabajar en este frente fue explí-
citamente otorgado en la Decisión CMC 23/2015. La cuestión había
sido planteada en el Comunicado Conjunto de la reunión de los
Presidentes de Paraguay y Uruguay, el pasado 25 de junio.
Otros pendientes se centran en las relaciones externas del
MERCOSUR. Una prioridad consiste en poder avanzar en las
negociaciones bi-regionales con la Unión Europea –UE–. Se trata
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116 Diario La Nación. Suplemento de Comercio Exterior. Iniciativas que
merecen atención. Prioridades del MERCOSUR para este segundo semestre
y para tener un futuro creíble. 28 de julio de 2015.
de encarar una estrategia más audaz y efectiva de negociaciones
comerciales del MERCOSUR con los grandes mercados del mundo.
En este conjunto de situaciones a considerar se encuentra la
relación con China. El MERCOSUR nunca respondió su propuesta
de estudiar la factibilidad de alguna modalidad de acuerdo de libre
comercio, o de acceder a la propuesta uruguaya de determinar un
arancel externo común respecto de sus productos. La resolución
de esta disyuntiva implicará un claro posicionamiento político.
La otra prioridad en materia de negociaciones con terceros países,
es la de avanzar en la concreción de la estrategia de convergencia
entre los países del MERCOSUR y los de la Alianza del Pacífico.
Especialmente se encuentra en tratamiento el financiamiento de
inversiones para proyectos de conectividad física dentro de la región y
para el desarrollo de emprendimientos productivos conjuntos.
La agenda de este segundo semestre es, por lo tanto, relevante
y ambiciosa. Requiere de un debate profundo orientado a la acción
concreta. Merece la atención de todos los protagonistas y no sólo de
los respectivos ámbitos gubernamentales. Instituciones empre-
sarias y sindicales, el sector académico e instituciones de la
sociedad civil, podrían y deberían tener una participación activa
en el plano del diagnóstico y de las propuestas de acción. Quienes
están, o se preparan para estar en las instituciones parlamentarias
y, en especial, en el Parlamento del MERCOSUR, deberían también
ser parte activa del debate.
Las enunciadas cuestiones deberían penetrar hondo en la
agenda del futuro de la integración regional, y en las preocupaciones
principales que evocan hoy al MERCOSUR y las distintas formas de
imaginar su contenido. Es difícil imaginar opciones razonables a lo
que hoy simboliza el MERCOSUR, como idea estratégica de trabajo
conjunto entre naciones que comparten un espacio geográfico
regional. Tan pronto se capta tal idea en todas sus dimensiones,
esto es, con la conexión entre lo político, lo económico, lo social y lo
cultural, queda claro que el foco debe ponerse, no tanto en el plano
existencial –¿debe existir el MERCOSUR o porqué trabajar juntos?–,
pero sí en el metodológico –¿cómo construir, trabajando juntos, paso
a paso, un MERCOSUR que sea eficaz y con legitimidad social?–116.
En tal perspectiva, el ingreso de Bolivia, como antes el de Vene-
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zuela, debe ser percibido como un desafío a enfrentar en el marco
de una integración que se ha tornado tibia y con pocos avances.
Como puede observarse las perspectivas políticas son diversas
y complejas. Se requiere un MERCOSUR que se adecue a las
exigencias de los tiempos que corren. Bajo el principio de flexibilidad
habrás que considerar las reformas institucionales que sean
necesarias.
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CAPÍTULO VII
117 Publicado en Sociedades Americanas en 1842, citado en Serrano Man-
cilla (2015: 109).
118 Chávez llega a la presidencia con la agrupación Polo Patriótico, obte-
niendo el 56,20% de los votos en diciembre de 1998.
VENEZUELA: GIROS EN LA INTEGRACIÓN REGIONAL
Y SEÑALES DE CAMBIO EN SU ESTRUCTURA
PRODUCTIVA
CARMEN ROSA SCHAPOSNIK y EUGENIA CANDELARIA PARDO
Presentación
¿Dónde iremos a buscar modelos? La América española es
original. Originales han de ser sus instituciones y su gobierno. Y
originales, los medios de fundar uno y otro. O inventamos o erramos.
   SIMÓN RODRÍGUEZ117
En febrero de 1999, cuando asume la presidencia del país Hugo
Chávez Frías118, se inició un proceso de transformaciones contrario
al neoliberalismo imperante –al que calificaba de “salvaje”– y en la
búsqueda de una “tercera vía venezolana” bajo la forma de un
capitalismo “humano”. Ese mismo año se aprobó un nuevo texto
constitucional en reemplazo del marco legal de 1961, por el cual el
Estado contrae un firme compromiso con la integración regional.
Forma parte del “nuevo constitucionalismo” que en opinión de
Viciano Pastor y Martínez Dalmau (2010: 7) refiere a un modelo
“de nuevo tipo que ha implicado una ruptura con los patrones del
constitucionalismo liberal y la inclusión de numerosos contenidos
extraños a la doctrina clásica”. Novedosamente, el artículo 153
establece que “las normas que se adopten en el marco de los acuerdos
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119 La Constitución fue aprobada el 15 de diciembre de 1999 por el 71,8%
del electorado y modificada en 2009. Establece que corresponde a la
Asamblea Nacional: “Aprobar las líneas generales del plan de desarrollo
económico y social de la Nación, que serán presentadas por el Ejecutivo
Nacional” (artículo 187: 8).
120 La IV República comienza con la aprobación de una nueva Constitución en
1961. Pocos años antes los partidos tradicionales venezolanos COPEI, AD
y URD firmaron en Nueva York el “Pacto de Punto Fijo”, a partir del cual se
resolvió sostener una democracia controlada por las élites y basada en el
bipartidismo.
de integración serán consideradas parte integrante del ordenamiento
legal vigente y de aplicación directa y preferente a la legislación interna”.
También prevé la superación del rentismo petrolero mediante la
creación de una base productiva competitiva, estableciendo como
obligación del Ejecutivo Nacional la elaboración de un Plan de Des-
arrollo Económico y Social119.
Durante este periodo y a la par, Venezuela introdujo modifi-
caciones en su política exterior, procedió a la aplicación de tres
planes de desarrollo; e incluso, el discurso del gobierno evolucionó
hasta desembocar en un rechazo al capitalismo y proponer un
“socialismo del siglo XXI”, idea plasmada luego, en el Plan 2007-2013.
Los cambios iniciados en el país marcaron, así, el fin de la denominada
“IV República”120 y definieron el propósito de modificar el estilo de
desarrollo, dentro de los parámetros institucionales y políticos
existentes; o de ser necesario, mediante una transformación radical
de los mismos. No obstante, en palabras de Pinto (2008: 21), en su
evolución habrá que observar si “se trata de un cambio en el estilo de
desarrollo o también se requiere la mutación del sistema”.
De manera que el análisis de los giros en la integración
regional y de los procesos de transformación en la estructura
productiva, son necesarios para entender las estrategias adoptadas
por Venezuela en el marco de su relacionamiento externo y
dilucidar si se busca o no producir cambios estructurales.
Asimismo, permite un acercamiento al estilo de desarrollo y a
deslindar cómo se resuelven los interrogantes respecto a qué,
para quiénes y cómo producir los bienes y servicios que requiere
la población. Igualmente, permite advertir aspectos que componen
la base estructural de la organización productiva; así como
también, los elementos dinámicos del sistema que se revelan a
partir de indicadores sociales (Pinto, 2008). Por ello, en este capítulo
se realiza el abordaje de estos temas, destacando las derivaciones
de las políticas implementadas sobre la dinámica social.
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121 APTA o Ley de Preferencias Arancelarias Andinas, nace como parte del
plan de Guerra contra las Drogas que el Presidente George Bush
formuló el 4 de diciembre de 1991, cuyo objetivo principal era la
estimulación y creación de alternativas de empleo para sustituir la
producción y tráfico ilícito de drogas, a través de la diversificación y
aumento del comercio entre los países andinos y los Estados Unidos.
En 2002 se aprobó  la Ley Comercial que incluye en su Título XXXI la
Ley de Preferencias Arancelarias Andinas y de Erradicación de Drogas
o APTDEA, extensión del ATPA que estipula el tratamiento libre de
arancel para productos anteriormente excluidos.
1. Giros en la integración regional y el relacionamiento
externo
A partir de 1999 Venezuela propone una nueva participación en
la integración regional: abandona procesos, gesta uno nuevo,
profundiza su relacionamiento con otros. En aquel momento, de hecho,
tomó la decisión de retirarse de la Comunidad Andina –CAN–, luego
promovió la creación de la Alianza Bolivariana para los Pueblos de
Nuestra América –ALBA-TCP– junto a una nueva constelación de
instrumentos; y simultáneamente, manifestó su interés por
incorporarse al Mercado Común del Sur –MERCOSUR–, como miembro
asociado en diciembre de 2004 y miembro pleno a partir de 2006.
Las razones de estos cambios son diversas. Así, el retiro de la
CAN anunciado en julio de 2004 en la reunión del Consejo Presi-
dencial Andino puede entenderse a partir de la celebración de
Tratados de Libre Comercio de los gobiernos de Perú (2006) y
Colombia (2005) junto a Estados Unidos, ya que estarían con-
tradiciendo los objetivos del Acuerdo de Cartagena; e incluso, el
modelo de integración previsto en sus mecanismos. Según Laredo,
Cignacco, Díaz y Angelote (2006: 56) el gobierno venezolano
consideraba que “corría peligro de escindirse o convertirse en un
esquema sumergido en el proyecto globalizador impuesto por los países
desarrollados”. Además, pusieron en duda “la viabilidad de los
compromisos andinos y despertaron fuertes controversias internas y a
nivel regional” (Porta, 2008: 29).
Asimismo, la caducidad de los acuerdos preferenciales APTA y
APTDEA121 firmados entre EE.UU. y Bolivia, Colombia, Ecuador y
Perú, junto al fracaso de las negociaciones por el Área de Libre
Comercio de las Américas –ALCA– y al cambio de estrategia de
EE.UU. hacia la región, llevaron a Venezuela a mirar el MERCOSUR.
Los objetivos perseguidos al solicitar su ingreso parecieron centrarse
en “una calculada jugada política orientada a recomponer el tablero
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122  A partir de 2007, el gobierno venezolano fue ampliando la cartera de
socios económicos, para disminuir el riesgo de quedar atrapado por
el modelo hegemónico impuesto por los países centrales y diversificar
las relaciones económicas. Se fortalecieron así los vínculos con Irán,
Rusia, India y China -país con el que se firmaron importantes acuerdos
productivos-. Ello “no suponía descuidar la prioridad entre las prioridades:
la región latinoamericana, porque así es el centro de gravedad de la
perspectiva bolivariana del paradigma económico chavista” (Serrano
Mancilla, 2015: 463).
geoestratégico suramericano, en el marco del debate ideológico que ha
dominado la política exterior venezolana y la confrontación con los
Estados Unidos” (González Urrutia, 2007: 7).
En igual sentido, Romero Méndez (2007: 7) entiende que el
interés por el MERCOSUR, se inscribe en el cambio de las bases y
fundamentos de la política exterior de Venezuela122. En lo esencial,
la diplomacia “hiperactiva” venezolana desarrolló una “contra-
agenda” que combinó:
La utilización del petróleo como instrumento principal de
participación en el escenario mundial y hemisférico, el activismo
internacional del país, la promoción de un nuevo modelo político
bajo la captura del Estado por nuevas élites, la tesis de la
democracia participativa y protagónica, el lanzamiento de un
nuevo modelo económico, el desarrollo endógeno y el socialismo
del siglo XXI, la promulgación de una nueva Ley de Servicio
Exterior, la ideologización del servicio exterior y la promoción de
una diplomacia social con el respaldo a diversas organizaciones
políticas sociales y culturales globales en el ámbito internacional.
Esta tesis se refuerza también desde el punto de vista comercial.
De hecho, se trata de la tercera economía de Sudamérica, del
segundo exportador de la región y uno de los principales productores
mundiales de petróleo.
La importancia de la incorporación de Venezuela señalada por estos
datos contrasta, con la escasa magnitud relativa de sus relaciones
comerciales con el bloque; sus compras a la región no sólo son muy
inferiores a los principales flujos intrazona, sino que también
representan una pequeña porción de sus importaciones totales. Al
mismo tiempo, el grueso de sus exportaciones se dirige a otros
mercados por fuera de la región (Porta, 2008: 19).
Así que, dados el anclaje en la bonanza de una economía rentista
fundada en la ventaja comparativa del petróleo y la nueva definición
de la integración regional basada en el ideario de Simón Bolívar, los
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cambios respondieron a una estrategia política cuyos objetivos y
propósitos aspiraban a delinear un nuevo mapa geopolítico re-
gional. Es decir, la búsqueda de nuevos esquemas y modalidades
de inte-gración “que se alejen de la concepción tradicional para
reemplazarlos por otros de mayor contenido ideológico que le permitan
consolidar su campaña contra el modelo neoliberal de la economía
utilizando y capitalizando las variables nacionalistas, los sentimientos
indigenistas y las corrientes antiestadounidenses” (González Urrutia,
2008:6).
Allí se enmarca el ALBA-TCP –como alternativa al ALCA–
sustentada en una filiación ideológica no convencional con reglas
de juego diferentes a las tradicionales. De hecho, sus cumbres
incorporan:
La voluntad de reconstruir el tejido social y superar las des-
igualdades que caracterizan a sus países con programas y
proyectos prácticos, inclusivos y extensivos a toda la comunidad,
basados en los principios de solidaridad y complementación que
guían su propuesta; además, del compromiso por recuperar la
justicia social a través de la igualdad de posiciones”. Incluso,
la estructura institucional además de ser simple, contempla a
los movimientos sociales “como contrapeso de supervisión a la
intergubernamentalidad y al eventual apartamiento de los obje-
tivos trazados”. (Schaposnik y Pardo, 2014a: 257).
En relación con sus instrumentos y mecanismos, estructuran
el proceso de manera “flexible, coordinada y ensamblada respon-
diendo a un compromiso ético-político con los problemas funestos a los
que estaban confinados países como los del ALBA-TCP” (Schaposnik
y Pardo, 2014a: 258). Por ejemplo, los Tratados de Comercio con los
Pueblos –TCP–:
No pueden comprenderse a partir de las teorías existentes –que
incluyen los instrumentos más sutiles y eficaces de colonización
a través de la racionalización de las interpretaciones científicas
de la realidad–. De hecho, como valoran los conocimientos de las
comunidades, ellos no pueden ser sistematizados ni orientados
por la teoría; sino a la inversa: “son las comunidades las que la
orientan o desorientan”. De manera que se alejan de “resultados
económicos y comerciales “racionales” sustentados en el pre-
sunto beneficio de las alternativas, y con el desdén por discutir
el sentido y contenido del desarrollo; (…) propone alejarse de la
subordinación de lo público a lo privado y de lo político al campo
científico. (Schaposnik y Pardo, 2014b: 67).
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2. Caracterización del periodo
En el marco de una visión transformadora de la integración
regional, al asumir la presidencia Hugo Chávez propuso desarrollar
el modelo productivo de la denominada Agenda Alternativa
Bolivariana –AAB– de 1996; la cual define el carácter mixto –público
y privado– del modelo. Sin cuestionar el sistema capitalista “supone
una suerte de cartografía económica hacia dónde transitar” y sugiere
la necesidad de transformarlo en humanista, autogestionario y
competitivo, con tanto mercado como sea posible y tanto Estado
como sea necesario. De manera que la AAB descarta la privatización
de la industria petrolera y de otras industrias estatales y plantea
una propuesta radical para “salir del neoliberalismo en tiempos de
hegemonía neoliberal” (Serrano Mancilla, 2015: 170).
En una primera fase, que abarca desde la asunción presidencial
en 1999 hasta noviembre de 2001, se implementaron políticas
sociales inclusivas, resaltándose la necesidad en el ámbito político
de iniciar un proceso constituyente hacia una democracia par-
ticipativa y a la “V República” (Mateo Tomé y Sánchez Iglesias,
2010). El punto de inflexión fue la aprobación de un conjunto de
cuarenta y nueve leyes –Ley Habilitante de noviembre de 2001–;
destacándose aquellas que tienen como objetivo la democratización
de la propiedad y de la producción. Según Serrano Mancilla (2015:
252), el presidente Chávez “consideraba fundamental atender a la
matriz distributiva de cualquier cambio de matriz productiva. Era
necesario cambiar lo que se producía pero también quién lo producía,
para no seguir dependiendo de las grandes empresas privadas”. En
general y en particular, las de pesca, tierra e hidrocarburos,
fueron catalogadas por el empresariado y la oposición política
como un atentado a la propiedad privada, dando inicio a una fase
de confrontación que duró aproximadamente un año y medio
(Lander y Navarrete, 2007) y que con variantes continúa hasta
el presente.
El conflicto desatado por estos cambios originó una creciente
fuga de capitales provocadora de devaluaciones de la moneda
nacional e inflación, problemas estructurales acentuados por la
composición de las importaciones venezolanas –cerca del 80 % son
bienes de consumo–. A la par, sentó las bases para un nuevo golpe
de Estado en abril de 2002 –que fracasó por la masiva movilización
de sectores populares–. Sin embargo, la propuesta de consenso
emanada del gobierno, no prosperó. Así es como en diciembre se
inició un nuevo intento de derrocamiento merced a una huelga
prolongada por sesenta y dos días en las industrias estratégicas de
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la economía –energía, petroquímica, transporte y distribución de
alimentos–.
La paralización de la industria nacional, especialmente la petrolera,
tuvo efectos muy negativos sobre la economía. De hecho, “no sólo
confirmó el grado de dependencia que tiene el país con respecto a la
importación de alimentos, sino igualmente la gran concentración existente
en el procesamiento y en la distribución de éstos y de otros productos básicos”
(Lander y Navarrete, 2007: 24). Finalizado el paro, el gobierno creó
las misiones para dar respuesta a problemas sociales urgentes123.
Al ser confirmado el presidente en 2004, en un referéndum
revocatorio, el accionar del gobierno se centró en tres áreas
entrelazadas. Por un lado, la industria petrolera –a través de la
recuperación del control político sobre PDVSA y la creación de
Petrocaribe–; por otro, la integración latinoamericana –con la
propuesta del ALBA, el retiro de la CAN o el ingreso al MERCOSUR–; y
en tercer lugar, la promoción de mecanismos e instrumentos para
la economía social y el desarrollo endógeno (Schaposnik y Pardo,
2013a, b y c, 2014; Pardo y Schaposnik, 2014).
Luego, a principios de 2005 se presentó la propuesta de un
“socialismo del siglo XXI” y se elaboró el plan de desarrollo 2007-
2013. Según Baez y Cordido (2012) cumple con las líneas generales
trazadas, toda vez que impulsó la oferta de servicios a las comu-
nidades más pobres que antes estuvieron excluidas, reduciendo las
inequidades sociales. El denominado Primer Plan Socialista –PPS–
instala un doble componente: en primer lugar, indica qué nuevos
productos son necesarios para equilibrar la estructura productiva,
centrándose en la producción de alimentos para garantizar la
soberanía alimentaria en la producción manufacturera; y en segundo,
modifica el sujeto productivo, insertando a los pequeños y medianos
productores, al poder comunal, a las asociaciones y a las cooperativas.
123 El “Estado de las Misiones” fue una respuesta institucional para saldar
la deuda social que afectaba al pueblo venezolano. Es una política
pública que procura involucrar la participación popular en su
organización y ejecución, creando tantas misiones como problemas
sociales existan. Así nacieron Barrio Adentro, para atender déficits en
el área de salud; en el área educativa, Ribas, Robinson, Sucre, Vuelvan
Caras -relacionada con la creación de empleo-, Che Guevara -para la
formación técnica y política-; Zamora -para erradicar el latifundio; Misión
Alimentaria -que dio origen al mercado de comercialización Mercal-;
Hábitat -o Vivienda-, para solucionar problemas habitacionales y de
urbanismo; y un conjunto de misiones que se concentraron en aspectos
más específicos (Serrano Mancilla, 2015).
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En pleno desarrollo del PPS, el fallecimiento del presidente Hugo
Chávez en marzo de 2013 marcó un punto de inflexión y planteó
nuevos interrogantes al proceso de transformaciones iniciado en
1999, en el cual ejercía un evidente liderazgo. No obstante, antes
de producirse su ausencia física se llegaron a delinear las
estrategias del Plan de la Patria 2013-2019, actualmente en curso
de ejecución con el gobierno a cargo de Nicolás Maduro Moros.
3. El “modelo productivo” en los planes de desarrollo
A lo largo del periodo, como ya se anticipó, se definieron tres
planes de desarrollo económico y social, en los que se identifican
propuestas acerca del “modelo productivo” venezolano.
Plan 2001-2007
En sus líneas generales, el plan preveía el cambio estructural
de una economía rentista a otra de tipo productivo a fin de mejorar
la calidad de vida de la mayoría de los venezolanos –educación,
salud, seguridad–, con el impulso a la industria, la agricultura, el
comercio, el turismo y la construcción de infraestructura, para la
creación de empleos. Se propuso, entonces, “una estrategia de
diversificación económica, industrialización y progresiva integración
vertical del tejido productivo venezolano, aunque dentro de un marco
conceptual desarrollista más cercano al estructuralismo clásico de la
CEPAL” (Mateo Tomé y Sánchez Iglesias, 2010: 2903).
Para operativizar el Plan, se definieron cinco equilibrios:
• Económico: economía productiva y diversificación de la eco-
nomía no petrolera, estimulando la economía social.
• Social: inclusión y justicia social.
• Político: democracia bolivariana con la participación prota-
gónica del pueblo.
• Territorial: ocupación y consolidación del territorio, mediante
una descentralización desconcentrada.
• Internacional: soberanía nacional y un nuevo modelo de
integración latinoamericana y caribeña.
Plan 2007-2013
El Plan Simón Bolívar se orientó a la construcción del “socia-
lismo del siglo XXI”, mediante la puesta en marcha de siete direc-
trices. Entre ellas, se destaca la construcción de un “Modelo Pro-
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ductivo Socialista” conformado –sin descartar las empresas del
Estado y las capitalistas privadas– por las Empresas de Producción
Social –EPS–, entidades económicas dedicadas a la producción de
bienes y servicios con igualdad entre sus integrantes y planificación
participativa. Se buscaba con esto, que la producción responda
primordialmente a las necesidades humanas sin quedar subor-
dinada a la obtención de riqueza y a la reproducción del capital.
El modelo propuesto, reservaba al Estado el control total de las
actividades productivas consideradas de valor estratégico para el
desarrollo del país. En ese sentido, se enfatizó que además de la
industria energética, se desarrollen la industria básica no ener-
gética, la producción de alimentos, la manufactura en general, el
turismo y los servicios básicos para la población y en apoyo a la
producción. Sin embargo, se destacó el papel decisivo del petróleo
en el modelo: “no sólo puede considerarse una fuente rentística
extraordinaria; también puede considerarse una palanca poderosa de
desarrollo industrial que va más allá de su extracción y que abarca las
actividades subsiguientes, es decir, primero la refinación y luego la
petroquímica” (Venezuela, 2007: 39).
Para lograr los objetivos, tanto las estrategias como las políticas
debían dirigirse a: fortalecer los sectores nacionales de manufactura
y otros servicios; aplicar estímulos financieros y fiscales dife-
renciados; estimular la utilización del capital privado internamente;
concentrar esfuerzos en las cadenas productivas con ventajas
comparativas; y promover el aumento de la productividad. Además,
planteó el impulso al ALBA como alternativa al ALCA para
reconfigurar la geopolítica internacional.
Plan 2013-2019
También denominado “Plan de la Patria” o “Plan Simón Bolívar”,
comienza con una exposición de motivos donde se muestran
resultados obtenidos con una serie de indicadores que evidencian
una mejora respecto a los años anteriores a la aplicación del Plan
2007-2013. Contempla cinco objetivos:
1. Profundizar la independencia nacional, preservando y
consolidando la soberanía sobre los recursos petroleros y
demás recursos naturales estratégicos, de modo que su
incorporación al proceso productivo garantice la satisfacción
y acceso democrático de la población a los bienes y servicios
para el vivir bien. Al mismo tiempo, propone fortalecer el ALBA,
como instrumento para un desarrollo justo, solidario y sus-
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124 La urbanización en Venezuela no tuvo su origen en la industrialización,
tentable, y fortalecer los mecanismos de cooperación en el
MERCOSUR, incentivando proyectos que permitan diver-
sificar la economía venezolana.
2. Continuar con la construcción del socialismo bolivariano,
impulsando la transformación del sistema económico para
trascender el modelo rentista petrolero capitalista.
3. Consolidar el papel de Venezuela como potencia energética
mundial, lo cual implica construir un amplio tejido industrial
orientado a bienes esenciales de consumo final y/o generador
de valor. A tal fin, se promoverán los eslabones productivos
de la industria nacional identificados con proyectos de áreas
prioritarias como: automotriz, electrodomésticos, materiales
de construcción, transformación de plástico y envases, quí-
mica, hierro, acero y aluminio, entre otras.
4. Contribuir al desarrollo de una nueva geopolítica interna-
cional, que significa seguir desempeñando un papel
protagónico en la construcción de la unión latinoamericana
y caribeña, fortalecer PETROCARIBE, MERCOSUR y la
Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños
–CELAC–, consolidar la Unión de Naciones Suramericanas
–UNASUR– y avanzar en la creación de encadenamientos
económicos y productivos y esquemas de financiamiento para
la región, para fortalecer la industria nacional y garantizar
el suministro seguro de productos.
5. Apoyar la preservación de la vida en el planeta, impulsando
un modelo económico productivo eco-socialista basado en una
relación armónica entre el hombre y la naturaleza.
Específicamente para el sector industrial se anuncian políticas
y programas que apuntan a la organización de redes y encade-
namientos productivos, alianzas estratégicas, sistemas de comer-
cialización, mecanismos de incentivos, entre otros.
4. Evolución de las políticas productivas
y derivaciones sociales
La República Bolivariana de Venezuela está integrada por 23
estados, el distrito capital, un territorio insular y 69 dependencias
federales. Actualmente tiene una población que supera los 30
millones, asentada mayoritariamente en zona urbana –88,8%–124,
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sino en el inicio de la actividad petrolera y la distribución de la renta
“que provocó la concentración de la población en unas pocas ciudades que
fueron los polos del modelo primario-exportador e importador de los
productos requeridos por un patrón de consumo marcado por las demandas
de la burguesía y las élites dominantes” (Alvarez, 2012: 21).
125 A comienzos de la década de 1950, Venezuela se encontraba en la
etapa preindustrial, con un aporte del sector manufacturero al PBI
-sin refinación de petróleo- en torno al 10%.
de la cual más de 700 mil habitantes son de origen indígena. Su
PBI en 2014 –en dólares a precios corrientes– era de 567.997
millones y per cápita 18.423, con una participación del 9.1% en el
producto regional (CEPALSTAT, 2014).
Hasta 1920 fue un país eminentemente rural; pero, el des-
cubrimiento de un yacimiento petrolero en el Campo La Rosa en
1922 marcó un punto de inflexión en la historia venezolana, ya que
a partir de entonces la principal y casi excluyente actividad económica
fue la petrolera y sus derivados –petroquímica y siderurgia–, seguida
por la minería. Con lo cual, “se imprimió un cambio social y económico
notable, aunque ello no significó que la redistribución de la renta petrolera
hacia abajo fuera en la misma proporción de aquella que se hacía por
arriba” (Serrano Mancilla, 2015: 30).
Al igual que en otras economías periféricas, el proceso de
industrialización venezolano parte de un dualismo tecnológico en el
que se ponen de manifiesto dos signos de la heterogeneidad
estructural que caracteriza a otros países de la región. Por un lado,
la convivencia de un sector precapitalista autóctono –pequeñas
economías agrícolas, mercantiles y artesanales con tecnologías
precarias aplicadas a la producción para consumo interno– con
niveles de productividad muy reducidos respecto a otras actividades
modernas. Por otro, un sector capitalista predominantemente
extranjero –con avanzadas técnicas aplicadas para producir y niveles
de productividad cercanos a la que permiten las técnicas disponibles–.
Partiendo de esa caracterización, interesa destacar que en la
crisis de la economía capitalista de los años treinta, así como
durante la primera guerra mundial y posteriormente, los gobiernos
se vieron obligados a implementar medidas para satisfacer la
demanda del mercado interno. A partir de entonces, se distinguen
cuatro etapas diferenciadas (Alvarez, 2012):
• De 1950 a 1976, caracterizada por un aumento de la producción
industrial debido a la política de sustitución de importa-
ciones125. Como consecuencia de ella, la industria nacional
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126 Entre 1950-1959, la IED constituyó aproximadamente el 96% de la
inversión extranjera total, recayendo fundamentalmente en el sector
de hidrocarburos y minería. Entre 1960-1968 este sector mantuvo su
predominio, con una inversión extranjera del 73% (Araujo, 2010). En
esta misma etapa -año 1960- el gobierno venezolano impulsa la
creación de la Organización de Países Exportadores de Petróleo -OPEP-,
para tener mayor capacidad de estabilizar la caída de los precios a
partir de los controles de producción.
fue uno de los sectores más favorecidos del país, apoyada en:
altos aranceles, prohibiciones de importación, créditos
baratos, subsidios, inversiones públicas en infraestructura
y otras medidas proteccionistas. Se conformó así, un modelo
orientado al mercado interno con marcado sesgo anti-
exportador; pero, insuficiente como alternativa frente al peso
dominante del sector primario petrolero-minero. De hecho,
se acentuó la dependencia externa y la extranjerización –con
el significativo aumento de la IED en el sector de hidro-
carburos y minería–126. Según Araujo (2010: 19), “la sustitución
de importaciones no ha resuelto el problema de la diversificación
complementaria y equilibradora del sector externo de la economía”;
aunque, lo cierto es que si no hubiese sido por ella, difícilmente
el país podría contar hoy con una plataforma productiva de base
para reimpulsar un proceso de industrialización.
• De 1977 a 1988, se registra el agotamiento del modelo de
sustitución de importaciones, debido a la sobreprotección
concedida por el gobierno a la burguesía industrial. Se
conformó una actividad manufacturera ineficiente, con
estructuras de mercado oligopólicas y altos niveles de
capacidad ociosa, en perjuicio de los consumidores por tener
que pagar mayores precios por artículos de baja calidad.
• De 1989 a 2002, se evidencia la aplicación de políticas
neoliberales, que desmontan los incentivos y subsidios
públicos provocando la crisis a la industria nacional, con la
consiguiente quiebra de empresas y destrucción de miles de
puestos de trabajo. “Para conjurar los problemas de escasez,
acaparamiento y especulación que afectan la paz social y la
gobernabilidad, buena parte de la renta petrolera –en lugar de
ser invertida productivamente– termina siendo utilizada para
importar los bienes y servicios que deberían generarse con el
esfuerzo productivo interno” (Alvarez, 2012: 52).
• Etapa actual, con planes y medidas del gobierno para
reimpulsar el proceso de industrialización, con prevalencia
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127 El objetivo de la Misión Zamora es erradicar el latifundio y agilizar la
entrega de tierras rurales a campesinos en función del desarrollo
agrícola. La misión Che Guevara -antes denominada Vuelvan Caras-,
es un programa para la transformación hacia un modelo económico
socialista comunal sustentado en el Plan de desarrollo 2007-2013.
128 La mayoría de las iniciativas gubernamentales para impulsar la economía
social se concentran en torno a actividades de pequeña escala,
orientadas a la sobrevivencia. La intervención del Estado se dirigió “a
ofrecer programas de capacitación técnica, organizar pequeñas cooperativas
y ofrecer una política de microcréditos que, si bien contribuye a insertar al
proceso productivo a amplios sectores antes excluidos (…) resulta insuficiente
para cambiar el rumbo a una economía fuertemente arraigada en la tradición
del capitalismo rentista venezolano” (Alvarez, 2009: 213).
del uso desarticulado de instrumentos –más allá de los
intentos de coordinación– y la priorización del abastecimiento
del mercado interno a través de importaciones. Todo ello
sostenido con la renta petrolera.
Ante las dificultades para reindustrializar el país y reconociendo
la necesidad de superar la dependencia de la actividad petrolera, el
gobierno decide impulsar un nuevo modelo productivo –NMP–
socialista de desarrollo endógeno. El objetivo consiste en la
elaboración de productos terminados que sustituyan los importados,
para diversificar la oferta exportable y depender cada vez menos de
las importaciones y de los oligopolios externos. En la construcción
del NMP contribuyen las misiones Zamora y Che Guevara127 para
erradicar el latifundio, rescatar empresas cerradas y organizar a
los trabajadores en cooperativas.
Entre las transformaciones estructurales, el NMP promueve la
economía social, especialmente en las ramas relacionadas con la
producción de bienes y servicios destinados a satisfacer las
necesidades básicas y esenciales de alimentación, calzado, vestido,
medicinas, vivienda128. El mayor desafío radica en la construcción
de redes productivas para promover la participación activa y
protagónica de los trabajadores y la comunidad organizada,
facilitando el acceso al financiamiento y la tecnología. De ese modo,
se busca crear y consolidar una estructura productiva diversificada
que permita atender las necesidades de desarrollo social y humano
de las comunidades.
5. Acerca de los resultados: entre avances y retrocesos
Ciertamente se registran avances en la lucha contra el lati-
fundio y mejoras significativas en el campo social. Ellas se refieren
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al cumplimiento de Objetivos de Desarrollo del Milenio –ODM–
de la Organización de Naciones Unidas –gracias a la creciente
inversión en política social entre 1999 y 2012–. De hecho, sus
valores superaron el 62,5% de los ingresos fiscales –equivalente
entre el 11% y el 18% del PBI–, según el Instituto Nacional de
Estadística de Venezuela (INE, 2013). En tal sentido, según Serrano
Mancilla (2015: 426), organizaciones como CEPAL, FAO, PNUD y
OIT, “han destacado los avances en materia de economía humanista,
social y popular”, que en cifras se traducen por ejemplo en: la baja
en la tasa de desnutrición del 21% al 3% –entre 1998 y 2012–; las
metas alcanzadas en materia de inclusión por alfabetización que
alcanzaron una calificación de 96 puntos –en una escala de 100–
en el año 2010; la mejora en el IDH, de 0.677 en el año 2000 a
0,764 en 2014 –según el Informe sobre Desarrollo Humano del PNUD,
2014–; la reducción de la mortalidad infantil del 25 por mil en 1990
a 13 por mil en 2010.
Sin embargo, los sectores de la agricultura y la industria han
mostrado poco dinamismo y no se ha podido superar la dependencia
de los productos importados. Por ello, aunque pudiera lograrse la
seguridad alimentaria se estaría lejos de la soberanía alimentaria
con base en la producción nacional de alimentos. Además, la no
realización de inversiones necesarias en el sector manufacturero
para ampliar la capacidad instalada y superar la obsolescencia
tecnológica, conlleva a que el aumento de la demanda agregada
interna se abastezca en forma creciente por las importaciones129.
Un detalle de las mismas de acuerdo con la base de datos de la
CEPAL confirma lo siguiente:
CUADRO I











129 El gobierno estableció un Sistema Complementario de Administración
de Divisas -SICAD- mediante el cual se determinan las divisas que se
entregan a las empresas privadas -con tres tipos de cambio diferentes-
y define áreas prioritarias o de primera necesidad -como medicinas,
alimentos, vivienda y educación-. La brecha existente entre los tipos de
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Otro aspecto a tener en cuenta es que la transformación del
modelo de capitalismo rentístico en un NMP socialista enfrenta
dificultades y está condicionado. De un lado, por el plusvalor
generado por la renta petrolera –que supera con creces la
productividad nacional y le confiere una capacidad de compra
externa mayor al ingreso derivado de su propio esfuerzo–; de otro,
por la ausencia de una industria de maquinarias, equipos y
tecnología necesaria para promover el desarrollo de los demás
sectores de la economía –sobre todo bienes de consumo esenciales–.
Según Santeliz Granadillo (2008) a estos obstáculos se suma la
presencia de barreras estructurales, institucionales y políticas que
impiden la asignación de recursos fiscales a usos más productivos,
o los incentivos a la inversión real.
La cuestión es que, los países que controlan los recursos y las
reservas –así como las empresas petroleras poseedoras de tecnología
y capital– interactúan en un mercado global incierto, dinámico y
competitivo. En ese marco, los gobiernos buscan conciliar objetivos
que van desde maximizar su apropiación de renta petrolera hasta
atraer inversiones para desarrollar el sector, pasando por lograr el
abastecimiento del mercado interno y una producción eficiente de
hidrocarburos, entre otras metas de política (CEPAL, 2013).
En ese contexto Venezuela, potencia petrolera mundial que en
2012 se ubicó en el segundo lugar de la producción regional –detrás
de México–, tiene la particularidad de emprender una economía
dependiente de esta industria, la cual representa más del 80% de
sus exportaciones y aporta más de un tercio de los ingresos totales
necesarios para financiar el gasto público (Schaposnik y Pardo,
2015). De hecho, de acuerdo con la base de datos de la CEPAL, las
exportaciones continúan concentrándose en el petróleo (85.1%).
Luego, en orden de importancia siguen: alcohol metílico –metanol–
(0.6%); mineral de hierro y sus concentrados (0.3%); esponja de
hierro o de acero y abonos nitrogenados y productos fertilizantes
nitrogenados (0.2%) cada uno; y en último lugar amoníaco licuado
o en solución, barcos y botes –excepto los barcos de guerra–, otros
hidrocarburos, demás alcoholes acíclicos y sus derivados y
ferroaleaciones (0.1% respectivamente). Esto explica por qué su
política energética está tan ligada al sector130.
cambio oficiales y el del mercado paralelo indican que la cantidad de
divisas entregadas resulta insuficiente (CEPAL, 2014).
130 Disponible en: http://estadisticas.cepal.org/cepalstat/WEB_ CEPALSTAT/
perfilesNacionales.asp?idioma=e
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Por otro lado, si bien la magnitud y persistencia de los precios
altos del petróleo –particularmente entre 2003-2008 y 2010-2012–
han motivado una creciente atención política hacia el grado de
progresividad de la participación del Estado en las rentas del sector
exportador (CEPAL, 2013), en 2015 el aumento del volumen exportado
no podría compensar la fuerte caída en los precios internacionales,
situación que pronostica un déficit en su balanza comercial de -
4.406 millones de U$S equivalente al -0.6% del PBI, la continuidad
de la escasez de bienes y el deterioro de los términos del intercambio.
Ello contrasta con el período 2013-2014 y otros períodos de precios
internacionales favorables:
CUADRO II




















Asimismo, las fluctuaciones en el precio internacional
pronostican contracciones en el PBI. Si bien Venezuela pasó de
tener 90.000 millones de US$ en 2003, a más de 568.000 millones
de U$S –a precios corrientes–; se observa, por ejemplo, que la tasa
de variación a precios constantes en 2013 fue de 1,3% –en
comparación con un incremento del 5,6% en 2012–; y se estima -4%
a 2014 y -10% respecto a 2015 (FMI, 2015). La evolución del mismo
a precios constantes y a precios corrientes fue la que sigue a conti-
nuación:
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GRÁFICO I









Fuente: elaboración propia sobre la base de datos publicados en CEPALSTAT
(2014).
Situaciones similares a esta, suceden en otros países sub-
industrializados donde abundan los recursos naturales, y ellos se
convierten no sólo en la fuente principal de exportaciones y vínculo
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131 En la literatura económica se la conoce como “enfermedad holandesa”
desde la década de 1960, cuando la aparición repentina de hidrocarburos
en el Mar del Norte provocó una avalancha de divisas, apreció el tipo de
cambio y descolocó al resto de los sectores productivos. En Holanda
esta situación fue pasajera, no así en Venezuela donde subsiste desde
principios del siglo XX al iniciarse la producción petrolera a gran escala.
con el mercado mundial, sino también, en una potencial “enfer-
medad periférica”. Se trata de un problema crónico –estudiado ya
por Raúl Prebisch–, que particularmente en épocas de auge de las
exportaciones y altos precios, se traduce erróneamente como una
“maldición” para el desarrollo131. La cuestión para Ferrer –re-
cuperando el análisis de Marcelo Diamand– es que “la estructura
resultante es vulnerable a los cambios de la demanda y los precios
internacionales de los bienes exportados y tiene una baja capacidad
de difundir los beneficios, de los tiempos de auge, en el tejido social y
productivo” (2011: 21).
Respecto a la necesidad de cambios cualitativos en la estructura
productiva, para superar dificultades y problemas crónicos, la CEPAL
sostiene la importancia de colocarlos en el centro de la dinámica
de crecimiento y la necesidad de construir un proyecto de desarrollo
inclusivo. Se refiere también a la sostenibilidad ambiental, la
distribución y la apropiación de bienes colectivos. Señala asimismo
la “urgente necesidad de promover mayor productividad en el ámbito
de las pequeñas y medianas empresas y de las microempresas, sobre
todo por su capacidad para generar empleo y convertirse en grandes
centros de difusión del conocimiento y de apropiación de la tecnología”
(CEPAL, 2012: 17).
De ello se desprende que si bien se avanzó en materia de
inclusión social, a partir de políticas de salud, educación y vivienda,
y en el fortalecimiento del sector petrolero y la industria vinculada,
a través de PDVSA, no se registran avances significativos en la
diversificación productiva. Tampoco, más allá de los programas y
planes enunciados, se identifican sectores productivos favorecidos
específicamente por las políticas públicas que permitan sustituir
importaciones, superar la vulnerabilidad externa y la dependencia;
en definitiva, modificar estructuralmente el patrón de desarrollo y
crecimiento.
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132 De Souza Santos, Boaventura (2015).: “Una reflexión sobre la utopía”, diario
Página 12 del 25/9/2015, disponible en: http://www.pagina12.com.ar/
imprimir/diario/contratapa/13-282397-2015-09-25.html
Reflexiones finales
¿Por qué persistimos, después de todo? Porque estamos
reaprendiendo a alimentarnos de la hierba dañina que la época pasada
más radicalmente intentó erradicar, recurriendo para eso a los más
potentes y destructivos herbicidas mentales: la utopía.
                                                         DE SOUZA SANTOS132.
La política exterior de Venezuela se caracteriza por el ale-
jamiento de procesos de integración –como la CAN– y su opción por
otros –como el MERCOSUR– con una visión superadora. Sobre todo,
por el impulso al ALBA-TCP, junto a su constelación de mecanismos
e instrumentos que buscan apartarse de la filiación ideológica
clásica ligada a una diplomacia cuyas reglas de juego no benefi-
ciaron a la sociedad en su conjunto.
En el ámbito interno, como bien señala Serrano Mancilla (2015:
373), la bonanza macroeconómica para el gobierno que asume en
1999 “no era aquella que venía determinada por los criterios de
Maastricht de la Unión Europea, o según el mandato de la Reserva
Federal o del mismísimo Fondo Monetario Internacional. No se trató de
una economía de variables nominales, sino de relaciones reales,
económicas y sociales”. El sentido humanista del paradigma
económico del periodo quedó plasmado en los planes de desarrollo
económico y social.
Adicionalmente, el marco político desafía aún más la dificultad
del análisis. Por un lado, porque “los excepcionales factores de
confrontación política, tanto dentro como fuera de Venezuela, (…) han
impactado severamente en el comportamiento de la economía” -según
Lander y Navarrete (2007: 34). Por el otro, porque se enfrenta la
complejidad de la acción de un sujeto político compuesto por diversos
grupos, tanto la clase trabajadora tradicional como la excluida del
sector formal, junto a indígenas y sectores de la pequeña burguesía
–como señalan Mateo Tomé y Sánchez Iglesias (2010)–.
En esa contextualización, puede afirmarse que el desafío aún
no resuelto, ni en la etapa del proyecto bolivariano anti-neoliberal
ni en el de construcción de un NMP socialista, es la superación del
modelo mono-exportador. A pesar de los intentos y de los planes
elaborados por el gobierno, la estructura económica interna no se
ha modificado sustancialmente, reproduciendo la dependencia del
ingreso petrolero y el patrón importador. Esto se debe, en parte, a
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que los intentos de ruptura con ese modelo se han visto trabados
por los conflictos de clases potenciados desde la asunción del
gobierno del presidente Hugo Chávez.
Se observa hoy cómo el sector empresarial privado, que
tradicionalmente tuvo una posición dominante en el mercado,
concentra su actividad en el sector importador –no productivo– y se
dedica a comprar en el exterior y vender internamente para
satisfacer la demanda creciente del pueblo y también del Estado –vía
compras públicas–. Se conforma así como un nuevo sector empre-
sarial nacional, una forma de “rentismo importador” en conexión
con el capital transnacional, al que Samir Amin denominó “burgue-
sía importadora” (Serrano Mancilla y Oliva, 2015).
No obstante, sobresale como un logro la capacidad del gobierno
de movilizar y reapropiarse de la renta petrolera para aplicar una
política social alternativa a la de la etapa neoliberal; es decir, la
universalización de los derechos sociales –principalmente salud,
educación y alimentación– con una lógica no mercantil y bajo control
estatal, promovida en gran medida por el “Estado de las Misiones”.
Esta política tuvo como consecuencia mejoras en indicadores
sociales, destacándose la disminución de los índices de pobreza,
desigualdad del ingreso y eliminación del analfabetismo (Scha-
posnik y Pardo, 2013a y b, 2014a).
Por último, más allá de las limitaciones que impone el contexto,
no parecen irrelevantes las medidas transformadoras –alternativas
al sistema capitalista– que se traducen en un “nuevo constitucio-
nalismo”, en mejoramientos de indicadores sociales y en formas
de propiedad que promueven las cooperativas, las empresas de
producción social y la cogestión empresarial de los trabajadores.
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CAPÍTULO VIII
NUEVAS PROPUESTAS REGIONALES
EN EL TABLERO LATINOAMERICANO: MERCOSUR-




En la segunda década del siglo XXI dos propuestas intentan dar
respuesta a problemas económicos y políticos al nivel global y
regional, planteando la alternativa entre convergencia o com-
plementación económica de los acuerdos latinoamericanos
existentes. Al estancamiento de las negociaciones multilaterales
en la Organización Mundial de Comercio (OMC) y el aumento
indiscriminado de acuerdos comerciales bilaterales y regionales
(“spaguetti bowl”) se agrega la crisis global y financiera iniciada en
2008-2009. Ésta puso fin al boom de las exportaciones de commodities
(incluido el petróleo) hacia países desarrollados y revertió flujos de
inversiones de ese origen (ALADI, 2012; CEPAL, 2009). Por poco
tiempo, las importaciones e inversiones de China en la región
ocultaron el problema, hasta que la desaceleración de la economía
china afectó también las ventas hacia ese país. Actualmente,
Estados Unidos (EE.UU.) y la Unión Europea (UE) negocian un
proyecto mega-regional entre ellos y otros con economías asiáticas,
que dejan por fuera a la mayoría de los países latinoamericanos.
Como EE.UU. y la UE representan en conjunto 46% del producto
bruto global y 25% del comercio de bienes y servicios (Kotschwar,
2014), un mega-acuerdo entre ellos (el Tratado Transatlántico de
Comercio e Inversiones, TTIP por su sigla en inglés) significa que
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las reglas que este establezca alterarán el comercio mundial debido
a la falta de avances en las negociaciones multilaterales. Inclusive,
los países no participantes se verían forzados a adoptar estándares
regulatorios establecidos por esa iniciativa “bajo pena de quedar
excluidos de los acuerdos productivos globales” (Ríos/Maduro, 2014:
25). Algo similar sucede con el Acuerdo Transpacífico de Asociación
Económica (TPP por su sigla en inglés), recientemente firmado entre
EE.UU. y once naciones asiáticas y latinoamericanas.
Esto ocurre al mismo tiempo que los principios del multila-
teralismo establecidos a fines de la segunda guerra mundial han
sido superados por la dinámica interna del GATT/OMC –que hizo
que entre los años 60 y 70 las áreas de libre comercio y uniones
aduaneras de países en desarrollo y los esquemas de preferencias
arancelarias de países desarrollados hacia países en desarrollo
fueran exceptuados de las normas de reciprocidad (Halperin, 2004)–
y por la dinámica del cambio tecnológico –que redujo distancias,
aceleró comunicaciones y permitió que las empresas relocalizaran
actividades productivas–. Si la primera disminuyó la importancia
de los principios multilaterales en el comercio mundial, la segunda
fragmentó las cadenas productivas, aumentó el comercio intra-
industrial e intra-empresa, diluyó las diferencias entre comercio
de bienes y servicios e incrementó la importancia de las inversio-
nes asociadas al comercio (Kotschwar, 2014).
Con este trasfondo, Felbermayr et al. (2013) exploran los efectos
geoeconómicos del TTIP sobre América Latina, mientras Gayá/
Rozemberg (2014) hacen lo mismo para el Mercado Común del Sur
(MERCOSUR). En estos documentos, las expectativas no son
positivas y se ven agravadas porque la región está dividida en
múltiples acuerdos, algunos de los cuales responden a plantea-
mientos políticos que no dan respuesta a problemas económicos.
Además gobiernos que promovieron esos acuerdos, como Brasil,
Argentina y Venezuela, están afectados actualmente por resultados
electorales que indican fatiga o desencanto con su liderazgo político
y repercuten sobre su influencia regional133.
Nuestro objetivo es analizar cualitativamente las opciones y
límites geoeconómicos y geopolíticos de dos propuestas latino-
americanas recientes –la convergencia MERCOSUR-Alianza del
133 En 2013 el gobierno venezolano fue reelecto por un margen de 1,4%; en
2014, el brasileño logró lo mismo con un 3% en segunda vuelta. En
2015, el candidato oficial argentino fue derrotado por un candidato de
centro-derecha.
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134 Pero en volumen y valor el comercio del MERCOSUR es mayor que el
de la AP, excepto en exportaciones totales (Geffner, 2013).
Pacífico (AP), recomendada por la CEPAL y apoyada por Chile, y la
Eco-Zona del ALBA (Alianza Bolivariana para Nuestra América),
promovida por Venezuela, sobre la base de la complementación
económica–, que pueden considerarse respuestas a las comple-
jidades del contexto global y regional. El estudio se centra en
revisión de material publicado, datos estadísticos y análisis del
discurso en documentos oficiales.
1. La Convergencia MERCOSUR-AP
La AP, establecida por Chile, Colombia, Perú y México en 2012,
fue vista inicialmente por representantes de Brasil y Argentina
como un anuncio de relaciones públicas, que agregaba poco o nada
a los acuerdos regionales latinoamericanos. Pero para mediados
de 2013 la CEPAL registraba un crecimiento combinado del 5% en
la AP frente a 2,9% en MERCOSUR y, mientras el comercio
intrarregional del segundo caía 9,4%, en la AP aumentaba 1,3%
(Oppenheimer, 2013)134.
La convergencia de los acuerdos regionales en América Latina y
el Caribe ha sido recomendada por la CEPAL desde 2009. En 2014 se
consideraba necesaria y urgente por la tendencia global a establecer
mega-regiones económicas (Rosales, 2014: 8). La convergencia
MERCOSUR-AP podría ser el catalizador para precipitar un movimiento
similar entre el resto de los acuerdos, incrementar el poder negociador
de la región, reforzar actividades productivas y comercio y contrarrestar
la caída de las exportaciones latinoamericanas en mercados extra-
regionales. La convergencia se ve favorecida por el crecimiento de la
clase media latinoamericana, cuyo consumo podría sustituir la caída
en la demanda de EEUU y la UE, y la riqueza de recursos naturales de
la región (energía, minerales y tierra fértil para cultivar alimentos)
(Rosales, 2014: 28-30).
En noviembre de 2014 se llevó a cabo una primera reunión entre
ministros de relaciones exteriores de MERCOSUR y AP en Cartagena,
Colombia (“Reunión Informativa…” 2014). La declaración final de
dicha reunión hizo eco a ideas expresadas en un documento firmado
por los ex presidentes Ricardo Lagos (Chile) y Lula Da Silva (Brasil)
(Da Silva/Lagos, 2014), que recomendaba la creación de un proyecto
megaregional latinoamericano caracterizado por “la convergencia
en la diversidad” con orientación económica y pragmática. También
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135 Paraguay, miembro del MERCOSUR, está proponiendo para fines de
2015 otra reunión de ministros de relaciones exteriores a fin de tratar
la conver-gencia AP-MERCOSUR (“Cancilleres…”, 2015).
reconocía que las empresas y grupos económicos latinoamericanos
habían sido más rápidos que los gobiernos para establecer lazos
entre el MERCOSUR y la AP, que podían servir de base para la
convergencia. Las recomendaciones de la CEPAL fueron apoyadas
por la presidenta chilena Michelle Bachelet, en su discurso
inaugural durante la reunión de ministros de comercio MERCOSUR-
AP (Santiago, noviembre de 2014) (“Chile, UN Push…” 2014). De
esta reunión y la anterior en Cartagena surgió una “agenda corta”
de negociación que incluye facilitación de comercio, ventanilla
única para exportaciones, acumulación de origen, certificación
electrónica y movimiento de personas (Muñoz, 2015)135.
La propuesta de convergencia puede relacionarse con la simi-
litud en los principios económicos y la ortodoxia macro-económica
de Chile y Brasil, además de que ambos siguieron desde el período
militar modelos de desarrollo bastante similares, el de Brasil
inspirado en el neoliberalismo alemán con intervención del Estado
y el de Chile, en la Escuela de Chicago que prefiere la retracción
del Estado de la economía (Ramírez, 2012: 77). Ambos pasaron de
políticas heterodoxas a ortodoxas cuando confrontaron problemas
de inflación alta, desbalances fiscales y externos y el fracaso de la
industrialización por sustitución de importaciones. Desde 1990,
Brasil y Chile han coincidido muchas veces en organismos
multilaterales como las Naciones Unidas (ONU), donde Chile apoya
a Brasil para un asiento permanente en su Consejo de Seguridad,
y tienen mecanismos bilaterales de consulta (Gamboa, 2012). La
redemocratización, la estabilidad política, social e institucional y
el respeto por el estado de derecho mejoraron sus imágenes
externas y atrajeron inversión extranjera directa (IED) (Fosu, 2013).
Ambas economías construyeron relaciones positivas entre Estado y
sector privado y diversificaron su inserción global, con Chile
moviéndose hacia un modelo abierto y Brasil hacia una posición
intermedia entre apertura y estatismo (Lima, 2013). Esto se expresa
en la actitud brasileña hacia el libre comercio –lo limita regional-
mente para mantener los beneficios de su posición industrial domi-
nante (estrategia defensiva), pero en la OMC presiona por más libera-
lización (estrategia proactiva), porque posee un sector agroalimen-
tario exportador competitivo– (Veiga, 2014: 13-14).
Una de sus diferencias reside, sin embargo, en la forma en que
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Brasil y Chile ven la integración regional. Brasil, la mayor nación
sudamericana en PIB y comercio, la más industrializada y con las
empresas y el mercado nacional más grandes, se beneficia de
acuerdos regionales asimétricos donde sus productos industriales y
servicios dominan a los del resto. Por ello, prefiere acuerdos
exclusivos que aseguren el dominio de su comercio e inversiones.
Chile, una economía mediana con un mercado doméstico que impide
economías de escala y una industrialización de alto nivel tecnológico,
apoya acuerdos comerciales abiertos con cualquier país donde sus
exportaciones tengan posibilidades. Esto explica que mientras Brasil
es eje del MERCOSUR, un acuerdo cerrado, Chile firma tratados
Norte-Sur y Sur-Sur, incluyendo la AP con Colombia, Perú y México.
En la actualidad, mientras la agenda de negociación comercial
de MERCOSUR permanece congelada, a excepción de la negociación
con la UE reabierta en 2010, Brasil se ha distanciado de la OMC
para proteger su industria, no tiene acuerdos con naciones des-
arrolladas y está casi aislado de las cadenas productivas globales
(Veiga et al., 2013: 37-38). Hasta ahora sus coaliciones externas
(BRICS, IBSA) han tenido pocos resultados económicos (Oliveira/
Onuki, 2013: 10). El TTIP, el TPP y un eventual tratado comercial
China-ASEAN obligan a Brasil a ampliar sus acuerdos en América
Latina porque el TTIP significaría reducción de sus exportaciones
agroalimentarias y pérdida de IED; el TPP, diversión de comercio
para MERCOSUR en países latinoamericanos como Chile, Perú y
México, que participan de él, y un acuerdo entre China y el Sudeste
asiático reduciría sus exportaciones agroalimentarias a China e
India (Gayá/Rozemberg, 2014).
Las opciones de la convergencia MERCOSUR-AP derivan del
peso económico de ambos grupos: el primero con una población de
282 millones, un PIB de 3.300 millones de dólares y un comercio
de 824.658 millones, y la segunda con un PIB de 3.000 millones y
50 % del comercio latinoamericano. Juntos representan 85% de la
población de América Latina, 91% de su PIB y más del 80% de su
comercio (“Reunión Informativa…”, 2014). En términos geoeconó-
micos sus miembros cubren un área que va del Golfo de México y
el Mar Caribe hasta el Atlántico y el Pacífico y facilita las relaciones
con mercados tradicionales (EE.UU. y UE) y nuevos socios asiáticos
como China (Giacalone, 2015a).
En 2013, las exportaciones de la AP al MERCOSUR fueron
similares en valor a las del MERCOSUR a la AP, e incluyeron produc-
tos con mayor valor agregado (maquinaria, industria química y
plástica, etc.). México en la AP y Venezuela en el MERCOSUR son
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los que menos exportan intrarregionalmente y el mayor valor de
sus exportaciones va a EE.UU. (Rosales, 2014: 44, 56, 62-63). México,
Colombia y Chile (AP) y Brasil y Argentina (MERCOSUR) son las
naciones con más potencial para el comercio intraindustrial con
naciones del otro grupo y más posibilidad de insertarse en cadenas
productivas con ellos (Rosales, 2014: 53). Resumiendo, MERCOSUR
(sin Venezuela) vende a la AP bienes con mayor valor agregado y la
AP hace lo mismo con MERCOSUR, creando la base para un
comercio intraindustrial entre ambos (“EL MERCOSUR…” 2013).
Si la AP tiene éxito, puede generar más mercado para el
MERCOSUR o desplazar sus productos por bienes similares
provenientes de otros acuerdos firmados por sus miembros, lo que
incentiva la convergencia (Geffner, 2013: 25). Además, la IED de
MERCOSUR a la AP y en sentido contrario en 2013 alcanzó,
respectivamente, 1.220 millones de dólares y 4.077 millones. Chile
representó más del 50% de la IED de la AP al MERCOSUR, en especial
hacia Brasil (Da Silva-Lagos, 2014), lo que explica su apoyo a la
convergencia, ya que sus empresas tienen grandes inversiones
en MERCOSUR (Rosales, 2014: 71-72, 74). El interés brasileño por
comerciar con Asia a través de puertos del Pacífico también otorga
importancia a la convergencia, ya que Brasil ha completado una
ruta interoceánica que une el Estado de Acre (Brasil) con el
Departamento de Madre de Dios (Perú) (Gamarra, 2013) y, en 2014,
Brasil, Perú y China firmaron un memorándum de entendimiento
para la construcción de un ferrocarril entre el puerto brasileño de
Santos (Atlántico) y el puerto peruano de Bayovar (Pacífico) (Ortiz,
2015). La convergencia aumentaría el impacto geoeconómico y
geopolítico de estos corredores bioceánicos y podría promover otros.
Pero la convergencia tiene límites desde la perspectiva de
dimensiones geoeconómicas como comercio intrarregional,
integración productiva y confianza del sector privado en la calidad
de sus instituciones económicas. Ulloa/Marambio (2014) destacan
la importancia de estos factores en la economía global y sus límites
en América Latina por la variedad de preferencias comerciales
bilaterales y normas de origen. Mientras México y las naciones
centroamericanas participan en cadenas productivas globales como
importadores y exportadores de valor agregado, Chile y Perú lo
hacen como exportadores de insumos relacionados con recursos
naturales (Blyde, 2014). América Latina tiene baja participación
en cadenas globales relacionadas con industria manufacturera y
en cadenas productivas regionales. Mientras en la UE la partici-
pación es 51% y en Asia-Pacífico 47%, en nuestra región es 29%
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136 La capacidad de hacer cumplir los contratos influye en las decisiones
empresariales de implantar parte de sus cadenas productivas en un
país, ya que al aumentar la confianza en su sistema legal, también
aumenta la IED (Blyde, 2014).
137 La firma de estos acuerdos otorga seguridad jurídica, política y económica
a las empresas extranjeras cuando, como en el caso de Brasil, el país
no ha firmado la Convención del Centro Internacional para la
Negociación de Disputas (sigla en inglés ICSID 2015) (Boone, 2015).
(Blyde, 2014). Brasil no ha desarrollado cadenas regionales de valor
aprovechando el MERCOSUR porque confía en el tamaño de su
mercado interno y la diversificación de su aparato productivo (Ríos
y Maduro, 2014: 25-26) y participa en pocas cadenas globales
(industria aeronáutica, café) (Cafaggi et al., 2012).
Aunque el comercio intrarregional de manufacturas está
creciendo en América Latina, es de bienes finales, lo que muestra
poca integración productiva porque al aumentar esta lo hace el
comercio de bienes intermedios y servicios asociados entre
empresas interconectadas (CEPAL, 2014: 69). Los problemas que
afectan el comercio intrarregional y la integración productiva son
la falta de infraestructura de transporte y comunicación, la desigual
confianza del sector privado en la calidad de las instituciones
económicas136 y el contexto social y político. América Latina ocupa
una posición baja en índices globales de respeto por la propiedad
privada y de tiempo para importar y exportar (Blyde, 2014), que varía
desde Venezuela, con los puntajes menores en la región (Rosales,
2014: 38), hasta la situación opuesta en Chile y Perú. Un acuerdo
MERCOSUR-AP no significa la convergencia de las imágenes de
los países, de manera que en algunos sólo habrá ganancias
marginales en IED, integración productiva y aumento del comercio
intrarregional, por lo cual su impacto será mayor en las economías
avanzadas y estables (Giacalone, 2015a).
La inclusión de las dos economías latinoamericanas mayores
(México y Brasil) da fuerza a la convergencia, pero su peso dependerá
de la congruencia entre los objetivos de ambas. Como Chile,
Colombia y Perú tienen acuerdos de asociación con MERCOSUR,
sólo resta negociar con México, que desde la década pasada ha tratado
de establecer un acuerdo comercial con MERCOSUR. Durante la visita
de la presidenta brasileña Dilma Rousseff a México en 2015, se
incluyeron nuevos productos agrícolas e industriales y capítulos
sobre comercio electrónico y propiedad intelectual en el ACE 53
(México-Brasil) y se firmó un acuerdo de facilitación de inversiones
(Boone, 2015)137. Este acercamiento se dio luego que en 2014 el
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138 Véase Morales et al., 2012 y “México-Brasil…” 2015.
139 Un tercio de las exportaciones de México van a la AP y consisten pri-
mordialmente en televisores, automóviles, celulares y tractores
(México. Secretaría de economía, 2012: s/p.).
comercio Brasil-México alcanzara 10.000 millones de dólares y Brasil
fuera el segundo destino de la IED mexicana (Prensa Latina, 2015)138.
La convergencia sirve para que ambos países alcancen objetivos
económicos con consecuencias geopolíticas, las que serán positivas
si avanza la concertación entre ellos. Los objetivos de Brasil son
contrarrestar su baja participación en cadenas productivas mediante
la participación de sus empresas en mercados regionales que ofrecen
bases para desarrollarlas, facilitar su comercio con el Pacífico y evitar
perder mercados actuales por la competencia de los mega-acuerdos.
Mientras tanto, los de México son expandir exportaciones139 y proteger
las inversiones de sus empresas en América Latina, contrarrestar
su exclusión de Sudamérica por parte de Brasil y apoyar a gobiernos
con los que tiene valores compartidos y afinidad en políticas
económicas (México. Secretaría de Economía, 2012). Para que la
convergencia MERCOSUR-AP se produzca es necesario que México
y Brasil obtengan beneficios económicos y geopolíticos y negocien
sus diferencias. Esto daría a la convergencia efecto de arrastre para
la región y podría llevarla a desarrollar posiciones comunes en
negociaciones extraregionales, en especial con Asia-Pacífico.
En términos geopolíticos, MERCOSUR-AP abarca casi la totalidad
de América Latina y su impacto varía según el número de países
incluidos. Este podría ser diez u once (si se completa la ampliación
del MERCOSUR con Ecuador) pero también la AP tiene un programa
de ampliación a Costa Rica, Panamá y Guatemala. Un mayor número
de miembros representa más votos en la Comunidad de Estados
Latinoamericanos y Caribeños (CELAC), la Organización de Estados
Americanos (OEA), la OMC y la ONU, una consideración importante
para Brasil que quiere ser miembro permanente del Consejo de
Seguridad de esta última (Giacalone, 2015a). Los límites geopolíticos
de MERCOSUR-AP provienen del proceso de ampliación del
MERCOSUR con países del ALBA porque refuerza la oposición interna
a la convergencia por motivos político-ideológicos.
2. La Complementación Económica en Eco-Zona
Hasta 2012 Venezuela consideró al ALBA el núcleo duro de su
integración regional (basado en la afinidad ideológica entre sus
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miembros) y a la Unión de Naciones Sudamericanas como “un mega
proyecto de desarrollo” con base en los recursos naturales de
Sudamérica (“Discurso…”, 2012, en Giacalone, 2013: 149-150).
Desde 2012, Venezuela buscó hacer efectivo su ingreso al
MERCOSUR, aprobado en 2006, y presionó para que ingresaran
Bolivia y Ecuador (“Venezuela propone…”, 2013). Esto formó parte
de un proyecto geopolítico venezolano de crear un Estado mega-
regional ampliando MERCOSUR con Venezuela, Bolivia, Ecuador y
Cuba, de manera que el ingreso de Venezuela fue una decisión
política de su gobierno (González, 2007: 12, 30). Actualmente, su
ingreso efectivo al MERCOSUR se considera un movimiento
pragmático debido a que la crisis global ha hecho caer el precio
internacional del petróleo, pero también responde a la creación de
la AP. Mientras tanto, el MERCOSUR experimenta “un proceso de
vaciamiento de la dimensión económica, que ya dominaba el bloque
desde mediados de la década pasada, [y] se profundizó… a partir de
2012”, lo que se advierte en su agenda interna, concentrada en
aspectos funcionales y administrativos (Ríos/Maduro, 2014: 26).
Al mismo tiempo, Venezuela busca transformar al ALBA (2004)
en un acuerdo de complementación económica (ACE) de la
Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI) (“Países de la
Alba…”, 2012) por la necesidad de convertir sus acuerdos
comerciales en ACE140 para hacer efectivo su ingreso al MERCOSUR
(SELA, 2013). En marzo de 2013, se firmó el ACE 70 entre cuatro
naciones del ALBA –Bolivia, Cuba, Nicaragua y Venezuela141–, un
acuerdo marco que establece un plazo de dos años para que sus
miembros liberalicen totalmente su comercio sobre la base de los
ACE 40 (Cuba-Venezuela) y 47 (Bolivia-Cuba) y el TCP (Tratado de
Comercio de los Pueblos) Bolivia-Venezuela (ALADI, 2013). En
diciembre de 2013, Venezuela declaró su intención de vincular al
ACE 70 a las naciones de PETROCARIBE y más tarde a CARICOM y
MERCOSUR (ALBA-TCP/PETROCARIBE, 2013). En La Habana (2014),
la declaración final de la reunión del ALBA destacó que se diseñarían
estrategias y acciones para hacer viable la construcción y el
desarrollo de una Zona Económica Complementaria ALBA-TCP/
PETROCARIBE/CARICOM/MERCOSUR con base en la comple-
140 Después de su período de adaptación al MERCOSUR, Venezuela tendrá
que negociar sus acuerdos comerciales con el grupo y adoptar su
arancel externo común.
141 Tres miembros del ALBA (Antigua-Barbuda, San Vicente y las Grana-
dinas y St.Kitts-Nevis) no firmaron porque no son miembros de la
ALADI. Ecuador presentó objeciones que están negociándose.
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mentación económica productiva (“Thirteen ALBA-TCP…”, 2014:
n/p). La cumbre del MERCOSUR (2014) creó un Mecanismo de
Diálogo Político, Comercio y Cooperación Económica para promover
esa zona (SELA, 2014: 25).
Las opciones geoeconómicas de la Eco-Zona derivan de que
incluye naciones en el Atlántico, el Pacífico y el Mar Caribe. Tam-
bién sus recursos naturales ofrecen oportunidades de complemen-
tarse entre ellos, mientras el petróleo venezolano brinda seguridad
energética. Con respecto a la posibilidad de complementación
económica, la dificultad es que esta no existe en el ALBA, un
acuerdo basado en la afinidad política y sólo secundariamente
económico (SELA, 2013: 24). PETROCARIBE (2005) es un acuerdo
de cooperación petrolera que financia centros de distribución de
combustible, refinerías, infraestructura portuaria, etc., en naciones
del Caribe y Centroamérica, para procesar petróleo crudo vene-
zolano en competencia con otros proveedores petroleros (Girvan,
2008; Ellner, 2009; Serbin, 2006). Su comercio deriva de la
necesidad de que esas naciones puedan pagar el petróleo y el
financiamiento de Venezuela mediante la exportación de bienes
y servicio a este país. La caída actual de los precios del petróleo
ha reducido los recursos financieros venezolanos para cooperación
e inversión regional y el costo para Centroamérica y el Caribe de
importar petróleo de otros países. Pero mantener PETROCARIBE
permite a Venezuela obtener bienes y servicios sin usar dólares,
mientras las naciones receptoras sigan pagando sus deudas, y el
nivel de endeudamiento de algunas asegura que seguirán tomando
en cuenta las posiciones internacionales y regionales venezo-
lanas.
Autores como Hernández/Chaudary destacan el rol de las
empresas gran nacionales (empresas públicas o mixtas con
financiamiento del Banco del ALBA y preferencias en compras de
entes públicos) para promover la complementación económica. Pero
las empresas de este tipo que se registran para 2015 tienen a
Venezuela como su principal financista (Hernández/Chaudary,
2015: 15), lo que anticipa problemas de continuar la caída de los
precios del petróleo, el déficit fiscal, el endeudamiento externo y la
devaluación de la moneda venezolana. Si se agrega el escaso
margen de votos del gobierno venezolano en 2013 (1,4%) y la
polarización política interna, está en duda no solo el futuro de las
empresas, sino también el de PETROCARIBE (Kirton, 2014).
Otro limite geoeconómico es que las naciones de la Eco-Zona
pertenecen a distintos uniones aduaneras y algunas han firmado
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142 Esto se da también en la AP, pero México pertenece al Tratado de
Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), que no es una unión
aduanera, y, aunque Colombia y Perú son miembros de la CAN, los
mercados subregionales no tienen importancia para la primera
después del cese de sus exportaciones a Venezuela en 2010 y Perú
dejó de formar parte de la unión aduanera andina en 2000.
acuerdos Norte-Sur142. Por ejemplo, Nicaragua es miembro de ALBA,
PETROCARIBE y el Sistema Centroamericano de Integración
Económica (SIECA) y tiene acuerdos de libre comercio con la UE y
EE.UU. junto con el resto de las naciones centroamericanas y la
República Dominicana, en tanto las naciones de habla inglesa de
PETROCARIBE son miembros de la CARICOM y han firmado
CARIFORUM-UE. Esto implica que tendrán que hacer ajustes para
complementarse, además, de que su inclusión disminuye el rol de
la afinidad ideológica como base de la integración.
Geopolíticamente, la propuesta asegura gran número de votos
potenciales ya que PETROCARIBE tiene 19 miembros; ALBA, 8;
CARICOM, 14; y MERCOSUR, 5 ó 7 con su ampliación. Como algunas
naciones son simultáneamente miembros de ALBA y PETROCARIBE
o de PETROCARIBE y CARICOM y Venezuela y Bolivia son miembros
de ALBA y MERCOSUR, el total alcanza a 25 naciones (Giacalone,
2015a). Representa un bloque significativo de votos en instituciones
regionales y multilaterales pero también un proceso de toma de
decisiones largo y complejo.
Venezuela vio originalmente al ALBA como un instrumento
geopolítico para impulsar una integración sin intenciones comer-
ciales, aumentar el rol de América Latina en un mundo multipolar
y desplazar la hegemonía estadounidense en la región. Este último
aspecto ha limitado su atracción para algunos países centro-
americanos y caribeños que obtendrían más beneficios económicos
como miembros del ALBA que solo de PETROCARIBE (Altmann,
2009); esto posiblemente afecte la atracción de la Eco-Zona y la
llegada de IED a la misma.
La Eco-Zona se ve favorecida por la ampliación actual del
MERCOSUR a miembros del ALBA. Esta ampliación fue parte de un
proyecto económico brasileño, que comenzó en 1994 con la propuesta
de integrar comercio y estructuras institucionales de la CAN (Boli-
via, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela) y el MERCOSUR (Argen-
tina, Brasil, Paraguay y Uruguay) para formar una zona de libre
comercio sudamericana. Para 2004, este objetivo no se había
alcanzado y Brasil estableció en cambio la Comunidad Sud-
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143 Argentina y Venezuela bloquearon la propuesta brasileña.
144 Paraguay objetó el protocolo porque, como estaba suspendido del
MERCOSUR no lo había firmado y negoció uno nuevo, a cambio de una
donación de fondos para infraestructura y la aprobación de la decisión de
posponer de 2015 a 2030 su régimen de zonas libres (“El Ingreso…” 2014).
americana de Naciones (CSN), mientras los miembros de la CAN
se convirtieron en asociados del MERCOSUR firmando acuerdos
preferenciales de comercio con el grupo. Aunque la CSN siguió
buscando la convergencia institucional entre ambos acuerdos, su
fracaso en alcanzarla hizo que en 2008 Brasil convirtiera a la CSN
en la Unión de Naciones Sudamericanas (UNASUR), más inclinada
a la acción política que a la económica.
Si en los noventa la ampliación del MERCOSUR fue propuesta
por Brasil por razones económicas, para mudar luego en un proyecto
político, ahora Brasil parece combinar lo económico y lo político. En
la reunión cumbre de 2014, Rousseff propuso que los acuerdos
comerciales entre MERCOSUR y sus asociados alcancen arancel
cero antes de 2019, porque Brasil desea acelerar el proceso de
apertura comercial con Chile, Colombia y Perú, miembros de la
AP, para contrarrestar los efectos negativos de la crisis global143.
En este sentido, sirve de antecedente el aumento en población,
recursos naturales, PIB y comercio intrarregional que se produjo
en MERCOSUR con el ingreso de Venezuela (Coelho et al., 2006).
Brasil fue el más beneficiado ya que entre 2005 y 2006 los contratos
del gobierno venezolano con firmas brasileñas y sus inversiones
en ese país totalizaron 8.571 millones de dólares (González, 2007:
18). El impacto económico del ingreso de Venezuela se observa
asimismo en la balanza comercial de Brasil con Venezuela que en
2008 alcanzó 5.700 millones de dólares, con un surplus de 4.600
millones (Aragao, 2009).
Ghazalian (2013) estimó los efectos de la ampliación del
MERCOSUR sobre el comercio de commodities agrícolas al
convertirse todos sus miembros asociados (Bolivia, Chile, Perú,
Ecuador y Colombia) en miembros plenos. Los resultados muestran
que la ampliación aumentaría las exportaciones desde los miembros
originales a los nuevos, pero no en dirección opuesta. La tendencia
es confirmada por el comportamiento del comercio entre Venezuela
y MERCOSUR desde 2006. En la reunión cumbre de 2012 en Brasilia,
los presidentes del MERCOSUR firmaron el protocolo de admisión
de Bolivia, que recibió un plazo de cuatro años para ajustar sus
normas a las del grupo (Geffner, 2014: 7)144.
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Puede observarse que Venezuela vende petróleo y derivados al
MERCOSUR, que se vendían antes de entrar en él y que se rigen
por los precios del mercado internacional, o sea que no son afectados
por reducciones tarifarias (“MERCOSUR se expande…” 2012; Veiga
et al., 2013: 34). Un análisis económico (Arancibia, 2015) del ingreso
boliviano muestra que la mayor parte de sus exportaciones a
Argentina y Brasil son de gas natural, tienen arancel cero y no van
a cambiar por su ingreso al MERCOSUR. Como su pertenencia al
acuerdo no tiene valor comercial para Bolivia, su actuación estará
dominada por posiciones políticas de su gobierno, similar a lo que
sucede en Venezuela (Arancibia, 2015). Pero para Brasil la am-
pliación del MERCOSUR agudiza contradicciones políticas internas
observables en sus relaciones con Argentina.
La importancia económica del bloque regional ampliado medida
en población, tiene potencial para aumentar el consumo (Geffner,
2014: 10), pero Bolivia confirma su rol de cliente del MERCOSUR,
ya que cuando entró en vigencia el ACE 36 (1996) entre ambos
aumentaron las exportaciones del MERCOSUR a Bolivia, pero las
de esta última permanecieron iguales (Ramal, 2006). El discurso
oficial presenta el ingreso de Bolivia como una medida defensiva
contra la UE y EE.UU., que aumenta el poder negociador del grupo
(“Bolivia se encamina…”, 2013), pero Bolivia y Ecuador aumentan
el PIB del MERCOSUR solo en 2% (Guillén, 2013: s/p) y Bolivia sigue
siendo miembro de la CAN y negociando en forma individual con la
UE (“Bolivia anuncia…”, 2013).
El ingreso boliviano tiene valor más político y geopolítico que
económico. En MERCOSUR reduciría el peso relativo de Brasil y
Argentina, como ocurrió con la ampliación de la UE, porque significa
menos porcentaje de PIB, territorio y población para esas naciones
y, para Argentina, la posibilidad de balancear el poder brasileño.
Pero, en MERCOSUR las asimetrías son más pronunciadas que en
Europa y estos reacomodos serán más largos y menos importantes
(Cimadamore/Rodríguez, 2013: 124). Mientras tanto, para Brasil,
un MERCOSUR ampliado tiene impacto geopolítico en el escenario
regional y global.
Además de la ampliación, otra medida que busca contrarrestar
los efectos económicos negativos de la crisis global para Brasil es
la activación de las negociaciones externas, entre las cuales, por
ejemplo, Argentina y Venezuela prefieren negociar un acuerdo con
la Unión Euro-Asiática (Belarús, Kasakhstán, Rusia, Armenia y
Kyrgyzstan, 2014) (BID-INTAL, 2014: 89-96, “Rafael Ramírez…” 2014)
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y Brasil, Paraguay y Uruguay145 favorecen un acuerdo MERCOSUR-
UE (Yakovleva, 2014). Los diferentes objetivos políticos y geopolíticos
del ALBA y sus socios en el MERCOSUR ampliado y las divisiones
internas del segundo limitan las opciones geopolíticas y la viabilidad
de la Eco-Zona. Además, cuestionan el rol de la afinidad ideológica
como base de la integración, porque no todos los países de
PETROCARIBE, CARICOM y MERCOSUR comparten las posiciones
anticapitalistas y antiestadounidenses del ALBA.
3. Opciones y límites en el contexto regional
A continuación, se sintetiza las opciones y límites geoeconómicos
y geopolíticos de ambas propuestas, según lo analizado en las secciones













-Desarrollo de cadenas pro-
ductivas regionales y globales.
-Atracción de IED.
-Aumento del valor de los
corredores bioceánicos sud-
americanos.
-Desarrollo de cadenas pro-
ductivas regionales.
-Combinación de recursos na-
turales y energía entre sus
miembros.
-Conflictos o falta de im-
plementación de lo acorda-
do por oposición de miem-
bros del MERCOSUR prove-
nientes del ALBA.
-Compromisos previos de sus
miembros con otros acuerdos.
-Poca complementación eco-
nómica y poca industrializa-
ción.
-Orientación ideológica y polí-
tica afecta atracción de IED.
-Altas si Brasil y México ne-
gocian sus diferencias; si no,
hay pocas opciones.
-Mayor número de miembros
crea potencial de voto en orga-
nizaciones regionales y globales.
-Oposición interna por parte
de nuevos miembros de
MERCOSUR más Argenti-
na145bis.
145 Paraguay y Uruguay apoyan también la convergencia con la AP para dismi-
nuir su asimetría con Brasil, que ha aumentado desde la creación del
MERCOSUR. Paraguay propone la eliminación de medidas no arancelarias
en el acuerdo para volver al objetivo original de ser una zona de libre
comercio que aspira a un mercado común (“Paraguay propone…”, 2015).
145bis Este Capítulo se entregó antes de la asunción del gobierno de
Mauricio Macri, fecha desde la cual Argentina favorece la convergencia.
-Problemas actuales de Vene-
zuela comprometen su viabi-
lidad y proyección externa.
-Mayor número de miembros
disminuye la afinidad política.
Fuente: Elaboración propia.
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146 La AP ofrece al MERCOSUR dos ventajas: su posición geográfica en el
Océano Pacífico –zona en la que se asume que se concentrará la mayor
parte del comercio internacional en el siglo 21– y los numerosos
acuerdos Norte-Sur que ha firmado (que MERCOSUR no tiene), mientras
este resulta atractivo a la AP por su mayor base industrial, que ayudaría
a diversificar y agregar valor a sus exportaciones hacia Asia-Pacífico.
En cuanto al contexto regional, las primeras reuniones
MERCOSUR-AP se dieron luego que el comercio latinoamericano y
caribeño alcanzó “un virtual estancamiento” en 2014 por tercer
año consecutivo, lo que aumentó el interés por aumentar el
comercio intrarregional (“MERCOSUR y…”, 2014). Aunque un
aumento de este comercio es esperable de la convergencia, resulta
crucial también la posibilidad de establecer cadenas de valor de
alcance regional (Peña, 2014) y global, aprovechando los acuerdos
comerciales firmados por miembros de la AP. Foxley (2014: 14-15)
destaca la integración en cadenas de valor como la tarea pendiente
de América Latina, que adquirirá mayor importancia si tarda en
reactivarse la demanda de sus exportaciones en otros mercados.
El encadenamiento productivo aumentaría la competitividad
evitando que América Latina quede anclada como exportadora de
commodities a China. Un arancel cero es deseable pero sin él son
útiles medidas de facilitación de negocios, acumulación de origen
e inversiones en infraestructura para aumentar y proteger las
actividades empresariales intrarregionales (Foxley, 2014: 19). Esto
diferencia a la convergencia AP-MERCOSUR de la propuesta CAN-
MERCOSUR de los 90 –no se centra en aranceles ni instituciones,
sino en nuevos temas del comercio internacional–. De forma
pragmática, intenta crear bases concretas que faciliten el comercio,
las inversiones y las cadenas productivas regionales y globales como
plataforma para una inserción internacional más positiva que la
actual146.
Las opciones y límites geopolíticos de la convergencia pasan
por una negociación Brasil-México ya que la AP trajo de regreso a
México a un ámbito sudamericano que en 2000 Brasil acotó como
propio. La contribución de la AP a la integración regional ha sido
definirla como latinoamericana y revalorizar la economía y el
comercio como su eje (Malamud, 2015: 207). El primer aspecto es
importante en un contexto global dominado por la posibilidad de
mega-acuerdos regionales en los que Sudamérica no tiene comercio
ni PIB suficientes para alterar lo que suceda. El segundo pone el
acento en aspectos más permanentes que la afinidad político-
ideológica cuando crece el interés brasileño por la industria, que
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147 CARICOM no tiene mayor interés en un acuerdo comercial con los
miembros centroamericanos y sudamericanos de ALBA/PETROCARIBE,
pero puede tenerlo con Brasil y MERCOSUR. En cuanto a Venezuela, su
atracción deriva de la oferta de petróleo y financiamiento, factores que
están debilitados.
148 El Caribe tiene interés económico para empresas brasileñas como
Odebrecht, que construye un puerto de contenedores en Mariel (Cuba),
anticipándose al aumento del tráfico marítimo luego que se inaugure un
canal interoceánico chino en Nicaragua y se restablezcan relaciones
comerciales entre la isla y EEUU.
ha perdido exportaciones y parte del mercado doméstico frente a la
competencia china. Entre las medidas para mejorar la com-
petitividad del sector, la Confederación Nacional de la Industria
propone que Brasil negocie acuerdos comerciales en cuanto a
criterios económicos (tamaño del mercado, trabas para empresas
brasileñas, etc.) y no a consideraciones políticas. Recientemente,
recomendó un acuerdo comercial con México, asumiendo una
posición proactiva con respecto al otro grande de la economía
latinoamericana (Veiga, 2014). Para un gobierno que superó a la
oposición por 3% y necesita recomponer su imagen, afectada por
denuncias de corrupción, la recuperación del crecimiento
económico puede ser una consideración importante para apoyar la
convergencia.
Un análisis similar de la Eco-Zona permite observar la pre-
sencia de abundantes recursos naturales, incluidos tierra fértil y
energía, positivos para crear cadenas de valor regionales y com-
plementarias. Esto podría aumentar el comercio intrarregional pero
la complementación implica menos posibilidades de diversificación
para algunas economías y exige planificación estatal. Otra limi-
tación es la situación política y económica de Venezuela que
disminuye su rol como comprador y financista de última instancia
en ALBA/PETROCARIBE y la atracción para que gobiernos centro-
americanos y caribeños participen en la Eco-Zona147; mientras la
inseguridad política y la coloración ideológica disminuirían la
atracción de IED.
Conclusiones
En resumen, la Eco-Zona tiene más opciones geopolíticas que
geoeconómicas, excepto para Brasil148, pero estas se ven limitadas
por los problemas actuales de Venezuela, que comprometen su
viabilidad y proyección externa, y el mayor número de miembros,
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que disminuye la afinidad ideológica. La convergencia es la opción
con más posibilidades económicas pero, geopolíticamente,
depende de que Brasil y México negocien entre ellos y se
encuentra obstaculizada por la ampliación del MERCOSUR. La
decisión con respecto a favorecer una u otra propuesta depende
de Brasil. Si vincularse a la AP le ofrece oportunidades econó-
micas, hacerlo con PETROCARIBE-CARICOM expande su base de
votos para llegar al Consejo de Seguridad y lo proyecta como líder
regional en el Caribe. Brasil podría lograr sus objetivos eco-
nómicos y geopolíticos acelerando su apertura comercial con
países sudamericanos de la AP mientras completa la ampliación
del MERCOSUR con países del ALBA. Pero, si estos movimientos
simultáneos favorecen los intereses de Brasil, no son positivos
para América Latina porque prolongan la indefinición de su
futuro económico, le restan peso geopolítico y perpetúan asime-
trías y divisiones internas.
En conclusión, merece destacarse que: 1) más allá de las rela-
ciones exteriores de naciones y acuerdos subregionales y
regionales, es posible analizar una dimensión intermedia que
abarca las relaciones entre poderes regionales primarios y
secundarios, sus formas de asociación y sus objetivos; 2) las
regiones poseen una dinámica interna que ayuda a comprender
lo que el nivel global o nacional no explica, pero son “sistemas
abiertos” (Lake/Morgan, 1997) en los que influyen fenómenos
extrarregionales como la negociación de mega-acuerdos; y 3),
aunque la literatura enfatiza el rol “ideológico” de la AP como
“punta de lanza” de EE.UU. en Sudamérica (Flisfich, 2011: 122),
oscilando entre considerarla insignificante o amenazante (Zibechi,
2013), este acuerdo debe ser objeto de estudios menos ideológicos
y más académicos.
Adicionalmente, nuestro análisis confirma que en el siglo
XXI, América Latina ha experimentado cambios en las relaciones
de poder entre sus actores estatales y en la configuración de
sus acuerdos regionales, que ayudarían a diseñar un nuevo orden
regional. Si en la primera década del siglo la presencia de
distintos aspirantes al rol de poder regional con diferentes
modelos de inserción internacional y de regionalismo creó un
orden inestable y aumentó el conflicto, en la segunda década,
un contexto global inestable económica y políticamente puede
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CAPÍTULO IX
UN NOVEDOSO PARADIGMA
DE LA INTEGRACIÓN ECONÓMICA:
EL CASO DE PERÚ
LAUTARO M. RAMÍREZ
Introducción
Perú se presenta en Sudamérica como un país con estabilidad
política y económica, lo cual le ha permitido mantener un
crecimiento sostenido en los últimos años, pese, sin embargo a
haber tenido ciertas recesiones, las cuales ya han sido superadas
en lo que va del año. Conforme a ello y hasta el mes de abril, la
economía de Perú creció un 4.5%; representando un mayor
crecimiento los sectores primaros tales como la agricultura con
un 8% –subsectores agrícola 9.04% y pecuario 6.13%–, y la minería
y sector de hidrocarburos con un 10.33% (Diario de Economía y
Negocios de Perú, 2015); por su parte, continúan ciertas contrac-
ciones en materia de importaciones y exportaciones, debido a: la
desaceleración económica regional, producto de la situación
económica por la que atraviesa Brasil, e internacional por la
desaceleración de la economía China. En este sentido, la CEPAL
explica que la desaceleración económica se debe a factores externos
e internos. En el caso de los primeros, se vinculan con el lento
crecimiento de la economía mundial de 2015, especialmente la
desaceleración asiática y de otras economías emergentes, con
excepción de la India. Asimismo, sostuvo que el comercio mundial
al estar estancado se ha transformado en un problema estructural
de la economía mundial y que a la menor demanda externa, se
suma, por un lado, la tendencia a la baja de los precios de los
productos básicos, y por otro, la mayor volatilidad e incertidumbre
en los mercados financieros internacionales. En lo interno, indica
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que la contracción de la inversión y del consumo determinan, entre
otros factores, la reducción de la demanda, factor principal tras el
crecimiento en los últimos años (CEPAL, 2015).
Sin embargo, y pese a este estado de situación, Perú cuenta
con una serie de acuerdos comerciales regionales, los cuales
favorecen los intercambios asegurándose de este modo el acceso
preferencial a los mercados de los países que los suscribieron, los
que datan de hace tiempo y que se han ido expandiendo en los
últimos años. La visión aperturista de este país, lo ha llevado a
vincularse contractualmente tanto con países de América Latina,
al haber sido socio fundador de la Comunidad Andina de Naciones –
CAN– y de la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio –ALALC–
devenida en la actual Asociación Latinoamericana de Integración –
ALADI–, utilizando dicha plataforma para asociarse con otros países;
y con países extra-ALADI, tal el caso de Costa Rica, Estados Unidos
de América –EE.UU.– y Panamá; así como acuerdos extra-regionales,
entre los cuales se encuentran aquellos que lo vinculan a la Unión
Europea –UE–, Japón, Corea, China, Singapur y Tailandia. Dichos
acuerdos, por su parte, le han permitido arribar a una amplia apertura
comercial, fortaleciendo las relaciones comerciales. Además es
miembro pleno de la Alianza del Pacífico (AP), bloque conformado por
Chile, Perú, Colombia y México que pretende alcanzar la constitución
de una zona de libre comercio entre los territorios de dichos estados,
cuyo proyecto ha sido enmarcado en las nuevas tendencias sobre
los denominados “Mega Acuerdos Comerciales”, por las razones que
se verán más adelante.
De este modo, en el presente trabajo se analiza, por un lado, el
modo de relacionamiento externo de Perú así como las dificultades
que han surgido a partir de los acuerdos celebrados por dicho
gobierno, ya sea a nivel regional como internacional, tras la necesidad
de lograr una coherencia entre todos ellos, así como con las
contrapartes de los mismos. Por esta razón se plantea este novedoso
paradigma de la integración económica que ha sido desarrollada por
Perú gracias a su estabilidad interna, el crecimiento de su Producto
Bruto Interno –PBI– y a políticas externas a largo plazo.
1. Las relaciones económicas de Perú a nivel regional,
hemisférico e internacional
Perú ha pasado por diferentes estadios en torno al modo de
vincularse con los demás países, tanto en Sudamérica como con
aquellos que se encuentran en el hemisferio y extra-zona. En este
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149 Para un mayor análisis de ésta cuestión véase: Miranda Juan Ignacio-
Ramírez Lautaro Martin (2012), Comercio y gobernabilidad en el CAN:
efectos de la perforación de los compromisos intra-regionales vía TLC,
en: Instituciones, Comercio y Cooperación Monetaria en la Integración
Sudamericana: sus efectos sobre la gobernabilidad regional, Noemí Mellado
Coordinadora, ed. Lerner S.R.L, Córdoba, Argentina. pp. 219-250.
150 Según Leroux (2015) la UE es la que participa en mayor número de
Acuerdos Comerciales Regionales -30-; Seguida de Chile -26-; México
-21- y otras económicas emergentes como Brasil -13-; India -12- y
China -10-.
sentido y tal como se observa supra, ha oscilado entre una postura
más sudamericanista en una primera etapa, para avanzar en una
más hemisférica y culminar en una orientada a posicionarse en
el plano internacional, y no ya en la región, pese que aún conserva
intereses sobre la misma.
Concordante con lo anterior, la primera etapa comienza a partir
de la celebración del Acuerdo de Cartagena de 1969, junto con
Chile, Bolivia, Ecuador y Colombia, al que posteriormente se sumara
Venezuela, a través del cual se constituyó lo que se denominó el
“Pacto Andino”, cuyo objetivo principal fue la eliminación de los
aranceles entre todos ellos y constituir una zona de libre comercio.
Por su parte en el año 1996, debido a los frenos y contrapesos para
alcanzar tales metas, se reformó dicho acuerdo a través de la
celebración del Protocolo de Trujillo que dotará de instituciones al
proceso de integración, así como profundizará el grado de integración
al establecerse la constitución de un mercado común. Sin embargo,
y dado el avance y los cambios en el contexto internacional, laCAN
debió propender a la apertura comercial, permitiendo que sus
miembros pudiesen celebrar acuerdos comerciales con terceros
estados, lo cual se concretó tras las aprobación de las Resoluciones
589 y 689 del Consejo y generó la salida de Venezuela del bloque
para incorporarse posteriormente al MERCOSUR, y de Chile ante-
riormente para poder liberalizar su economía149-150.
Salvado el escollo en torno a la posibilidad de celebrar acuerdos
comerciales con terceros Estados –extra ALADI–, Perú, miembro
pleno de la CAN, consolidó sus vínculos con los EE.UU. al celebrar
un Tratado de Libre Comercio el 12 de abril de 2006, que entró en
vigencia el primero de febrero de 2009. De este modo EE.UU.
firmaba el segundo acuerdo de esa naturaleza con un país
sudamericano –el primero de ellos lo celebró con Chile en el año
2003–. Dicho acuerdo tiene por objeto la constitución de una zona
de libre comercio; celebró además acuerdos comerciales con
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Canadá en el año 2008 y Costa Rica en 2011. Este avance, se
articula con los celebrados con países y bloques extra-región, tal el
caso del signado con la UE junto a Colombia del 26 de junio de
2012; con Japón el 31 mayo del año 2011; con Corea del Sur en
noviembre de 2010; con China el 28 de abril de 2009; con Singapur
el 29 de mayo de 2008; y con Tailandia el 31 de diciembre de 2012.
Este cúmulo de acuerdos bilaterales, tienen en común que
promueven la creación de zonas o áreas de libre comercio151 entre
los estados signatarios, lo cual genera una superposición de normas
en materia comercial entre sí y entre estos con los acuerdos
celebrados al amparo del Tratado de Montevideo de 1980, por el que
se constituye la ALADI. Empero, y pese a los acuerdos bilaterales
celebrados en los últimos años, lo cierto es que Perú avanzó un
peldaño más en cuanto a su vin-culación externa al embarcarse
en la creación, junto con otros países, de la AP, la cual comenzó
con una nueva etapa en el plano de su relacionamiento con los
países vecinos, dándose de este modo una tercera etapa en relación
con el modo de proyectar sus vinculaciones comerciales
internacionales.
2. Perú y la Alianza del Pacífico
Perú ha sido uno de los socios fundadores de la AP, iniciativa
que ha recibido esa denominación en atención a que nuclea a la
mayoría de los países de América Latina que tienen costas sobre
dicho océano. En este sentido, los socios de este bloque comercial
son Chile, Colombia, Perú y México, y se han propuesto –de
conformidad con el Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico del año
2012 y su Primer Protocolo que entró en vigencia el 20 de junio de
2015–, la constitución de una zona de libre comercio consecuente
con los términos del Art. XXIV del GATT de 1994 y el Artículo V del
Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios.
151 Bela Balassa J.D. (1964:2) manifiesta que la integración económica, puede
adoptar varias formas que representan los grados diversos de integración.
Estas son: área o zona de libre comercio; unión aduanera; mercado
común; unión económica e integración económica total. En un área de
libre comercio, las tarifas -y las restricciones cuantitativas- entre los
países participantes son abolidas, pero cada país mantiene sus propias
tarifas frente a los países no pertenecientes al área. El establecimiento
de una unión aduanera trae aparejada, además de la supresión de
discriminación de los movimientos de mercancías dentro de una unión,
la equiparación de tarifas en el comercio con países no miembros.
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Este proyecto tiene, entre sus objetivos, los siguientes:
a) construir, de manera participativa y consensuada, un área
de integración profunda para avanzar progresivamente hacia
la libre circulación de bienes, servicios, capitales y personas;
b) impulsar un mayor crecimiento, desarrollo y competitividad
de las economías de las Partes, con miras a lograr un mayor
bienestar, la superación de la desigualdad socioeconómica y
la inclusión social de sus habitantes; y
c) convertirse en una plataforma de articulación política, de
integración económica y comercial, y de proyección al mundo,
con especial énfasis al Asia Pacífico.
Bajo estas tres premisas se creó entonces esta alianza, la cual
pretende constituirse como un resorte entre los Estados costeros
al Pacífico con vistas a profundizar sus relaciones comerciales no
solo entre sí, sino con los países ubicados en Asia, con los cuales
comparten el mismo Océano.
Sin embargo, merece destacarse que desde su creación, la
Alianza ha trastocado el modo de relacionamiento de los países de la
región dentro de la ALADI, debido a la profundización de sus vínculos
con los EE.UU., lo cual implica además un cambio de postura dentro
de la OMC, cuestiones que se analizan a continuación.
2.1. La Alianza del Pacífico y la ALADI
Si los Estados que constituyeron la AP también lo son de la
ALADI –Chile, Colombia, Perú y México–, ¿por qué el acuerdo no ha
sido realizado bajo sus auspicios? Lo anterior se desprende de los
siguientes hechos:
a) El depositario del instrumento –a diferencia de lo que
acontece con los acuerdos celebrados bajo el Tratado de
Montevideo de 1980, que fueron primeramente depositados
en Uruguay y luego en la propia Secretaría de la ALADI, tras
su puesta en funcionamiento–, es el gobierno de Colombia
de conformidad con el Art. 14 del Acuerdo Marco de la Alianza
del Pacífico.
b) El Acuerdo Marco de la AP prevé la posibilidad de la adhesión
de nuevos Estados al acuerdo siempre y cuando el Consejo de
Ministros así lo autorice por unanimidad; ello es diferente
con lo previsto en el Régimen de la ALADI de multilate-
ralización de conformidad con el Tratado de Montevideo de
1980, que expresamente dispone que los acuerdos de alcance
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parcial –tal como sería el acuerdo por el cual se constituye la
Alianza, de aplicarse la analogía normativa– deberán estar
abiertos a la adhesión, previa negociación, de los demás países
miembros según su art. 9 inciso (a). Es decir que para
adherirse al acuerdo marco deberán contar con el aval de los
cuatro Estados.
c) La adhesión de nuevos socios en el Acuerdo Marco se
condiciona a que el Estado que solicita su ingreso tenga
acuerdos de libre comercio vigentes con cada una de las
partes; requisito que en la ALADI no se exige para poder
adherir a los acuerdos de alcance parcial que se realicen y
notifiquen entre sus socios.
Estas razones, llevan a considerar que el Acuerdo por el que
se constituye la Alianza se ha realizado por fuera del esquema
integracionista tradicional latinoamericano, esto es fuera de la
ALADI. Ello pone en evidencia una nueva tendencia en materia
integracionista en la región, es decir, de una autonomía absoluta
en términos de su vinculación con el sistema de integración pro-
piciado por dicha organización, la cual pretende constituir un
mercado común latinoamericano a largo plazo, en forma gradual
y progresiva, de conformidad con el art. 1 de su Tratado Consti-
tutivo.
Este distanciamiento entre ambas, pese a que los Estados Parte
de una también lo son de la otra, muestra a las claras que el
paradigma integracionista esgrimido hasta no hace mucho ha
comenzado a fragmentarse, al menos para aquellos países que
comparten su salida al Océano Pacífico.
2.2. La Alianza del Pacífico y EE.UU.
Otra característica común de los Estados Parte de la AP que
debe ser resaltada, es el hecho de tener en común Tratados de
Libre Comercio celebrados y vigentes con los EE.UU. Quizá el más
paradigmático es el caso de México con el que ha celebrado el
Acuerdo de Libre Comercio de América del Norte –TLCAN o NAFTA
en inglés– junto a Canadá, el cual se encuentra vigente desde los
albores de la década de los años 90. En este sentido, puede verse el
siguiente cuadro que indica los acuerdos bilaterales celebrados por
los EE.UU. con los países latinoamericanos:
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CUADRO I
ACUERDOS COMERCIALES BILATERALES CELEBRADOS POR EE.UU.
CON PAÍSES LATINOAMERICANOS


























































152 Nicaragua ha avanzado en la negociación de los acuerdos con once de los
Estados Partes de la ALADI, restándole negociar solo dos para terminar
con las negociaciones e ingresar plenamente a la Asociación.
Fuente: Elaboración propia sobre la base de la información obrante en el
Sistema de Comercio Exterior de la Organización de los Estados Americanos.
Del cuadro precedente se observa que los países han concluido
acuerdos bilaterales comerciales cuyo propósito es la conformación
de áreas o zonas de libre comercio y conformar la AP; inclusive
Panamá que pese a no ser parte plena, ha sido reconocido en calidad
de observador por el propio Acuerdo Marco, conforme a lo dispuesto
en el art. 17, que reconoce la calidad de observador de este país y
de Costa Rica, con el que tiene un acuerdo multilateral, el CAFTA-
DR –países de Centroamérica, EE.UU. y República Dominicana–,
los cuales no forman parte de la ALADI152.
Concordante con lo anterior, debe afirmarse que estos instru-
mentos no sólo se han apartado de las normas por las cuales se
rige la celebración de acuerdos comerciales en América Latina,
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en el marco de ALADI, sino que los Estados Parte comparten su
interés en vincularse comercialmente con los EE.UU.
Por su parte, merece destacarse que estos acuerdos establecen
el reconocimiento de de los que los Estados Parte también participan,
al sostener, verbigracia, en el Acuerdo bilateral entre Perú y los EE.
UU., en su art. 1.2, lo siguiente: “Relación con otros Acuerdos
Internacionales: Las Partes confirman los derechos y obligaciones
existentes entre ellas conforme al Acuerdo sobre la OMC y otros acuerdos
de los que sean parte”. De este modo, solo reconocen la existencia de
otros acuerdos comerciales sin establecer jerarquías entre ellos, lo
cual los sitúa en el mismo plano jurídico internacional. Esta situación
solo se plantea en el Acuerdo bilateral; a diferencia de lo que acontece
con lo dispuesto en el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la AP,
al modificar esta postura respecto a las relaciones existentes entre
los Acuerdos Comerciales preexistentes.
Concordante con lo anterior, el Art. 1.2. del Protocolo dispone:
“1. De conformidad con el Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico,
y reconociendo la intención de las Partes de que sus acuerdos
internacionales existentes coexistan con el presente Protocolo
Adicional, las Partes confirman: (a) sus derechos y obligaciones
en relación con los acuerdos internacionales existentes en los que
todas las Partes sean parte, incluido el Acuerdo de Marrakech por
el que se establece la Organización Mundial del Comercio, y (b)
sus derechos y obligaciones en relación con los acuerdos
internacionales existentes en los que una Parte y al menos otra
Parte sean parte. 2. Si una Parte considera que una disposición
del presente Protocolo Adicional es incompatible con una
disposición de otro acuerdo en que esa Parte y al menos otra Parte
sean partes, previa solicitud, dichas Partes realizarán consultas
con el objeto de alcanzar una solución mutuamente satisfactoria.
Lo anterior, es sin perjuicio de los derechos y obligaciones de las
Partes de conformidad con el Capítulo 17 (Solución de Diferencias)”.
De conformidad con la manda transcripta, se desprende que
las Partes reconocen las obligaciones contraídas en el marco de la
OMC así como también la vigencia de los acuerdos comerciales
anteriores, lo cual condicionaría, en este párrafo, a aquellos
celebrados sólo entre dos de ellos. No obstante, y para aclarar la
cuestión de la vigencia de los acuerdos bilaterales anteriores a la
celebración de este Protocolo, el articulo bajo análisis dispone que
si una Parte considera que una disposición del Protocolo es
incompatible con una de otro acuerdo en el que esa Parte y al menos
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otra estén involucradas, previa solicitud, realizarán consultas con
el objeto de alcanzar una solución mutuamente amistosa. De este
modo, y de la literalidad del artículo se deriva que prevalece el
Protocolo por sobre los acuerdos comerciales celebrados entre dos
de las partes del mismo. Ahora bien, veamos cuáles son los acuerdos
de los que también son parte los signatarios del Protocolo Adicional
al Acuerdo Marco de la AP.
CUADRO II
 ACUERDOS COMERCIALES BILATERALES CELEBRADOS POR LAS
MISMAS PARTES DEL PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO













Establecer, en el más breve plazo posible,
un espacio económico ampliado entre los
Países Signatarios, que permita la libre
circulación de bienes, servicios y facilitar la
plena utilización de factores productivos.
Estimular la expansión y diversifica-
ción del comercio entre las Partes; eli-
minar las barreras al comercio y facilitar
la circulación de bienes y de servicios
entre las Partes; promover condiciones
de competencia leal en el comercio entre
las Partes; aumentar sustancialmente las
oportunidades de inversión en los territo-
rios de las Partes; proteger y hacer valer
los derechos de propiedad intelectual;
establecer lineamientos para la ulterior
cooperación entre las Partes, así como
en el ámbito regional y multilateral en-
caminada a ampliar y mejorar los bene-
ficios de este Tratado; crear procedi-
mientos eficaces para la aplicación y
cumplimiento de este Tratado, para su
administración conjunta y para la so-
lución de controversias; y propiciar re-
laciones equitativas entre las Partes re-
conociendo los tratamientos diferencia-
les en razón de las categorías de países





Establecer, en el más breve plazo posi-
ble, un espacio económico ampliado en-
tre los Países Signatarios, que permita
la libre circulación de bienes, servicios y







153 Venezuela presento formalmente solicitud de denuncia al Acuerdo de
Complementación Económica Nº 33 (ACE 33), por Nota No.II.2.UE.E1/
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Las Partes de este Tratado establecen
una zona de libre comercio, de confor-
midad con lo dispuesto en el Artículo
XXIV del GATT de 1994, el Artículo V
del GATS, que son parte del Acuerdo










Estimular la expansión y diversifica-
ción del comercio; eliminar las barre-
ras al comercio y facilitar la circulación
de bienes; promover condiciones de
competencia leal en el comercio; y esta-
blecer lineamientos para la ulterior coo-
peración entre las Partes, así como en
el ámbito regional y multilateral.
Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos obrantes en la ALADI.
Concordante con el cuadro II, lo dispuesto en el Art. 1.2. del
Protocolo, se refiere a los Acuerdos Comerciales allí expresados,
todos los cuales forman parte del entramado jurídico-comercial
de la ALADI; los que, en caso de dar lugar a dudas tras la entrada
en vigencia del Protocolo, serán objeto de consultas entre las
Partes. De este modo, de ser incompatibles los celebrados al
amparo del Tratado de Montevideo de 1980, se encontrarán sujetos
a consultas entre las mismas, situación que no se prevé entre la
incompatibilidad del Protocolo. Conforme a ello puede sostenerse
que, sin mencionarlo expresamente y del análisis exegético de la
manda del Protocolo, que los acuerdos que se encuentran bajo
verificación son aquellos enmarcados en la ALADI, prevaleciendo
el marco normativo que da lugar a la creación de la AP por sobre
aquellos.
2.3. Los Estados Partes de la AP y la OMC
El apartamiento al marco jurídico latinoamericano en materia
de Acuerdos Comerciales y la aproximación al formato de los EE.UU.
por parte de cuatro países miembros de la ALADI, ha tenido otra
consecuencia en el plano internacional; ello comenzaría a marcar
una importante brecha entre estos países con sus pares latino-
americanos. La misma, tiene lugar en razón de la notificación de
los acuerdos bilaterales comerciales celebrados individualmente
Rep de fecha 25/05/2006 (CR/di 2261), que surtirá efecto a los 180
días de la notificación a las partes suscriptoras y a la Secretaría
General, según lo establecido en el artículo 23-08 del mismo,
cumpliéndose ese plazo el 19/11/2006.
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entre los miembros de la AP con los EE.UU., cuya cuestión debe ser
analizada desde diversas aristas. En primer lugar, debe observarse
de qué modo se han acreditado los Estados Partes de la AP en la
OMC, de la que forma parte Perú, lo cual se expone en el siguiente
cuadro.
CUADRO III
 ACUERDOS COMERCIALES BILATERALES CELEBRADOS POR LAS
MISMAS PARTES DEL PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO





País en desarrolloChile OMC: 1/1/1995
GATT: 16/3/1949









Conforme al cuadro, los cuatro Estados Partes de la AP han
acreditado como países en desarrollo, estándar que les ofrece ciertas
preferencias dentro del sistema multilateral de comercio, otorgán-
doles mayores prerrogativas en cuanto al cumplimiento de las
obligaciones de la organización, así como poseen plazos más laxos
de adecuación al cumplimiento de las mismas bajo el concepto
general de Trato Especial y Diferenciado, dentro del cual se
encuentra la Cláusula de Habilitación, que permite no solo el
otorgamiento de Sistemas Generalizados de Preferencias por parte
de los países desarrollados a los que se encuentran en desarrollo,
sino que además les permite celebrar acuerdos comerciales
recíprocos, los que se encuentran, en principio, fuera del Art. I del
GATT, por el que se prevé la cláusula de la Nación Más Favorecida.
Esta excepción aplica entonces para los acuerdos comerciales que
celebren los países en desarrollo bajo la manda del Art. 2 (c) de
dicha cláusula, la cual se presenta como menos exigente en relación
con los acuerdos que celebren los países desarrollados, los que deben
notificarse bajo el Art. XXIV del GATT que prevé la constitución de
zonas de libre comercio y uniones aduaneras para el comercio
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recíproco, estableciendo una serie de exigencias a cumplir para
ser considerados como tales.
Bajo estas premisas, y pese a las ventajas con las que cuentan
los países en desarrollo al momento de notificar los acuerdos
comerciales regionales al celebrarlos al amparo de la Cláusula de
Habilitación, lo cierto es que aquellos que fueron celebrados por los
cuatro países que son parte de la AP de manera bilateral, han sido
notificados bajo los términos del Art. XXIV del GATT; en otras
palabras, han utilizado la normas destinadas a los acuerdos
celebrados por países desarrollados.
CUADRO IV
 ACUERDOS COMERCIALES BILATERALES CELEBRADOS POR LAS
MISMAS PARTES DEL PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO MARCO











Clausulas bajo las cuales
se notifica a la OMC


















Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos obrantes en la OMC.
Tal como se expone, estos Estados Parte del Tratado de Montevideo
de 1980 se han apartado del sistema de notificaciones esgrimido
por la organización a la que pertenecen, dado que la ALADI ha sido
registrada en la OMC bajo los términos de la Cláusula de Habilitación
en pos de, no solo proteger a las partes en relación con la apertura
comercial, sino además de excluir las preferencias otorgadas dentro
de su marco del principio de la Nación Más Favorecida. Idéntica
situación es la de la CAN, de la cual Perú es Parte, que ha sido
notificada a la OMC bajo los términos de la Cláusula de Habilitación.
Sin embargo, Chile, Perú, Colombia y México, se han apartado
de dicha práctica para notificar sus acuerdos bilaterales
comerciales, haciéndolo bajo los términos del Art. XXIV del GATT.
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Esto muestra, por primera vez, dentro de la Asociación una fractura
en torno a la postura entre los propios países de la región en materia
de notificación de los acuerdos comerciales de los que son parte.
Los efectos prácticos que recaen sobre esta cuestión, versan sobre
los grupos de negociaciones que existen dentro de la OMC, los cuales
por lo general se han dividido en países desarrollados y en desarrollo.
Esta modificación, en relación con el modo de notificar los acuerdos
comerciales, orienta a los que lo han hecho bajo los términos del Art.
XXIV a alinearse con las posturas esgrimidas por los países desarrollados,
en detrimento de los países en desarrollo, lo cual coincidiría con la
alineación que existe por parte de estos países a los EE.UU., al contar
con acuerdos bilaterales tal como se vio, así como con la UE.
3. Acuerdos de Libre Comercio de Perú extra-región
Perú ha pivoteado entre la CAN, la ALADI y la AP, sumando
acuerdos bilaterales con otros países del hemisferio como extra-
regionales. Corresponde entonces analizar sus relaciones comer-
ciales, las cuales favorecen su inserción internacional en grandes
mercados como el de China y el de la UE, con quienes tiene acuerdos
bilaterales vigentes.
3.1. Tratado de Libre Comercio con China
Perú, al igual que Chile, es uno de los primeros países de
Sudamérica que ha celebrado un Acuerdo de Libre Comercio con
China, a través del cual se establece la constitución de una zona
de libre comercio entre ambos. En este sentido debe afirmarse que
si bien su economía ha sido una de las más dinámicas del mundo
en las últimas décadas al crecer a tasas superiores al 10% durante
varios años consecutivos, lo cierto es que últimamente ha encon-
trado dificultades para conservar el valor de su moneda, pese a
haberse convertido en la segunda economía del mundo en cuanto
a su Producto Interno Bruto, la cual solo es superada por la de los
EE.UU; asimismo y en cuanto a su peso comercial, China es el
segundo exportador mundial de bienes (FMI, 2009). Sin embargo,
el interés en Perú por este país viene dado por la riqueza de su
biodiversidad y la abundancia de recursos naturales154. Ello se
154 Sobre este tema en particular, véase: Ramírez Lautaro M. (2009), “Las
vapuleadas relaciones entre Norteamérica y Latinoamérica, contexto
actual sudamericano”, en: Revista del Colegio de Abogados de La Plata,
Año L N°71, La Plata, Buenos Aires.
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demuestra con solo un dato: las exportaciones de Perú hacia China
se encuentran concentradas en productos mineros y pesqueros
(Reinoso, 2010:49), por ello es funcional la firma de este acuerdo
amplio que incluye bienes, servicios e inversiones. Por su parte, a
Perú le interesa convertirse en aliado estratégico en América Latina
de China, lo cual deviene de su posición geográfica como puente
comercial y de inversiones entre Asia nororiental y el interior de
Sudamérica y el Océano Atlántico a través de los corredores bioceá-
nicos (Ministerio de Relaciones Exteriores de Perú, 2015).
Debe recordarse, además, que las relaciones bilaterales datan
de más de veinte años, dado que Perú firmó con China diversos
Tratados previos al de libre comercio. Entre estos se destacan el
Acuerdo de Promoción y Protección de Inversiones del año 1994;
Protocolos de Requisitos Sanitarios y Fitosanitarios para uvas
frescas, cítricos del año 2003 y 2008; Acuerdo de Cooperación
Financiera entre el Banco de Desarrollo de China y la Corporación
Financiera de Desarrollo de Perú y el Banco de Perú del año 2008;
Acuerdos Marco para financiamiento de proyectos mineros en la
zona de Galeno de Perú del año 2008; y el Acuerdo de Cooperación y
Asociación Estratégica del año 2008. De este modo, Perú tras una
larga relación bilateral con China, es el país que actualmente cuenta
con mayores lazos políticos, históricos, comerciales y económicos
con este país asiático en Sudamérica (Reinoso, 2010:48).
En cuanto al Acuerdo per se, ha logrado establecer la des-
gravación inmediata, pese a que los productos más estratégicos de
Perú cuentan con plazos de desgravación que van desde 5 a 17
años. En estas canastas se encuentran los productos agrícolas que
son altamente intensivos en mano de obra y que han tenido una
diversificación y crecimiento importante en otros mercados. Por
otra parte, la oferta arancelaria de Perú hacia China ha logrado
excluir muchos de sus sectores sensibles, especialmente los
relacionados con la industria textil y confecciones y metal mecá-
nica. Sin embargo, aún existe la incertidumbre si los aranceles
NMF que regirían en este caso ofrecen niveles de protección
adecuados (Reinoso, 2010:50).
Por su parte, la estrategia china, más allá de las relaciones
comerciales con Perú, tiene un triple objetivo en América Latina:
acceso a materias primas para alimentar su espectacular creci-
miento económico, ganar peso en el escenario internacional
teniendo influencia en otras partes del mundo y conseguir que los
países latinoamericanos que aun reconocen a Taiwán y no a China,
abandonen esta postura (Villasuso, 2010:96).
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3.2. El Acuerdo Comercial entre la UE y Colombia y Perú
El Acuerdo comercial celebrado entre Perú y Colombia con la
UE, tuvo sus orígenes en las negociaciones llevadas adelante entre
la CAN y la UE. Sin perjuicio de ello y dadas las diferencias entre los
Estados Partes de la CAN en relación con la celebración de este
acuerdo, lo cierto es que las negociaciones avanzaron de manera
bilateral entre Perú y Colombia con la UE, quienes lograron
culminarlas en un Acuerdo Comercial el 28 de febrero de 2010,
durante la IX Ronda que se realizó en la ciudad de Bruselas. Luego
el Acuerdo se sometió a un proceso de revisión legal, puesto a
consideración de los asistentes a la VI Cumbre de América Latina y
el Caribe –ALC– y la UE celebrada en Madrid, en el marco de la cual
se expidió la Declaración de Conclusión de las Negociación de un
Acuerdo Comercial y se pusieron a disposición del público en general,
a través de los sitios oficiales de cada una de las Partes. Poste-
riormente, en la Sesión Nº 3170 del Consejo de la UE, llevada a cabo
el 31 de mayo de 2012, se aprobó la firma y aplicación provisional del
Acuerdo Comercial entre la UE, Perú y Colombia. Esto permitió que,
a pesar de la naturaleza mixta del mismo, este pueda ser aplicado en
forma sustancial sin requerir la ratificación de los 27 Estados
Miembros de la UE. Fue entonces, el 26 de junio de 2012 en la ciudad
de Bruselas, que se suscribe, entrando en vigencia el 11 de diciembre
de 2012 tras la aprobación del Parlamento Europeo del Acuerdo; para
Perú entró en vigor el 12 de diciembre de 2012, durante la Sesión
Plenaria en donde se aprobó por unanimidad la Resolución
Legislativa Nº 29.974; empezando a regir las relaciones comerciales
entre ambos el 1 de marzo de 2013 (Cancillería de Perú, 2015).
El Acuerdo forma parte de una estrategia comercial de largo
plazo que busca convertir al Perú en un país exportador, consolidando
mayores mercados y creando mejores oportunidades de desarrollo
a través de la atracción de inversión. En ese marco, los objetivos
específicos de la negociación fueron:
• Garantizar el acceso preferencial permanente de las expor-
taciones peruanas a la UE haciendo vinculantes y perma-
nentes en el tiempo las ventajas que se tienen en el SGP Plus,
que son preferencias unilaterales, temporales y parciales.
• Incrementar y diversificar las exportaciones, eliminando dis-
torsiones causadas por aranceles, cuotas de importación,
subsidios y barreras para-arancelarias y teniendo en cuenta
el nivel de competitividad del Perú para la definición de los
plazos de desgravación.
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• Propiciar el desarrollo de economías de escala, un mayor grado
de especialización económica y una mayor eficiencia en la
asignación de los factores productivos.
• Contribuir a mejorar la calidad de vida de los peruanos a través
del acceso del consumidor a productos más baratos de mayor
calidad y variedad.
• Establecer reglas claras y permanentes para el comercio de
bienes, servicios y para las inversiones, que fortalezcan la
institucionalidad, la competitividad y las mejores prácticas
empresariales en el país.
• Crear mecanismos para defender los intereses comerciales
peruanos en los Estados de la UE y definir mecanismos trans-
parentes y eficaces para resolver eventuales conflictos de
carácter comercial que puedan suscitarse.
• Reforzar la estabilidad de la política económica y de las insti-
tuciones, así como mejorar la clasificación de riesgo del Perú,
lo que contribuye a disminuir el costo del crédito y a conso-
lidar la estabilidad del mercado de capitales.
• Elevar la productividad de las empresas peruanas, al facilitarse
la adquisición de tecnologías más modernas a menores
precios, que promuevan la exportación de manufacturas y
servicios con valor agregado.
De este modo, Perú es uno de los pocos países de Latinoamérica
que cuenta con Acuerdos Comerciales celebrados con China, EE.UU.
y la UE, expandiendo su proyección comercial a los mayores ejes
geopolíticos del globo. Por su parte, dos de estas tres potencias
mundiales, que se encuentran en plena expansión, están llevando
adelante negociaciones para celebrar acuerdos comerciales entre
sí, reconfigurándose de este modo el paradigma comercial conocido
hasta el momento, dado que son las mayores economías mundia-
les.
4. La posición estratégica de Perú en el plano inter-
nacional y su participación en los Acuerdos Mega
regionales
Concordante con lo anterior, Perú cuenta con un lugar privi-
legiado al haberse asociado a los principales motores de la economía
mundial, siendo además los que mayores volúmenes de comercio
LAUTARO RAMÍREZ
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mueven tanto para importaciones como exportaciones pero bajo
diferentes modalidades, desde diferentes intereses y programas.
De este modo, cabe recordar que la corriente teórica imperante en
la actualidad ha denominado a los acuerdos comerciales que se
encuentran en plena negociación como “Acuerdos Mega Regionales”
por la vastedad de su comprensión, los cuales se caracterizan por
diferentes variables, entre las que se destacan: el elevado número
y peso económico de sus participantes; la creación de grandes
espacios económicos integrados, ya sean asiáticos, transatlánticos
o transpacíficos; y una agenda que incluye diversas áreas no
abordadas por los acuerdos de la OMC ni por otros (Rosales-Herrero,
2014).
En este contexto, actualmente se encuentran en plena nego-
ciación el Acuerdo de Asociación Transpacífico –TPP–, el Acuerdo
Transatlántico sobre Comercio e Inversión entre EE.UU. y la UE
–TTIP–, el Acuerdo de Libre Comercio entre UE y Japón y los de la
Asociación Económica Regional Integral –RCEP– entre los 10
miembros de la Asociación de Naciones del Sudeste Asiático –ASEAN–,
Australia, China, India, Japón, Nueva Zelandia y la República de
Corea, cuyo análisis si bien excede el objeto del presente trabajo,
se abordan los dos primeros dado el impacto que tienen sobre el rol
de Perú en la égida internacional.
El proceso de negociación del TPP tiene por objeto la creación
de una plataforma para una potencial integración económica en la
región del Asia-Pacífico. Los países participantes de las nego-
ciaciones se proponen diseñar un acuerdo inclusivo y de alta calidad
que siente las bases para el crecimiento económico, el desarrollo y
la generación de empleo de los países miembros, y que a su vez, se
convierta en el fundamento para un futuro Acuerdo de Libre
Comercio del Asia-Pacífico –FTAAP, por sus siglas en inglés–. En
este acuerdo, Perú manifestó su interés de adherirse a las nego-
ciaciones, durante la Cumbre de Líderes del Foro de Cooperación
Económica Asia Pacífico –APEC– de noviembre de 2008 en Lima,
La última ronda de negociaciones, la número XVII fue celebrada
en Perú del 15 al 24 de mayo de 2013; en los últimos dos años se
alcanzaron resultados alentadores tras una serie de rondas a nivel
presidencial, técnico y de ministros de comercio. En la última ronda
de ministros de comercio realizada en Hawái del 28 al 31 de julio
se suscribió la Declaración conjunta de los países que negocian el
TPP (SICE, 2015).
Los avances alcanzados hasta el momento radican en el comercio
de mercancías, servicios, inversiones, cuestiones aduaneras,
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cooperación y reglas de origen; propiedad intelectual, comercio digital
de bienes y servicios e intercambio de información; compras públicas,
políticas de competencia y empresas estatales, normas laborales y
ambientales, transparencia, anticorrupción y coherencia regula-
toria; solución de controversias y desarrollo y creación de capacidades
(United States Trade Representative, 2015).
Este “mega acuerdo”, de llegar a aprobarse y entrar en vigencia,
regulará el comercio de doce naciones –Australia, Brunei Darussa-
lam, Canadá, Chile, EE.UU., Japón, Malasia, México, Nueva Zelan-
dia, Perú, Singapur y Vietnam– entre las cuales cuentan con un
total de 792 millones de habitantes, que representan alrededor del
12% de la población mundial. De esta negociación y dentro de la
región solo participan Chile, México y Perú, tres de los socios de la
AP, lo cual deja al margen al resto de los países latinoamericanos,
que aún no acceden de manera preferencial al mercado de los países
que se encuentran negociando el TPP, lo cual desviará la demanda
existente por parte de los EE.UU. de mercancías de otros países de
la región que no tienen acuerdo, tal el caso de Venezuela que
representó el 45% de las exportaciones en el año 2012. Diferente
es lo que sucede con la Argentina, Uruguay y Paraguay que solo
representa el 5% del comercio para ellos; en los cuales el impacto
será menor. Sin embargo, el riesgo no sería el desplazamiento de
la demanda, sino que se anclen al comercio bilateral una serie de
productos de bajo contenido industrial, en otras palabras, productos
primarios tales como el petróleo, el café, los camarones congelados,
los plátanos y la miel.
Por su parte, en el marco de las negociaciones del TTIP entre
los EE.UU. y la UE, la última ronda data de julio del año 2015 y se
llevó a cabo en Bruselas, Bélgica (SICE, 2015a). Dado el avance de
las negociaciones en diez rondas, las partes negociadoras llegaron
a diversos puntos de encuentro en relación con las disciplinas que
se incluirán en el mismo, pero no existe acuerdo en cuanto al
modo en que se regularán, sobre todo en materia de agricultura y
subsidios. En este sentido, es de destacar que si bien Perú no forma
parte de estas negociaciones, el acuerdo impactará de sobremanera
sobre este, dado que ambos son también sus socios comerciales.
Empero, cuenta con la ventaja de contar ya con acuerdos con ambos,
lo cual le permitirá continuar comercializando con ellos así como
también cuenta con experiencia en materia de negociaciones
internacionales, a diferencia de lo que acontece con el resto de los
países de Sudamérica que no cuentan con estos acuerdos, pese a
haber tratado de negociar el acuerdo UE-MERCOSUR, del cual aún
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no se ha arribado a un texto definitivo, debido a las diferencias
existentes entre las partes.
En este contexto, dentro de las negociaciones de estos nuevos
acuerdos mega comerciales, se encuentra inserta en estado
embrionario una nueva posibilidad para redefinir las reglas
internacionales. Recuérdese que las normas de la OMC datan del
año 1995 y aún no se han modificado; pretendiéndose con estos
acuerdos avanzar en un nuevo rediseño jurídico del marco normativo
que regula al derecho económico internacional, dotándolos de nuevas
materias, como así también de nuevas normas que faciliten aún
más los intercambios comerciales entre los miembros. En este
sentido, se ha sostenido que:
En este contexto algunos países han optado por negociaciones
alternativas prefiriendo la celebración de acuerdos comerciales
preferenciales, y más específicamente en los últimos años se ha
avanzado en las negociaciones para la conformación de los llamados
mega-acuerdos regionales entre los países desarrollados, generando
dudas sobre la efectividad de la OMC como foro de negociaciones
multilaterales (Ramírez-Perrino, 2015:3).
Concordante con ello, y dentro de este contexto se ha sostenido
que: “En América Latina el proceso que guarda mayor sintonía con
esta tendencia a la formación de mega acuerdos es la Alianza del
Pacífico, de la que participan Chile, Colombia, México y Perú” (BID,
2013:5). Al mismo tiempo, la Alianza es importante no solo por
razones económicas, sino también por sus ambiciosos objetivos
que van más allá del desmantelamiento de las barreras tradicio-
nales al comercio. En realidad, su cobertura temática y enfoque
abarca tanto la eliminación de los aranceles como el estable-
cimiento de normas actualizadas, promoviendo además el desarrollo
de los encadenamientos productivos y las cadenas regionales de
valor en el marco mismo del bloque regional (Estevadeordal, 2014).
Reflexiones finales
Cabe sostener que existe actualmente en el plano internacional
una nueva reconfiguración de las relaciones económicas y
comerciales. Se advierte que Perú participa activamente de este
nuevo paradigma, ya que forma parte de las negociaciones de uno
de los mega acuerdos comerciales, el TPP, siendo además parte de
la AP. De esta forma, junto con los tres países que la conforman ha
buscado una mayor inserción internacional en vistas a Asia.
244
LAUTARO M. RAMÍREZ
Sin embargo, esta nueva estrategia en relación con la inte-
gración económica que Perú ha sabido construir –basado en
políticas comerciales y económicas estables, cuyos cimientos se
registran en los acuerdos celebrados con los EE.UU., la UE y China–,
lo han llevado a adoptar una postura diferenciada respecto del resto
de sus socios dentro de América del Sur, apartándose de las reglas y
marcos jurídicos de la ALADI. Ello, además, repercute en su posición
dentro de la OMC aproximándose ahora a los países desarrollados de
los cuales es socio desde hace ya tiempo atrás. Pese a ello, Perú ha
logrado situarse como un punto de conexión entre ellos, los países
del hemisferio norte y los latinoamericanos. De la misma forma lo
viene haciendo Chile; a pesar de ello, la distancia con sus socios
tradicionales en la región es cada vez mayor.
No obstante, es prematuro afirmar los efectos reales que este
posicionamiento le generará a Perú, toda vez que el contexto
internacional se encuentra aun aguardando los resultados de los
mega acuerdos y el remanente de la Ronda Doha.
Se observa además que este país ha sabido aprovechar la
dualidad construida, presentándose, por un lado, como un país
desarrollado en el marco de la OMC –acompañando a estos países
en sus demandas y requerimientos–; mientras que, por otra parte,
mantiene su estatus de país en desarrollo, con lo cual continúa
beneficiándose de las ventajas del trato especial y diferenciado,
especialmente de los SGP otorgados bajo la Cláusula de Habilitación
de aquella organización y bajo los auspicios de la UNCTAD.
En el marco regional pareciera que Perú se ha apartado de la
propuesta de la ALADI, generando ciertos resquemores entre los
socios, dado que la Alianza del Pacifico se ha constituido fuera de
este bloque. Ello genera, además rispideces con otros bloques de la
región como el MERCOSUR; toda vez que solo Paraguay y Uruguay
han sido aceptados como Estados Observadores dentro de la Alianza.
No así es el caso de Brasil y la Argentina, lo cual ha impactado en
este bloque155, en torno a su participación dentro de esta nueva pro-
155 Actualmente existen dos status de países observadores, aquellos que
ingresarán a la Alianza del Pacífico, entre los cuales se encuentran Costa
Rica y Panamá; y Estados Observadores puros: Alemania, Austria,
Australia, Bélgica, Canadá, R.P. China, Corea, Dinamarca, Ecuador, El
Salvador, España, EE.UU., Francia, Finlandia, Georgia, Grecia, Guatemala,
Haití, Honduras, Hungría, India, Indonesia, Israel, Italia, Japón,
Marruecos, Nueva Zelandia, Paraguay, Polonia, Portugal, Reino Unido,
Países Bajos, República Dominicana, Singapur, Suecia, Suiza, Tailandia,
Trinidad y Tobago, Turquía, Uruguay (Cancillería de Colombia, 2015).
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puesta y al modo de vinculación entre los mismos; generando una
serie de nuevos interrogantes en relación con la celebración de
acuerdos comerciales de manera individual156 por parte de los
Estados Parte del Tratado de Asunción.
Desde una perspectiva jurídica, la aceptación o no como Estados
Observadores se rige por las normas autónomas de la AP157, cuyos
contenidos difieren de los procedimientos establecidos por la
ALADI158 para permitir la participación de sus socios en los Acuerdos
Comerciales que se celebren bajo el amparo del Tratado de
Montevideo, lo cual se presenta a todas luces como atentatorio de
la integración profunda que busca este proceso de integración latino-
americana.
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CAPÍTULO X
LA UNIÓN ADUANERA EN CENTROAMÉRICA.
ANÁLISIS POLÍTICO-INSTITUCIONAL DEL PAPEL DEL
SICA EN SU CONSTRUCCIÓN
JUAN CARLOS FERNÁNDEZ SACA
Introducción
Centroamérica ha emprendido múltiples esfuerzos por desa-
rrollar su proceso de integración regional desde que en 1839
fracasara la República Federal, estableciéndose así varios intentos
por reconstruir la unión política en las últimas décadas del siglo
XIX y la primera mitad del siglo XX. Sin embargo, todos ellos tuvieron
una fugaz e infructuosa existencia. A partir de 1951, con el
nacimiento de la Organización de Estados Centroamericanos
(ODECA), se marca el inicio de un periodo en el cual los intentos
integracionistas dejan de centrarse en la unión política, la cual
pasa a convertirse en una mera declaración de intenciones, a fijar
la discusión en políticas culturales, procedimientos aduaneros,
tratados comerciales e industriales, y programas educativos, es
decir, se hace mayor énfasis en la integración económica y social.
Ante la insuficiente trascendencia de la ODECA en la dinámica
económica regional, el 13 de diciembre de 1960 se firma el Tratado
General de Integración Económica Centroamericana que da
nacimiento al Mercado Común Centroamericano (MCCA), al
Consejo Económico Centroamericano (CEC), el Consejo Ejecutivo y
la Secretaría Permanente del Sistema de la Integración Económica
Centroamericana (SIECA).
El MCCA tenía un plazo de cinco años para el “establecimiento
de un mercado común, lograr la convergencia de un arancel externo
común, promover y coordinar el desarrollo industrial, cooperar en áreas
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monetarias y financieras, desarrollo de una infraestructura integrada
y facilitar la inversión intrarregional” (Fernández Saca, 2008:33). Sin
embargo, el plazo establecido no logra cumplirse por diversas
situaciones coyunturales de índole económica, política y social.
Considerando que el objetivo de alcanzar la unión aduanera
tiene un rezago de 55 años desde la creación del MCCA, es válido
cuestionar cuál ha sido el rol del Sistema de la Integración
Centroamericana (SICA) y/o de la SIECA en apoyar la construcción
efectiva de la unión aduanera. Este ensayo tiene la finalidad de
realizar un análisis político-institucional del papel que juegan las
instancias de la integración regional al continuamente postergado
objetivo de alcanzar una unión aduanera en Centroamérica, o si
su ejecución depende de forma exclusiva de los gobiernos nacio-
nales sin que medie ningún tipo de apoyo por parte de instituciones
especializadas adscritas al sistema de integración.
1. ¿A qué hace alusión el concepto de Unión Aduanera?
Bela Balassa (1961:1), uno de los principales teóricos de la inte-
gración regional bajo una perspectiva económica, la define como:
Un proceso y como una situación de las actividades económicas.
Considerada como un proceso, se encuentra acompañada de
medidas dirigidas a abolir la discriminación entre unidades
económicas pertenecientes a diferentes naciones; vista como
una situación de los negocios, la integración viene a carac-
terizarse por la ausencia de varias formas de discriminación
entre economías nacionales.
Establece cinco grados de integración:
• “Área o zona de libre comercio: las tarifas (y las restricciones cuantitativas)
entre los países participantes son abolidas, pero cada país mantiene sus
propias tarifas frente a los países no pertenecientes al área.
• Unión aduanera: trae aparejada, además de la supresión de dis-
criminación a los movimientos de mercancías dentro de la unión, la
equiparación de tarifas en el comercio con países no miembros.
• Mercado común: no se limita a suprimir las restricciones al comercio,
sino también las que dificultan el movimiento de los factores.
• Unión económica: cosa distinta de un mercado común, combina la
supresión de restricciones a los movimientos de mercancías y factores,
con un cierto grado de armonización de las políticas económicas
nacionales, con objeto de eliminar la discriminación resultante de las
disparidades de dichas políticas.
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• Integración económica total: presupone la unificación de las políticas
monetaria, fiscal, social y anticíclica, además de requerir el estable-
cimiento de una autoridad supranacional, cuyas decisiones sean obli-
gatorias para los Estados miembros” (Balassa, 1961:1).
El Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de
1994 en su artículo XXIV, párrafo 8, entiende por Unión Aduanera:
“…la substitución de dos o más territorios aduaneros por un solo territorio
aduanero, de manera:
I. que los derechos de aduana y las demás reglamentaciones comerciales
restrictivas (excepto, en la medida en que sea necesario, las restricciones
autorizadas en virtud de los artículos XI, XII, XIII, XIV, XV y XX) sean
eliminados con respecto a lo esencial de los intercambios comerciales
entre los territorios constitutivos de la unión o, al menos, en lo que
concierne a lo esencial de los intercambios comerciales de los productos
originarios de dichos territorios; y
II. que, a reserva de las disposiciones del párrafo 9, cada uno de los
miembros de la unión aplique al comercio con los territorios que no
estén comprendidos en ella derechos de aduana y demás reglamenta-
ciones del comercio que, en substancia, sean idénticos”.
Considerando los elementos antes planteados, se observa en
el marco del establecimiento de una unión aduanera la presencia
de las siguientes decisiones o acciones emprendidas por los países
involucrados: “…suprimen las restricciones comerciales entre ellos, […]
deciden adoptar un arancel externo y una política comercial común
respecto de terceros países, haciéndose innecesaria la existencia de
puntos de vigilancia o de fronteras entre los miembros…” (Jaime,
2014:35).
2. La Unión Aduanera Centroamericana: continuos
intentos para su construcción
En diciembre de 1960 El Salvador, Guatemala, Honduras y
Nicaragua suscriben el Tratado General de Integración Económica
Centroamericana, al cual se adhirió posteriormente Costa Rica
en julio de 1962. Este tratado se erige como eje fundamental del
proceso de integración económica de la región y marca el primer
intento formal por establecer la unión aduanera.
En el artículo I se establece el MCCA fijando para ello “un plazo
máximo de cinco años a partir de la fecha de entrada en vigencia de
este Tratado. Se comprometen además a constituir una unión aduanera
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entre sus territorios”; sin embargo, en el artículo II se establece que
para alcanzar los fines del artículo I será necesario el perfeccio-
namiento de “una zona centroamericana de libre comercio en un plazo
de cinco años y a adoptar un arancel centroamericano uniforme…”.
El Tratado adoleció de la conceptualización y caracterizaciones
necesarias que permitieran a las entidades ejecutoras entender
los elementos que conforman los diferentes estadios de integración
que en él se mencionan: zona de libre comercio, unión aduanera y
mercado común. Por lo tanto, aun cuando el MCCA se ideó sobre
las bases de la teoría de la CEPAL sobre el desarrollo económico, se
careció de una hoja de ruta claramente definida que permitiera a
todos los actores involucrados tener certeza sobre las acciones a
realizar.
El MCCA dio algunos resultados positivos como el incremento
en los flujos comerciales entre los países miembro y un relativo
desarrollo y diversificación industrial; pero las condiciones para el
establecimiento de la unión aduanera en Centroamérica no estaban
dadas, ya que pronto surgieron diferencias entre algunos países
que manifestaban inequidades en la distribución de costos y benefi-
cios del incremento en el comercio intrarregional.
Una serie de elementos exógenos (las crisis del petróleo de 1973
y las fluctuaciones de los precios de los bienes primarios) y endógenos
(la guerra entre El Salvador y Honduras de 1969; la imposición de
barreras arancelarias por parte de Nicaragua y Honduras a las
importaciones intrarregionales en 1971; las modificaciones de Costa
Rica a su política cambiaria entre 1971-1972; el triunfo de la Revo-
lución Sandinista en Nicaragua en 1979 y la escalada de violencia
que derivó en las guerras civiles de los años ochenta en Centro-
américa) llevaron al colapso del MCCA y por ende, el objetivo
establecido para alcanzar la unión aduanera se diluyó.
A partir del proceso de pacificación y democratización de la
región en los primeros años de la década de los noventa, se firma
una serie de acuerdos que, entre otros objetivos, fijaban el estable-
cimiento de una unión aduanera. Los acuerdos más destacados se
detallan a continuación:
• Acuerdo de Nueva Ocotepeque sobre Comercio e Inversión, suscrito
el 12 de mayo de 1992 entre El Salvador, Honduras y Guatemala,
al que posteriormente se adscribe Nicaragua. En él se ratifica la
“…decisión de formalizar en el menor plazo, el perfeccionamiento de
una Zona de Libre Comercio entre sus respectivos países y la
formalización de una Unión Aduanera entre ellos como un paso para
alcanzar la Unión Aduanera.”; además se reitera la decisión de
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adoptar un arancel externo común estableciéndose como plazo el
1 de enero de 1993.
• Protocolo al Tratado General de Integración Económica Centro-
americana (Protocolo de Guatemala), firmado el 29 de octubre de
1993 en el marco del Sistema de la Integración Centroamericana
(SICA) que había sido constituido en diciembre de 1991. El Protocolo
de Guatemala se suscribe con la finalidad de modificar el tratado
que dio origen al MCCA, reiterando el objetivo de alcanzar la unión
aduanera y el mercado común, pero no establece plazos para su
consecución e incorpora la flexibilidad para que cada país signatario
busque alcanzar dichos objetivos a su propio ritmo.
Art. 15. Los Estados Parte se comprometen a constituir una Unión
Aduanera entre sus territorios, con el propósito de dar libertad de
tránsito a las mercancías independientemente del origen de las
mismas, previa nacionalización en alguno de los Estados Miembros,
de los productos procedentes de terceros países. Dicha Unión
Aduanera se alcanzará de manera gradual y progresiva, sobre la
base de programas que se establecerán al efecto, aprobados por
consenso.
• Convenio Marco para el establecimiento de una Unión Adua-
nera entre los territorios de El Salvador y Guatemala, firmado
el 13 de enero de 2000, al que se suman posteriormente
Honduras y Nicaragua. Dicho Convenio fija el marco jurídico
para la conformación de la unión aduanera, sin el esta-
blecimiento de plazos perentorios aunque sí se fija para
alcanzar la armonización arancelaria el 31 de diciembre de
2002. Se destaca en este convenio el establecimiento de un
servicio aduanero común que incluye armonización en la
legislación, estructura administrativa y organizativa común
y la automatización de procesos. A raíz de este convenio se
observaron importantes avances en el establecimiento de
aduanas yuxtapuestas y aduanas periféricas; sin embargo,
el impulso inicial no tardó en desacelerarse ya que el
mecanismo para la recepción y posterior distribución de los
ingresos aduaneros percibidos nunca fue claramente definido
y por el incremento de actividades ilícitas como el tráfico de
personas y narcoactividad que llevó a los países miembros a
la adopción de medidas de control de pasos fronterizos que en
la práctica significaron un retroceso a los avances realizados
al amparo de este Convenio.
• Protocolo de Habilitación para la Implementación de la Unión
Aduanera entre Guatemala y Honduras, suscrito el 10 de abril
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de 2015 durante la II Cumbre Empresarial de las Américas
la cual fue celebrada en el marco de la VII Cumbre de las
Américas en Panamá. Se fijó como plazo el 1 de diciembre de
2015 para el establecimiento de la unión aduanera entre
ambos países con el funcionamiento previo de puestos
fronterizos integrados.
Como parte de la hoja de ruta establecida, se incluye la par-
ticipación de la Secretaría de Integración Económica
Centroamericana (SIECA) en su calidad de instancia regional,
además de la participación directa de otras instituciones
nacionales de los países involucrados. El papel de la SIECA se
establece como una “instancia de apoyo técnico del proceso en
todas las instancias y que en conjunto con estas consolidará la
propuesta de Plan de Implementación. Debe llevar los registros
del establecimiento de la Unión Aduanera y los informes de
reuniones de todas las instancias. Llevará a cabo trabajos y
estudios que se le encomienden y tendrá capacidad de
propuesta”159 .
La iniciativa de Honduras y Guatemala se erige como el intento
más reciente en Centroamérica para alcanzar la unión aduanera,
al menos de forma bilateral; sin embargo, el hecho de que este
protocolo fuese firmado por los presidentes de Guatemala, Otto Pérez
Molina, y de Honduras, Juan Orlando Hernández puede llegar a
convertirse en la causa principal de que los objetivos que tiene
contemplados no logren alcanzarse.
La razón de lo anterior se debe a que el gobierno de Pérez Molina
concluyó antes del plazo constitucional debido a su renuncia a raíz
del escándalo de corrupción revelado el 16 de abril de 2015 por la
Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG),
organismo avalado por Naciones Unidas, y el Ministerio Público de
dicho país. Estas instituciones develaron una red de sobornos en
las aduanas que dependen de la Superintendencia de Adminis-
tración Tributaria (SAT) y en el seguro social, en el que presun-
tamente se encontraban involucrados altos funcionarios, entre
ellos el propio presidente Pérez Molina, la vicepresidenta Roxana
Baldetti, el secretario privado de la vicepresidenta Juan Carlos
Monzón, el presidente del Banco Central de Guatemala, Julio
JUAN CARLOS FERNÁNDEZ SACA
159 Hoja de Ruta Unión Aduanera Guatemala–Honduras. Véase: http://
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Uni%C3%B3n-Aduanera-GT-y-HN.pdf [Consultada el 25/11/2015].
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Suárez, y el presidente del Instituto Guatemalteco del Seguro Social
(IGSS), Juan de Dios Rodríguez.
La indignación popular no se hizo esperar y luego de continuas
y sistemáticas jornadas de protesta, se logró primero la renuncia
de la vicepresidenta el 8 de mayo de 2015 y luego del presidente el
2 de septiembre de 2015 luego de que el Congreso le retirara la
inmunidad, lo que permite que sea juzgado como un ciudadano
ordinario. El escándalo de corrupción, cuyas investigaciones siguen
en curso, puede llegar a implicar a más de 40 funcionarios del
gobierno de Pérez Molina.
En mayo de 2015 salió a la luz en Honduras un desfalco de un
aproximado de US$200 millones al Instituto Hondureño de Segu-
ridad Social (IHSS), el cual, durante un plazo cercano a los 5 años
desvió fondos públicos a empresas fantasmas. El escándalo salpicó
al presidente Juan Orlando Hernández debido a que la formación
política que lo llevó a la presidencia, el Partido Nacional, había
recibido donaciones con fondos presuntamente originados del
desfalco al IHSS. Sectores de la sociedad civil iniciaron un periodo
de protestas que duró alrededor de 3 meses para pedir la renuncia
del presidente, aunque sin lograr su cometido. Juan Orlando
Hernández se ha desvinculado del desfalco y ha ordenado una
investigación profunda al respecto, la cual sigue su curso.
Aun cuando las nuevas autoridades de Guatemala y las del
gobierno de Honduras públicamente han manifestado que la unión
aduanera se mantiene en firme, se han difundido declaraciones
desde el Ministerio de Desarrollo Económico de Honduras manifes-
tando la posibilidad de que dicho proceso pueda ejecutarse entre 30
o 60 días más allá del 1 de diciembre de 2015. La fecha que se escribe
este trabajo es anterior al plazo fijado para el establecimiento de la
unión aduanera entre Honduras y Guatemala y por lo tanto, no puede
afirmarse si éste se llevará a cabo o no; sin embargo, considerando
la inestabilidad política que actualmente atraviesan ambos países,
particularmente Guatemala, todo parece indicar que, en el mejor
de los casos, la consecución de la unión aduanera bilateral llevará
más tiempo del estimado en la hoja de ruta.
Como punto adicional a los infructuosos intentos en Centro-
américa para alcanzar la unión aduanera es preciso mencionar
que durante las negociaciones para la firma del Tratado de Libre
Comercio con Estados Unidos –(CAFTA-DR)– y del Acuerdo de
Asociación –(AdA)– con la Unión Europea se estableció la necesidad,
a veces a través de la presión ejercida por los equipos negociadores
de las contrapartes centroamericanas, para concretar la unión
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aduanera, sin embargo, nuevamente, los resultados no fueron los
esperados y a pesar de ello ambos acuerdos han entrado en vigencia
para todos los países firmantes.
3. Estado actual de la Unión Aduanera Centroamericana
¿avances, estancamiento o retrocesos?
No obstante lo planteado en los párrafos precedentes, Centro-
américa sí puede mostrar avances significativos en algunos aspectos
relativos a temas de regulación en materia de aduanas. Según datos
del Consejo de Ministros de Hacienda o Finanzas de Centroamérica,
Panamá y la República Dominicana –(COSEFIN)160–, el 94% de las
partidas arancelarias en Centroamérica han sido homologadas,
quedando pendientes algunos productos sensibles como el café
tostado, azúcar de caña, alcohol o derivados del petróleo.
Con relación a la normativa, Centroamérica cuenta con el
Código Aduanero Uniforme Centroamericano –(CAUCA)– y el Regla-
mento al Código Aduanero Uniforme Centroamericano –(RECAUCA)–.
La trazabilidad de esta normativa se explica a continuación (Jaime,
2014: 102-103, 165-170):
• El primer CAUCA se suscribió el 13 de diciembre de 1963 y
estuvo en vigencia hasta el 20 de julio de 1993. La organiza-
ción de los servicios y administración aduanera se basan en
los principios del Mercado Común Centroamericano. El Salva-
dor y Honduras no lo aplicaron.
• El CAUCA II se estructura a principios de los noventa, introdu-
ciendo conceptos novedosos tales como: modalidad de autode-
terminación, pago previo de los tributos, aforo documental,
transmisión electrónica de información, revisión aleatoria
de mercaderías, entre otros. Para 1996 únicamente Nicara-
gua, El Salvador y Honduras lo habían suscrito.
• El CAUCA III fue suscrito en 2002. Incluyó las siguientes
figuras jurídicas: autodeterminación de las obligaciones
aduaneras, criterios selectivos y aleatorios de control, partici-
pación del sector privado, aplicación de tecnologías de la
información.
• El CAUCA IV fue suscrito en 2008. Es el resultado de los
acuerdos de libre comercio firmados por la región y la nece-
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sidad de consolidar la Unión Aduanera. Uno de sus principales
objetivos es el establecimiento de una legislación común.
Surge el RECAUCA II para desarrollar las disposiciones del
CAUCA IV.
A pesar de los avances antes descritos, los tiempos de espera
en los pasos fronterizos centroamericanos y el número de trámites
a realizar se erigen como dos de los principales problemas para la
agilización del comercio regional; por ejemplo, la SIECA estimaba
en 2011 un total de 11 horas solamente de tramitología para el
tránsito de mercancías entre Guatemala y Panamá.
CUADRO I
CENTROAMÉRICA: ESTIMACIONES DE TRÁMITES DE TRÁNSITO
































146Total de trámites 146
Fuente: E&N con datos de SIECA
Estimaciones del Banco Mundial, indican que el transporte
terrestre de carga en Centroamérica cuesta 0.17 dólar/ por tone-
lada/kilómetro. En Estados Unidos, el precio ronda entre los US$
0.02 y los US$ 0.10. En África no supera los US$ 0.12.
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GRÁFICO I
 CENTROAMÉRICA: TIEMPO DE ESPERA EN LOS PASOS
FRONTERIZOS (2012)
Fuente: Banco Mundial (2013)
Un estudio sobre la facilitación del comercio en Centroamérica
llevado a cabo por el Proyecto Regional de USAID para el Comercio y
Alianzas de Mercados (PRUCAM) entre mayo de 2014 a julio de 2015,
realizó un monitoreo de 2.688 horas en diferentes puestos fronterizos de
la región y encontró que el 31,18% de las interrupciones en los procesos
se debe a cortes energéticos, fallas en el sistema informático y huelgas.
FIGURA I
 CENTROAMÉRICA: TIEMPO PROMEDIO PARA CRUCE FRONTERIZO
EN CORREDOR DEL PACÍFICO DE NORTE A SUR (2015)
Fuente: PRUCAM / USAID (2015)
JUAN CARLOS FERNÁNDEZ SACA
259
LATINOAMÉRICA: INSERCIÓN GLOBAL E INTEGRACIÓN REGIONAL
Fuente: PRUCAM / USAID (2015)
4. El rol del SICA en la construcción de la Unión
Aduanera
Uno de los principales impedimentos para alcanzar la unión
aduanera en Centroamérica es la ausencia real de instituciones
u órganos supranacionales. La intergubernamentalidad imperante
en el Sistema de la Integración Centroamericana conlleva a la
dispersión de funciones, carencia de competencias específicas, a
la obligada toma de decisiones por consenso y a la sobreposición de
la normativa interna ante la normativa regional.
Si bien es cierto se cuenta con importantes avances en la
coordinación de procedimientos aduaneros y en la armonización
de normas aplicables a productos importados, los siguientes
elementos asociados al sistema de integración regional se
convierten en limitantes para la consecución de la unión aduanera:
• Las instituciones del Subsistema de Integración Económica
Centroamericana carecen de facultades supranacionales.
FIGURA II
 CENTROAMÉRICA: TIEMPO PROMEDIO PARA CRUCE FRONTERIZO
EN CORREDOR DEL PACÍFICO DE SUR A NORTE (2015)
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• El Consejo de Ministros para la Integración Económica
(COMIECO) y la SIECA no pueden adoptar decisiones vincu-
lantes a nivel regional.
• El SICA carece de facultades sancionatorias al incumpli-
miento de plazos, normativas y/o acuerdos.
• Aún hay deficiencias y retrasos derivados de la falta de
homologación de los requerimientos sanitarios y fitosanitarios.
• Falta de compromiso político en temas relacionados con la
recaudación tributaria, gestión de fronteras y administración
arancelaria.
• Un factor adicional está afectando el establecimiento de la
unión aduanera e impactando directamente en los costos
asociados al comercio: la inseguridad del tránsito intrafron-
terizo, que estaría obligando a costear servicios de guardia
de custodia, o en el extremo, pagar “peaje” a bandas delin-
cuenciales, en ciertos trayectos regionales.
A pesar de las deficiencias hay algunas iniciativas público-
privadas que pueden ser destacadas por el posible impacto positivo
que éstas consigan generar en la facilitación del comercio en
Centroamérica y que a través de mecanismos directos o indirectos
puedan incidir en la decisión política de concretar la unión
aduanera. A los efectos del presente trabajo, se mencionan dos
iniciativas que involucran al SICA u otra institución del sistema,
a saber:
a) Proyecto Regional de USAID para Comercio y Alianzas de
Mercado (PRUCAM). Liderado por la Agencia de los Estados
Unidos para el Desarrollo (USAID, por sus siglas en inglés),
tiene como socio principal a la SIECA y a la Federación de
Cámaras de Comercio del Istmo Centroamericano (FECAMCO),
y como aliados estratégicos a la Universidad Dr. José Matías
Delgado de El Salvador y la Universidad Nacional de Costa Rica.
El proyecto ha definido tres líneas de acción:
• Fortalecimiento institucional de la SIECA;
• Apoyo a la integración económica centroamericana y
competitividad; y
• Desarrollo de herramientas informáticas para la gestión
del conocimiento, el cual busca capacitar en gestión
aduanera a funcionarios públicos y agentes privados
dedicados al comercio intrarregional.
JUAN CARLOS FERNÁNDEZ SACA
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Como parte de los estudios realizados en el marco del PRUCAM
se han establecido cinco medidas prioritarias de corto plazo relativas
a los procedimientos y trámites fronterizos con el objetivo de
facilitar el comercio en Centroamérica:
• Declaración anticipada del Formulario Aduanero Único Centro-
americano (FAUCA);
• Agilización y coordinación de controles migratorios;
• Certificados zoosanitarios y fitosanitarios electrónicos;
• Registro de pago en fronteras por medio de dispositivos de
radio frecuencia; y
• Utilización de cámaras en pasos de fronteras.
b) Centro de Estudios para la Integración Económica (CE IE).
Financiado por el gobierno de la República de China en Taiwán
y asociado a la SIECA, este centro ofrecerá programas de
formación técnica integral en el marco de la integración eco-
nómica centroamericana, servicios de asistencia técnica, acti-
vidades de investigación u observatorio, entre otras, que le per-
mitan constituirse en un centro generador de conocimiento
profundo e integral del quehacer y funcionamiento del proceso
de integración económica regional mediante la aplicación de
una amplia gama de métodos modernos de enseñanza, servicios
y el intercambio de conocimientos entre el sector público y
privado.
Centroamérica en su conjunto no ha sido capaz de establecer
un modelo de gestión de fronteras que se fundamente en programas
de capacitación formal que se encuentren articulados con las
estrategias nacionales y regionales para la facilitación del comercio.
Asimismo, se carece en la gestión de fronteras de un enfoque
gerencial que permita la articulación de los servicios fronterizos
bajo esquemas de generación de valor y modernización de procesos
a través de mecanismos informáticos que deriven en un incre-
mento de la competitividad en toda la estructura del comercio
intrarregional en el cual, las gestiones en los pasos fronterizos son
un eslabón fundamental.
Mientras los estados miembros del SICA no logren articular
un modelo comunitario para la gestión de fronteras que facilite en
un plazo determinado el establecimiento de la unión aduanera:
En las fronteras centroamericanas, todos los días, se puede
ser testigo del drama de un turista u hombre de negocios
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teniendo que hacer fila detrás de un furgón lleno de cebollas,
donde el camión y su carga tienen que procesar su papelería
con varias autoridades gubernamentales, mientras que por
aparte, el conductor y sus ayudantes, están en otra fila de
control migratorio, de seguridad, de policía, etc. O viceversa,
para tensión del camionero y su carga de cebollas frescas,
esperando en sus filas, mientras atienden al turista u hombre
de negocios. Así, de hecho no se distinguen en las filas, las
mercancías, de las personas, retrasándose mutuamente. (Lucas,
2014).
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